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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido, y Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 95ª, ordinaria, en 20 de enero; 96ª, especial, y 97ª, ordinaria, en 26 de enero; y 98ª, extraordinaria, en 27 de enero, todas del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Diecisiete de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (boletín N° 10.185-06).



Con los nueve siguientes hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (boletín N° 9.015-05).



2) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12).



3) Proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo tocante a la tipificación del delito de tortura (boletín N° 9.589-17).



4) Proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (boletín N° 9.835-13).



5) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio (OMC)”, adoptado por Decisión del Consejo General de esta el 27 de noviembre de 2014 en Ginebra, Suiza, que incorpora el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio a su Anexo 1A (boletín N° 10.121-10).



6) Proyecto que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (boletín N° 10.161-08).



7) Proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (boletín N° 10.240-08).



8) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín N° 10.264-07).



9) Proyecto de ley que crea una asignación destinada a incentivar el desempeño con dedicación exclusiva de los profesionales de los servicios de salud que indica (boletín N° 10.381-11).



Con los siete últimos hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).



2) Proyecto de ley que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias (boletín N° 9.197-03).



3) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



4) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



5) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley N° 18.287 con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín N° 10.125-15).



6) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín N° 10.140-07).



7) Proyecto de ley que perfecciona el Sistema de Alta Dirección Pública y fortalece la Dirección Nacional del Servicio Civil (boletín N° 10.164-05).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Contesta acuerdo del Senado adoptado con motivo del acto de juramento de los Diputados a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela.



Da respuesta a consultas, formuladas en nombre del Senador señor Navarro, acerca de diversas materias relacionadas con esa Secretaría de Estado.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Espina, acerca de fiscalizaciones a la empresa eléctrica que provee energía a las comunidades de Llafulen y Lautaro.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende preocupación, expresada en nombre del Senador señor Chahuán, por el problema que afecta a pequeños mineros de la comuna de Petorca como consecuencia del cierre, por parte de los propietarios de la Compañía Minera Can Can S.A., del camino en el sector denominado “Cantarito”.



Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Matta, sobre el estado general del sistema de agua potable rural en las regiones del país.



Contesta petición de información, expedida en nombre del Senador señor Espina, acerca de intervenciones de particulares en el cauce al canal del río Huequén, lo que ha afectado a la Comunidad de Aguas El Parque y Ñipaco, de la comuna de Angol.



Entrega respuesta a solicitud de antecedentes, expedida en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto del estado de avance y el cronograma del proyecto de agua potable rural del sector de Inawinko Huechalmay, en la comuna de Panguipulli.



Responde inquietud, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre la eventual intervención y cambio de cauce del río en el sector de Arique, localidad de la comuna de Valdivia.



Atiende consultas, expedidas en nombre del Senador señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:



-Alza en tarifa de peajes en contrato “Acceso Norte a Concepción”.



-Proyecto de diseño de ingeniería presentado al Departamento de Puentes de la Dirección de Vialidad por la empresa Ingelog Consultores de Ingeniería y Sistemas S.A. respecto de la construcción del puente Ambel, que unirá las comunas de Hualqui y Santa Juana, y remite copia del informe.



-Derechos de aprovechamiento de aguas de las empresas mineras que señala, indicando el consumo de agua requerido para el proceso productivo en un año, en minerales metálicos y no metálicos.



-Proceso de construcción del puente Bicentenario, de la comuna de Concepción, el plazo estimado para el término de las obras y su costo.



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Ossandón, sobre planes o proyectos en ejecución respecto de la pavimentación del camino que uniría el aeródromo con el centro habitacional de la isla Juan Fernández.



De la señora Ministra de Salud:



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los recursos invertidos en el pago de servicios médicos, hospitalarios y de camas a clínicas privadas en los últimos diez años.



Del señor Ministro de Minería (s):



Remite respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Guillier, sobre el actual estado físico y químico de los tranques, relaves y centros de acopio de mineral de todas las faenas que se realizan en la Región de Antofagasta, luego de las inundaciones del año 2015.



Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Senador señor Ossandón, acerca del estudio del proyecto hidroeléctrico Achibueno, que ha generado preocupación en la ciudad de Linares.



Del señor Ministro de Bienes Nacionales (s):



Atiende petición de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, sobre la entrega de una concesión de 347 hectáreas a la comunidad de Cadillal Alto, en la comuna de Corral.



Del señor Subsecretario del Interior y Seguridad Pública:



Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en la Glosa 02 del Capítulo correspondiente a la Subsecretaría de Prevención del Delito, contenida en la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, informe semestral respecto del gasto público ejecutado asociado al cumplimiento de las tareas del Plan Nacional de Seguridad Pública.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo:



Responde solicitud, expedida en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la posible gestión de una red de apoyo a la Municipalidad de Coihaique y a la comunidad para el control de la población canina concentrada en la plaza de armas de la ciudad.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones (s):



Absuelve solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Tuma, sobre la cantidad de portaciones numéricas realizadas desde la implementación de dicha política pública y la tendencia de los precios por planes en el mismo período.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:



Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, con relación a la pensión de vejez individualizada, otorgada por la ex Caja de Empleados Particulares.



Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile (t y p):



Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Ossandón, estudios en formato digital considerados por ese instituto para incorporar en el registro sanitario la vacuna “Gardasil”, del laboratorio Merck Sharp & Dome, para la prevención del papiloma humano (VPH).



Del señor Alcalde de Chillán:



Absuelve consultas, planteadas por el Senador señor Navarro, acerca de las siguientes materias:



-Monto total adeudado a los proveedores de dicho municipio.



-Proceso de participación ciudadana en la aprobación del Plan Regulador de dicha comuna.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:



Responde petición de información, efectuada en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, acerca de las especificaciones de las pruebas de diagnóstico para detectar encefalopatías espongiforme bovina (EEB) y ovina (Scrapie o Tembladera) en carnes importadas.



De los señores Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente y Director del Servicio de Evaluación Ambiental de la Región de Los Ríos:



Entregan respuestas a solicitudes, expedidas en nombre del Senador señor De Urresti, para analizar la eventual intervención y cambio de cauce del río en el sector de Arique de la comuna de Valdivia.



De la señora Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Educación Parvularia:



Remite antecedentes, requeridos por el Senador señor De Urresti, sobre la situación de inestabilidad laboral y eventual despido que afecta a doce auxiliares de párvulos de la comuna de La Unión, dependientes del Departamento de Administración Municipal de esa comuna.



Del señor Jefe de la División de Análisis y Control de Gestión del Gobierno Regional de La Araucanía:



Responde petición de información, efectuada en nombre del Senador señor Espina, acerca de los problemas que afrontan diez familias de la comunidad Antonio Milla, de la comuna de Victoria, que no tienen acceso a agua potable.



Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Remite, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo tercero de la ley N° 19.561, información sobre bonificaciones forestales.



Del señor Director de Administración, Finanzas y Gestión Comercial de la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago:



Atiende consulta, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre la indemnización pagada al ex Director de esa entidad al dejar su cargo.



Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia:



Absuelve consulta, planteada por el Senador señor Ossandón, acerca de la situación que afecta a una persona que fue operada de cáncer en el Hospital Base de Valdivia.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Remite antecedentes, requeridos por el Senador señor García-Huidobro, en relación con el cobro realizado por el Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC) a beneficiarios del Programa de Reconstrucción luego del terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010, en la Región de O’Higgins.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (boletín N° 9.094-12) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).


--Quedan para tabla.

Moción



Del Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 6° de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos particulares (boletín N° 10.554-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Patricio Walker, señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ignacio Walker y Zaldívar, por el que manifiestan al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro Lemes, el más profundo respaldo a su gestión, en especial por la defensa de los derechos humanos y la democracia en la región (boletín N° S 1.858-12) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Queda para ser votado en su oportunidad.

Comunicación



De la Comisión de Salud, con la que informa que aceptó la renuncia a la Presidencia del Senador señor Rossi y que ha elegido en su reemplazo, por la unanimidad de los miembros presentes, a la Senadora señora Goic.



--Se toma conocimiento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta.



A continuación, veremos el proyecto de acuerdo a que se acaba de hacer referencia.

MANIFESTACIÓN DE PROFUNDO RESPALDO A GESTIÓN DE SECRETARIO GENERAL DE LA OEA, EN ESPECIAL POR DEFENSA DE DERECHOS HUMANOS Y DEMOCRACIA EN LA REGIÓN. PROYECTO DE ACUERDO
El señor WALKER (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Patricio Walker, señoras Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ignacio Walker y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.858-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 102ª, en 2 de marzo de 2016.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto de acuerdo tiene por finalidad manifestar al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro Lemes, el más profundo respaldo a su gestión, en especial por la defensa de los derechos humanos y la democracia en la región.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

V. ORDEN DEL DÍA

PRESENTACIÓN DE CANDIDATURAS SOLO EN REGIONES DE CONSTITUCIÓN LEGAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades y sobre Gobierno y Administración Regional para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas solo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.924-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 12ª, en 22 de abril de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 35ª, en 15 de julio de 2015. 



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 91ª, en 12 de enero de 2016. 



Discusión:



Sesión 52ª, en 15 de septiembre de 2015 (se aprueba en general).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 15 de septiembre de 2015.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Dicho organismo informa que rechazó las cuatro indicaciones formuladas al proyecto, por lo que propone su aprobación en particular en los mismos términos en que fue aprobado en general.



Cabe hacer presente que los artículos 1° y 2° del proyecto son de rango orgánico constitucional, por lo que requieren 22 votos favorables para su aprobación en particular.



El texto que la Comisión propone aprobar en particular se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, haríamos una sola votación, respetando naturalmente los tiempos para que puedan intervenir.



¿Les parece que abramos la votación?



Perdón, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿quién va a explicar el proyecto?

El señor HARBOE.- ¿Alguien puede explicar esta iniciativa?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, la Comisión de Gobierno rechazó las cuatro indicaciones que se formularon al proyecto.



De consiguiente, lo que corresponde es solo su votación en particular con el texto que ya se había aprobado en general.



El señor Presidente no lo puede dar por aprobado porque tiene normas de quorum orgánico constitucional.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Entonces, como se trata de normas de quorum especial, ¿les parece hacer una sola votación dando los tiempos para poder intervenir?

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



Recordemos que la Comisión rechazó las indicaciones. En consecuencia, no estamos votando las indicaciones, sino el texto. Y como algunas normas tienen rango de ley orgánica constitucional, se requieren 22 votos favorables.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, procedo a informar el proyecto en nombre de la Comisión de Gobierno.



La iniciativa en análisis ingresó a tramitación al Senado en segundo trámite constitucional el 22 de abril de 2015. Tiene su origen en una moción de los Diputados señores Osvaldo Andrade y Cristián Monckeberg.



Cabe hacer presente que en su primer trámite fue aprobada en general y en particular a la vez con 94 votos a favor.



El proyecto de ley propone establecer que en las elecciones de alcalde, concejales y consejeros regionales las candidaturas que presente un pacto electoral solo podrán incluir candidatos de partidos políticos que se encuentren legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto -y esto es lo que busca la iniciativa- de armonizar dichas elecciones con lo que actualmente ocurre en las elecciones parlamentarias.



¿Cuáles son los fundamentos del proyecto?



Considerando la estrecha relación existente entre partidos políticos y procesos electorales, la iniciativa consigna que las leyes que regulan las elecciones y los pactos disponen una serie de directrices en relación con la presentación de las candidaturas, particularmente en lo relativo a la constitución territorial de los partidos políticos y a la posibilidad de presentar candidaturas en regiones en las cuales no se encuentren constituidos.



En tal sentido, cabe destacar que conforme a los incisos segundo y tercero del artículo 3° bis de la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, a las elecciones parlamentarias solo se podrán presentar candidatos a Diputados y Senadores en distritos o circunscripciones que se encuentren o coincidan con una región donde el respectivo partido político se encuentre legalmente constituido.



No obstante, un criterio distinto recoge la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, en cuanto sí permite, con ocasión de un pacto electoral, la presentación de candidaturas a alcaldes y concejales en comunas de regiones donde no se encuentre legalmente constituido el partido del respectivo candidato.



Y lo mismo ocurre en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que reproduce prácticamente en idénticos términos la norma anterior a propósito de las candidaturas a consejeros regionales.



En este escenario, es necesario enfatizar que esta diferencia no se justifica, por lo que se amerita una estandarización del estatuto de todas las candidaturas, cualquiera sea la naturaleza del cargo al cual se postula. Y resulta evidente que extender la posibilidad de partidos con incidencia regional de presentar candidaturas en otras regiones del país es algo que no guarda coherencia y justicia, menos con las normas referidas a la presentación de candidaturas independientes.



Por último, cabe señalar que las cuatro indicaciones formuladas fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, que propone a la Sala aprobar el proyecto de ley de la Cámara de Diputados sin modificaciones.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sus Señorías, pido que haya silencio en la Sala cuando un Senador está haciendo uso de la palabra, pues se produce un murmullo que muchas veces distrae.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, si uno revisa la discusión en general, ve que este debate ya se dio. Y como no hay indicaciones, correspondería aprobar el proyecto.



Sin perjuicio de eso, quiero simplemente hacer referencia a dos cosas.



En primer lugar, lo que busca esta iniciativa -me parece bien- es igualar las normas relativas a alcaldes, concejales y consejeros con las que hoy día existen para las elecciones parlamentarias respecto de quiénes están habilitados para presentar candidaturas.



En segundo término, hay dos formas de presentar candidaturas que han sido parte de la historia de nuestro país y que nunca han significado problemas: a través de los partidos políticos inscritos en la región o con las firmas respectivas en el caso de los independientes, utilizando la misma lógica.



Es lo que funciona hoy día y lo que, a mi juicio, corresponde mantener.



Lo que se planteó a través de otra reforma -creo que equivocadamente- fue que en lugares donde no estaban inscritos los partidos igualmente pudieran inscribir candidatos. Y eso no tiene sentido si uno cree algo en un partido político.



Eso no significa que esa persona no pueda ser candidata: es posible que lo sea en calidad de independiente, con las firmas pertinentes, y hay mucha gente que así lo ha logrado.



Pero no parece razonable que un partido inscrito en la zona norte pueda presentar un candidato, por ejemplo, en la zona austral, porque, obviamente, si no tiene las firmas, no tiene el arraigo, la institucionalidad adecuada.



Señor Presidente, en tal sentido, este proyecto es más bien simple. Lo que hace es igualar la norma para todo tipo de candidaturas, siguiendo un principio permanente en la institucionalidad chilena, según el cual las candidaturas se inscriben a través de los partidos o juntando las firmas pertinentes, y al final son los electores quienes resuelven.



Ese es el punto de fondo que, en mi concepto, queda mejor cautelado con esta norma.



Por eso, voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Les recuerdo a las señoras y a los señores Senadores que tienen que votar. Se trata de normas de quorum especial y varios señores Senadores no han emitido su voto.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, había solicitado la palabra para pedir que se abriera la votación.



El proyecto en análisis adecúa la legislación para que haya el mismo trato respecto de lo que ya existe tratándose de las elecciones de alcaldes, concejales y consejeros regionales.



Asimismo, como han manifestado la Senadora informante y el Senador Coloma, lo que se busca es tener la coherencia adecuada en lo que es un pacto electoral que rige entre uno o varios partidos políticos que lo forman y que estén legalmente constituidos.



Esto, más allá del tamaño que tenga el partido, porque puede ser un partido chico, un partido regional, un partido en formación el que integre un pacto electoral, como se hace normalmente.



Por ejemplo, es lo que hicimos en la Nueva Mayoría en las últimas elecciones y que mantendremos en los próximos comicios municipales, es decir, incluir dentro del pacto a partidos regionales o a partidos constituidos en tres, cinco, diez o doce regiones, y también a candidaturas independientes.



Me parece que el proyecto coloca en la misma situación a los candidatos a alcaldes, a concejales y a consejeros regionales, que es lo que se estructura para las elecciones parlamentarias.



Nosotros vamos a votar favorablemente esta iniciativa, señor Presidente.



No hay que confundir esta materia con la formación de partidos de nivel regional o que se encuentren en proceso de constitución como tales, pues no hay ninguna limitante relacionada con su desarrollo ni con el hecho de que su organización pueda extenderse a lo largo y ancho de nuestro país o en las regiones que ellos estimen pertinentes.

El señor NAVARRO.- ¿No hay consenso para abrir la votación?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Al comenzar la discusión de este proyecto se pidió el acuerdo respectivo. Y ya votaron todos los señores Senadores.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no he emitido su voto? 

El señor NAVARRO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en verdad, las contradicciones propias del debate político a veces vuelven incoherente la conducta que se tiene al momento de votar.



Ayer asistimos al festival de la regionalización, de la participación e inclusión de las regiones. Y hoy, un día después, estamos aprobando un proyecto de ley que limita a los partidos regionales.



Esa es la incoherencia que tiene en el suelo a la política.



Hasta ahora podía haber un pacto de un partido regional con uno nacional. Ello permitía a ambas colectividades llevar candidatos en todo el país bajo el abrigo del partido nacional.



Hoy día se genera una alianza, que parece avanzar cada día más, entre Renovación Nacional y el Partido Socialista.



Se trata de una iniciativa presentada por Osvaldo Andrade -tengo la mejor opinión de él: viejo camarada militante de la CNR de los años 80 contra la dictadura- y Cristián Monckeberg: ¡la alianza RN-PS para evitar el pluralismo, la expresión, el crecimiento y el debate de ideas!



O sea, por un lado, el Senado aclama una cosa, y por el otro, vota en forma contradictoria.



Llamo, pues, a la coherencia, señor Presidente. ¡Porque este discurso incoherente es el que nos tiene en el piso frente a la opinión pública! 



Lo que ayer hablamos acerca del fortalecimiento de las regiones hoy día se borra con el codo. Es decir, un partido regional, incluso una alianza con un partido nacional, no puede llevar candidatos si no está inscrito. 



¡Se niega el debate legítimo de las ideas!



¡Se niega la participación!



¡Se actúa con autoritarismo!



¡Se procede sobre la base de esta monarquía presidencial, hoy día partidista!



¿Cuál es el problema de que un partido regional compita en todo Chile si se debate por ideas, por liderazgos? El monopolio, la colusión de los partidos grandes en contra de los partidos pequeños y de los partidos regionales.



Que lo sepa todo Chile: ¡las grandes colectividades -y lo veremos en esta votación- se coluden una vez más en contra del surgimiento de la diversidad! Porque no estamos hablando de los partidos pequeños, sino de que haya un pacto electoral; de que partidos con coincidencia de ideas, programas conjuntos puedan unirse y presentarle a nuestro país una propuesta.



Es decir, que partidos inscritos, por ejemplo, en la Región del Biobío, o en la de Magallanes -regiones importantes, vitales-, si se unen a uno de carácter nacional, puedan competir en todo Chile. Así le podríamos decir a Arica que partidos regionales (uno inscrito en todo el país y otro en Arica o en el Biobío) tienen ideas que proponer, que cuentan con liderazgos.



Pero esta iniciativa impide aquello.



¡Es una ley mordaza!



Señor Presidente, yo hago reserva de constitucionalidad en esta materia. ¿Porque con qué criterios se cambia lo que se dijo anteriormente?



Aquí se oculta el debate. Nadie señala los verdaderos motivos que hay detrás de este proyecto.

El señor PROKURICA.- ¡Esto sí que es incoherente!

El señor NAVARRO.- Espero que los Senadores Coloma, Prokurica, que el Partido Socialista puedan explicar la razón de ese cambio.



Yo apelo a la participación, al debate de ideas, a que efectivamente exista la posibilidad de que la sociedad chilena se politice, que participe en la política; que se le abran espacios, no que se le restrinjan.



Esta iniciativa es restrictiva.



La señal que entrega es: solo si se tiene la capacidad económica y política de estar presente en las quince regiones se puede competir en todo Chile por ideas, que son nacionales. Porque los partidos regionales poseen una base de ideas regionales, pero que se expresan en todo el país.



Por lo tanto, aquí hay una restricción a la participación.



Reitero: se trata de una ley mordaza, restrictiva, discriminatoria.



Habrá que ver si conseguimos ir al Tribunal Constitucional. 



Yo estoy anonadado por la falta de coherencia política; por esta alianza, legítima ciertamente, que estamos viendo.



No voy a cuestionar la unidad política de Renovación Nacional con el Partido Socialista, y menos si está Osvaldo Andrade. Pero quiero decir que esto solo nace de la unión de los poderosos en contra de los más pequeños: ¡la colusión de los partidos grandes una vez más!



Señor Presidente, lamento profundamente que haya tal grado de incoherencia con el debate que se registró ayer en esta Sala en materia de regionalismo, al que asistieron variadas autoridades regionales (Su Señoría las saludó a todas) y en que se habló del compromiso con las regiones, de lo que estábamos aprobando para que ellas tuvieran la capacidad de equipararse a nivel nacional.



Y hoy día a los partidos se les restringe seriamente.



Mientras más poder tengan ellos, mayor equilibrio habrá en un país completamente en desequilibrio.



Este proyecto, a mi juicio, solo nace de la colusión de los partidos grandes, de la negación del poder regional y, por cierto, de la incoherencia propia de un Parlamento que no termina de clarificar si va a permitir la participación política y mejorar así su alicaída imagen.



Con la iniciativa propuesta, ello no será posible.



Voto en contra.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, no hay peor sordo que el que no quiere escuchar, ni peor ciego que el que no quiere ver.



Hace un buen tiempo, junto al Senador Antonio Horvath nos atrevimos a estructurar una fuerza regional: Democracia Regional Patagónica, cuyo objetivo era tener, ciertamente, la auténtica representación geográfica de nuestra Patagonia, a la cual usted también pertenece, e intentar convertirse en una alternativa nacida de la ciudadanía, de las personas que no están acostumbradas a participar en temas político-partidarios.



Enfrentamos el desafío, y lo logramos.



Luego de mucho tiempo constituimos el referido partido en las Regiones de Los Lagos, de Aisén, de Magallanes. Ello –insisto-, con el propósito de representar las cuestiones regionales, tal cual lo hacen los partidos políticos.



Se trataba de incorporar un actor más, pero con una identidad clara respecto de las materias que afectan directamente a nuestra Región de Magallanes.



Señor Presidente, durante el tiempo en que no estuve en el Congreso no solo pude mirar desde fuera lo que ocurre en nuestro país en el ámbito político; no solo me fue factible reflexionar desde mi comportamiento personal hasta las cuestiones que he debido enfrentar o vivir: también me fue posible analizar lo que deseo para mí y la labor política que tengo que realizar.



Tal vez esa mirada ayude a oxigenar el debate político.



Porque cuando señalo que no existe peor sordo que el que no quiere oír, estoy diciendo que uno observa cómo quienes estamos en el mundo de la actividad política-partidaria vamos buscando formas de blindar lo que sabemos que vendrá en el futuro más cercano: en las próximas elecciones municipales.



Algunos avizoran una hecatombe; otros piensan que eso no será tan grave, que igual habrá participación.



Unos sostienen que aquello constituirá la primera mirada de desapego de la ciudadanía con la política.



Sin embargo, uno ve acá cómo estas dos megaestructuras partidarias, este duopolio político, Nueva Mayoría y Chile Vamos, se han unido para evitar que se sigan realizando esfuerzos -por ejemplo, el trabajo que, adicionalmente, llevan a cabo los Senadores Lily Pérez, Alejandro Guillier y otros- para darle oxígeno a la situación que nos viene puntualizando el país a quienes ejercemos la actividad política.



Hay un grado de protección tan brutal, que a quienes hemos intentado elaborar una estructura partidaria hoy día simplemente se nos prohíbe efectuar un acuerdo con cualquier colectividad que tenga el carácter de nacional.



Entonces, los partidos regionales, los partidos pequeños, deberán quedarse sin la posibilidad de desarrollarse, de crecer, de lograr acuerdos al objeto de contar con paraguas más grandes que les permitan la protección política necesaria para llevar adelante un trabajo político-partidario.



El proyecto presentado por los Diputados de Renovación Nacional y del Partido Socialista apunta a eso: a cortar la válvula de oxígeno de cualquier movimiento, partido o persona independiente, para que en el futuro cercano solo participen las dos megaestructuras políticas existentes en nuestro país.



Tal como lo expresó el Senador Navarro: es la colusión política en Chile.



Señora Presidenta, yo quisiera ver lo contrario; que quienes estuviéramos ligados a la actividad política entendiéramos que hay muchísimo que hacer para acercarnos a lo que Chile y la ciudadanía nos reclaman.



Con proyectos como este, que apunta a todo lo contrario, sin lugar a dudas nos estamos alejando peligrosamente de lo que la ciudadanía hoy día nos reclama.



Voto en contra.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, ojalá estuvieran hoy día en las tribunas los mismos cores, concejales y alcaldes que nos acompañaron ayer. Porque mientras aquellas estaban repletas de personeros comunales y regionales, todos eran regionalistas y hablaban con fervor y franca devoción…

El señor BIANCHI.- ¡Algunos hacían gárgaras…!

La señora PÉREZ (doña Lily)… sobre lo relevante de darles oxígeno a los movimientos de carácter regional, municipal y comunal; de lo importante que era imprimirle fuerza al regionalismo, a la descentralización política, económica y administrativa.



Pero como hoy no hay nadie en las tribunas, salvo algunos medios de comunicación, existe silencio en la Sala y solo a quienes intervenimos ahora nos parece que este proyecto es nocivo para la representación popular y la democracia.



Digo que es un proyecto nocivo, pues mediante él se pretende perpetuar en el poder a los mismos de siempre, sin permitir el surgimiento de nuevos actores políticos sobre todo en las regiones.



Hay muchas agrupaciones en ellas.



Acá quiero rescatar lo que plantearon los Senadores Horvath y Bianchi, quienes fundaron un movimiento denominado “Democracia Regional Patagónica”.



Se trata de un partido político que ya efectuó los trámites pertinentes en el SERVEL, y está constituido como tal en regiones.



Pero resulta, señora Presidenta, que aquí se aprobó el proyecto sobre partidos políticos, que tanto yo como los Senadores Guillier, Navarro y Horvath votamos en contra expresando argumentos serios (algunos hablan mucho de democracia; sin embargo, se pronunciaron a favor y guardaron silencio).



Con la nueva ley será imposible el surgimiento de nuevos partidos.



El Partido Democracia Regional Patagónica, por ejemplo, si no obtiene cuatro parlamentarios en dos regiones diferentes, es decir, si pierde el carácter de colectividad eminentemente regional, no tendrá ningún aporte del Estado.



¡Para qué hablar de los movimientos regionales que solo quieren lograr alcaldes, o concejales, o cores, o intendentes o gobernadores regionales!



Hay agrupaciones regionales a las que lo único que las mueve es el municipalismo o el regionalismo. 



Por qué les vamos a cortar las alas a quienes opten por esa alternativa.



Por qué no se les va a permitir pactar con partidos de carácter nacional para sobrevivir.



Bueno, eso es lo que no se puede hacer.



En un acuerdo impulsado por el actual Presidente del Partido Renovación Nacional y el ex Presidente del Partido Socialista se sacó este proyecto, que impide volar a los movimientos regionalistas que mañana aspiren a tener representación popular.



Desde ese punto de vista, me parece que esta iniciativa va absolutamente en contra del espíritu de quienes creemos que debe haber más competencia, más libertad, para que las personas puedan optar entre muchos candidatos y votar por aquellos que los representan en sus anhelos, en sus sueños, en sus aspiraciones en las regiones y en las distintas comunas de nuestro país.



Por todo lo expuesto, voto en contra de este proyecto.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, hace poco más de un año aprobamos en el Congreso una reforma al sistema binominal bajo la promesa de que florecerían todas las flores, esto es, que iban a proliferar todos los partidos políticos que queríamos que participaran: los independientes, los movimientos sociales, en fin.



Incluso la Nueva Mayoría señaló que se diferencia de la vieja Concertación porque no solo incorpora a otras fuerzas políticas, sino también a independientes y a movimientos sociales.



Sin embargo, después de ese fervor participativo y del proyecto sobre regionalización, donde hablamos precisamente del fortalecimiento de las regiones, de su identidad, etcétera, todas las señales que hemos dado relacionadas con los partidos políticos achican la cancha.



Entonces, el jardín donde florecerían todas las flores ¡ya ni siquiera es un macetero…!



No hay cómo abrir espacios para que se formen nuevas fuerzas políticas. A veces ellas nacen pequeñas, y de pronto irrumpen. Pero si les ponemos todas las dificultades del mundo, aquello no va a pasar.



¡Cómo se va a producir la necesaria competencia, la renovación, incluso la diversificación; cómo se van a expresar y en qué espacio los movimientos sociales emergentes, las inquietudes ciudadanas que son nuevas, inéditas, que no están surgiendo desde los partidos políticos, si estos mismos achican la cancha!



Señora Presidenta, de inconsistencia en inconsistencia uno se termina traicionando. Y al final, ¿qué queda? El poder desnudo: no dejar competir a nadie para no sentirse amenazado; permanecer en la comodidad.



Pero ello hace que los partidos pierdan capacidad de adaptación a los cambios, pues ya no compiten, no tienen que preocuparse de los nuevos temas emergentes, que a lo mejor no son tan trascendentes para un partido grande, pero pueden serlo para un partido pequeño o un partido regional.



Yo no creo que aquello sea un crimen: es un error.



Pero con maceteros no vamos a llegar a ninguna parte: ni al florecimiento de todas las flores, ni a la multiplicación y fortalecimiento de la democracia.



Me parece que este proyecto es inconsistente y un error.



Voto en contra.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (27 votos a favor y 7 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Lily Pérez y los señores Araya, Bianchi, Guillier, Horvath, Navarro y Ossandón.
OBLIGACIÓN A EMPRESAS DE TELECOMUNICACIONES PARA ENTREGA DE INFORMACIÓN SOBRE LLAMADAS INOFICIOSAS A SERVICIOS DE EMERGENCIA
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y a otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios, con segundo informe e informe complementario del segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.597-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier):


En primer trámite: sesión 48ª, en 23 de septiembre de 2014 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 76ª, en 17 de diciembre de 2014.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones (complementario del segundo informe): sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.



Discusión:



Sesiones 4ª, en 31 de marzo de 2015 (se aprueba en general); 71ª, en 18 de noviembre de 2015 (queda para segunda discusión).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 31 marzo de 2015.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



En su segundo informe, dicho órgano técnico, por unanimidad, efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general consistente en sustituir el artículo único por tres disposiciones permanentes y un artículo transitorio. En el informe complementario del segundo informe realizó diversas enmiendas al texto propuesto en el referido segundo informe, las que aprobó también por unanimidad.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión a su respecto o que existan indicaciones renovadas.



Debe tenerse presente que el artículo 25 ter del Artículo Primero y el Artículo Segundo del proyecto sugerido por aquella son de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables.



En los escritorios de Sus Señorías hay un boletín comparado donde se transcriben tanto las enmiendas efectuadas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones en el segundo informe y en el informe complementario cuanto el texto como quedaría si dichas modificaciones se aprobaran.



Nada más, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Gracias, señor Secretario.



En la discusión particular, ofrezco la palabra.



Puede intervenir el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Discúlpeme por no haberme preparado, Su Señoría, pues normalmente el informe de cada proyecto lo presenta el presidente de la Comisión respectiva.



Esta iniciativa, que se halla en primer trámite constitucional, procura sancionar las llamadas indebidas a los teléfonos de emergencia.



Conforme a un estudio hecho sobre la materia, de 12 millones de llamadas efectuadas al número 133, 80 por ciento son inoficiosas, con mal uso.



Entonces, el proyecto en debate busca sancionar ese tipo de llamadas, para lo cual impone a las empresas concesionarias la obligación de entregar a Carabineros la información sobre las personas que las realizan, al objeto de sancionarlas.



Es muy simple el caso de quien llama al referido número para hacer una pitanza.



Está comprobado que hoy día resulta factible técnicamente identificar con exactitud a aquellos que mediante teléfonos fijos o móviles incurren en conductas como la señalada y recoger toda la información necesaria -dirección, en fin- para castigarlos.



El procedimiento se aplica para pillar a quienes llaman al 133 a fin de preguntar por el tiempo del día siguiente o dónde existe una farmacia, o para, con el propósito de evitar un examen en un colegio o en una universidad, avisar de la colocación de una bomba.



La idea es, por ejemplo, que la persona asaltada en su casa pueda llamar de emergencia al 133 desde el teléfono fijo y ser conectada.



Ahora, la información que deberá entregar la concesionaria posibilitará conocer exactamente el número y el lugar desde donde se está efectuando una llamada inoficiosa.



De alguna manera, estamos abriendo un camino por la vía de copiar experiencias internacionales que tienen muy buenos resultados.



Quiero certificar que en este caso ha mediado un trabajo técnico de la Comisión y de la Subsecretaría de Transportes, y que es del todo factible mejorar notablemente la eficiencia y la eficacia de los teléfonos de emergencia, pero en especial del 133, de Carabineros, que en estos momentos tiene la plataforma técnica para aplicar la medida pertinente.



¿Por qué hablamos de “servicios de emergencia”, señora Presidenta? Porque consideramos que el sistema se debe ir modernizando, para incorporar a Bomberos, a ambulancias, etcétera.



Actualmente, en la aplicación práctica está el número 133, que también puede usarse como portal para informaciones de otra índole. 



Sobre la materia, puedo citar el caso de un gran incendio que derivó en un desastre porque quince minutos antes de la comunicación de la emergencia se hizo una pitanza. Así, todos los carros mayores salieron para atender la llamada falsa y, por tanto, no pudieron concurrir a dicho siniestro, que era un hecho verdadero.



Muchas gracias, señora Presidenta.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?



Acordado.



En votación particular.



--(Durante la votación).
La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, es importante señalar que este proyecto volvió a Comisión para un informe complementario del segundo informe debido a algunas inquietudes que se hicieron presentes en la Sala respecto a los números de emergencia.



La idea, en síntesis, era precisamente cerrar la posibilidad de hacer uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos.



La Comisión aceptó el planteamiento formulado. En tal sentido, a las personas que incurran en conductas de tal naturaleza se les impedirá utilizar los números de emergencia.



En general, señora Presidenta, mediante este proyecto de ley se pretende sancionar la infracción administrativa consistente en el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos. 



Es importante señalar que, desgraciadamente, en Chile no hemos tomado conciencia -y ha habido proyectos de acuerdo al respecto- de que en la materia que nos ocupa debieran existir -como ocurre en países de Norteamérica- dos números, uno de informaciones y otro de emergencias, para de ahí derivar a Bomberos, a Salud, a Carabineros e Investigaciones, en fin.



En nuestro país existe una cantidad enorme de números de emergencia, pero la gente solo se acuerda del 133, que se usa tanto para informaciones cuanto para emergencias.



Ahora, como señaló el Senador Ossandón, el número 133 lo utilizan muchos delincuentes para distraer a la policía a fin de que vaya a otros lugares mientras ellos incurren en sus ilícitos. Y también se usa con el objeto de hacer pitanzas.



Carabineros nos informó en la Comisión de Transportes que entre 80 y 85 por ciento de las llamadas recibidas en el 133 son inoficiosas, y muchas de ellas, falsas y efectuadas por redes de delincuentes que procuran distraer a la policía de su trabajo para de esa forma perpetrar sus ilícitos con mayor facilidad.



De otro lado, se determina en este proyecto un procedimiento judicial aplicable ante los juzgados de policía local. 



Al respecto tuvimos la colaboración del Ejecutivo, que formuló indicaciones sobre la materia.



En líneas generales, esta iniciativa va en el camino correcto.



A nuestro entender, es fundamental entregar este tipo de instrumentos a la policía, para que pueda perseguir a quienes usan indebidamente los servicios en comento.



Yo quiero insistir también en que nuestro país debe actualizarse.



Necesitamos tener un sistema de emergencias.



Por desgracia, los recursos para la modernización de la ONEMI no están disponibles.



A mi juicio, perfectamente se podrían incorporar, tal como sucede en países de Norteamérica, dos números: uno para emergencias y otro para informaciones.



Y, a ese respecto, hay que educar bien a la población.



La idea es que exista una central que derive en forma adecuada las llamadas de emergencia y las de información.



Votaré afirmativamente, señora Presidenta. Y quiero valorar el trabajo de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y de los Senadores que la integran, quienes aprobaron por unanimidad el proyecto. La idea es que este pase cuanto antes a la Cámara de Diputados, pues se trata de un instrumento para la labor que efectúa Carabineros y que ayudará en la aplicación de la legislación antidelincuencia.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, la verdad es que las explicaciones de dos de los autores de esta iniciativa de ley nos dejan claro -según informan las Policías, Bomberos y otras instituciones de emergencia- que más de 70 por ciento de las llamadas a los números de emergencia son falsas, constituyen pitanzas o persiguen un objetivo que nada tiene que ver con la delincuencia o con las labores de los entes en comento.


El propósito de este proyecto es establecer la obligación de las empresas telefónicas de entregar la información sobre los teléfonos desde los cuales se hacen las llamadas falsas, para evitar que sus autores, sean o no delincuentes, queden en la impunidad.



Es claro que muchas veces en un minuto o en cinco minutos se puede salvar una vida.



A mi entender, el solo hecho de que exista un condenado por aquella causa va a inhibir a quienes en la actualidad, y sin recibir sanción alguna, se entretienen realizando pitanzas o pretendiendo ser jóvenes simpáticos.



Conozco el caso de un grupo de bomberos que, llamados para sofocar un incendio, en el trayecto sufrieron un accidente que les costó la vida a varios de ellos.



Entonces, me parece que estamos ante una cifra muy mayor, que emana más bien de una falta de educación que debe penalizarse. Pero para que haya una sanción se requiere el eslabón que obliga a las concesionarias a entregar los antecedentes necesarios para identificar a los titulares de la línea telefónica correspondiente.



Ahora, coincido con el Senador García-Huidobro en que con el tiempo en nuestro país hemos ido proliferando en materia de números de emergencia. La verdad es que resulta imposible tenerlos todos en la mente.



En ese ámbito existe una tremenda confusión.



Su Señoría plantea un sistema que ha visto en otros países, el cual me parece más ingenioso: que haya un solo número para emergencias y que la llamada, si no corresponde a la denuncia de un delito o de un accidente, se derive a una línea para informaciones.

El señor HORVATH.- Eso está bueno.

El señor PROKURICA.- De lo contrario, se atocha la línea 133, que es la única que todos recordamos y a la que muchas veces se llama para preguntar por el tiempo o por cualquier otra cosa de menor relevancia. Así, cuando uno intenta comunicarse con el 133 -los invito a hacer la prueba- se da cuenta de que permanece ocupado o de que tarda demasiado una respuesta que a veces puede salvar la vida a una persona.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, a mí me gusta mucho la iniciativa que nos ocupa, pues considero muy necesario legislar sobre la materia que aborda.



Cuando ingresé al Senado presenté un proyecto similar -lo suscribió el Senador Antonio Horvath-, que se enmarcaba en el contexto de sancionar a quienes dieran una alarma falsa.



Ha habido avisos falsos de bombas en aviones, y eso ha implicado la pérdida de los vuelos. Los pasajeros -algunos tienen terror a subirse a una aeronave- han sufrido graves daños morales, emocionales y psicológicos, y las líneas aéreas, las consiguientes pérdidas económicas.



Esos son ejemplos del mal uso de las llamadas de emergencia, de las llamadas de alarma.



Nuestro proyecto de ley pasó en su momento a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y finalmente fue archivado, pues, por desgracia, no le dieron tramitación.



Así que felicito a los autores de esta iniciativa por haber logrado que se tramitara. Yo la voy a votar a favor. Me parece que es un aporte para la discusión. Y espero que después podamos formular indicaciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, convengo con quienes han intervenido, y particularmente con los autores de la moción (Senadores Ossandón, García-Huidobro y Tuma), en cuanto al interés que reviste este proyecto, porque es un hecho de la causa el abuso en que muchos incurren respecto a la línea 133 para hacer llamadas que pueden estar motivadas por distintos objetivos pero que al final imposibilitan el acceso al respaldo oportuno y útil de Carabineros o involucran a la policía uniformada en actuaciones o en situaciones que no tienen ninguna justificación y la distraen de sus actividades principales.



Por lo tanto, nos parece que se trata de una buena iniciativa, que por cierto cuenta con nuestro apoyo.



Sin embargo, tengo dos inquietudes, las que debo mencionar, para la efectividad de la ley en proyecto.



La primera se relaciona con un agregado que se le hizo durante la discusión particular al artículo 25 ter que se adiciona a la ley N° 18.168.



Dice el inciso segundo incorporado al referido artículo mediante el informe complementario del segundo informe: “El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio, será sancionado con multa...”.


Lo que se hace es, tratándose de la mencionada conducta -“uso indebido de llamados a servicios de emergencia”-, imponer al servicio pertinente (de Carabineros, en fin) la obligación de probar que el llamado provocó una alteración grave en su funcionamiento.



Tal exigencia, sin lugar a dudas, va a hacer ineficaz la norma en comento, porque para poder reclamar el servicio de emergencia respectivo deberá acreditar que el llamado alteró su normal funcionamiento.



Eso, en mi concepto, torna compleja la disposición que se plantea. 



Dicha norma no estaba en el texto original, el que decía simplemente: “El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa...”. Esto me parece más claro.



La conducta que se adiciona -repito- genera una situación compleja, pues hace recaer el peso de la prueba en el servicio de emergencia, no en quien realiza el llamado.



La otra inquietud dice relación con el Artículo Tercero, mediante el cual se incorpora al Código Penal un artículo 268 bis de remplazo que modifica un tipo penal.



Eso está bien.



Sin embargo, hay un problema con el inciso tercero que se plantea para el nuevo precepto a través del informe complementario.



Me explico.



Aquí se busca evitar la difusión de alarmas falsas. Porque eso, obviamente, provoca situaciones complejas. Por ejemplo, movilización de servicios de utilidad pública en forma injustificada. También puede ser una estrategia distractiva -por ejemplo, del accionar de Carabineros a los efectos de atender el llamado recibido- para facilitar la perpetración de ilícitos.



Sin embargo, el inciso tercero sugerido mediante el informe complementario del segundo informe dice: “Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en un lugar cualquier objeto que objetivamente aparente ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias (...) capaces de provocar daño (...) cometerá el delito de difusión de falsa alarma”.



Eso es muy extraño. Porque el colocar un objeto de tal índole no significa que necesariamente sea para difundir una alarma falsa. Aquí se está tipificando y sancionando el solo hecho de colocar objetos que eventualmente contengan sustancias químicas y, de ese modo, provocar daño a la integridad física o a la salud de las personas.



Me parece que la situación no está bien resuelta.



Por lo demás, la norma planteada se topa con otras disposiciones.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor LARRAÍN.- Recientemente hemos corregido en la materia nuestro Código Penal. Se efectuó una modificación muy significativa. Creo que no se justifica agregar que el hecho de colocar un artefacto explosivo o incendiario que provoque daño en las personas importará cometer el delito de difusión de falsa alarma. No hay una correlación en la conducta, ya que me parece que ese ilícito presenta un alcance distinto. Y ello se puede topar con tipificaciones que hemos establecido en otros códigos.



Me acuso de no haber advertido a tiempo la situación para poder cooperar desde la Comisión de Constitución, a lo mejor, con miras a enmendarla; pero la menciono, porque puede acarrear varias consecuencias en el futuro.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en 2012 se recibieron 14 millones 63 mil 969 llamadas en la línea 133, de las cuales 11 millones 918 mil 470 no tuvieron resultados. Más del 85 por ciento fueron falsas, según el informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones. Ello ha llevado a que ese teléfono y los de emergencia, en general, que dicen relación con la oferta de respuesta del Estado frente a emergencias de las cuales puede depender la vida, se transformen en un sistema que no está cumpliendo el objetivo para el cual fue diseñado.



Mi experiencia personal: hace dos semanas tuve que llamar a ese número y decidí cortar después de cerca de nueve minutos de espera. No era una situación de extrema emergencia, sino que se trataba de informar de alguien que estaba con un arma en la vía pública. Al final, tuve que comunicarme con la municipalidad, y ahí me dijeron: “Vamos a mandar un funcionario”. Fue una vuelta más larga.



Deseo hacer presente que enfrentamos un problema cultural, en el sentido de que muchos ciudadanos -jóvenes, en particular-, a través de teléfonos de prepago, realizan llamadas completamente falsas a los números de emergencia, sin considerar el impacto que eso puede generar en orden a la vida o la muerte de un niño, de una mujer, de un hombre, de un adulto mayor.



Y, lamentablemente, lo anterior no solo es propio del 133. Según estadísticas de la Armada reveladas en la Comisión, en la temporada estival 2014-2015 se registraron mil 500 llamadas con relación a emergencias marítimas. Es más, la Gobernación Marítima señaló que la cifra correspondía al 97 por ciento.



En consecuencia, se trata de un problema más bien estructural de todos los teléfonos de emergencia: el 133, el 132, el 134, el 137.



Lo anterior nos lleva a observar lo que ocurre en otros países. Algunos de ellos sancionan tal conducta con penas privativas de libertad; otros, con multas, y otros, con procedimientos administrativos. Entiendo que el proyecto de ley ha optado por la segunda de estas fórmulas, es decir, por sanciones civiles.



A mi juicio, es importante avanzar sobre el particular. Pero, tal como lo expresó el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, el proyecto adolece de algunas imprecisiones que debieran corregirse. Podría ser devuelto a la Comisión para que se modificaran algunos elementos -ello lo fortalecería-, si sus autores lo estiman pertinente.



De lo contrario, solo cabe manifestar que podrá ser aprobado, pero que se requieren esas enmiendas.


No puedo dejar pasar la oportunidad de plantear lo que creo que un sistema eficaz y útil necesita, que es la creación del número único de emergencia.



La lógica eficiente de las sociedades modernas considera lo que se denomina “oferta unívoca del Estado”. Es decir, el ciudadano sabe que hay una ventanilla única a la cual puede recurrir frente a una determinada circunstancia -en este caso, la emergencia-, y es el Estado, a través de un back office, de un trabajo de escritorio, el que determina la distribución de la llamada en función de la especialidad de cada institución.


Ahora, el problema es que ha habido muchos intentos por implementar el modelo; pero, lamentablemente, a las instituciones no les gusta, porque en la práctica significa una fiscalización externa a su eficacia y sus tiempos de respuesta.



Por eso es que insto a la autoridad de Gobierno a diseñar un proyecto de sistema único de emergencia, con respaldo legal, obligatorio para todas las instituciones, conforme al cual finalmente vamos a poder saber si efectivamente responden en forma oportuna y eficazmente. Y disminuirán también los niveles de falsas alarmas, porque existe un mecanismo asociado de sanciones, con mensajería de advertencia y una multa.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Solo deseo recordar que, como la votación ya está abierta, es imposible que el proyecto vuelva a Comisión.


Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, esta es una moción. Me alegro mucho de que los Senadores señores Ossandón, García-Huidobro y Guillier hayan tenido la posibilidad de generar el debate sobre una cuestión candente, que no tiene una respuesta desde lo público.


La iniciativa enfrenta serias restricciones, porque el principal problema es que no existen un número único ni un sistema de emergencia para canalizar debidamente situaciones catastróficas. Estimo que sus autores no lo han planteado porque no sería admisible, pero es algo que abre la discusión.



Hubiera esperado que el tratamiento de un proyecto como el que nos ocupa contase con la presencia del Ministro del Interior o del Subsecretario; en definitiva, de la autoridad del Estado. No sé si existió la posibilidad de que concurrieran también -leí el informe- los organismos pertinentes, como Carabineros, sobre todo.



En consecuencia, tenemos una oportunidad extraordinaria de llenar un vacío. Por mi parte, voy a votar a favor. Pero el texto no quedará completo: va a ser un “barniz”, digamos. Lo que se requiere es que el Ejecutivo, en la acción colegisladora, abra la posibilidad de incorporar el sistema. Porque, si no, van a seguir los 14 millones de llamadas.


Además, Carabineros va a remitir el asunto al juez de Policía Local. Ya sabemos la sobrecarga de esos magistrados.



A mí me hubiera gustado que estos últimos pudiesen aplicar sanciones pedagógicas, educativas, y que se contemplara un complemento educacional, porque si padres, tutores o cuidadores de menores de edad van a ser sancionados por la pitanza, tiene que considerarse un proceso de educación.


Un gasto como el expuesto por el Senador señor Harboe en orden a salvar vidas con recursos públicos requiere una política de Estado. Este es un muy buen proyecto, entonces, dentro del ámbito, escaso y limitado, en que esta Corporación puede aportar al debate.


Mas aquí hay un gran ausente, que es el Estado mismo, en torno a un sistema que permita una unificación. Si llamo al 133, lo adecuado es que me deriven de manera inmediata. Es preciso mejorar. No puede ser que haya un hombre armado en la calle, como lo relató nuestro colega, y que la tardanza sea de nueve minutos. La respuesta para evitar una muerte, un asesinato, no puede admitir esa demora luego de recibirse la llamada.



Por lo tanto, estamos constatando el problema y resolviendo conforme al alcance de las limitadas facultades del Congreso.


Les sugiero a los autores del proyecto invitar al Gobierno y resolver el asunto de fondo, para lo cual cabe establecer la responsabilidad del Estado en relación con un número único y un sistema nacional de emergencia, así como con un procedimiento educativo. La televisión pública debe difundir uno y otro.



Hemos hecho un diagnóstico adecuado del asunto, pero estamos dando una solución muy parcial. Y creo que si aprobamos el proyecto y este se convierte en ley, no solo no va a superar la cuestión, sino que habremos perdido una gran oportunidad de hacerlo. Porque no basta con el buen diagnóstico: se requiere una buena propuesta de ley. Y ello no cabe en el ámbito de lo privado, sino en el de lo público, de los municipios, del Estado mismo, de Carabineros de Chile. Y tampoco es responsabilidad de esta última institución.



No desaprovechemos la oportunidad, entonces. Démosle curso a una iniciativa con un buen diagnóstico, pero que, por los limitados alcances de la capacidad del Senado, no puede ir al tema de fondo. Cometeríamos un error si despacháramos una ley con tal restricción, porque habríamos detectado el problema, pero daríamos una solución parcial. En tal caso, también seríamos objeto de la crítica en orden a no poder resolverlo de verdad.



Si se registran 14 millones de llamadas falsas, mediando horas y horas de labor de recursos humanos y de situaciones de riesgo vital, creo que efectivamente se necesita un sistema distinto.



Habrá modelos. Podremos establecer uno de carácter nacional y coordinar a las regiones y a todos los servicios. Pero resulta claro que el proyecto, bien orientado y extraordinariamente pertinente, requiere la participación estatal de manera inmediata.



Me parece que el asunto no es de largo aliento, porque hay sistemas instalados y puede tratarse de algo progresivo. No demanda más recursos.



Voto a favor, con estas observaciones.



Pido someter a la consideración de la Sala la petición de que el texto vuelva a la Comisión, a fin de que en el debate pueda participar el Gobierno, en nombre del Estado.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, las criaturas nacen y las Comisiones después las van elaborando, mejorando, y, a veces, también les ponen cosas un poco redundantes.



El Senador señor Ossandón me llevó un día el proyecto a mi oficina y me lo planteó. Empezamos a conversar y surgieron aspectos obvios.



Ese fue el caso, por ejemplo, de los antecedentes estadísticos entregados por la Central de Comunicaciones de Carabineros -el Honorable señor Harboe asimismo lo mencionó en su intervención-, en el sentido de que se reciben millones de llamadas telefónicas solo en el 133. Entre 2010 y 2013 se contestaron 12 millones 800 mil de ellas, y 10 millones 400 mil -más del 80 por ciento, de lo cual los ciudadanos tienen que tomar conciencia- fueron inoficiosas y no condujeron a nada. Eran tomaduras de pelo, en su mayoría, o abiertamente falsos testimonios por cuestiones universitarias: suspensión de exámenes, de clases, de pruebas, etcétera. 



Más grave fue la sospecha expuesta por Carabineros en la Comisión, en orden a que los delincuentes habían descubierto que una manera de distraer el esfuerzo policial es dar una falsa alarma para que el personal uniformado y sus equipos se concentren lejos del lugar elegido para cometer un crimen. Por consiguiente, ello se ha transformado en algo que excede bastante de una mala broma de adolescentes en medio de una fiesta o que quieren suspender un examen, para convertirse en un problema de seguridad.



La iniciativa, entonces, pretendía recoger esa situación.



Se hicieron algunos agregados -en relación con el Código Penal, incluso- que me parecen un poco excesivos.



Ahora, el asunto no admite más postergación. Cabe la posibilidad de mejorar el texto -el Gobierno puede introducir modificaciones-, pero aliento a mis colegas a aprobarlo. No podemos seguir demorando algo que dice relación con una cuestión tan grave y que ocurre todos los días.



Desgraciadamente, otros teléfonos de emergencia, de servicios de ambulancia, etcétera, están sufriendo exactamente el mismo problema. Podrá discreparse de la cantidad de llamadas que son bromas, pero, muchas veces, los llamados a dichos vehículos obedecen a ellas en un mayor porcentaje que a motivos reales.



Es decir, en algunos casos se trata de la simple chanza juvenil, y en otros, del crimen organizado, que aprovecha el mecanismo, tan simple, para hacer ineficaz el esfuerzo policial.



El uso indebido de llamadas que alteren el normal funcionamiento de servicios de emergencia ya se encuentra establecido, de hecho, en cuanto al solo afán de llamar la atención con una broma para distraer a la policía o permitir la realización de un delito. La gravedad puede ser distinta, probablemente, pero se halla perfectamente determinado. Así se redactó.



A lo mejor, una forma más sencilla, tal como lo manifestó mi Honorable colega Larraín, habría permitido simplificar el procedimiento. Pero el proyecto, llevado a lo esencial, cumple el propósito perseguido, que es simplemente poner límites a la situación por la vía de multas.



Incluso, en el caso de menores de edad se responsabiliza al padre, porque alguien tiene que hacerse cargo de un hecho que cada día es más grave y que está alterando profundamente el funcionamiento de la policía, en particular.



A mi juicio, le queda pendiente al Gobierno abordar con nosotros -ello se podría hacer- el uso indebido de otros números de emergencia.



Voto que sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, seré muy breve.



Muchas de las cosas dichas aquí son correctas, pero debo aclarar que en el proyecto ha mediado una activa participación del Gobierno. Al ser aprobado en sus actuales términos disminuirá la esencia del problema.



Lo más importante, con relación a lo expresado por varios colegas, especialmente por el Honorable señor Harboe, es que esta podrá ser la plataforma del verdadero sistema, que es un número único de emergencia, como en los países desarrollados. Partir con el 133 y el apoyo que Carabineros está pidiendo a gritos permitirá que la normativa en discusión sea la base y el sustento de un instrumento moderno y extraordinariamente eficiente.



Por ello, no creo conveniente que el texto vuelva a la Comisión. Si hay alguna deficiencia más relevante, esta se arreglará en la Cámara de Diputados, en Comisión Mixta, etcétera.



El trabajo ha sido muy fuerte. Costó mucho lograr la factibilidad técnica. Las compañías, en la primera sesión, manifestaron que la tarea era imposible. Sin embargo, hoy estamos ante una redacción muy acordada por las partes y que permitirá lograr eficiencia en la materia.



Se puede hacer bastante de lo expuesto aquí, pero es preciso partir por un proyecto muy bien diseñado.



Además, hay un problema de recursos: se trataría de dotar a todos los servicios de emergencia de un sistema único con el cual no se cuenta en la actualidad y que cuesta mucha plata.



Vamos a empezar con Carabineros por lo ya existente y que sería muchísimo más barato.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las proposiciones de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se registran 31 votos a favor y un pareo, y el proyecto queda despachado en particular.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.



No votó, por estar pareado, el señor Letelier.
GARANTÍA DE ACCESO A SISTEMAS DE PAGO Y OPERACIONES BANCARIAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Honorables señores Ossandón y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, y otros cuerpos legales que indica, para garantizar el acceso a distintos sistemas de pago y operaciones bancarias, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.399-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite: sesión 70ª, en 17 de noviembre de 2015 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Economía: sesión 79ª, en 9 de diciembre de 2015.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es introducir competencia en el mercado de los medios de pago. Para ello, consagra el derecho del consumidor de que se le proporcionen mecanismos seguros y fáciles de usar, de modo que el proveedor deberá informarle respecto de los medios de pago disponibles para efectuar una transacción, y propone establecer la obligación de los bancos de contar con una interfaz de programación de aplicaciones a través de la cual cualquier persona, incluido Transbank, pueda realizar operaciones bancarias.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y acogió, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señores Moreira, Navarro y Pizarro, la idea de legislar.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, esta materia tiene que ver con la libre competencia y los servicios con los cuales los consumidores pueden contar para acceder a distintos medios de pago a fin de realizar sus transacciones.



Existen 30 millones de tarjetas de crédito y un promedio de 45 millones de operaciones de pago y transacciones comerciales mensuales, que solo se pueden hacer a través de una red llamada “Transbank”, la cual, en un momento determinado -creo que hay que contentarse, alegrarse y felicitar a los impulsores de tal iniciativa-, permitió el desarrollo del dinero plástico. Pero llevamos 25 años con un sistema que hoy día ya no está innovando, sino que entorpeciendo el desarrollo de una economía de libre mercado donde todos puedan competir y ofrecer un mejor servicio.



En la actualidad, solo el 18 por ciento de las pymes accede a contratar Transbank, que es un sistema donde están todos cautivos. Es una red que posibilita transmitir los datos sobre los cuales negoció Transbank con todos los comercios y con todos los prestadores de servicios a los consumidores, y solo a través de esa línea, de ese medio de pago pueden operar.



Lo que estamos planteando es que deberíamos introducir condiciones para que pudiese haber competencia en este sector.



En promedio, en cualquier país desarrollado existen sobre 2 mil puntos de venta por cada cien mil habitantes. En Chile contamos con 450 puntos de venta para la misma proporción de personas. Eso significa una enorme limitación para desarrollar competencia en oferta y demanda en materia de medios de pago.



Con el Senador Ossandón hemos presentado un proyecto que nos permita brindarles a los consumidores el derecho a contar con mecanismos de pago seguros y el derecho a elegir un sistema determinado.



Hoy día, un consumidor o un prestador de servicios no puede elegir un medio de pago, sino que debe utilizar aquella empresa asociada a una cadena de bancos, los cuales le ofrecen la modalidad solo a través de Transbank. No hay competencia. 



La comisión que se cobra al pequeño comerciante es uniforme, porque corresponde a las condiciones fijadas por el único proveedor del servicio.



Por otra parte, aquellas grandes empresas que poseen mayor capacidad de negociación reciben también tratamiento especial en caso de interrupción del servicio.



Durante las pasadas Fiestas Patrias fuimos testigos de una interrupción que afectó el servicio para millares de chilenos, quienes no pudieron utilizar su tarjeta de pago porque el comercio en general está conectado a través de una vía electrónica. Y como no disponen de la fibra óptica, que sí tienen las grandes empresas, solo estas últimas pudieron seguir operando.



Insisto: tenemos un mercado cautivo. Eso lo sabe todo el mundo. La pregunta es por qué el Congreso Nacional no ha modificado las condiciones de falta de competencia en este ámbito.



Hace bastante tiempo que en Chile se estableció en los servicios proveedores de energía eléctrica una línea troncal, Transelec, que obliga a quienes la utilizan a recibir y a transmitir la energía de cualquier distribuidor.



En materia de transmisión de datos para el pago electrónico eso no se puede hacer. En Chile solo es posible operar a través de Transbank.



Lo que proponemos hoy día es terminar con ese cautiverio y crear condiciones especiales para permitir que exista la obligación de los bancos -en el texto del proyecto lo señalamos así- de crear una interfaz para que cualquier prestador de servicios de medios de pago pueda usar la red, a los efectos de que se extienda la cobertura y de que puedan ofrecerse tarifas de distinta naturaleza a todo el comercio. Así, las empresas entrarán a competir y las que ofrezcan las mejores tarifas se llevarán los contratos con los grandes, pequeños y microempresarios. 



Por lo tanto, aquí tenemos una obligación no solo desde el punto de vista económico, para activar la economía, sino además un imperativo ético y moral de generar las condiciones para la libre competencia y el ejercicio de derechos de los consumidores.



Creo que estamos dando un paso muy importante en materia de libre competencia. 



Nos hemos quejado de la alta concentración en determinados rubros y de la colusión, y hemos condenado ambas cosas. 



Pero aquí no necesitan acuerdo. ¡Aquí ya está acordado! 



Los únicos oferentes son aquellos bancos propietarios de una red que solamente presta servicio a quienes ellos quieren y en las condiciones que ellos quieren. 



No tenemos libre competencia en el sector.



Por eso, señor Presidente, creo que el presente proyecto abre la gran oportunidad para el Congreso Nacional de dar una señal muy importante en materia de libre competencia; en este caso, en los medios de pago electrónicos.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una petición del Senador señor Moreira para abrir la votación.



¿Habría acuerdo en acceder a ello?

El señor BIANCHI.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, quiero tratar de explicar el proyecto en palabras muy simples.



Esto no es contra Transbank ni tampoco se toca su plataforma. Dicha empresa cumplió su objetivo en una época determinada y creó -porque sus dueños son los bancos- una plataforma web para implementar un sistema de pago y de operaciones bancarias.



Pero resulta que hoy día los bancos tienen solo una ventana. Y lo que hace el proyecto es obligarlos a ofrecer una plataforma que permita que otros operadores de pagos y operaciones bancarias, cumpliendo con los requisitos y contando con la autorización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, puedan también participar en el sistema.



Los especialistas señalan que Transbank cobra un precio justo. Está bien. Y es correcto. Pero no existe para ningún consumidor ni comerciante alguna otra alternativa de pago para poder negociar. Ese es el precio que se paga.



En el mercado de los países desarrollados existen una serie de ventanas bancarias, las cuales permiten que cualquier operador que cumpla con las condiciones exigidas pueda conectarse y ofrecer el servicio.



Y eso, por supuesto, abriría la competencia y haría que muchos hicieran el empeño de llegar a lugares donde Transbank no llega.



La presente iniciativa también fija las normas que garantizan la libre competencia en el mercado de pagos bancarios y sienta las bases para que operen nuevos proyectos.



Así que esto va a asegurar a los consumidores la disponibilidad de muchos medios de pago electrónico en el comercio y que, de alguna manera, no se les pueda negar la utilización del sistema, porque existen otros oferentes. 



A esta casa de bancos se la obliga a no tener solo una ventana. Lo anterior se asemeja a un panel con enchufes, donde en la actualidad hay disponible únicamente una entrada y una empresa que la utiliza. Aquí se dispone un panel con muchos enchufes de manera que cualquier persona que cumpla con la normativa existente pueda ofrecer el servicio y que el consumidor tenga la libertad de elegir.



Así que -insisto- el proyecto no implica, como algunos han sostenido, que estamos contra Transbank. No. Lo que queremos es competencia y lógicamente dicha empresa deberá competir con distintos oferentes. 



Señor Presidente, creo que la presente iniciativa representa una tremenda señal para el momento que estamos viviendo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, valoro la discusión a que nos convoca el proyecto, porque persigue introducir competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos que existen en Chile, los cuales hoy día están concentrados en una sola empresa, la que, a su vez, se halla controlada por tres bancos.



Hace tiempo que la sociedad chilena viene pidiendo el término de los abusos y de las posiciones monopólicas, primero en las farmacias y luego en otros mercados. Los ciudadanos quieren reglas transparentes y exigen competencia real y no simulada.



Argumentos para justificar la concertación por parte de los agentes económicos siempre habrá. En el caso de las tarjetas de crédito, el acuerdo empresarial se basó en la tecnología disponible en el período en que fue implementada en Chile. Sin embargo, se ha demostrado que esto ya no es válido y que actualmente hay soluciones tecnológicas que permitirían concretar mayores espacios de competencia.


Pero de este debate me preocupan dos aspectos.



Uno es el papel del Banco del Estado de Chile. Se trata de una institución pública que se ha sumado a este cartel de los bancos sin diferenciarse de la competencia privada.


Un banco de propiedad estatal debe tener especial cuidado en su participación en este tipo de acuerdos, atendido su carácter público. El país necesita un banco de fomento, con foco en la micro, pequeña y mediana empresa; uno que llegue a los rincones donde los otros bancos no llegan, y también uno que ayude a la incorporación de sectores de menores ingresos a la bancarización y que se constituya en una poderosa herramienta que permita abrir la competencia también en los medios de pago.



Por otro lado, me preocupa otro abuso que se está produciendo con las tarjetas comerciales.



Por la vía de las promociones, algunos establecimientos están, en la práctica, obligando a contratar una tarjeta a sus clientes, ya que, de otro modo, deben pagar un sobreprecio aunque compren al contado.


En los hechos, con el sobreprecio que se cobra, se limita el uso del dinero en efectivo como medio de pago, y esto no puede seguir ocurriendo.



De la misma manera como los bancos no pueden obligar a un deudor hipotecario a contratar un seguro con la empresa vinculada a ellos, tampoco debiera producirse esta situación en que algunos comercios no venden, o venden en condiciones muy desventajosas, si antes no se contrata una tarjeta comercial con la tienda.


Este abuso presiona al endeudamiento, especialmente de la gente más pobre, quienes, en definitiva, terminan capturados por el crédito que les otorgan estos establecimientos.


Esta materia tan sensible debe ser considerada, ya sea a través de una indicación o de un proyecto de ley específico.


La Fiscalía Nacional Económica está haciendo un gran trabajo y así lo ha podido constatar la opinión pública en varios temas de alta sensibilidad social. Actualmente, hay un proyecto de ley que fortalece a esta institución y que también sanciona más duramente las conductas anticompetitivas, especialmente la de colusión.


Pero, en lo que se refiere a este monopolio de Transbank, la Fiscalía no puede mostrar resultados similares.


Me preocupa esto, porque no podemos estar aprobando un proyecto de ley para cada situación anticompetitiva que aparezca. Para eso están los entes reguladores.


Señor Presidente, en ocasiones anteriores he insistido en la necesidad de realizar reformas estructurales a nuestra economía para asegurar su competitividad.


Debemos estar claros en que la reactivación no depende solo de las proyecciones de crecimiento de China o de otros mercados. Hay cosas que podemos hacer nosotros y una de ellas es incorporar mayor competencia en todas las áreas donde hoy no está presente.


Esta también es una exigencia social.


El país no será moderno mientras mantengamos privilegios, ventajas indebidas o acuerdos opacos entre los poderosos, en este caso los bancos.


Esta es una demanda transversal. Todos deben someterse a la ley.


El programa de reformas de la Presidenta Bachelet, en lo central, apunta a eso: desarmar la estructura de abusos, de inequidades que asfixian a los chilenos en los más diversos ámbitos…



Veinte segundos y termino, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Su Señoría dispone de un minuto adicional.

El señor QUINTEROS.-… y que les impiden desplegar todas sus capacidades y seguir creciendo.


Independientemente del resultado de una u otra reforma, algo ha cambiado definitivamente en Chile, y es que no son tolerables los abusos.


Más allá de la contingencia, se ha abierto una puerta ancha para los cambios en el país, que no se cerrará hasta que se haya completado el ciclo de reformas que Chile necesita.


He dicho.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente este es un proyecto muy importante y que ha sido visto por la Comisión de Economía.



La Comisión de Hacienda, precisamente en el día de hoy, empezó a despachar una iniciativa que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondo por entidades no bancarias, la cual tendría que ver con lo que estamos votando en este momento. Por tanto, es necesario evitar una doble tramitación.



A mi juicio, la materia en votación debe ser vista por nuestra Comisión para, precisamente, evitar tener discrepancias entre un órgano técnico y otro sobre lo que podamos legislar.



Entonces, señor Presidente, pediría que, una vez aprobado en general este proyecto -no creo que haya problemas-, se remita a la Comisión de Hacienda para que ella lo conozca y vea la posibilidad de compatibilizarlo con la otra iniciativa.



Ya hemos escuchado a partes interesadas, a gente que está en este tema. Vamos a continuar el próximo martes y esperamos despacharla.



Asimismo, quería pedir autorización para que la Comisión de Hacienda pueda ver en general y en particular el proyecto sobre medios de pago, para traer a la Sala un texto bastante más acabado y estudiado.



En suma, señor Presidente, pido, primero, que el proyecto que estamos votando vaya a la Comisión de Hacienda y, segundo, que dicho ente técnico pueda tramitar en general y en particular, en el primer informe, la iniciativa sobre medios de pago, donde podríamos incluir o subsumir las disposiciones de la que estamos debatiendo aquí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Muy bien.



Estamos en votación, pero si hay acuerdo en la Sala…

El señor MONTES.- Sí, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-… este proyecto pasaría a la Comisión de Hacienda luego de ser aprobado en general.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué proyecto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El que estamos votando.



El Senador señor Zaldívar dice que en la Comisión de Hacienda hay otra iniciativa de ley que se refiere a esta materia.



Además, ha solicitado que esa Comisión pueda ver en general y en particular, en el primer informe, el proyecto sobre medios de pago.



¿Habría acuerdo?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado. 



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, la verdad es que me alegro profundamente de que estemos aprobando en general este proyecto.



Sin embargo, lo he leído con atención y no tengo la certeza de que vaya a resolver completamente el problema. Por lo tanto, me imagino que habrá un plazo de indicaciones que nos permita aportar al enriquecimiento de la discusión.



Efectivamente, como decía el Senador Quinteros, hoy día la gente común y corriente prácticamente no usa dinero en efectivo, no porque estén obligados a utilizar tarjetas de crédito, sino por un tema de seguridad. Las personas sienten que podrían ser víctimas de un robo si andan con mucho dinero en efectivo, por lo que muchas optan, libremente, por usar el llamado “dinero plástico”. Y pueden pagar, prácticamente, en todos lados, porque hoy casi nadie anda con cheques.



El problema lo tienen las pequeñas y medianas empresas, ya que en la actualidad deben suscribir un contrato con Transbank, que les cobra un porcentaje de las ventas. ¡Ni siquiera de las utilidades!



Para los pequeños empresarios es un socio que no asume ningún riesgo y que se lleva un porcentaje de las ventas, no de las utilidades.



Además, el servicio que presta a las pequeñas y medianas empresas es bastante deficiente, porque el sistema se les cae y no actúan con la misma premura que tienen con las grandes empresas para reponerlo.



Por lo tanto, de verdad hoy los pequeños empresarios están atados de manos, porque si no contratan este único sistema que existe, ¡no pueden vender! Porque, como hoy prácticamente nadie usa dinero en efectivo, están arrodillados ante una empresa que les cobra lo que quiere y que, además, no les presta un buen servicio.



Me llama la atención que frente a esa situación, que es evidente y obvia, la Superintendencia no haga nada.



Es muy raro que en un negocio donde no hay ningún riesgo se diga que el precio es justo.



A mi juicio, ¡constituye un precio mucho mayor! Porque están teniendo utilidades sin asumir ningún riesgo, riesgo que sí asumen los dueños de los emprendimientos.



De este modo, no tienen problemas de morosidad ni de nada, porque ellos se pagan al momento de la transacción.



Por lo tanto, creo que no es un precio justo. ¡Es un precio muchísimo mayor! 



El sentido común dice que debiera haber competencia. Sin embargo, no existe, porque los dueños de las tarjetas de crédito son finalmente los bancos.



Por lo tanto, algo está pasando. Hoy los pequeños y medianos empresarios están de rodillas, ya que no solo tienen como socio al Estado, al que deben pagar cantidades importantes de impuestos, sino, además, a una empresa a la cual están obligados a entregarle parte de sus ventas.



Así que yo me alegro profundamente de la presentación de esta iniciativa. Espero que ella sea vista técnicamente. 



Me gustaría escuchar la explicación de la Superintendencia de por qué no hay competencia en esta área, no obstante que debiera haberla; por qué existe, de hecho, monopolio en un negocio que, a todas luces, es bastante lucrativo.



En verdad, me alegro profundamente de que este tema se esté discutiendo. Espero que se llegue a buen término, ya que la carga para los pequeños y medianos empresarios es altísima, y esta es una más de las que tienen que asumir.



Muchas gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ofrezco la palabra al Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero decir, tal como ya lo señaló el Senador Andrés Zaldívar, que justamente hoy en la mañana comenzamos a analizar en la Comisión de Hacienda un proyecto de ley que permite la emisión de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias.



Actualmente, las únicas que pueden emitir tarjeras de crédito o de débito son las instituciones financieras, bajo la atenta supervisión de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.



Ahora bien, con el proyecto que discutimos en la mañana en la Comisión de Hacienda lo que se busca es precisamente abrir la puerta, de tal manera que la comisión que se cobre a los clientes, a los comerciantes, sea mucho más competitiva. 



Aquí se ha dicho, con toda razón, que ello resulta conveniente al haber hoy un solo servicio: Transbank, con su homólogo Redbanc. Porque para usar las tarjetas de crédito es muy importante tener acceso a las máquinas que proveen dinero. Y no solo eso: se debe recurrir a ellas para, por ejemplo, cambiar la clave, etcétera. O sea, permiten el uso de las tarjetas. 



Entonces, es muy conveniente que la Comisión de Hacienda tramite y envíe este proyecto prontamente a la Sala, porque  va a permitir que entidades como las cajas de compensación, las cooperativas, las sociedades anónimas especiales de giro exclusivo, entre otras, puedan crear medios de pago con provisión de fondos. Es decir, no se tratará de tarjetas de crédito, pero se abrirá un abanico para el dinero plástico con el fin de lograr que haya más competencia y de esa manera disminuir los costos.



Sin embargo, señor Presidente, estimados colegas, tengo entendido que en la Comisión de Economía hay otro proyecto, cuyo trámite se encuentra suspendido a la espera de un informe que debe entregar el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Su propósito es determinar las normas conforme a las cuales sea posible la creación de un nuevo Transbank -obviamente, con otros inversionistas que no sean los bancos- y una nueva red de cajeros -que no dependa, igualmente, de las entidades bancarias-, de tal modo de abrir también la competencia en ese sector de la economía.



Quiero agregar, además, que todo aquello debe hacerse bajo la atenta supervisión del Banco Central de Chile. Precisamente, la próxima semana nosotros vamos a escuchar a esa institución, dado que es muy relevante conocer la preceptiva que regla el funcionamiento de ese tipo de entidades, las que, más que por ley, se regulan conforme a disposiciones que al efecto dicta el Instituto Emisor. 



Se trata de normas tan importantes como aquellas relacionadas con la exigencia de capital o las que establecen restricciones para el uso de los fondos. Porque estas empresas, sobre todo las que utilizan medios de prepago, donde la gente primero debe depositar su sueldo, su pensión, antes de poder empezar a girar, ¿qué hacen, mientras tanto, con el dinero? ¿En qué lo invierten? ¿Lo pueden invertir en cualquier cosa? ¿Qué pasa si esos recursos, que son de las personas que los han depositado, desaparecen debido a una mala administración o simplemente porque se perpetró una estafa, un fraude, y ellas, al intentar hacer funcionar sus tarjetas, ven que no se hallan disponibles?



En definitiva, lo que quiero decir es que todo esto es bastante complejo y muy importante. 



Por eso, adhiero a lo señalado por el Senador Zaldívar. Creo que sería muy bueno que en la Comisión de Hacienda viéramos esta iniciativa en conjunto con las otras. Lo ideal sería analizar los tres proyectos al mismo tiempo. De esa forma se lograría una normativa sistémica.



Temo que este cuerpo legal, que se halla bien inspirado -no tengo ninguna duda de ello-, no pueda operar mientras no salga la otra legislación.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- El Senador señor Tuma ha solicitado una interrupción a la Mesa para plantear un punto de Reglamento.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor TUMA.- Señor Presidente, quiero proponer un procedimiento que nos asegure un buen tratamiento para esta iniciativa.



Hasta este debate, yo no tenía información de los textos que estaba tratando la Comisión de Hacienda, así como los miembros de esta tampoco se encontraban al tanto de la discusión que se estaba llevando a cabo en la Comisión de Economía en relación con este tema. Y además existe otro proyecto del Ejecutivo sobre la misma materia en la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, me parece que lo que están proponiendo los integrantes de la Comisión de Hacienda es lo mejor: debatir en conjunto las tres iniciativas, con todas las cartas en la mesa, con la participación del Ejecutivo y el Banco Central y con el informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. Se podría realizar una discusión general, amplia, con todos los antecedentes, uniendo, para tal efecto, a las Comisiones de Economía y de Hacienda, permitiendo que todos los actores podamos contribuir a sacar el mejor proyecto para una legislación que se requiere en forma urgente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Cuando tengamos el quorum suficiente, Su Señoría, voy a requerir el acuerdo de la Sala para que la iniciativa sea tratada en Comisiones de Hacienda y de Economía, unidas, con el objeto que han planteado los señores Senadores.



Tiene la palabra el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, los demás integrantes de la Comisión de Hacienda han explicado lo que discutimos en el día de hoy, y en ese marco no queda otra cosa que estar de acuerdo con este proyecto, votarlo a favor y ver cómo mejorarlo y consolidarlo junto a los otros.



Quiero aclarar que lo que se estuvo analizando allí es una iniciativa que busca generar medios de prepago, instrumentos específicos en los que Chile está muy atrasado. No tenemos una red de medios de prepago extendida a muchas actividades, a diversos servicios, en fin. 



Frente a ello, se plantea un conjunto de normas, que sintetizó muy bien el Senador García, para desarrollar dichos instrumentos y garantizar que tanto los emisores como los operadores actúen de manera adecuada.



La principal observación que surgió hoy fue la de que, si uno crea medios de prepago y estos no tienen un sistema dentro del cual puedan fluir, difícilmente van a funcionar bien. Tanto los medios de pago como los de prepago requieren un formato en el que puedan fluir y operar. 



Por lo tanto, todos coincidimos en que no bastaba con la iniciativa que estábamos analizando en ese momento y que era necesario preocuparse también de cómo generar competencia en este mercado.



Según la información que hoy recibimos, todos los países tienen más de un medio, no uno solo. Chile es un caso raro: cuenta únicamente con un sistema bastante cerrado, integrado por Transbank y Redbanc y que es de propiedad de los mismos bancos.



La consecuencia de ello es que el servicio resulta muy caro. Se indicó que actualmente cada transacción tiene un costo de 250 pesos y que se utiliza tecnología bastante antigua, que no ha ido evolucionando para permitir que el sistema opere de manera fluida, rápida y acorde con los requerimientos. Hay que ponerse al día en este ámbito. 



Además, en el país hay pocos lugares con cajeros automáticos. O sea, no solo existe un problema de costo, sino también otro, que es la escasa cantidad de puntos de operación.



Y, aparte, no se pagan tributos. Es una situación bastante anómala. No hay IVA, no hay nada. Existe todo un conjunto de operaciones que ni siquiera pagan el impuesto al valor agregado.



¿Qué obtienen Transbank y Redbanc como sistema de los bancos? Según la información que hemos recabado, no se logran grandes utilidades. Se trata más bien de un mecanismo de protección de las instituciones, para que no entre competencia. Empresas internacionales han tratado de ingresar al sector, pero el sistema tiene la capacidad de protegerse a sí mismo porque no deja que entren otros actores y que exista, por lo tanto, mayor competencia, mejor calidad en la atención, menores costos, en fin. Su principal virtud no es la rentabilidad, sino la capacidad de contener la competencia con otros actores.



Además, actualmente se observan irregularidades. La ley permite actuar a Transbank y Redbanc solo como un organismo de apoyo a las operaciones bancarias. Sin embargo, están trabajando no solo con los bancos, sino también con tarjetas ligadas al retail, por ejemplo, y a otros sectores, lo que no es legal. 



Entiendo que incluso la Fiscalía Nacional Económica ha intervenido, dictaminando que aquello es una necesidad. 



Pues bien, el proyecto que estamos analizando también busca corregir esta irregularidad, esta ilegalidad, en un marco de mayor competencia.



Termino expresando que las legislaciones peruana y colombiana tienen normas de las que carece la iniciativa en debate. En ellas, que no son muy antiguas, es obligación que todo el sistema de comunicación de la información cobre tarifas homogéneas a todo el mercado, sin desglosar precios diferenciados para cada operador.  Por lo tanto, ofrecen condiciones de mayor competencia.



Existe, asimismo, interconexión obligatoria. Se pueden interconectar unos con otros. A veces conviene, a veces no, pero cada quien puede tomar la decisión de interconectarse, si quiere, sin tener restringida la opción.



Todo ello permite operar en el mismo sentido en que se halla orientado este proyecto, rechazando el manejo monopólico y ofreciendo un sistema con más puntos de atención, más terminales, menores costos y nuevos servicios. Si a ello agregamos las tarjetas de prepago, se asegura una manera mucho más fluida de llegar a cada uno de los lugares.



Ahora, si nos metiéramos a ver, desde el inicio del sistema, cuánto es el dinero que se ha pagado por esta vía y cuántos son los recursos que le han llegado a la pequeña empresa, nos encontraríamos con otro problema. Es lo que nos ha dicho la Senadora Van Rysselberghe. Existe un período de tiempo demasiado largo entre el momento en que se paga y aquel en que la pequeña empresa recibe los fondos. Un esquema de mayor competencia permitiría también que ese lapso disminuyera y las pymes sufrieran un perjuicio menor.



Creo que hay que aprobar en general la iniciativa y seguir la metodología que se ha propuesto en cuanto a unir las Comisiones de Economía y de Hacienda para su tratamiento particular, en conjunto con los otros proyectos existentes sobre la materia.

 El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en Chile, en abril de 2015, se registraron más de 10 millones 120 mil tarjetas de crédito y se efectuaron 15 millones de operaciones de pago, y en relación con las tarjetas de débito, se registraron 19 millones 516 mil tarjetas y se efectuaron 45 millones de operaciones en transacciones de pago. Esto, en un ámbito total, suma más de 2 mil 500 millones de dólares.



En cuanto a la cobertura de los puntos de venta, la Unión Europea cuenta con 2.022 por cada 100 mil habitantes; los Estados Unidos, con 2.153, y Chile solo con 450, con la agravante de que aquí ellos se concentran solo en las localidades de mayores ingresos y solo el 18 por ciento de la micro y pequeña empresa puede recibir pagos con tarjetas de débito o crédito. Es decir, en Chile existe una concentración excesiva.



¿Qué nos dice el proyecto de ley? Que en nuestro país falta competencia, que es la clave del sistema neoliberal. 



La pregunta es: ¿por qué no se advirtió esto antes, si el sistema data del año 90, cuando los bancos pidieron autorización a la Fiscalía Nacional Económica para coordinarse y montar su estructura?



De allí que la observación del Senador Quinteros respecto del Banco del Estado es completamente atendible. ¿Cuál es el fin de la competencia? ¿Cuál es el rol regulador del Estado? 



Se estableció un sistema monopólico.



¿Qué nos dice Manuel José Cruzat respecto de este tema, que a mí me resulta interesante, relativo a la rentabilidad del sistema bancario en Chile? 



Señaló que en Estados Unidos la rentabilidad posimpuestos sobre el patrimonio de los bancos llega al 10 por ciento anual. En Chile se ubica entre el 14 y el 19 por ciento. Y agrega que no se trata de un fenómeno transitorio ni que haya ocurrido una sola vez. Indicó que casi por estructura el sistema bancario en Chile tiene una rentabilidad muy por sobre lo que se observa en mercados más competitivos. Y, dado lo anterior, le surge la pregunta de por qué sigue ocurriendo.



Igualmente, llama la atención respecto de la cifra de colocaciones de los tres mayores bancos de Chile: llega al 48,97 por ciento del total. En cuanto a las utilidades, el porcentaje se eleva al 62,73 por ciento. Y la rentabilidad sobre el patrimonio posimpuestos oscila entre el 16,81 y el 20,94 por ciento.



En Estados Unidos, los primeros cinco bancos, en términos de los activos que administran, manejan el 50 por ciento de las colocaciones. En Chile, en cambio, si se suma Corpbanca, fusionado con el Banco Itaú, nos encontramos con que los cuatro primeros llegan al 50 por ciento. Es decir, hay una concentración altísima.



En suma, el norteamericano es un sistema muy dividido. Allí jamás, dice Cruzat, se daría una concentración como la que existe en Chile en el sistema bancario, subrayando que el caso chileno es anómalo.



En nuestro país, tres grandes actores tienen casi el 50 por ciento de las colocaciones y aproximadamente dos tercios de las utilidades. 



Esta es la trilogía de todo: supermercados, bancos, farmacias, tarjetas. Estoy hablando de dos tercios de las utilidades en un sistema en que cerca del 50 por ciento del crédito viene intermediado por la banca. 



Cruzat señaló que algo tiene que explicar el exceso de rentabilidad que la banca logra en Chile. Normalmente intentan conectarlo con el costo de capital de los bancos, aunque precisa que tanto en Chile como en los Estados Unidos es muy similar.



En el ámbito de las tarjetas de crédito, el costo que cobra cualquiera de los bancos en Chile fluctúa entre el 25 y el 30 por ciento nominal anual. En cambio, en Estados Unidos ese mismo crédito fluctúa entre el 10 y el 15 por ciento nominal anual, según cifras del sistema de información público norteamericano.



La única razón de que en Chile los bancos tengan estas sobreutilidades, duplicando las utilidades de los bancos estadounidenses es, según Cruzat, la falta de competencia.



¿Cuál es la falla del sistema, entonces? 



La portabilidad, señala el mismo economista.



En Chile existen cinco sociedades de apoyo al giro bancario: Transbank, Redbanc, CCA, Servipag y Nexus. 



Al respecto, destacó la importancia del proyecto, pero hizo presente que es necesario entender que lo que existe en este mercado es una red. No se enfrenta a una entidad de manera individual.



Por lo tanto, la autorización del año 91, de la Comisión Preventiva, para que Transbank operara, tras 24 años está obsoleta. El sistema es caro, antiguo, monopólico e integrado. De nuevo, ¡la colusión de los tres grandes bancos!



Por eso, yo espero que la Fiscalía Nacional Económica no se limite a decir que las cosas están mal, sino que actúe sobre el sistema, que es único y cuyas rentabilidades y concentración ya conocemos. Es un sistema que ha operado a vista y paciencia de la Concertación; de la Derecha, cuando estuvo en el poder, y ahora, de la Nueva Mayoría. 



Este proyecto intenta cambiarlo. Está claro que es necesario ampliar la competencia para que la pequeña y mediana industria pueda acceder a él de manera competitiva y no abusiva como ocurre hoy.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos a favor y un pareo).



 

Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


No votó, por estar pareado, el señor Letelier.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Después de escuchar al Senador García, el Senador Tuma hizo una petición para que este proyecto y los relacionados con él se vieran en Comisiones unidas de Hacienda y de Economía.



¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, la Sala acordó un plazo para formular indicaciones a la reforma laboral hasta las siete de la tarde de hoy. Y queremos solicitar si es posible que se extienda hasta las ocho u ocho y media, porque estamos en pleno proceso de redacción y necesitamos más tiempo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ampliar el plazo hasta las 20:30?



Así se acuerda.

)-----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, sobre el acuerdo anterior, considero conveniente precisar que los proyectos que debieran fusionarse son los que acabamos de votar favorablemente (boletín N° 10.399-03) y el que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (boletín N° 9.201-03), porque ambos tratan la misma materia. 



Además, podríamos dejar aparte la iniciativa que permite la emisión de medios de pago con provisión de fondos por entidades no bancarias; pues, estrictamente, son temas distintos, como señaló el Honorable señor Montes.



Por último, pienso que nos será posible avanzar más si tramitamos los dos primeros proyectos en la Comisión de Economía y este otro en la de Hacienda. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo sobre el particular? 



Siempre que estén en el primer trámite. Eso es obvio.



Senador señor Tuma, ¿está conforme?

El señor TUMA.- Señor Presidente, la duda que tengo es si la Sala ya aprobó el envío a las Comisiones unidas para analizar las dos iniciativas primeramente aludidas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Así es. 

El señor TUMA.- De acuerdo.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como ambos proyectos fueron aprobados en general (el que acabamos de acoger y el que tiene el boletín N° 9.201-03), lo que corresponde es fijar un plazo para presentar indicaciones. 



¿Hay alguna sugerencia al respecto?



Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, podríamos esperar hasta la próxima sesión para fijarlo, porque sé que la Comisión de Economía está esperando la llegada de un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, cuando se tenga ese informe tomaremos la decisión sobre el plazo para formular indicaciones.



--Así se acuerda.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para pasar a la hora de Incidentes? 



Acordado.



Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(



Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública y a los señores Director Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia y Director Regional de la Oficina Nacional de Emergencia de Coquimbo, solicitándoles información referida a SISTEMAS DE ALARMA DE TSUNAMI INSTALADOS EN LA SERENA.



Del señor QUINTEROS:



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole ATENCIÓN DE SITUACIÓN QUE AFECTA A TUTORAS DE PROGRAMAS DE RESIDENCIA FAMILIAR ESTUDIANTIL POR INSUFICIENTES APORTES DE JUNAEB.  
)------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independientes, hasta por cinco minutos. 



Consulto al Honorable señor Bianchi si puede precisar bien qué Comités le han cedido su tiempo para sumarlo al suyo. 



Me informan que el de los Partidos Renovación Nacional y Unión Demócrata Independiente.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor BIANCHI.- Y también el de la DC.

REFLEXIONES ANTE DESAFUERO DE SENADOR SEÑOR BIANCHI, QUE OCASIONÓ SUSPENSIÓN DE SUS ACTIVIDADES LEGISLATIVAS 
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el pasado mes de julio de 2015, acatando un injusto dictamen de los tribunales que determinaron mi desafuero, quedaron suspendidas mis actividades legislativas. 



Sin embargo, continuamos trabajando con mucha más fuerza en nuestra representación parlamentaria, particularmente en la Región que me eligió: la de Magallanes. 



En forma paralela, ante los mismos tribunales de justicia demostramos mi completa, total y absoluta inocencia ante las falsas acusaciones que se me formularon. Así que ahora he retomado mi trabajo legislativo para el cual mi Región me había elegido. 



Agradezco muy sinceramente a todas y a cada una de las personas que creyeron en nuestra inocencia tras las injustas acusaciones de las que fui objeto. Y la justicia imperó. Fue el camino que decidí para defender mi honra y reivindicar la representación parlamentaria independiente que me entregó la Región de Magallanes. 



Para nadie es un misterio que cuando uno se enfrenta a situaciones tan complejas como la que viví, debe resistir los ataques a un trabajo político, personal, familiar, humano, etcétera. Y aquí lo que se intentó fue destruir la opción política que genuinamente represento. 



¡No lo lograron!



Y resulta obvio que tras haber demostrado nuestra completa inocencia, seguimos trabajando por las propuestas y los anhelos que de manera muy particular y especial nos ha pedido la Región de Magallanes. 

URGENTE SOLUCIÓN A FALTA DE ONCÓLOGO EN REGIÓN DE MAGALLANES. OFICIOS
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en el contexto anteriormente descrito, y representando una legítima demanda de las familias magallánicas que sufren las consecuencias del centralismo agobiante de nuestro país, solicito que se oficie a la señora Ministra de Salud para que se dé solución a la brevedad a la falta de un oncólogo en Magallanes. 



Paso a explicar la situación. 



Con fecha 27 de enero del presente año, los habitantes de la Región que represento conocieron de la renuncia del único hematooncólogo infantil del Hospital Clínico de Magallanes, que se tradujo en que quedaron sin atención médica una treintena de niños que estaban en tratamiento por cáncer en el principal centro asistencial de nuestra región. 



Conocida es la falta de especialistas médicos en regiones y, sin duda, la partida del doctor Fernando Bracho dejó desprotegida a toda la zona austral, que tenía un derecho adquirido con la presencia de un profesional de estas características, particularmente en un área de la medicina que afecta de manera muy sensible a quienes habitamos territorios apartados del centro del país. 



Además de expresar la gran preocupación de los habitantes magallánicos, que a través de diversas actividades se han manifestado de manera pública para pedir que se resuelva el problema de manera concreta, hago presente mi absoluto rechazo a la solución temporal planteada por el Ministerio, que determinó realizar rondas médicas esporádicas de especialistas y que los pacientes que siguen tratamientos por cáncer continúen siendo derivados al Hospital de Valdivia o a Santiago, adonde deben trasladarse junto con sus familias, para proseguir con las quimioterapias.



La necesidad de contar con un especialista de manera permanente en el Hospital Clínico de Magallanes es urgente, por lo que estimo que no hay espacio para una solución a largo plazo. 



Como se ha señalado públicamente frente a esta dramática realidad, el Estado es el llamado a generar políticas de incentivos para atraer profesionales médicos a las zonas extremas, por lo que debe reinstalar a la brevedad el cargo de oncólogo infantil en Magallanes, antes de que la indignación ciudadana cobre mayor fuerza.



Sin duda, señor Presidente, es preciso aplicar el espíritu de descentralización que ha comprometido la Presidenta Michelle Bachelet. Por ello, es imposible aceptar que algo tan vital, como la presencia permanente de especialistas en Magallanes, y particularmente de un oncólogo, se trate de solucionar mediante las llamadas “rondas médicas”. 



Demandamos un reconocimiento y trato igualitarios, que demuestren que los habitantes de esta austral zona acceden a los mismos derechos que los de otras ciudades del norte o del centro de nuestro país. 



Reitero el llamado a encontrar a la brevedad una solución, porque muchas personas, muchas familias magallánicas, hoy están pagando las consecuencias de la ida de este profesional. Obviamente, para nosotros en Magallanes la presencia de un oncólogo reviste una enorme necesidad y urgencia. 



Por eso, quiero pedir, por su intermedio, señor Presidente, que se oficie a la Ministra de Salud y también a la Presidenta de la República en tal sentido.



De otro lado, se ha propuesto especializar a algún pediatra, para que de aquí a dos o tres años más ese profesional pueda llegar a la Región a ejercer su especialización. 



Y también se ha sugerido que se permita destrabar -y aquí el propio Congreso tiene bastante que decir- algunas de las exigencias que tienen ciertos médicos especialistas extranjeros. Lo digo porque nosotros teníamos allí un oncólogo foráneo, al que no se le permitía desarrollar su actividad profesional.



Creo que cuando se llevó adelante en el país la habilitación de hospitales, la creación de recintos nuevos, no se hizo absolutamente nada -¡nada!- para tener un dialogo con las distintas universidades, que permitiera obligar a los futuros profesionales, al menos durante determinado período, a ejercer su profesión en hospitales públicos.



De ser así, se podría contar con especialistas, por ejemplo, en la Región de Magallanes; en la que usted representa, señor Presidente, la de Aisén; y en regiones del norte y del centro de Chile, cuyos habitantes se ven obligados a llegar hasta Santiago, ciudad en la que además están los únicos especialistas oncólogos infantiles. 



Tal situación, claramente, ya no resiste más, y existe una ciudadanía empoderada para exigir una solución a las autoridades, a lo cual yo me sumo. 



He dicho. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el tiempo del Comité Independientes, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez, hasta por cinco minutos.

INSISTENCIA EN CREACIÓN DE TRIBUNAL EN VALLE DEL ACONCAGUA. OFICIOS
La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, hace 14 meses presenté un proyecto de acuerdo en el Senado para solicitar al Ejecutivo la creación de un tribunal en el valle del Aconcagua, el cual fue apoyado por la unanimidad de los Senadores y las Senadoras presentes.



Se trata de una aspiración muy sentida de los habitantes, vecinos y vecinas tanto de la provincia de Los Andes como de la provincia de San Felipe. Pero no solamente anhelamos tener un tribunal en la región de Aconcagua, sino también contar con juzgados que acerquen realmente la justicia a la gente.



La tasa más alta de homicidios en el país -particularmente de femicidios- se ha registrado históricamente en esta zona. Desconozco si ella sigue llevando la delantera en lo que va del año, pero sí lo hizo en los últimos tres años.



Señor Presidente, me parece muy importante apoyar esta demanda ciudadana, y, por ello, el año pasado hice diversas gestiones al respecto.



Así, presenté el proyecto de acuerdo al que me referí en esta Corporación, el cual fue aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.



Después, me reuní con los entonces Ministra de Justicia, señora Javiera Blanco, y Presidente de la Corte Suprema, señor Sergio Muñoz, para conseguir su apoyo.



Conversé con los miembros de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, presidida en ese entonces por la Ministra señora María Angélica Repetto, quien me recibió en compañía de otro integrante.



Posteriormente, presenté un escrito a ese tribunal de alzada con todos los antecedentes que daban cuenta, a través de cifras, de la necesidad de contar con este tribunal en el valle del Aconcagua, y que lo justificaban.



Además, como si fuese poco, existe un precedente al respecto en la Región del Biobío: el actual Senador Felipe Harboe realizó fuertes gestiones para contar con una Sala itinerante en la comuna de Los Ángeles, la cual ha operado con gran éxito, y esa experiencia fue publicada en la página web del Poder Judicial el último trimestre del año 2015.



No bastando con eso, a solicitud mía, el entonces Presidente de la Corte Suprema, el Ministro Muñoz, realizó gestiones personales con la Presidenta de la Corte de Apelaciones de Valparaíso en apoyo a mi petición.



No obstante, ayer, martes 1° de marzo, me llegó con fecha 2 de febrero una resolución de ese tribunal de alzada en la cual se deniega mi solicitud.



Lo anterior me produjo una profunda decepción. Desconozco, porque no lo señala la resolución de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, si ello fue un acuerdo mayoritario o unánime. Tengo la impresión de que no fue unánime, pues dentro de sus miembros hay gente que viene de la zona de Aconcagua y que, por lo tanto, sabe la necesidad que nosotros tenemos en la Región.



Esa respuesta me provoca una tremenda desazón y molestia, porque la razón invocada en esa resolución -la tengo en mi poder, y voy a pedir que se anexe al oficio pertinente- señala que efectivamente el número de causas son altas y que dan para tener una Sala en el Aconcagua. Pero a renglón seguido agrega que, debido a la carga laboral del actual tribunal y al costo que eso implicaría, no se da lugar a mi solicitud.



Ello me decepciona, porque la justicia -al igual que la política- tiene hoy una muy baja apreciación de la gente.



La justicia se siente y se observa muy lejos de las personas.



Yo, como Senadora de la Región, lo que más quiero es que la justicia reciba un mayor aprecio de la gente y que esta la sienta más cerca.



Sin embargo, lamentablemente -lo digo con gran responsabilidad- veo que hay flojera en algunos integrantes de la Corte de Apelaciones. No de todos. No soy una persona que haga generalizaciones. Pero sí me parece que argumentar respecto de la carga laboral obviamente da para decir que existe desidia en algunos de sus miembros.



Señor Presidente, pido insistir en mi solicitud al Presidente actual de la Corte Suprema y que se mande mi intervención tanto al nuevo Titular de la Corte de Apelaciones de Valparaíso -ya que hubo un cambio- como a su Pleno.



Por último, quiero decir que seguiré pidiendo que tengamos tribunales en el valle del Aconcagua.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el tiempo de la UDI que no fue utilizado por el Honorable señor Bianchi, tiene la palabra el Senador señor Horvath.

CRÍTICA A ESTADO DE COMUNICACIONES Y DE CONECTIVIDAD EN REGIÓN DE AISÉN Y PROVINCIA DE PALENA. OFICIOS
El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero referirme a tres temas que de alguna manera afectan a la Región de Aisén y también a parte importante de la provincia de Palena.



En primer lugar, hablaré de las condiciones de las comunicaciones, en las que se ha hecho un esfuerzo bastante importante.



El Estado ha efectuado aportes para tener una fibra óptica submarina desde Chiloé hasta Chaitén, y de ahí hasta el sector centro de la Región de Aisén, siguiendo más o menos la ruta austral, pero esquivando el Parque Nacional Queulat.



Luego, por iniciativas privadas, se construyeron dos líneas de fibra óptica aprovechando una que tiene Argentina por Coihaique Alto y otra por Balmaceda.



Y existe una cuarta, también submarina, que va de Quellón a Puerto Chacabuco.



No obstante, pese a esos esfuerzos, en la Región no se observa una mejoría significativa en las condiciones de las comunicaciones. Me refiero a Internet y a la telefonía celular.



Por tales razones, solicito que la Subsecretaria de Telecomunicaciones revise esa situación, y que nos señale qué tiene planificado para mejorar esto.



Se debe aprovechar en plenitud esta oportunidad, considerando sobre todo que en la Ley de Presupuestos planteamos la construcción de una quinta fibra óptica pública de amplio acceso para las tres regiones de la zona austral, desde Puerto Montt hasta Magallanes, incluido Puerto Navarino.



En segundo lugar, deseo comentar la situación que se vive en el Camino Austral -he tenido la oportunidad de recorrerlo varias veces, incluso ahora en febrero-, debido al trazado de un camino sin transbordo desde Puerto Montt hasta Chaitén.



En lo específico, existen cuatro estudios ya realizados que van prácticamente por el mismo eje. Con todo, no se ve un avance significativo, salvo la instalación del Cuerpo Militar del Trabajo el año pasado en el sector de Vodudahue, que con bastantes dificultades ha podido iniciar en algún grado las faenas.



Sin embargo, por distintos trámites internos, como el tener que pedir autorizaciones a la CONAF para replantar especies equivalentes en las áreas en que se va a construir, primero, un sendero, y después, un camino no se ha podido avanzar en las obras, lo que resulta inexcusable.



Por tales razones, solicito el envío de oficios a los Ministros de Obras Públicas y de Agricultura en relación con esta materia, particularmente respecto de los permisos de tal organismo.



En tercer lugar, como fui de los usuarios de transbordadores en las vacaciones, pude observar su funcionamiento de manera distinta. Así, en cuanto a los transbordos que se hacen desde Puerto Chacabuco hasta Puerto Montt en el sistema multimodal, que son tres: en el estuario de Reloncaví y en los fiordos Comau y Reñihue, debo decir que, en verdad, se realiza un gran esfuerzo en la conectividad de la Región, que se ve ampliamente superada en la temporada de verano, pues la demanda por este importante servicio se ha ido estirando desde hace algunos años, incluso desde fines de septiembre hasta inicios de abril.



Eso sí, se echa de menos una mejor coordinación, por la oportunidad turística que significa viajar en estos medios, los cuales, además, llevan camiones, buses, ganado y otras especies.



En los transbordadores no hay puestos de venta ni folletos informativos. O sea, no están dadas las condiciones efectivas para aprovechar ese enorme potencial turístico, de gran biodiversidad, el cual es único en el planeta y está en nuestra Patagonia; específicamente, en la Provincia de Palena y en la Región de Aisén.



Es necesario que en esta materia exista una mayor coordinación. 



Por eso, solicito que se oficie a los Ministros de Transportes y de Economía, y a la Subsecretaria de Turismo, a fin de que aquello se realice a la brevedad en el presente año y se implemente en el futuro transbordador que se está por entregar para transitar entre Puerto Yungay, Caleta Tortel y Puerto Natales.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el turno del Comité Partido MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro, quien, además, dispone del tiempo del Comité PPD.

PROBLEMAS DE ACCESO Y SEÑALÉTICA EN PARQUE NACIONAL ALERCE ANDINO Y PREOCUPACIÓN POR COSTO DE ENTRADAS A PARQUES NACIONALES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, agradezco a la bancada del PPD por haberme cedido sus minutos.



En primer lugar, quiero solicitar un oficio a los Ministros de Agricultura y de Obras Públicas, y al Director Nacional de CONAF para hacerles presente situaciones relacionadas con el Parque Nacional Alerce Andino. 



Tuve la oportunidad de visitar ese lugar. Es un extraordinario parque nacional, con guardabosques ampliamente informados y esforzados en preservarlo. 



Quiero hacer dos observaciones y pido una respuesta específica de las autoridades señaladas.



El acceso al parque se encuentra en grave deterioro y la señalética es absolutamente inadecuada y pequeña. Por ejemplo, en el camino hacia el parque, que tiene una sola dirección, es imposible virar en u. Recién a siete kilómetros de la entrada se encuentra un letrero que señala que se atiende hasta las 16 horas. Por cierto, ese horario obedece a una medida de seguridad, pero ello debiera estar indicado en el ingreso al camino y no en mitad de este, donde no se puede volver.



La ruta de acceso es de alta peligrosidad. Los guardabosques me señalaron que ha habido continuos accidentes, pues hay sectores donde es imposible el paso de dos vehículos. La accesibilidad no está a la altura del Parque Nacional Alerce Andino, de sus bellezas naturales y del resguardo que debidamente hace la CONAF. 



¿De quién es la responsabilidad? 



Solicito formalmente al Ministerio de Obras Públicas que construya un buen camino de acceso, de modo que la ciudadanía pueda conocer ese parque. 



Y se requiere una buena señalización. Si no, ese lugar pasa desapercibido. 



Además, si la afluencia de gente aumenta, habrá que ampliar los espacios para estacionamiento.



En definitiva, abrir los parques nacionales, con sus bellezas naturales, es una tarea importante para el Estado, pues brinda un día de esparcimiento a muy bajo costo.



Además, pido que se oficie al Servicio de Impuestos Internos y al Ministerio de Agricultura para que envíe información acerca de por qué los tickets para ingresar a los parques nacionales pagan IVA. ¿Por qué la CONAF da boleta y se cobra IVA?



Desde ya CONAF es un órgano híbrido. Un fallo del Tribunal Constitucional señaló que debe ser corregida su naturaleza jurídica: es una entidad privada que recibe fondos públicos. 



¿Qué sentido tiene cobrar el impuesto al valor agregado por entrar a los parques nacionales? 



Se requiere una revisión de los costos. Hay quienes podemos pagar la entrada, pero a muchos ciudadanos de a pie, a mucha gente que llega mochileando, a muchos trabajadores y estudiantes de mi patria que quieran visitar los parques no se les puede pedir que paguen; menos aún, con boletas que incluyen IVA.



Los parques nacionales deben ser de acceso liberado para la población que no pueda costear el valor de la entrada. Que paguemos los que podamos.



Destaco, nuevamente, la labor de los guardabosques del Parque Nacional Alerce Andino, quienes mostraron dedicación y un comportamiento extraordinario en materia de información, no solo hacia este Senador, sino a todo el público.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

PREOCUPACIÓN POR ATERRIZAJE DE HELICÓPTERO MILITAR EN TIRÚA Y REFLEXIONES SOBRE CONFLICTO MAPUCHE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- En segundo lugar, solicito oficiar al Comandante en Jefe del Ejército, al Ministro de Defensa Nacional y al Ministro del Interior para que informen los motivos por los cuales en días pasados un helicóptero con camuflaje aterrizó en Tranaquepe, comuna de Tirúa, provocando mucha inquietud en una zona altamente conflictiva. 



No era un helicóptero de Carabineros. Hemos mostrado el video que unos lugareños grabaron y que nos envió el ex padre jesuita de la localidad.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Luis García-Huidobro.

El señor NAVARRO.- Efectivamente.



El helicóptero aterriza para que se suba un señor de rojo. 



¿Por qué un helicóptero, que es claramente militar, va a buscar a un civil en una zona donde la sola presencia de una aeronave con camuflaje genera un efecto político indeseado? 



La militarización es el sentido inverso hacia donde debe caminar la solución en materia de conflicto mapuche.



Quiero saber si es un helicóptero destinado para uso público; su itinerario de vuelo; su autorización; qué personas transportaba; por qué aterrizó; qué misión cumplía; quién fue el jefe de servicio que firmó el permiso respectivo; de qué brigada del Ejército o Carabineros depende, y -lo más importante- qué convenio existe entre dichas instituciones respecto de la implementación de equipo militar.



El Presidente Obama ha prohibido que la policía de los Estados Unidos use artículos o elementos con semejanza militar. ¡Prohibido por el Presidente Obama!



Solicito al Ministro de Defensa Nacional, al Comandante en Jefe del Ejército y al General Director de Carabineros que aclaren el sentido de tal colaboración. Me parece que no es conveniente.



¡Poner armas de carácter militar en la zona de La Araucanía no tiene ninguna lógica! 



Si  existe ese convenio, lo quiero leer. Si se trata de información pública, que se conozca. Deseo saber el detalle: ¿qué carros unimog de camuflaje militar están disponibles?; ¿cuál es el armamento pesado que se ha entregado a Carabineros?; ¿por qué se va a hacer uso de él en la zona de Arauco, en la Región del Biobío, o eventualmente en la Región de La Araucanía?



Vamos por un camino absolutamente equivocado, señor Presidente.



Siento que el polvorín social y político en la zona de Arauco no se resuelve con cien carabineros más. Se avanza en la solución con cien profesores de mapudungun o poniendo en el centro a los culpables de este conflicto: ¡a las forestales!



El problema no es el robo de madera, es el robo de tierras.



¡Las forestales han usurpado territorio mapuche ancestral por décadas! ¡Han comprado a precio de huevo, mediante engaños, los títulos de dominio que pertenecían a las comunidades! 



Hasta la Corona española tuvo mayor flexibilidad en reconocer los derechos indígenas que lo que ha hecho el Estado chileno.



Y se está gestando una situación compleja: más de 165 camiones quemados. Hoy en la mañana se supo de cuatro camiones más incendiados, y una mujer resultó herida.



Lo he dicho: aunque pongan un carabinero en cada camión, ¡no van a resolver el problema de fondo! 



Si se insiste en la acción militar -y el Ministro del Interior, Jorge Burgos, viaja a mi región solo para analizar el tema policial y militar-, se asumirá un análisis errado, que se pagará caro.



He planteado este asunto en el comité político, en mi calidad de Presidente del Movimiento Amplio Social, a los siete presidentes de los partidos de la Nueva Mayoría: ¡este es un conflicto político, no militar! Por tanto, no se resuelve con la respuesta que ha dado la Concertación en su minuto, la Nueva Mayoría ahora o la Derecha.



¡Estamos en un punto de quiebre! 



En cualquier minuto habrá un estallido social, con impredecibles consecuencias políticas para mi Gobierno y para mi Presidenta, Michelle Bachelet. 



En mi opinión, quienes están orientando ese discurso militarista han equivocado el rumbo. 



El camino es la devolución de tierras. 



El camino es recuperar un millón de hectáreas erosionadas en la Región del Biobío, para lo cual será preciso negociar con las forestales. 



No proponemos expropiar; no les vamos a vulnerar el “sacrosanto” derecho de propiedad. Solo les decimos que poseen más de 500 mil hectáreas que no les pertenecen. Son de las comunidades mapuches y deben ser devueltas a sus legítimos dueños. Si no, la Guerra de Arauco va a seguir. En realidad, jamás ha terminado, ya que el Estado continuó la ocupación hecha por los españoles.



Si alguien cree que acabará el conflicto porque 400 carabineros pagados por el Estado son destinados a cuidar los terrenos de las empresas forestales, se equivoca.



Esos carabineros deberían estar cuidando a la ciudadanía de los delincuentes en las poblaciones de Concepción, de Hualpén, de Talcahuano, en lugar de estar resguardando dichos predios. 



Miles de millones se gastan en ello.



Solicito al General Director de Carabineros -esta no debiera ser información reservada- que informe sobre el detalle de los gastos, en los últimos cinco años, que la Institución realiza en custodia y prevención de delitos en La Araucanía y en la provincia de Arauco.



¿Cuántos recursos ocupa Carabineros en esa labor? 



El año 2006 pedí ese antecedente: 5.600 millones de pesos. Puedo aseverar esa cifra con responsabilidad, porque en aquella oportunidad Carabineros entregó la información.



A mi juicio, dicho monto se ha triplicado. Si me niegan el dato actual -ya me lo han negado-, vamos a recurrir a la Ley de Transparencia y a todos los mecanismos legales disponibles. Como Senador y ciudadano tengo derecho a conocer cuánto gasta Carabineros en proteger los bienes de estas empresas forestales, depredadoras y abusivas.



Por eso solicito formalmente que se nos entreguen los antecedentes requeridos. 



Deseo saber en qué se gastan los impuestos de los chilenos. ¿Cuántos recursos se emplean para proteger a las forestales? ¿Cuánto le cuesta al Estado mantener allí a cientos de carabineros y a equipo militar para defender los predios? 



Pero el problema no se va a resolver con más policías. ¡Por favor! ¡Eso es no entender nada de la cultura mapuche! ¡Es no entender nada de la historia de Chile!



Señor Presidente, he conversado sobre este conflicto con el Alcalde de Tirúa, don Adolfo Millabur, y he participado en las actividades que la comunidad lafkenche ha organizado desde Quellón (Isla Grande de Chiloé) hacia el norte. 



El camino para resolver la situación pasa por una voluntad distinta de la mostrada por las distintas administraciones y el Estado de Chile.



El conflicto es entre el Estado, los gobiernos, los mapuches y las forestales. Es decir, se trata de un problema país.



¿Cómo se ha instalado esta materia en La Moneda? A través de los camioneros, con el simbolismo golpista que representó su presencia en Santiago. 



Aprovecho de señalar que el Presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile, Juan Araya, y el Presidente de la Federación de Dueños de Camiones del Biobío, Germán Faúndez, no se han sumado a la acción que ha llevado adelante un grupo de dirigentes del rubro, todos los cuales, por lo demás, han sido candidatos de la UDI -a Diputados y a Senadores-, y fueron recibidos en La Moneda.



El tema mapuche se instaló en La Moneda de la peor forma: a través de un sector de los camioneros. 



El Gobierno no ha querido escuchar el clamor de Arauco, de La Araucanía. ¡Los camioneros se paran un día e inmediatamente están dialogando en La Moneda!



¿Cuántos dirigentes de comunidades mapuches han sido recibidos en los últimos diez años por los Presidentes de turno? 



¿Cuándo ha habido diálogo real para enfrentar el conflicto de fondo?



Señor Presidente, quisiera equivocarme con lo que voy a decir, pero a lo largo de los ya casi 23 años de parlamentario he tenido asertividad al anticipar los hechos: vamos a enfrentar un grave problema dentro de poco, como el que ocurrió hoy día. 



Comenté esto el lunes pasado a Mahmud Aleuy, a los Presidentes de los partidos de la Nueva Mayoría y a los Ministros. 



Hay que investigar el nuevo ataque que se produjo en La Araucanía. Yo no estoy disponible para avalar ningún tipo de delito contra los bienes y, menos aún, contra las personas.



Pero -insisto- el problema no es policial: no es el robo de madera ni la quema de camiones, sino el robo de tierras.



Con impotencia manifiesto a mi Gobierno que ha equivocado el camino. Cuando la Presidenta Bachelet entregue el mando, quiero que se vaya con la misma dignidad con la que llegó. Pero este problema puede costarle a la Nueva Mayoría la continuidad en el poder.



Lo he dicho en todos los tonos: el conflicto en La Araucanía se va a volver inmanejable.



Por lo tanto, solicito al Ministro del Interior, al General Director de Carabineros y a los Intendentes de las Regiones Octava y Novena que me remitan todos los antecedentes, en especial de carácter policial, con relación al tratamiento que se le dará a la investigación por los hechos señalados.



También hago un llamado a las empresas forestales. Hemos conversado con Arauco. Pese a que la Región del Biobío es maderera, pues sus principales exportaciones derivan del rubro forestal, de la celulosa, dichas compañías no han entendido que deben ser parte de la región y no solo de una comuna. 



De hecho, el proyecto MAPA, de la forestal Arauco, no se realizará si no hay paz social.



El cóctel peligroso es el siguiente:



-Los pescadores de Lebu con la reineta por el piso, a causa de una pésima Ley de Pesca.



-Los mineros del carbón en Curanilahue en el fondo de la mina Santa Ana, por incumplimiento de un privado.



-Todos los mapuches reclamando las tierras usurpadas.



-Los trabajadores forestales reclamando sus derechos a las empresas.



No quiero que la Región del Biobío se transforme en la del “Liolío”. Deseo una Región en orden, en tranquilidad, con respeto y justicia a las comunidades mapuches y a los trabajadores.



Ese es el llamado que hago a mi Gobierno.



Señor Presidente, pido que se envíe copia de mi intervención a la Presidenta de la República, a los Ministros de Estado, a todos los Intendentes y Gobernadores y a todas las organizaciones indígenas del país.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Los demás Comités no harán uso de sus tiempos.



Por haberse cumplido su objeto, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:54.




Manuel Ocaña Vergara,




 Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 95ª, ORDINARIA, EN MIERCOLES 20 DE ENERO DE 2016

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre; Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz; de Educación, señora Adriana Delpiano y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone.

Asimismo, asisten el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Gabriel de la Fuente, y el Asesor Jurídico, señor Gabriel Osorio, ambos de la Secretaría General de la Presidencia.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS

Las actas de las sesiones 90ª, extraordinaria, y 91ª, ordinaria, ambas del día 12 de enero de 2016, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes


Veintidós de S.E. la Presidenta de la República:


Con los tres primeros, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N°9.885-07).


2) El que modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín N°9.950-03).


3) El que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (Boletín N° 10.008-04).


Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que crea Comisión de Valores y Seguros (Boletín Nº 9.015-05).


2) Proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


3) Proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (Boletín N°10.185-06).


4) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


5) Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de País Sede entre el Gobierno de la República de Chile y el Instituto Internacional para la Democracia y la Asistencia Electoral, suscrito en Santiago, Chile, el 13 de abril de 2015 (Boletín Nº 10.323-10).


6) Proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín N° 10.442-05).


Con los trece últimos, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que establece marco para la gestión de residuos y responsabilidad extendida del productor (Boletín N° 9.094-12).


2) Proyecto de ley que crea bonificación para el repoblamiento y cultivo de algas (Boletín Nº 9.151-21).


3) Proyecto de ley que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N° 9.179-07).


4) Proyecto de ley que regula la actividad apícola (Boletines            N°s 9.479-01 y 10.144-01, refundidos).


5) Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, y la ley N° 20.502, que crea el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, permitiendo la creación de los consejos comunales y los planes comunales de seguridad pública (Boletín Nº9.601-25).


6) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (Boletín N°9.640-15).


7) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


8) Proyecto de ley que modifica la ley de Servicios de Gas y otras disposiciones legales que indica (Boletín N°9.890-08).

|
9) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos relativo al establecimiento de una oficina regional para América del Sur en Chile y el Acuerdo Interpretativo referido a la aplicación del Artículo VI de éste” (Boletín N° 9.897-10).


10) Proyecto de ley que modifica las leyes orgánicas constitucionales de Municipalidades, y sobre Gobierno y Administración Regional, para permitir a los partidos políticos la presentación de candidaturas sólo en las regiones donde se encuentren legalmente constituidos (Boletín Nº 9.924-07).


11) Proyecto de ley que tipifica el delito de maltrato de adultos mayores cometido por personas que se encuentren a cargo de su cuidado (Boletín  N° 10.049-18).


12) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín  N° 10.125-15).


13) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, para introducir mecanismos de equidad en las tarifas eléctricas (Boletín N° 10.161-08).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que establece un nuevo sistema de transmisión eléctrica y crea un organismo coordinador independiente del sistema eléctrico nacional (Boletín N°10.240-08) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Responde solicitud de información, efectuada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, respecto del proyecto denominado “Construcción del tercer dique en el Astillero Asmar-Talcahuano”.

De la señora Ministra de Minería


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, relativa al problema que afecta a pequeños mineros de la comuna de Petorca, como consecuencia del cierre de la Compañía Minera Can Can.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Contesta acuerdo del Senado, relativo a la posibilidad de establecer por ley un estatuto de ciudades puerto y la afectación de un porcentaje de los impuestos que pagan las empresas portuarias en beneficio de la comuna donde se hallan emplazadas sus instalaciones portuarias.

Del señor Alcalde de Talcahuano


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la construcción del gimnasio del Liceo A-21 de la comuna a su cargo.

Del señor Contralor General de la República


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, copia del informe emanado de la Unidad de Control Externo del año 2015, relativo a las compras de “días cama”, realizadas por el Hospital Clínico Regional Guillermo Grant Benavente durante el año 2013.

Del señor Director Nacional Instituto de Previsión Social


Atiende solicitudes de información, efectuadas en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de los siguientes asuntos:


- Razones por las cuales el pensionado que indica, no ha sido beneficiado con la rebaja de su cotización de salud, establecida en la ley Nº 20.531.


- Motivos por los cuales le fue denegado el pago del denominado “Bono por Hijo” a una persona que cumpliría con los requisitos legales para su obtención.

De la Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles


Atiende preocupación, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de la situación de inestabilidad laboral que afecta a auxiliares de párvulos de la comuna de La Unión, dependientes del Departamento de Administración de Educación Municipal de ese municipio.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que moderniza el sistema de relaciones laborales, introduciendo modificaciones en el Código del Trabajo (Boletín N° 9.835-13) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley que introduce diversas modificaciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura, y a la ley N°20.657 (Boletín N° 10.190-21).


Dos de la Comisión de Agricultura, recaídos en los siguientes proyectos de ley:


- El que regula el manejo de bosques de especies muy combustibles colindantes con zonas urbanas (Boletín N° 10.030-01).


- El que modifica la Ley de Bosques para establecer la obligación de elaborar planes de prevención y combate de incendios forestales a los dueños de predios con aptitud forestal (Boletín N° 9.810-01).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 31 de enero de cada año para la comuna de Quintero, en conmemoración del Cristo Sumergido (Boletín Nº 10.529-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores Chahuán y De Urresti, con la que inician un proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en la comuna de Quintero en homenaje al Cristo Sumergido (Boletín Nº 10.530-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


De los Honorables Senadores señores Chahuán y Horvath, con la que dan comienzo un proyecto de acuerdo que modifica el artículo 27 del Reglamento del Senado, para crear la Comisión de Cultura y Artes (Boletín Nº S 1.856-09).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Horvath, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pizarro, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma y Walker, don Patrici;, por el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere la incorporación del tratamiento de los trastornos alimenticios en el Plan de Garantías Explícitas (GES) y que el Ministerio de Salud realice un estudio de las personas que los padecen (Boletín N° S 1.855-12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitudes de permisos constitucionales


Del Honorable Senador señor Chahuán, para ausentarse del país a contar del día 24 de enero próximo.


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para salir del territorio nacional a contar del día 29 de enero de 2016.


-- Si le parece a la Sala, se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo con el que se solicita una  norma interpretativa del artículo 92 bis de la ley orgánica constitucional de municipalidades, presentado por los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Coloma, Chahuán, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Ignacio y Zaldívar.

(Boletín N° S 1.850-12)


El Presidente previo acuerdo de la Sala pone en votación el proyecto de acuerdo de la referencia.


El Presidente lo declara aprobado por la unanimidad de los Senadores presentes.


El texto aprobado por el Senado es del siguiente tenor:


“Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República se sirva enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que interprete el artículo 92 bis de la ley 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio del Interior, promulgado y publicado el año 2006, norma que fue incorporada al mencionado texto legal por la ley N° 20.742. Para tales efectos, declarar que el sentido de la expresión “medios” que el señalado precepto utiliza comprende, respecto del personal del municipio, tanto a los funcionarios de planta como a quienes prestan servicios bajo el régimen de contrata y a honorarios desempeñándose en las tareas propias del concejo municipal y de los concejales, permitiendo a estos últimos desarrollar debida y oportunamente las funciones, facultades y atribuciones que la referida ley les confiere.”.


Las consideraciones que fundamentan lo resuelto se encuentran consignadas en el proyecto de acuerdo, de autoría de los mencionados Honorables Senadores, correspondiente al Boletín N° S 1.850-12.
---

Proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización.
(Boletín Nº 10.154-07).

El Presidente informa que se reanuda el tratamiento en particular del proyecto de la referencia.

---


El Presidente pone en discusión el numeral 24 del artículo 1º del texto propuesto por la Cámara de Diputados.

Se ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Larraín, Pizarro y Pérez Varela y señora Allende.


Interviene también el Ministro señor Eyzaguirre.

----


A petición de diversos Senadores el Presidente suspende la sesión y cita a una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.
----


El Presidente informa que los Comités acuerdan continuar la discusión en torno a otros artículos del proyecto de ley que están en el comparado y se va a redactar una indicación al artículo 26. Una vez que esté redactada dicha indicación se pondrá en votación el artículo 24 y después el artículo 26 con la indicación.

----


El Honorable Senador señor Quintana informa que la Comisión de Educación y Cultura, por la unanimidad de sus integrantes presentes, acordó solicitar a la Sala que se autorice a la instancia para discutir en general y en particular a la vez el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios a estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones, correspondiente al boletín 10.457-04.- Así se acuerda.

----

El Presidente pone en discusión la indicación del Honorable Senador señor Guillier que propone eliminar la frase final del texto propuesto por la Comisión Especial en el numeral 37.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Guillier.


El Presidente pone en votación la indicación mencionada.


El resultado de la votación es de 5 votos a favor de la indicación, 29 votos en contra y una abstención.


Votan en contra los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Araya, Guillier, Horvath y Navarro.


Se abstiene el Honorable Senador señor Ossandón.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Navarro y señora Pérez San Martín.

----

El Presidente propone que con la votación inversa de la precedente se apruebe la disposición que propone la Comisión Especial. Así se acuerda.

----

Se deja constancia que el Honorable Senador señor Navarro formula expresa reserva de constitucionalidad respecto del texto aprobado.

----

El Presidente pone en votación la enmienda propuesta por la Comisión Especial al numeral ii) de la letra a) del numeral 40 propuesto por la Cámara de Diputados.


El resultado de la votación es de 28 votos a favor, 3 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señores Araya, Guillier y Navarro.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Ossandón.
 
Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Coloma; y su voto en contra el Honorable Senador señor Navarro.

----


El Presidente pone en votación una indicación de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Horvath, Navarro y Guillier, para añadir un nuevo Título X, De los Movimientos Políticos.


El resultado de la votación es de 4 votos a favor y 27 en contra.

 
Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan a favor los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Guillier, Horvath y Navarro.

Funda su voto en contra el Honorable Senador señor Harboe.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Guillier.


El Presidente declara rechazada la indicación.

----


El Presidente pone en discusión la propuesta de la Comisión Especial para eliminar el inciso tercero del artículo quinto del texto aprobado por la Cámara de Diputados


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.


El Presidente pone en votación la proposición ya individualizada.


El resultado de la votación es de 21 votos a favor, 6 votos en contra y 4 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Allamand, Chahuán, García, García Huidobro, Ossandón y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores  señora Von Baer y señores Coloma, Larraín y Moreira.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Rossi y Guillier, señora Pérez San Martín y señores Pizarro, Horvath y De Urresti.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor García.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Larraín y Coloma.


Interviene, asimismo, durante la votación el Honorable Senador señor Pérez Varela.


El Presidente declara aprobada la proposición votada y, con la misma votación, el restante texto propuesto por la Cámara de Diputados.

- - -


El Presidente propone que se apruebe con la misma votación anterior la proposición de la Comisión Especial que viene en suprimir el inciso segundo del artículo sexto, que pasa a ser séptimo.


La unanimidad de los Senadores presentes acuerda aprobar la señalada proposición, dejándose constancia de haberse alcanzado el quorum exigido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.  

- - -


A continuación el Presidente pone en votación la propuesta de la Comisión Especial para reemplazar en el artículo séptimo del texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados la expresión “mínimo de tres” por “mínimo de dos”.


El resultado de la votación por la enmienda de la Comisión es de 18 votos a favor, 11 votos en contra y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Letelier, Moreira, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstienen de votar los Honorables Senadores señores Harboe, Ossandón y Rossi.


Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.


Funda su voto en contra el Honorable Senador señor García.


El Presidente declara rechazada la proposición de la Comisión. Y enseguida propone que se apruebe el texto de la Cámara de Diputados con la misma votación que tuvo al aprobarse en general. Así se acuerda.

- - -

El Presidente pone en votación la indicación de los Honorables Senadores señores Tuma, Guillier, Quintana y Navarro que agrega un nuevo artículo octavo transitorio al proyecto.


El resultado de la votación es de 5 votos a favor, 6 votos en contra y 5 abstenciones.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García Huidobro y Orpis.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señores Guillier, Lagos, Navarro, Quintana y Tuma.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Ossandón, Prokurica y Zaldívar.


Funda su voto en contra la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


Funda su voto favorable los Honorables Senadores señores Tuma, Quintana y Navarro.


Funda su abstención el Honorable Senador señor García.


Interviene durante la votación el Honorable Senador señor Pizarro y el Ministro señor Eyzaguirre.


El Presidente declara rechazada la indicación por no alcanzar el quórum constitucional exigido.
- - -

El Presidente pone en votación el inciso primero del artículo 24 propuesto por la Honorable Cámara de Diputados.


El resultado de la votación por el texto de la Cámara de Diputados en el artículo 24, es de 20 votos a favor, 5 votos en contra y 9 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Allamand, Chahuán, García y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, Espina, García Huidobro, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón y Pérez Varela.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Quintana; Walker, don Patricio; Navarro, Pizarro, Letelier y Walker, don Ignacio.


Funda su voto negativo el Honorable Senador señor Prokurica.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Larraín y Pérez Varela.


El Presidente declara rechazada la proposición de la Cámara de Diputados.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, las siguientes modificaciones:


1. Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas naturales que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.


Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.

Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.


2. En el artículo 2°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas,”, por la siguiente: “aquellas destinadas a poner en práctica sus principios, postulados y programas, para lo cual”.


b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en la letra a), la palabra “Presentar” por “Difundir”, e intercálase, entre los vocablos “los” y “habitantes”, la expresión “ciudadanos y”.


ii. Reemplázase, en la letra b), la expresión “los Senadores y Diputados” por “las autoridades electas”.


iii. Intercálanse, a continuación de la letra c), las siguientes letras d) a l), pasando la actual d) a ser m):


“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;


e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;


f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 


g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;


h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones; 


i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;


j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;


k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;


l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;


c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.


3. Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por la frase “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.


4. En el artículo 5°:


a) Agrégase, en la letra d) del inciso primero, la siguiente frase “, la que deberá expresar su compromiso con el fortalecimiento de la democracia y el respeto, garantía y promoción de los derechos humanos asegurados en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes;”.


b) Reemplázase en la letra e), la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá establecer, entre otros, los principios del partido, su estructura interna, la composición y funciones de cada uno de sus órganos, la forma de elección de sus autoridades conforme a los principios que señala esta ley, los derechos y deberes de sus afiliados y las demás normas que la ley exija, y”.


c) Reemplázase, en la actual letra f), las expresiones “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”, las dos veces en que aparece.


d) Agrégase un inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“Los notarios no podrán negarse injustificadamente a extender la escritura pública a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


e) Modifícase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:


i. Reemplázase la expresión “en el inciso anterior” por “en el inciso segundo”.


ii. Sustitúyese la expresión “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”.


iii. Reemplázase la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


iv. Elimínanse las frases “un resumen de” y “La publicación se realizará a costa de la Directiva Central provisional.”.


5. En el artículo 6°:


a) En el inciso primero:


i. Intercálase entre el término “días” y el punto seguido la palabra “corridos”.


ii. Reemplázase la frase “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.” por las siguientes: “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, siempre y cuando dicho porcentaje del electorado en cada región fuere superior a 500 electores. Si del cálculo descrito resultare una cantidad de electores menor a 500, los partidos políticos deberán afiliar, en dichas regiones, al menos a 500 electores. El cálculo del porcentaje señalado se hará según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.”.


b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las frases “de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario. Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.” por la expresión “, ante el oficial del Registro Civil, o ante el funcionario habilitado del Servicio Electoral, quienes no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.


d) Reemplázase el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente: 


“Las declaraciones deberán ser individuales y contendrán su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada nuevo afiliado deberá declarar bajo juramento su condición de ciudadano habilitado para votar en la región respectiva y no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días corridos.”.


e) Reemplázase, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “La Directiva Central” por “El Órgano Ejecutivo”.


6. En el artículo 7°:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre los vocablos “días” y “fatales” la palabra “hábiles”.


7. En el artículo 8°:


a) Reemplázase el punto y coma (;) de la letra a) por un punto aparte (.) y elimínase la letra b).


b) Reemplázase la expresión “, y” de la letra c), que ha pasado a ser b), por un punto aparte.


c) Elimínase la letra d).


8. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido en formación”, por la frase “sitio electrónico del Servicio”.


9. En el artículo 10:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- Cualquier partido inscrito o en formación podrá deducir oposición a la formación de otro, sin que por esta causa se suspenda el proceso de constitución. La oposición deberá cumplir con lo prescrito en el artículo 30 de la ley N°19.880, ser escrita, llevar la firma del presidente del partido que la formule y ser presentada al Director del Servicio Electoral dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de la publicación indicada en el inciso cuarto del artículo 5°. El partido oponente será considerado como interesado en la gestión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N°19.880, según corresponda.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “sin perjuicio de lo indicado en los artículos 258, inciso segundo, y 259 del Código de Procedimiento Civil. La contestación se atendrá al artículo 309 del mismo Código” por “desde el momento en que dicha notificación se hubiere practicado”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “de acuerdo a lo previsto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, lo decretará por un plazo no superior a quince días hábiles” por “lo decretará de acuerdo con lo previsto en los artículos 35 y 36 de la ley N°19.880”.


d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el Diario Oficial. El fallo se subordinará a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil” por “su sitio electrónico. La resolución del Servicio se subordinará a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N°19.880”.


10. En el artículo 11:


a) Sustitúyese la expresión “de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, o de los requisitos relativos” por la expresión “del requisito relativo”.


b) Reemplázase la expresión “un mes” por “treinta días hábiles”.


11. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico del Servicio”.


12. En el artículo 13:


a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “3°,”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “apelar” por el término “reclamar”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “apelación” por la palabra “reclamación”.


13. Sustitúyese, en los incisos primero y tercero del artículo 14, la palabra “apelación” por “reclamación”.


14. En el inciso segundo del artículo 15:


a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.


b) Suprímense los vocablos “por regiones”.


c) Sustitúyese la expresión “de los mínimos exigidos” por “del mínimo exigido”.


15. En el artículo 17:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


16. En el artículo 18:


a) En el inciso primero:


i. Agrégase, después de la expresión “derecho a sufragio”, la frase “o extranjero avecindado en Chile por más de cinco años”.


ii. Reemplázase la oración “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.” por las siguientes: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, el del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces, secretarios y ministros de fe de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales, los notarios y los conservadores.”.


b) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:


“Lo dispuesto en este Título no obsta a que los partidos deban asegurar mecanismos de participación e integración en sus procesos y estructuras internas de jóvenes menores de 18 y mayores de 14 años de edad, en la forma que determinen sus estatutos.”.


17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter nuevos:


“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.


El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.


Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.


Artículo 18 ter.- Derechos y deberes de los afiliados.


1. Los estatutos de los partidos contendrán una especificación detallada de los derechos de sus afiliados, dentro de los cuales necesariamente se incluirán los siguientes:


a) Participar en las distintas instancias del partido. 


b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.


c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.


d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.


e) Proponer cambios a los principios, programas y estatutos del partido, conforme con las reglas estatutarias vigentes.


f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.


g) Solicitar la rendición de balances y  cuentas que sus dirigentes se encuentren obligados a presentar durante su gestión. 


h) Exigir el cumplimiento de la declaración de principios del partido, estatutos y demás instrumentos de carácter obligatorio.


i) Recibir capacitación, formación política e información para el ejercicio de sus derechos políticos.


j) Tener acceso a la jurisdicción interna del partido político y, en su caso, a recibir orientación respecto del ejercicio y goce de sus derechos como afiliado cuando sean vulnerados al interior del partido político.


k) Impugnar ante el Tribunal Supremo las resoluciones y decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos políticos.


l) Impugnar ante el Tribunal Calificador de Elecciones las resoluciones del Tribunal Supremo del partido sobre calificación de las elecciones internas de los órganos establecidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, de conformidad con los requisitos que establece el inciso cuarto del artículo 23 bis.


2. Los afiliados a un partido político tendrán las obligaciones que fije el respectivo estatuto partidario, debiendo contemplarse entre ellas, al menos, las siguientes:


a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.


b) Contribuir a la realización del programa del partido, de acuerdo a la línea política definida conforme a los respectivos estatutos.


c) Contribuir al financiamiento del partido abonando las cuotas u otras aportaciones que se determinen para cada afiliado. 


Los estatutos del partido político deberán garantizar a cada afiliado tanto el derecho a la plena participación en la vida interna del partido, como el derecho a la postulación a cargos de representación popular en condiciones equitativas. Los estatutos deberán establecer los mecanismos para asegurar que sus afiliados sean debida y oportunamente informados para el ejercicio de sus derechos y deberes establecidos en esta ley y en los estatutos.”.


18. Reemplázase el inciso final del artículo 19 por el siguiente:


“Una vez inscrito el partido en el Registro de Partidos Políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a los estatutos del partido, para lo cual podrá acogerse a la instrucción a que se refiere el inciso tercero del artículo 6°.”.


19. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político. Además, si los estatutos del partido reconocieren como adherentes a menores de 18 y mayores de 14 años de edad que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, o a aquellas personas inhabilitadas para ejercer su derecho a sufragio por razones calificadas en sus estatutos, el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de estos. Dichos registros estarán ordenados por circunscripciones, distritos y comunas. Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.


Los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones, desafiliaciones, adhesiones y renuncias a ellas, que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”.


20. Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.


Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.


21. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los partidos podrán tener los órganos que sus estatutos determinen, sin perjuicio de lo cual deberán al menos contar con los siguientes:


a) Un Órgano Ejecutivo.


b) Un Órgano Intermedio Colegiado.


c) Un Tribunal Supremo y tribunales regionales.


d) Un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido.


Sin perjuicio de las nomenclaturas que utiliza esta ley para referirse a cada uno de los órganos colegiados, cada partido político podrá en sus estatutos denominarlos de otra forma, debiendo informar al Servicio Electoral de estas nuevas denominaciones.


Asimismo, los partidos podrán establecer frentes, comisiones u otras instancias temáticas o territoriales que estimen pertinentes, a fin de incentivar la participación de sus afiliados. Del mismo modo, podrán celebrar congresos generales o nacionales conforme sus estatutos.


Deberán efectuarse elecciones de la totalidad de los miembros de los órganos antes señalados, renovándose con una periodicidad no superior a cuatro años. Sus integrantes no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.


En la elección de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente contemplados en los estatutos, que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de las candidaturas. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.


Los partidos políticos podrán organizarse para permitir la afiliación, adhesión y participación de los chilenos que se encuentren fuera del territorio nacional, de acuerdo con las disposiciones de esta ley, sus estatutos y las instrucciones que para estos efectos dicte el Servicio Electoral.”.


22. Intercálase, a continuación del artículo 23, el siguiente artículo 23 bis:


“Artículo 23 bis.- Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior deberán ser electos democráticamente. Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades. El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.


Las reglas de elección enunciadas en el inciso anterior serán aplicables a los miembros del Tribunal Supremo.


El Órgano Ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna. Dicho reglamento deberá ser aprobado por el Servicio Electoral y regulará, al menos, los siguientes aspectos:


a) Procedimiento de declaración, inscripción, aceptación, rechazo e impugnación ante los tribunales internos  de candidaturas a las elecciones internas.


b) Reglas sobre las cédulas electorales para cada acto electoral, que aseguren que éstas sean impresas en forma legible, con serie y numeración correlativas, las que deberán constar en un talón desprendible de dicha cédula.


c) Normas sobre propaganda y publicidad electoral.


d) Plazos y forma de constitución, instalación y cierre de las mesas receptoras de sufragios.


e) Mecanismos que aseguren la información oportuna de los locales de votación a los afiliados, al menos diez días corridos antes de cada elección.


f) Útiles electorales, entre los que se encontrará el padrón de cada mesa receptora de sufragios, con una nómina alfabética de electores habilitados para votar en ella, los datos para su identificación, el espacio necesario para estampar la firma o huella dactiloscópicas; las cédulas electorales para la emisión de los sufragios; formularios de actas de escrutinio por cada elección, las que deberán ser suscritas por los vocales de mesa y apoderados de cada candidatura o lista, y un formulario de minuta del resultado del escrutinio para cada elección.


g) Normas sobre el escrutinio por mesas y devolución de cédulas y útiles electorales.


h) Reglas del escrutinio y calificación practicados por el Tribunal Supremo.


i) Sanciones frente a la inobservancia del reglamento de elecciones internas.


j) Normas sobre designación, independencia e inviolabilidad de vocales de mesas, apoderados y cualquiera otra autoridad electoral del partido en el ejercicio de sus funciones.


El Servicio Electoral deberá pronunciarse, verificando las exigencias a que alude el inciso anterior, respecto del reglamento y sus actualizaciones, aprobándolos o formulando observaciones, dentro de los quince días corridos siguientes a su recepción. Si el Servicio formulare observaciones, el partido deberá hacer los ajustes necesarios dentro de los quince días corridos siguientes a la notificación de la resolución del Servicio. Si éste no se pronuncia dentro del plazo de quince días señalado, se entenderá aprobado el respectivo reglamento.


Para cada elección interna, los apoderados de cada candidatura o lista podrán asistir, al menos, a todas las mesas receptoras de sufragios, al escrutinio practicado por las mesas y por el Tribunal Supremo, y podrán consignar cualquier observación en las actas de escrutinio correspondiente.


El escrutinio de las elecciones internas será público y los estatutos deberán prever mecanismos de reclamación ante los Tribunales internos. Serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días hábiles de notificadas, las resoluciones del Tribunal Supremo referidas a reclamaciones de nulidad o rectificación de escrutinios de las elecciones de los órganos señalados en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, siempre que tales resoluciones cuenten con un voto de minoría equivalente, al menos, al 25 por ciento de los miembros del Tribunal Supremo y que, de ser acogida dicha reclamación,  hubiere dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de aquella que se ha constatado. La reclamación deberá individualizar la resolución que motiva la reclamación, indicar las peticiones concretas que formula y acompañar todos los antecedentes en que se funda. Si del cálculo del 25 por ciento señalado no diese un número entero, deberá aproximarse al entero inmediatamente superior.


En todas las elecciones internas se considerarán como habilitadas para sufragar a aquellas personas que se encuentren inscritas en el registro de afiliados que señala el artículo 20, con a lo menos tres meses de anticipación a la respectiva elección, lo que no obsta a que los partidos continúen su proceso de afiliación de nuevos afiliados durante ese lapso. Dichas elecciones deberán realizarse utilizando como padrón actualizado el registro general de afiliados que el Servicio Electoral deberá proporcionar a los partidos políticos y candidatos a la respectiva elección con, a lo menos, dos meses de anticipación al día de la elección.


Los estatutos podrán habilitar a quienes figuren en el registro de adherentes para sufragar en las elecciones internas del partido, para lo cual utilizarán el padrón que al efecto les proporcione el Servicio Electoral, considerando los mismos plazos que establece el inciso anterior.


Cualquier afiliado podrá solicitar, a su costa, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia de los registros mencionados en el artículo 20, del partido político al que pertenece, con el nombre completo de los afiliados y su domicilio, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. El Servicio determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a estos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas del ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.


Sin perjuicio de lo anterior, cualquier afiliado al partido podrá solicitar, a su costa, un certificado de su inscripción en el mencionado registro.

El Servicio Electoral velará por el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.”.


23. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente:


“Artículo 24.- 
El Órgano Ejecutivo tendrá las funciones que señale el estatuto, entre las cuales se deberán consignar, al menos, las siguientes:


a) Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos.


b) Administrar los bienes del partido, rindiendo balance anual de ellos ante el Órgano Intermedio Colegiado, sin perjuicio de lo establecido en los estatutos del partido.


c) Proponer al Tribunal Supremo la dictación de las instrucciones generales necesarias para la realización adecuada de los procesos electorales internos, conforme a la ley y a los estatutos.


d) Proponer al Órgano Intermedio Colegiado las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamento interno, como asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos, y su disolución.


e) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado.


f) Proponer al Consejo General, para análisis y propuestas, los temas de políticas públicas considerados relevantes para el partido y el país.


g) Designar al Administrador General de Fondos del partido, cuando corresponda.


h) Poner en conocimiento del Tribunal Supremo las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria de que tenga conocimiento.


i) Todas las demás facultades que el respectivo estatuto le confiera, que no contravengan la ley.


j) Las demás funciones que establezca la ley.


Los miembros del Órgano Ejecutivo deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de la ley N° 20.880, sobre sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, la que deberá ser remitida al Servicio Electoral para su custodia y control.”.


24. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- El estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.”.


25. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente: 


“Artículo 26.- El Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.


Al Órgano Intermedio Colegiado le corresponderán las siguientes atribuciones:


a) Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo.


b) Impartir orientaciones sobre las políticas públicas relevantes para el partido y el país.


c) Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual.


d) Aprobar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamentos internos, como asimismo, los pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y su disolución. Las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión deberán hacerse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero.


e) Recibir anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella.


f) Designar los candidatos a Presidente de la República, diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales del partido, sin perjuicio de aquellos que se determinen de conformidad con la ley N°20.640.


g) Aprobar el programa del partido.


h) Las demás funciones que establezca la ley o que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contrarias a aquella.


Sin perjuicio de las funciones del Órgano Intermedio Colegiado, este podrá organizar y celebrar eventos partidarios con carácter consultivo o resolutivo, como también de carácter programático o ideológico, de acuerdo a sus estatutos. Sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado.


26. Reemplázase el artículo 27 por el siguiente: 


“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y un Órgano Intermedio Colegiado Regional en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad a sus estatutos. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.


27. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo. Sus integrantes deberán tener una intachable conducta anterior y no haber sido sancionados disciplinariamente por el partido. Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.


Dicho Órgano deberá tener al menos cinco miembros, su conformación deberá ser siempre impar y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio. Sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo. Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna la ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:


a) Interpretar los estatutos, reglamentos y demás normas internas.


b) Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido.


c) Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que vulneren la declaración de principios o los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados.


d) Conocer y resolver las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que constituyan faltas a la ética o comprometan los intereses o el prestigio del partido.


e) Aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen, contemplando las disposiciones que hagan efectivo un debido proceso.


f) Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas, y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.


g) Calificar las elecciones y votaciones internas.


h) Resolver, como tribunal de segunda instancia, las apelaciones a los fallos y decisiones de los Tribunales Regionales.


i) Conocer de las reclamaciones por no inclusión en el Registro de Afiliados.


j) Velar y garantizar el ejercicio de los derechos de los afiliados, incluido los señalados en el artículo 18 ter.


En el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, este Tribunal podrá aplicar las siguientes sanciones disciplinarias a sus afiliados o las que señalen los respectivos estatutos:


1) Amonestación.


2) Censura por escrito.


3) Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido.


4) Suspensión en el ejercicio de los derechos de afiliado por el plazo que determine.


5) Expulsión.


Las sanciones establecidas en los números 3 y 4 del inciso anterior sólo podrán ser aplicadas por el Tribunal Supremo con el voto favorable de los tres quintos de sus integrantes en ejercicio. Para el caso del número 5, el quórum será dos tercios.”.


28. Agrégase el siguiente artículo 28 bis:


“Artículo 28 bis.- En cada una de las regiones donde esté constituido el partido, existirá un Tribunal Regional, el que estará conformado y tendrá las facultades que indiquen los respectivos estatutos.


El Tribunal Regional conocerá en primera instancia y en relación al ámbito regional, de las materias contempladas en la normativa interna, y a lo menos las establecidas en las letras c), d), e), f) y g) del artículo precedente.


Las sentencias de los tribunales regionales serán apelables para ante el Tribunal Supremo, en la forma y plazos que establezcan las normas internas del respectivo partido. Si la sentencia definitiva dispone la expulsión de un afiliado, y de ella no se reclamare, se elevará en consulta al Tribunal Supremo.”.


29. Intercálanse, a continuación del artículo 28 bis, los siguientes artículos 28 ter y 28 quáter:


“Artículo 28 ter.- Todo proceso sancionatorio interno deberá contemplar garantías que aseguren el ejercicio del derecho a defensa de los afectados, tales como el derecho a formular descargos, presentar pruebas que acrediten sus pretensiones y reclamar de las decisiones dentro de plazos razonables. 


Los estatutos deberán contemplar circunstancias en las que los miembros del Tribunal Supremo deberán abstenerse de emitir pronunciamiento, a fin de prevenir conflictos de intereses.


La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas en el interior del partido.


Artículo 28 quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna las siguientes:


a) Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido, que ofenda o amenace los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile y en la ley, o atente contra ellos.


b) Infringir los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido.


c) Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o maltrato contra miembros del partido.


d) Faltar a los deberes del afiliado establecidos en la ley o en el estatuto.


e) Incumplir pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido.”.


30. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 29.- Las proposiciones del Órgano Intermedio Colegiado, relativas a las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión con otro deberán ser ratificadas por los afiliados en votación directa.”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “por el presidente y por el secretario del partido.” por la frase “por los miembros del Órgano Ejecutivo del partido que señalen sus estatutos.”.


31. Reemplázase el inciso primero del artículo 30 por el siguiente:


“Artículo 30.- Los acuerdos del Órgano Intermedio Colegiado serán públicos. Los acuerdos adoptados por dicho órgano referentes a modificar la declaración de principios del partido, el nombre, los programas partidarios, los estatutos y reglamento interno de elecciones, los pactos electorales que celebre con otros partidos políticos, la fusión con otro u otros partidos y la disolución se adoptarán siempre ante un funcionario del Servicio Electoral, quien actuará como ministro de fe.”.


32. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Consejo General, a proposición de los Consejos Regionales. La organización de estas elecciones será de responsabilidad del respectivo Consejo Regional.” por la frase “el Órgano Intermedio Colegiado, a proposición de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.


34. Modifícase el artículo 35 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.


35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, nuevos:


“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 


Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 


Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.”.


Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos tercios  deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 

Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.


Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. 


Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.


Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de 90 días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.


36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:

“TÍTULO VI

Del Acceso a Información y Transparencia.


Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:


a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos y  reglamentos internos.


b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.


c) Pactos electorales que integren.


d) Regiones en que se encuentra constituido.


e) Domicilio de las sedes del partido.


f) Estructura orgánica.


g) Facultades, funciones y atribuciones de cada uno de sus unidades u órganos internos.


h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.


i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.


j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.


k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.


l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.


m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.


n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.


o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.


p) Sanciones aplicadas al partido político.


q) Nómina de contrataciones sobre 20 unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.


r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.


s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.


t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere el artículo 33, letra e), de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y


w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.


Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.


Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, aprobada por el artículo primero de la ley N° 20.285. 


En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia  o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de 500 a 2.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.


37. Sustitúyese el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.


38. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las expresiones “la Directiva Central” y “Consejo General”, por las expresiones “el Órgano Ejecutivo” y “Órgano Intermedio Colegiado”, respectivamente.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “por los Consejos Generales” por la frase “por los Órganos Intermedios Colegiados”.


39. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “los presidentes de los partidos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “los presidentes de los partidos políticos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.


40. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero:


i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.


ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:


“2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.”.


iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:


“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.


iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:


“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.


41. Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:


a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.


b) Intercálanse en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ciento ochenta días”, la palabra “corridos”, y entre “al Presidente del partido” y “la disminución de los afiliados” la expresión “, o su equivalente,”.


c) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.


42. En el artículo 46:


a) Sustitúyese en el encabezado la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la siguiente: “, 28 y 28 bis”.


43. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “la segunda parte del inciso cuarto y en el inciso quinto del artículo 2°” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.


b) Elimínase el inciso segundo.


44. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “los presidentes y secretarios de los Consejos Regionales” por “las autoridades representantes de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.


45. Suprímese el inciso primero del artículo 49.


46. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 50, la expresión “de la Directiva Central” por la expresión “del Órgano Ejecutivo”.


47. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 51, la oración “a los tesoreros de los Consejos Regionales” por “a quienes se desempeñen como tesoreros en los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.


48. Agrégase el siguiente artículo 51 bis:


“Artículo 51 bis.- La infracción grave y reiterada de lo dispuesto en el Título V de esta ley será sancionada con la disolución del partido político.”.


49. Sustitúyese, en el artículo 54, el vocablo “elección” por la frase “comisión de la infracción”.


50. Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero intercálase, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.


b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “Consejo General de la representación parlamentaria del partido.” por la frase “Órgano Intermedio Colegiado.”.


51. Reemplázase, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones” y la palabra “apelación” por “reclamación”.


52. Agrégase el siguiente artículo 64:


“Artículo 64.- A falta de regla especial, los plazos que esta ley dispone para realizar actuaciones ante el Servicio Electoral o para que éste evacue actos administrativos en ejercicio de sus funciones legales serán de días hábiles, en conformidad con la ley Nº19.880.


Los plazos para realizar actuaciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales se regirán por las normas de las leyes Nº18.460 y Nº18.593, respectivamente.”.


Artículo 2°.- Las referencias que las demás leyes hagan a la Directiva Central, al Consejo General y al Consejo Regional se entenderán hechas al Órgano Ejecutivo, al Órgano Intermedio Colegiado y al Órgano Intermedio Colegiado Regional, respectivamente.

Disposiciones Transitorias


Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.


El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los 90 días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:


1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:


a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 


b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.


La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.


2. Además, la posesión material podrá  acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.


El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 


3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 


El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.


Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:


1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 


2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.


3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  


4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por 15  días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de  15 días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de 30 días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.


5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.


6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  


7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere número 10 de  este artículo.


8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 


9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 


10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 


11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 


En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, de 1979, del Ministerio de Tierras y Colonización.  


Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 


Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y  ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado,  para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo. 


El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.


Artículo quinto.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo sexto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.


Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.


Artículo séptimo.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.


Artículo octavo.- Lo dispuesto en el número 40 del artículo 1° no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria de 2017, los que se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de dos parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.

- - -

Informe de la comisión mixta, recaído en el proyecto de ley que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado.

(Boletín Nº 10.043-04.)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General expone el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “simple”.


Señala que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite, de la enmienda introducida por el Senado en la letra g) del artículo único.


En efecto, la Cámara de Diputados, en primer trámite, aprobó la siguiente redacción para la letra g): “Garantizar una gestión y cultura democrática y ética en la escuela”. El Senador, en segundo trámite, por su parte, reemplazo su redacción por la que sigue, que es: “Promover la ética y cultura democrática en la escuela”.


Añade que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia, propone aprobar la letra g) con la siguiente redacción: “Garantizar el desarrollo de una cultura democrática y ética en la escuela.”.


El acuerdo se adoptó en la Comisión Mixta por 5 votos a favor -de los Honorables Diputados señora Provoste y señores Espinoza y Jackson, y de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio- y 3 abstenciones, de la Honorable Senadora señora Von Baer y de los Honorables Diputados señores Edwards y Gutiérrez.


Hace presente que la letra g) del artículo único de la proposición que formula la Comisión Mixta tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.


Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día 13 de enero del año en curso, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.


El Presidente pone en votación la referida proposición. 


El resultado de la votación es de 25 votos a favor y 5 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García Huidobro y Prokurica.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro.


Funda su abstención la Honorable Senadora señora Von Baer.


La señora Vicepresidenta declara aprobado el informe de la Comisión Mixta.

- - -


Se deja constancia que la Honorable Senadora señora Von Baer formula reserva de constitucionalidad al momento de fundar su abstención.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado deberán incluir en los niveles de enseñanza parvularia, básica y media un Plan de Formación Ciudadana, que integre y complemente las definiciones curriculares nacionales en esta materia, que brinde a los estudiantes la preparación necesaria para asumir una vida responsable en una sociedad libre y dé orientación hacia el mejoramiento integral de la persona humana, como fundamento del sistema democrático, la justicia social y el progreso. Asimismo, deberá propender a la formación de ciudadanos, con valores y conocimientos para fomentar el desarrollo del país, con una visión del mundo centrada en el ser humano, como parte de un entorno natural y social. En el caso de la educación parvularia, este plan se hará de acuerdo a las características particulares de este nivel y su contexto, por ejemplo, a través del juego.


Los objetivos de este plan serán:


a) Promover la comprensión y análisis del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes.


b) Fomentar en los estudiantes el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable, respetuosa, abierta y creativa.


c) Promover el conocimiento, comprensión y análisis del Estado de Derecho y de la institucionalidad local, regional y nacional, y la formación de virtudes cívicas en los estudiantes.


d) Promover el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile, con especial énfasis en los derechos del niño.


e) Fomentar en los estudiantes la valoración de la diversidad social y cultural del país.


f) Fomentar la participación de los estudiantes en temas de interés público.


g) Garantizar el desarrollo de una cultura democrática y ética en la escuela.


h) Fomentar una cultura de la transparencia y la probidad.


i) Fomentar en los estudiantes la tolerancia y el pluralismo.


El Plan deberá considerar la implementación de acciones concretas que permitan cumplir con estos objetivos, entre las que se podrán considerar:


i) Una planificación curricular que visibilice de modo explícito los objetivos de aprendizaje transversales que refuerzan el desarrollo de la ciudadanía, la ética y una cultura democrática en las distintas asignaturas del currículum escolar. 


ii) La realización de talleres y actividades extraprogramáticas, en los cuales haya una integración y retroalimentación de la comunidad educativa.


iii) La formación de docentes y directivos en relación con los objetivos y contenidos establecidos en esta ley.


iv) El desarrollo de actividades de apertura del establecimiento a la comunidad.


v) Actividades para promover una cultura de diálogo y sana convivencia escolar.


vi) Estrategias para fomentar la representación y participación de los estudiantes.


vii) Otras que el sostenedor en conjunto con la comunidad educativa consideren pertinentes.


Cada sostenedor podrá fijar libremente el contenido del plan de formación ciudadana, en conformidad a lo establecido en los incisos precedentes, debiendo tener a la vista las bases curriculares aprobadas por el Consejo Nacional de Educación, conforme a lo establecido en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2009, del Ministerio de Educación.


Con el objeto de promover una adecuada implementación del Plan de Formación Ciudadana, éste podrá incluirse en el proyecto educativo institucional de los establecimientos y,o en su plan de mejoramiento educativo, según lo disponga el sostenedor.


El Plan será de carácter público. El director del establecimiento lo dará a conocer a comienzos de cada año al Consejo Escolar y consultará con éste las modificaciones que deban hacerse para perfeccionarlo.


Al Ministerio de Educación le corresponderá apoyar a los sostenedores y establecimientos educacionales que así lo soliciten, en el desarrollo de sus respectivos planes. Asimismo, el Ministerio pondrá a disposición del sistema escolar orientaciones curriculares, ejemplos de planes y recursos educativos con el objeto de facilitar la implementación de aquellos.


Asimismo, el Ministerio de Educación, en el marco de sus atribuciones, fomentará que en la formación inicial docente se incorpore la formación ciudadana y educación cívica.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2016.


Artículo segundo.- El Ministerio de Educación impulsará a más tardar durante el año 2017 la incorporación de una asignatura obligatoria de Formación Ciudadana para los niveles de 3° y 4° año de la enseñanza media, de conformidad al procedimiento contemplado en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que permite establecer las bases curriculares.”.
- - -


Enseguida, la señora Vicepresidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -
PETICION DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, Chahuán, Espina y Ossandón han requerido que se dirijan oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Vicepresidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

INCIDENTES


La señora Vicepresidenta ofrece la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido por la Democracia, Independientes, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista y Partido MAS, y hacen uso de su derecho los Honorables Senadores señores Quintana, De Urresti y Navarro.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 96ª, ESPECIAL, EN MARTES 26 DE ENERO DE 2016

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros del Interior y Seguridad Pública (S), de Hacienda y de Educación, señores Mahmud Aleuy y Rodrigo   Valdés y señora Adriana Delpiano. Asiste, también, el Subsecretario de Hacienda señor Alejandro Micco.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.

- - -

ACTAS

Se  dan por aprobadas las actas de las sesiones 90ª, extraordinaria y 91ª, ordinaria, ambas del día 12 de enero de 2016, que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Oficios


Dos de S. E. la Presidenta de República:


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) (Boletín N° S 1.854-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


Con el segundo, comunica 
que se ausentará del país entre los días 26 y 28 de enero, en visita a la ciudad de Quito, República de Ecuador, con motivo de la IV Cumbre de CELAC.


Informa, además, que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, señor Jorge Burgos Varela, con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

Certificado e Informe


De las Comisiones de Educación y Cultura y de Hacienda, respectivamente, recaídos en el proyecto de ley que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones (Boletín N° 10.457-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla.

- - -


Al concluir su lectura, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensajes


Tres de S.E. la Presidenta de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


- El que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín N° 10.442-05).


- El que facilita la aplicación efectiva de las penas establecidas para los delitos de robo, hurto y receptación, y mejora la persecución penal en dichos delitos (Boletín N° 9.885-07).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín N° 9.950-03).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Informe


De la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín N° 10.442-05) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Queda para Tabla.

- - -



--Se suspende la sesión para reunión de Comités.



--Se reanuda la sesión.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


En primer lugar, el Presidente plantea que se priorizarán los proyectos de probidad y dado que la Cámara de Diputados rechazó algunas normas al proyecto sobre fortalecimiento de la democracia procede la formación de Comisión Mixta lo que se hará antes de la sesión ordinaria de Sala de hoy, habiéndose  facultado para poner en tabla la proposición de la Comisión Mixta, una vez que llegue o mañana en primer lugar, caso en el cual podría haber una suspensión de la tramitación de la reforma tributaria. 


En segundo término, respecto del proyecto de ley, en su discusión en general se respetarán los tiempos para fundamentar el voto conforme al Reglamento, esto es, diez minutos por cada Senador, y después se hará la discusión en particular, en la cual en cada una de las votaciones se le dará la palabra al señor Ministro o al Subsecretario de Hacienda, a quien se autoriza para ingresar a Sala, para que expliquen lo que se va a votar. El fundamento del voto se hará en los tiempos que establece el Reglamento.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados  con el que comunica que ha aprobado, con la excepción que señala, las enmiendas  introducidas por el Senado al proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) e informa la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse.


-- Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los miembros de la Comisión Especial encargada de conocer los proyectos relativos a Probidad y Transparencia para integrar la referida Comisión Mixta.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín Nº9.790-07).

El Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El Secretario General expone que el principal objetivo del proyecto es simplificar el sistema de tributación a la renta e introducir perfeccionamientos en otras disposiciones de carácter tributario y que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho en calidad de  “discusión inmediata”. 


Señala que la Comisión de Hacienda lo discutió en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad, aprobando la idea de legislar por tres votos a favor, de los Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, un voto en contra, del Senador señor Coloma y una abstención del Senador señor García. 

Agrega que la referida Comisión lo aprobó en particular con las distintas votaciones que consigna en su informe, con diversas enmiendas, las cuales aprobó por unanimidad.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el informe en comento y le ofrece el uso de la palabra al Ministro del ramo quien así lo hace.


A continuación, intervienes los Honorables Senadores señores García, Montes, Coloma y Lagos.

- - -


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -

Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día y levanta la sesión.

- - -
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 97ª, ORDINARIA, EN MARTES 26 DE ENERO DE 2016


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, Secretario General de Gobierno, de Justicia y de Trabajo y Previsión Social, señores Juan Antonio Gómez, Marcelo Díaz y señoras Javiera Blanco y Ximena Rincón. Asiste, también, el Subsecretario de Hacienda señor Alejandro Micco.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.


Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

_________

CUENTA

Mensajes


Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Desarrollo Profesional Docente y modifica otras normas (boletín N° 10.008-04).


Con el segundo retira la urgencia que hiciera presente al oficio con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como integrantes del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, a los señores Arturo Enrique Navarro Ceardi y Sebastián Grey Avins (boletín Nº S 1.852-05).


--Se tienen presentes los retiros y la calificación y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite sentencia pronunciada en el proceso sobre control de constitucionalidad del proyecto de ley sobre regularización de viviendas de autoconstrucción, otras viviendas y edificaciones destinadas a microempresas o equipamiento social (boletines N°s 9.939-14 y 10.076-14, refundidos).


--Se toma conocimiento y se remitió el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 41, N° 5, del decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, que aprueba el texto refundido y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, Ley de Rentas Municipales.


--Se manda archivar el documento.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:


Atiende preocupación, expresada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a la aplicación del Convenio de Seguridad Social suscrito entre Chile y Brasil y el Tratado de Doble Tributación, que rige entre ambos países.

De la señora Ministra de Justicia y Derechos Humanos:


Da respuesta a inquietud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Espina, se sirva otorgar urgencia a la tramitación legislativa del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (boletín Nº 9.152-07).

Del señor Ministro de Obras Públicas:


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, sobre factibilidad de considerar la construcción de un camino desde Chana a San Ignacio de Loyola, en la provincia de Palena.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca del estado de la licitación que se llevó a cabo en el mes de septiembre del año 2015 denominada “Construcción Interconexión Circunvalación Sur”, en la comuna de Angol.

Del señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes:


Remite información, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro acerca de diversas materias relacionadas con esa Secretaría de Estado.

Del señor Fiscal Nacional (S) del Ministerio Público:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de las falencias o problemas que se han detectado en la aplicación de la ley Nº 20.084, desde la perspectiva de sus competencias.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Contesta inquietud, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Espina, por la constante contaminación a las aguas del canal Santa Elena, en la comuna de Renaico, y a las plantaciones contiguas.

Del señor Tesorero General de la República:


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, en relación al estado de una solicitud de pago de pensión de gracia de las personas que señala.

Del señor Director SERVIU Región de Atacama:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, los motivos por los cuales el Servicio a su cargo calificó en nivel 3 los daños ocurridos con ocasión del aluvión del 24 y 25 de marzo del año 2015, en la vivienda ubicada en calle Los Carrera 520, comuna de Copiapó.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la aprobación de los planes de manejo del Parque Pumalín y de Huinay, con el fin de habilitar el camino austral entre Pichanco y Leptepú en el Fiordo Comau.

Del señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en lo relativo al Acuerdo de Producción Limpia suscrito el año 2014, entre el Consejo a su cargo y la Confederación de Ferias Libres, las municipalidades de Macul y Peñalolén, el Servicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC), la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), la Secretaría Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana y la Subsecretaría de Medio Ambiente, con el fin de impulsar el concepto de ferias libres sustentables.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

- - -


Concluida su lectura, llega a la Mesa el siguiente documento:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que ha aprobado, con las excepciones que indica, las modificaciones introducidas por el Senado al proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (boletín 10.154-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”), y propone la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.


--Se toma conocimiento, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión Especial encargada de conocer Proyectos Relativos a Probidad y Transparencia para integrar la referida Comisión Mixta.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín Nº 9.790-07).


La señora Vicepresidenta ofrece la palabra para proseguir la discusión en general del asunto de la referencia.


Hacen uso de aquella los Honorables Senadores señores Prokurica y Guillier, la señora Van Rysselberghe, el señor Navarro, las señoras Pérez San Martín y Goic y los señores Moreira, Letelier y García Huidobro.


La Mesa pone en votación el proyecto.


El resultado de la votación en general del proyecto es de 17 votos a favor, 7 votos en contra, 6 abstenciones y 2 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores De Urresti, Guillier, Harboe, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García Huidobro, Larraín, Orpis y Pérez Varela.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Moreira, Ossandón y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Matta.


El señor Presidente declara  aprobado en general el proyecto.

---


Acto seguido,
conforme a lo dispuesto por el Reglamento de la Corporación, el Presidente da por aprobados todos los artículos que no han sido objeto de indicaciones y, asimismo, aquellos a cuyo respecto no se ha pedido votación separada. 

---


El Secretario General precisa, entonces, que se han pedido diez votaciones separadas y que, asimismo, se han presentado dos indicaciones.

---


En primer término, especifica que se ha pedido votación separada en el número 1. del artículo 1° que introduce modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974.


El señor Presidente refiere que, tal como se acordó en la sesión precedente, en cada una de las votaciones de disposiciones en particular del proyecto, se concede la palabra al Ministro de Hacienda señor Valdés, quien así lo hace.


El resultado es 13 votos por la aprobación del numeral 1., 5 votos en contra, 2 abstenciones y 3 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y  Muñoz y señores Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi; Walker, don  Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


No votan, por hallarse pareados los Honorables Senadores señores Allamand, Girardi y Quintana.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores García y Coloma.


El Presidente declara aprobado el numeral referido. 

---


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación el artículo 1°,  número 2, letra c, cuyo ordinal i. sustituye, en el párrafo tercero del artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, la expresión “dentro de los dos primeros meses de cada año comercial”, por “dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril, del año calendario en que se incorporan al referido régimen”. a cuyo respecto se ha pedido votación separada


El resultado de la votación arroja 17 votos por la aprobación de la norma, 8 votos en contra, 2 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Orpis y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.


Fundan su voto afirmativo los Honorables Senadores señores Zaldívar y Navarro.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señores García, Coloma y García Huidobro.


Interviene, asimismo, de conformidad con el acuerdo de la Sala, el señor Ministro de Hacienda.


El Presidente declara aprobado el precepto en votación.

---


A continuación, el Presidente procede a poner en votación separada el artículo primero, número 4., letra b) del proyecto aprobado en general.


El Secretario General detalla que la mentada letra b) agrega, en el número 6, un numeral vi), nuevo, del tenor siguiente: “Una parte lleve a cabo una o más operaciones con un tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales operaciones.”.


El Presidente da la palabra al Subsecretario de Hacienda, señor Micco, conforme al temperamento acordado por la Sala, quien interviene


El resultado de la votación es de 14 votos a favor, 8 votos en contra, 2 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores De Urresti, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín y Orpis.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


Funda su voto afirmativo el Honorable Senador señor Zaldívar.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores García y Coloma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.


El Presidente declara que se ha aprobado, en consecuencia, la letra b) del número 4. del artículo 1° del proyecto.

---


El Presidente indica que la siguiente votación separada que se ha solicitado recae en el número 4., letra c., del artículo 1°, del proyecto aprobado en general.


El Secretario General precisa que la letra c. al modificar el número 8. en referencia –que incide en el artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta-, lo hace en tres sentidos recogidos en los numerales ordinales i., ii. y iii., de aquél.


La Mesa entrega el uso de la palabra al Subsecretario de Hacienda, señor Micco y pone, a su vez en votación la disposición mentada.


El resultado de la votación, es de 15 votos a favor, 6 en contra, 2 abstenciones y un pareo.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro y Orpis.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señores García y Coloma.


Interviene, con la anuencia de la Sala, el señor Ministro de Hacienda.


La Mesa declara aprobado este numeral.

---


El señor Presidente pone en votación el artículo 2° del proyecto, respecto del cual se ha pedido votarlo separadamente.


El Secretario General indica que el artículo mencionado precedentemente corresponde a las modificaciones relativas a la ley sobre impuestos a las ventas y servicios contenidas en el decreto ley N° 825, del año 1974.


De conformidad con el acuerdo de la Sala se concede el uso de la palabra el señor Subsecretario de Hacienda.


Culminada la votación del artículo en referencia, el resultado por el artículo 2° del proyecto es de 19 votos a favor y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Moreira.


Fundan su voto los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, Zaldívar, García y García Huidobro. 


El Presidente declara la aprobación del artículo en referencia

---


El Presidente pone en votación el artículo 3° del proyecto en examen.


El Secretario General manifiesta que el referido artículo 3° corresponde a diversas modificaciones que se incorporan al Código Tributario.


Ante todo, puntualiza que hay una indicación del Senador señor Coloma para modificar el artículo 4° ter del Código Tributario, que consiste en dos proposiciones. La primera para reemplazar la oración inicial del inciso segundo: “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas contempladas en la legislación tributaria.” por “Es legítima la razonable opción de conductas y alternativas en cuanto no sean contrarias a la ley.”; la segunda para eliminar la frase final “siempre que estos efectos sean consecuencias de la ley tributaria”.


El resultado de la votación de la indicación es de 5 votos a favor, 13 votos en contra y 2 abstenciones.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro y Orpis.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Moreira y Ossandón.


Fundan su voto por la negativa los Honorables Senadores señores Zaldívar y Montes.


Fundan el voto por la afirmativa los Honorables Senadores señores Coloma y García. 


Interviene, con la anuencia de la Sala, el señor Subsecretario de Hacienda.


El Presidente declara que la indicación queda rechazada.

---


El Secretario General expresa que la siguiente indicación, también del Honorable Senador señor Coloma, es para agregar al artículo 3º un artículo 4º sexies que propone crear un Comité Consultivo, señala sus objetivos y sus integrantes.


El Presidente previene que ha de declararla inadmisible por ser de aquellas de iniciativa exclusiva del Presidente de la República y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma quien pide al Gobierno que la patrocine.


Hecho lo anterior, el Presidente procede a declarar la inadmisibilidad de la indicación en referencia. 

---


Luego, a requerimiento del Presidente, el Secretario General anuncia que se ha pedido una votación separada dentro del artículo 3° del proyecto propuesto por la Cámara de origen, en su número 3., al que la Comisión de Hacienda le introduce una modificación. 


El resultado es de 18 votos a favor, verificándose, además, un pareo. 


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Coloma, García, García Huidobro, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi; Walker, don Patricio y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.


Fundan su voto por la aprobación del numeral en examen los Honorables Senadores señores García, Zaldívar y Coloma.


El Presidente declara aprobado el numeral 3 del artículo 3°.

---


La Mesa pone en votación separada el artículo 3°, número 9 del proyecto en examen. 


El Secretario General indica que la votación separada se refiere al texto que, en el primer trámite constitucional fue aprobado por la Cámara de Diputados, que agrega un inciso final al artículo 69 del Código Tributario: “Cuando la persona, entidad o agrupación presente 36 o más períodos tributarios continuos sin operaciones y no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá reclamarse de acuerdo a las reglas generales. El Servicio deberá habilitar un expediente electrónico con los antecedentes del caso incluyendo la constancia de no tener el contribuyente deuda tributaria vigente, en la forma y plazos señalados en el artículo 21.”.


El resultado de la votación es de 19 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio: Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Moreira.


Fundan su voto por la aprobación del numeral en votación los Honorables Senadores señores García, Coloma, Zaldívar, Navarro y García Huidobro.


En consecuencia, el señor Presidente declara aprobado el número 9. del artículo 3°.

---


El Secretario General expone que corresponde ocuparse de la petición de votación separada para el artículo 6° del proyecto en examen, que modifica diversas disposiciones de la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980.


El señor Presidente lo pone en votación.


El resultado de la votación es 16 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Coloma, García, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstiene el Honorable Senador señor Moreira.


Fundamenta su voto por la aprobación del precepto el Honorable Senador señor Coloma.


El señor Presidente declara aprobado el artículo 6° del proyecto.

---


Anuncia el señor Presidente que corresponde tratar la petición de votación separada para el artículo 8° del proyecto.


El Secretario General manifiesta que aquella disposición recae en el artículo que  trata diversas modificaciones a las disposiciones de ley N° 20.780, de la reforma tributaria.


El resultado de la votación consigna 18 votos a favor, 5 votos en contra y 4 abstenciones.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Coloma, García Huidobro, Larraín y Orpis.


Se abstienen los Honorables Senadores señores García, Moreira, Ossandón y Prokurica.


Funda su voto por la afirmativa el Honorable Senador señor Zaldívar.


Lo hace por la negativa el Honorable Senador señor Coloma.


Funda su abstención el Honorable Senador señor García.


El Presidente declara la aprobación de esta disposición del proyecto.

---


El señor Secretario General indica que la última votación del proyecto es la del artículo octavo transitorio. 


El señor Presidente lo pone en votación.


El resultado de la votación contabilizan 22 votos a favor y uno en contra. Además, se verifica la existencia de un pareo.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don  Patricio y Zaldívar.


Vota por la negativa la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Quintana.


Fundan su voto por la aprobación del precepto transitorio los Honorables Senadores señores Coloma, García, Zaldívar y Montes.  


La señora Vicepresidenta declara aprobado el artículo 8° transitorio y, con ello, por despachado el proyecto.

---


El Ministro de Hacienda señor Valdés hace uso de la palabra para agradecer el apoyo dado al proyecto por las señoras y señores Senadores y, en especial, a la Comisión de Hacienda lo que permite contar con una ley tributaria mejorada, más simple y, lo más importante, plenamente implementable en los próximos años.

- - -


Queda concluido el tratamiento de este asunto.

- - -


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1°, del decreto ley N° 824, de 1974:


1. Intercálase, en el párrafo final de la letra b), del numeral 1° del artículo 20, a continuación de la expresión “de la letra a) de este número” y antes del punto final, la frase “, salvo aquellos que den dichos inmuebles en arrendamiento, subarrendamiento, usufructo u otra forma de cesión o uso temporal, a personas, sociedades o entidades relacionadas en los términos de los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045.”.


2. Modifícase el artículo 34, en el siguiente sentido:


a. Introdúcense, en el número 1.-, las siguientes modificaciones:


i. Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “dentro de los dos primeros meses de cada año comercial”, por “dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril, del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.


ii. Intercálase en el párrafo cuarto, a continuación de la frase “conformadas en todo momento”, la expresión “, desde que se incorporan a este régimen y mientras se mantengan acogidos a él,”.


b. Introdúcense, en el número 3.-, las siguientes modificaciones:


i. Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “el total de”.


ii. Reemplázanse los párrafos segundo y siguientes, por los siguientes:


“Para la determinación de los ingresos no se considerarán las enajenaciones ocasionales de bienes muebles o inmuebles que formen parte del activo inmovilizado del contribuyente, y los ingresos de cada mes deberán expresarse en unidades de fomento de acuerdo con el valor de ésta en el último día del mes respectivo. 


Para estos efectos, se considerarán relacionados con una persona, empresa, comunidad, cooperativa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica: 


i) El controlador y las controladas.


ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.


iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.


iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 


v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 


Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) anteriores, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 


En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i), ii) y v), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos de voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación mayor. 


Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 


Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.


c. Introdúcense en el número 4.-, las siguientes modificaciones:


i. Modifícase en el párrafo primero lo siguiente:


- Agrégase, a continuación de la expresión “requisitos establecidos en este artículo”, la oración “, salvo el contemplado en el inciso cuarto del número 1 de este artículo”.  


- Sustitúyese la expresión “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen”.


- Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el párrafo cuarto del número 1.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas y los comuneros, cooperados, socios o accionistas sean en todo momento personas naturales, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente.”. 


ii. Sustitúyese el tercer párrafo, por el siguiente: 

“Los contribuyentes de este artículo podrán optar por pagar el impuesto de esta categoría sobre sus rentas efectivas demostradas mediante un balance general según contabilidad completa de acuerdo a las letras A) o B) del artículo 14, o de acuerdo a la letra A), del artículo 14 ter, cuando puedan optar y cumplan los requisitos para acogerse, según corresponda. Una vez ejercida dicha opción no podrán reincorporarse al sistema de presunción de renta. El ejercicio de la opción se efectuará dando aviso al Servicio  entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que deseen cambiar, quedando sujetos a todas las normas comunes de esta ley a contar del día primero de enero del año del aviso.”.


3. Elimínase, en el número 3° del artículo 39, la expresión “con domicilio o residencia en el país.”. 


4. Modifícase el artículo 41 F, de la siguiente forma:


a. Agrégase el siguiente párrafo final en el número 5: 


“Con todo, no se considerarán dentro del endeudamiento total anual aquellos créditos o pasivos contratados con partes no relacionadas y cuyo plazo sea igual o inferior a 90 días, incluidas sus prórrogas o renovaciones.”. 


b. Agrégase en el número 6, el siguiente numeral vi), nuevo:


“vi) Una parte lleve a cabo una o más operaciones con un tercero que, a su vez, lleve a cabo, directa o indirectamente, con un relacionado de aquella parte, una o más operaciones similares o idénticas a las que realiza con la primera, cualquiera sea la calidad en que dicho tercero y las partes intervengan en tales operaciones.”.


c. Modifícase el número 8 de la siguiente manera:


i. Sustitúyese el primer párrafo, por el siguiente: 


“8. Para determinar la base imponible del impuesto que establece este artículo, cuando resulte un exceso de endeudamiento conforme a lo dispuesto en el número 3, se aplicará el porcentaje que se obtenga de dividir el endeudamiento total anual de la empresa menos tres veces el patrimonio, por el referido endeudamiento total anual, todo ello multiplicado por cien, sobre la suma de los intereses y demás partidas a que se refiere el inciso primero, pagadas, abonadas en cuenta o puestas a disposición durante el ejercicio respectivo, que: i) Se hayan afectado con el impuesto adicional con tasa 4%, o ii) Se hayan afectado con una tasa de impuesto adicional inferior a 35% o no se hayan afectado con dicho tributo, en virtud de la aplicación de una rebaja o deducción, de una exención establecida por ley o de la aplicación de un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente.”.


ii. Sustitúyese, en el segundo párrafo, la palabra “primero”, por “anterior”.


iii. Suprímese, en el segundo párrafo, la oración “que se afectaron con el impuesto adicional con tasa 4%, según lo dispuesto en el número 1, del inciso cuarto del artículo 59, y sobre aquellas partidas que no se afectaron con el citado tributo”.


d. Intercálase en el número 9., a continuación de la palabra “primero”, la expresión “del número 8 anterior”.


e. Incorpórase, en el número 13., los siguientes párrafos finales: 


“Tampoco se aplicará cuando el deudor sea una entidad cuya actividad haya sido calificada de carácter financiero por el Ministerio de Hacienda mediante resolución fundada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que a lo menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de esta ley, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 de este artículo. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. 


Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120% del total de los créditos otorgados o de los bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.


5. Modifícase el artículo 41 G de la siguiente forma: 


a. Modifícase el número 2) de la letra A.- del modo siguiente:


i. Intercálase en el primer párrafo, entre las expresiones “en conjunto” y “con personas”, la expresión “y en la proporción que corresponda,”, y entre las expresiones “en los términos” y “del artículo”, la frase “establecidos en las letras a), b) y d)”.


ii. Elimínase, en el primer párrafo, las expresiones “salvo los directores, ejecutivos principales, el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c), de este último artículo, o al controlador que sea una entidad no establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local,”. 


iii. Intercálase en el segundo párrafo, entre la palabra “administradores”, la segunda vez que aparece, y el punto aparte, la siguiente frase: “, y aquellas entidades que estén bajo el control de una entidad controlada directa o indirectamente por los contribuyentes, entidades o patrimonio constituidos, domiciliados, establecidos o residentes en Chile”. 


iv. Agrégase el siguiente párrafo final: 


“Para los efectos señalados, no se considerarán como personas o entidades relacionadas el controlador que sea una entidad no constituida, establecida, ni domiciliada o residente en Chile, que a su vez no sea controlada por una entidad local.”. 


b. Modifícase en la letra C.-, lo siguiente:


i. Elimínase, en el número 1, la frase “no domiciliada ni residente en el país”. 


ii. Agrégase en el número 8, a continuación de la palabra “chilena”, la segunda vez que aparece, la expresión “o extranjera”.


iii. Agrégase en el párrafo final, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, no se aplicará lo dispuesto en este artículo cuando el valor de los activos de la entidad controlada susceptibles de producir rentas pasivas, considerados proporcionalmente según su permanencia en el ejercicio, no exceda de un 20% del valor total de sus activos, determinado también proporcionalmente en la forma señalada. Tampoco se aplicará cuando las rentas pasivas de la entidad controlada se hayan gravado con impuestos a la renta cuya tasa efectiva sea igual o superior a un 30% en el país donde se encuentra domiciliada, establecida o constituida dicha entidad, conforme a las normas que ahí se apliquen.”.


c. Modifícase en la letra E.-, lo siguiente:


i. Suprímese, en el párrafo primero, la expresión “, inciso segundo,”.


ii. Agrégase en el párrafo primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.


iii. Agrégase el siguiente párrafo tercero: 


“Procederá imputar como crédito en contra del impuesto de primera categoría, el impuesto a la renta que se les haya retenido por los dividendos percibidos o los retiros de utilidades efectuados desde las sociedades en el exterior, correspondientes a rentas pasivas computadas en el país en ejercicios anteriores. En tal caso, se aplicará lo dispuesto en la letra A), del artículo 41 A, recalculando el crédito total disponible del ejercicio en que se computaron en Chile las rentas pasivas del exterior, hasta completar los límites que establece dicha norma o el artículo 41 C, según corresponda. Para tal efecto, se considerarán dentro del total de las rentas netas de fuente extranjera, las rentas pasivas así computadas. El crédito que en definitiva podrá imputarse en contra del impuesto de categoría, corresponderá a la diferencia entre el crédito total disponible así recalculado, con aquel que hubiera correspondido en el ejercicio en que se reconocieron las rentas pasivas del exterior reajustado de acuerdo a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio al que corresponda y el mes anterior al término del ejercicio en que deba imputarse dicho crédito. Será aplicable a tal crédito, lo dispuesto en el número 4, de la letra C, y el número 7, de la letra D, ambos del artículo 41 A, debiendo el contribuyente acreditar fehacientemente que el impuesto retenido en el exterior corresponde a rentas pasivas computadas previamente en Chile, así como el crédito total disponible determinado en esa oportunidad.”.


d. Elimínase, en el primer párrafo de la letra F.-, la expresión “, inciso segundo,”.


e. Sustitúyese, en el párrafo final de la letra G.-, la expresión “que establece este artículo para la reajustabilidad y acreditación de tales tributos”, por la siguiente: “establecidas en el artículo 41 A, letra B), debiendo acreditarse la procedencia del crédito por el pago de tales tributos”.


6. Modifícase el artículo 41 H, de la siguiente forma: 

a. Sustitúyese la letra d), por la siguiente: 


“d) Aquellos que no reúnan las condiciones para ser considerados cumplidores o sustancialmente cumplidores de los estándares internacionalmente aceptados en materia de transparencia e intercambio de información con fines fiscales por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.”.


b. Sustitúyese la letra e), por la siguiente:


“e) Aquellos cuyas legislaciones mantengan vigentes uno o más regímenes preferenciales para fines fiscales, que no cumplan con los estándares internacionales en la materia de acuerdo a calificación efectuada por la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos.”.


7. Sustitúyese, en el primer párrafo del número 2 del inciso cuarto del artículo 59, la frase “Para gozar de esta exención será necesario que las respectivas operaciones sean informadas al Servicio de Impuestos Internos en el plazo que éste determine así como las condiciones de la operación, pudiendo este Servicio ejercer las mismas facultades que confiere el artículo 36°, inciso primero.”, por la siguiente: “Las respectivas operaciones y sus características deberán ser informadas al Servicio de Impuestos Internos en la forma y plazo que éste determine mediante resolución.”.


Artículo 2°.- Introdúcense, a contar del 1 de enero de 2016, las siguientes modificaciones al texto vigente, a dicha fecha, de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974:


1. Modifícase el párrafo primero del número 3 del artículo 2°, en el siguiente sentido:


a. Elimínase la expresión “en los casos de venta de edificios por pisos o departamentos, siempre que la enajenación se produzca dentro de los cuatro años siguientes a la adquisición o construcción, en su caso. En todos los demás casos se presumirá habitualidad”. 


b. Intercálase, antes del punto seguido, y a continuación de la palabra “hipotecarias”, la siguiente frase: “así como la enajenación posterior de inmuebles adjudicados o recibidos en pago de deudas y siempre que exista una obligación legal de vender dichos inmuebles dentro de un plazo determinado; y los demás casos de ventas forzadas en pública subasta autorizadas por resolución judicial”.


2. Sustitúyese la letra l) del artículo 8°, por la siguiente: 


“l) Los contratos de arriendo con opción de compra que recaigan sobre bienes corporales inmuebles realizados por un vendedor. Para estos efectos, se presumirá que existe habitualidad cuando entre la adquisición o construcción del bien raíz y la fecha de celebración del contrato transcurra un plazo igual o inferior a un año;”.


3. Sustitúyese, en la letra f) del artículo 9°, la expresión “y en las ventas o promesas de venta”, por las siguientes: “, en las ventas y en los contratos de arriendo con opción de compra”.


4. Modifícase el artículo 12, en el siguiente sentido:


a. Agrégase el siguiente número 6 a la letra A: 


“6.- Los insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, adquiridos en el país por la Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, siempre que la adquisición se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del adquirente en dichos procesos o contratos. El proveedor respectivo no perderá el derecho al uso del crédito fiscal por el impuesto que se le haya recargado en la adquisición de los bienes y servicios respectivos ni se aplicarán las normas de proporcionalidad para el uso del crédito fiscal que establece esta ley.”.


b. Modifícase el número 10 de la letra B, en la forma siguiente:


i. Intercálase, en el párrafo 2°, entre la palabra “solicite” y el punto aparte la siguiente frase: “, o desde la dictación de la respectiva resolución de calificación ambiental otorgada por el Servicio de Evaluación Ambiental conforme lo dispuesto en la ley N° 19.300, o desde el otorgamiento de la concesión de uso oneroso de terreno otorgado por el Ministerio de Bienes Nacionales conforme a lo establecido en el decreto ley N° 1939 de 1977”.


ii. Sustitúyese, en el párrafo 3°, la expresión “a fin de que éste verifique y certifique el correcto cumplimiento de”, por “debiendo cumplir para tales efectos con”.


iii. Elimínase, en el párrafo 9°, la expresión “de cumplirse los requisitos generales que establece la ley,”.


iv. Intercálase, antes del punto aparte, y a continuación de la expresión “a cabo el pago”, la siguiente frase: “, en la medida que se trate de un contribuyente de este Título”.


c. Incorpórase, en la letra B, el siguiente número 17, nuevo: 


“17.- La Casa de Moneda de Chile S.A. y las demás personas, por la importación de insumos, productos o demás elementos necesarios para la confección de cospeles, billetes, monedas y otras especies valoradas, siempre que la importación se lleve a cabo en el marco de operaciones con el Banco Central de Chile, ya sea con motivo de las pruebas que se realicen en sus procesos de contratación, como aquellas necesarias para el cumplimiento del contrato de que se trate, todo lo cual se acreditará mediante documentos o certificados que den cuenta de la participación del importador en dichos procesos o contratos.”.


d. Intercálase, en el número 11 de la letra E, antes del punto y coma, y a continuación de la expresión “sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 8°”, la siguiente frase: “y los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, siempre que en la adquisición de los bienes objeto del contrato que haya precedido inmediatamente al contrato de arriendo, no se haya recargado impuesto al valor agregado por tratarse de una venta exenta o no afecta”.


e. Sustitúyese, en la letra F, la expresión “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, cuando ésta haya sido financiada, en todo o parte, por el referido subsidio”, por la siguiente expresión: “La venta de una vivienda efectuada al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los contratos generales de construcción y los contratos de arriendo con opción de compra, cuando tales ventas, contratos o arriendos con opción de compra hayan sido financiados en definitiva, en todo o parte, por el referido subsidio. Para estos efectos, se considerará también como beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a la persona natural o jurídica que adquiera o encargue la construcción de un bien corporal inmueble para venderlo o entregarlo en arriendo con opción de compra al beneficiario de un subsidio habitacional otorgado por dicho Ministerio, siempre que lo anterior conste en el contrato respectivo, debiendo aplicarse el impuesto al valor agregado en caso contrario. En este caso, si la venta o el contrato de arriendo con opción de compra posteriores no se celebran con beneficiarios de tales subsidios, deberá aplicarse el impuesto al valor agregado conforme a las reglas que corresponda según el caso, sin que proceda la exención establecida en el número 11, de la letra E, del artículo 12”.


5. Incorpórase, en el inciso primero del artículo 16, la siguiente letra i), nueva: 


“i) En los contratos a que se refiere la letra l) del artículo 8°, el valor de cada cuota incluida en el contrato, debiendo rebajarse la parte que corresponda a la utilidad o interés comprendido en la operación. El Servicio podrá aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario cuando el monto de la utilidad o interés que se cobre o pacte en la operación sea notoriamente superior al valor que se obtenga, cobre o pacte en convenciones de similar naturaleza considerando las circunstancias en que se realiza la operación. La diferencia que se determine entre la utilidad o interés de la operación y el fijado por el Servicio quedará afecta al Impuesto al Valor Agregado. La tasación, liquidación o giro, podrá reclamarse en la forma, plazo y de acuerdo al procedimiento a que se refiere dicha disposición.”.


6. Modifícase el artículo 17, en el siguiente sentido: 


a. Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i. Elimínase la expresión “o promesa de venta”.


ii. Incorpórase, a continuación del primer punto seguido, la siguiente frase: “En el caso de los contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, podrá deducirse del monto de cada cuota, incluyendo la opción de compra, la proporción correspondiente al valor de adquisición del terreno que se encuentre incluido en la operación, la que resultará de calcular la proporción que representa el valor de adquisición del terreno en el valor total del contrato.”.


b. Modifícase el inciso cuarto de la siguiente manera:


i. Sustitúyese la expresión “Si en el avalúo fiscal no se comprendieren construcciones o en su determinación no se hubieran considerado otras situaciones” por la frase “Para estos efectos”. 


ii. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la expresión “El Servicio fijará mediante resolución el procedimiento para solicitar esta nueva tasación.”.


c. Modifícase el inciso sexto de la siguiente forma:


i. Sustitúyese la expresión “promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”.


ii. Agrégase, luego de la expresión “Cuando no exista esta constancia”, la expresión “en el contrato de venta”.


d. Sustitúyese, en el inciso séptimo,  la expresión “de promesa de venta”, por “de arriendo con opción de compra”. 


7. Sustitúyese, en el número 2 del artículo 21, la expresión “promesa de venta”, las dos veces que aparece, por “arriendo con opción de compra”.


8. Sustitúyese en el número 1 del artículo 23, la expresión “promesa de venta”, por “un contrato de arriendo con opción de compra”.


9. Sustitúyese, en la letra a) del artículo 53, la expresión “o promesas de venta de inmuebles”, por “o de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles”.


10. Modifícase el inciso segundo del artículo 55 de la siguiente manera:


a. Agrégase, a continuación de la expresión “letra e)”, lo siguiente: “y en la letra l)”.


b. Elimínase la expresión “y de ventas o promesas de ventas de bienes corporales inmuebles gravados por esta ley”.


c. Sustitúyese la frase “No obstante, en el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura definitiva por el total o el saldo por pagar, según proceda, deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, si ésta es anterior”, por la siguiente: “En el caso de la venta de bienes inmuebles, la factura deberá emitirse en la fecha de suscripción de la escritura de compraventa por el precio total, incluyendo las sumas pagadas previamente que se imputen al mismo a cualquier título”.


11. Agrégase, a contar del primer día del mes siguiente al de la publicación de esta ley y respecto de los impuestos que correspondan al período tributario que se inicia a partir de esa fecha, en el inciso tercero del artículo 64, a continuación de la expresión “precitadas disposiciones”, la siguiente frase: “, a condición que al momento de la postergación no presenten morosidad reiterada en el pago del Impuesto al Valor Agregado o en el impuesto a la renta salvo que la deuda respectiva se haya pagado o se encuentre sujeta a un convenio de pago vigente. Para estos efectos, se considerará que el contribuyente presenta morosidad reiterada cuando adeude a lo menos los impuestos correspondientes a tres períodos tributarios dentro de un período cualquiera de doce meses, en el caso del impuesto al valor agregado, o respecto de dos años tributarios consecutivos en el caso del impuesto a la renta”.


12. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 73, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, contenido en el artículo 1°, del decreto ley N° 830, de 1974:


1. Modifícase el inciso primero del artículo 11, de la siguiente manera:


a. Sustitúyese la palabra “La” que se encuentra a continuación del cuarto punto seguido, por la siguiente expresión: “Exceptuando las normas especiales sobre notificaciones contenidas en este Código, la”. 


b. Elimínase la expresión “, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso final de este artículo”.


c. Elimínase las siguientes oraciones: “Tratándose de los contribuyentes obligados a emitir documentos tributarios en formato distinto del papel, el Servicio utilizará, para los efectos indicados en el presente artículo, las mismas direcciones de correo electrónico que el contribuyente use para la emisión de tales documentos o las que hubiere señalado en sus declaraciones de impuesto. Una copia de la notificación y de la actuación se entregará digitalmente al contribuyente o su representante a la dirección de correo electrónico antes indicada. La falta de dirección de correo electrónico del representante o la no recepción de la notificación por parte de éste último no invalidarán la notificación enviada a la dirección de correo electrónico utilizada o señalada en las declaraciones de impuesto. El Servicio deberá tener y conservar un registro donde conste la no recepción de las notificaciones electrónicas cuando la dirección de correo electrónico utilizada por el contribuyente para emitir documentos o aquella señalada en sus declaraciones de impuestos presente fallas o problemas de recepción.”.


2. Incorpórase en el inciso final del artículo 17, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “El incumplimiento de la obligación a que se refiere este inciso será sancionado con la multa prevista en el inciso tercero del número 6 del artículo 97.”.


3. Agrégase en el inciso primero del artículo 26 bis, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “Asimismo, toda persona podrá formular consultas con el objeto de obtener respuestas de carácter general, no vinculantes, en relación con el caso planteado, las cuales no quedarán sujetas a las disposiciones del presente artículo. El Servicio publicará en su sitio de internet las respuestas respectivas.”, y sustitúyese, en el inciso cuarto, la expresión “se entenderá rechazada la consulta”, por la frase “la consulta se tendrá por no presentada para todos los efectos legales”.


4. Elimínase, en el inciso primero del artículo 60, la expresión “el envío de”.


5. Intercálase en el inciso tercero del artículo 60 bis, entre el vocablo “el” y la expresión “artículo 132”, la frase “inciso undécimo del”; y elimínase la expresión “citación,”.


6. Sustitúyese, en el artículo 60 ter, la expresión “18 ter”, por “14 ter letra A”.


7. Agrégase, en el inciso segundo del artículo 60 quáter, a continuación del vocablo “Impuestos” la palabra “Internos”.


8. Modifícase el artículo 60 quinquies de la siguiente manera:


a. Reemplázase, en el inciso primero, la oración que comienza con la expresión “deberán incorporar”, hasta el punto aparte por la siguiente: “deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal”. 


b. Elimínase en el inciso segundo la expresión “y aplicar”. 


c. Elimínase en el inciso tercero la expresión “aplicación e”.


d. Reemplázase, en el inciso cuarto, la oración que va desde la expresión “Un reglamento expedido” hasta el primer punto seguido, por la siguiente oración: “Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Hacienda, establecerán las características y especificaciones técnicas, requerimientos, forma de operación y mecanismos de contratación, de los sistemas de trazabilidad, como asimismo, los requisitos que deberán cumplir los elementos distintivos, equipos, máquinas o dispositivos, los que podrán ser fabricados, incorporados, instalados o aplicados, según corresponda, por empresas no relacionadas con los contribuyentes obligados según lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 18.045, y que cumplan con los requisitos que allí se contemplen, o por el Servicio.”.


e. Incorpórase el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente:

 
“Los sistemas de trazabilidad implementados por las empresas o por el Servicio podrán ser contratados por el Servicio, según los mecanismos de contratación y sujetos del contrato que establezca el reglamento respectivo.”.


f. Modifícase el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, del modo siguiente:


- Agrégase, a continuación de la palabra “desembolsos”, la expresión “adicionales o extraordinarios,”.


- Reemplázase la expresión “y aplicación de los sistemas de marcación de bienes o productos”, por la siguiente: “de los sistemas de trazabilidad”.


g. Reemplázase en el inciso noveno, que ha pasado a ser décimo, la expresión “cuenten con alguno de los elementos distintivos” por “cumplan con los requisitos del sistema de trazabilidad”.


9. Agrégase, a partir del primer día del sexto mes siguiente al de la publicación de esta ley, el siguiente inciso final al artículo 69: 


“Cuando la persona, entidad o agrupación presente 36 o más períodos tributarios continuos sin operaciones y no tenga utilidades ni activos pendientes de tributación o no se determinen diferencias netas de impuestos, y no posea deudas tributarias, se presumirá legalmente que ha terminado su giro, lo que deberá ser declarado por el Servicio mediante resolución y sin necesidad de citación previa. Dicha resolución podrá reclamarse de acuerdo a las reglas generales. El Servicio deberá habilitar un expediente electrónico con los antecedentes del caso incluyendo la constancia de no tener el contribuyente deuda tributaria vigente, en la forma y plazos señalados en el artículo 21.”.


10. Sustitúyese, en el inciso final del artículo 75, la expresión “promesa de venta”, por “contrato de arriendo con opción de compra”.


11. Modifícase el artículo 84 bis de la siguiente manera:


a. Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “estados financieros”,  la siguiente frase: “conformados por los balances, los estados de flujo y resultados, las memorias, entre otros antecedentes financieros,”.


b. Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la constitución, traspaso y cierre de pertenencias, sobre” por “la constitución y traspaso de pertenencias mineras, cierre de faenas mineras,”; e intercálase, entre la expresión “permisos de pesca,” y “de explotación”, la expresión “de acuicultura,”.


c. Reemplázase, en el inciso final, la expresión “esta facultad” por “las facultades señaladas en los incisos anteriores. El incumplimiento de las obligaciones señaladas en los incisos precedentes, será sancionado conforme a lo dispuesto en los artículos 102 y 103, según corresponda”.


12. Incorpórase, en el artículo 88, el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, y así sucesivamente: 


“Para los efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderá por facturas y boletas especiales aquellas distintas de las exigidas en el Título IV  del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.”.


13. Modifícase el número 6 del artículo 97 de la siguiente forma:


a. Sustitúyese, en el párrafo segundo, la expresión “10 unidades tributarias anuales a 100”, por “hasta 60”.


b. Reemplázase, en el párrafo segundo, la frase “equivalente al 10% del capital propio tributario o al 15% del capital efectivo”, por lo siguiente: “equivalente al 15% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 a 5 unidades tributarias anuales”.


c. Sustitúyese, en el párrafo tercero, la expresión “equivalente de 1 unidad tributaria anual a 100” por “de hasta 30”.


d. Reemplázase, en el párrafo tercero, la frase “equivalente al 5% del capital propio tributario o al 10% del capital efectivo” por lo siguiente: “equivalente al 10% del capital efectivo determinado al término del año comercial anterior a aquel en que se cometió la infracción. En caso que el contribuyente no esté obligado a determinarlo o no sea posible hacerlo, la multa a aplicar será de 1 unidad tributaria anual”.


14. Modifícase el inciso tercero del artículo 100 bis, en el siguiente sentido:


a. Sustitúyese la primera parte hasta el punto seguido, por la siguiente frase: “Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, el Servicio sólo podrá aplicar la multa a que se refieren los incisos precedentes cuando, en el caso de haberse solicitado la declaración de abuso o simulación en los términos que señala el artículo 160 bis, ella se encuentre resuelta por sentencia firme y ejecutoriada.”. 


b. Agrégase, antes del punto aparte, y a continuación de la palabra “eludidos”, la siguiente frase: “y se suspenderá desde la fecha en que se solicite la aplicación de sanción pecuniaria a los responsables del diseño o planificación de los actos, contratos o negocios susceptibles de constituir abuso o simulación, según lo establecido en el inciso segundo del artículo 160 bis, hasta la notificación de la sentencia firme y ejecutoriada que la resuelva”.


15. Modifícase el artículo 165 de la siguiente forma:


a. Intercálase en el número 2, entre las palabras “número” y “siguiente”, el guarismo “4”.


b. Modifícase en el número 3 lo siguiente:

i. Intercálase en el párrafo final, entre el vocablo “nuevamente” y la expresión “en las mismas conductas” la frase “, dentro del plazo de tres años contado desde la solicitud de sustitución,”.


ii. Suprímese, en el párrafo final, la expresión “o giro”. 


Artículo 4°.- Agrégase, a partir del 1 de enero del año 2016, en el inciso primero del artículo 21, del decreto ley N° 910, de 1975, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “De igual beneficio gozarán las empresas constructoras por las ventas de viviendas que se encuentren exentas de Impuesto al valor Agregado, por efectuarse a beneficiarios de un subsidio habitacional otorgado por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, conforme lo dispuesto en la primera parte del artículo 12, letra F, del decreto ley N° 825, caso en el cual el beneficio será equivalente a un 0.1235, del valor de la venta y se deducirá de los pagos provisionales obligatorios de la ley sobre Impuesto a la Renta, en la misma forma señalada en este inciso y con igual tope de 225 unidades de fomento.”.


Artículo 5°.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 34 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado:


“Los pagos y devoluciones de cualquier naturaleza que de acuerdo a la ley se deban efectuar por el Servicio de Tesorerías, se cursarán en la forma y por los medios que establezca dicho Servicio.”.


Artículo 6°.- Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7, del Ministerio de Hacienda, de 1980, de la siguiente manera:


1. Agrégase, en el artículo 7°, la siguiente letra q), nueva, pasando la actual a ser r): 


“q) Llevar a cabo acciones de capacitación destinadas a los contribuyentes, sus representantes y a sus colaboradores o intermediarios tributarios en materia de tributación fiscal interna y establecer acuerdos u otras acciones orientadas a promover el cumplimiento tributario;”.


2. Elimínase, en el inciso tercero del artículo 9°, la expresión “, con excepción de la facultad de aplicar las multas a que se refieren los artículos 30; 97 excepto las de sus números 1, 2 y 11, 101, 103, 104 y 109, todos del Código Tributario”.


Artículo 7°.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones en el artículo 13 bis del decreto ley N° 828, del Ministerio de Hacienda, de 1974, que establece normas para el cultivo, elaboración, comercialización e impuestos que afectan al tabaco: 


|1. Sustitúyese, en el inciso primero, la oración “, deberán incorporar o aplicar a tales bienes o productos, sus envases, paquetes o envoltorios, un sistema de marcación consistente en un sello, marca, estampilla, rótulo, faja u otro elemento distintivo, como medida de control y resguardo del interés fiscal. La información electrónica para la trazabilidad originada en el sistema de marcación referido anteriormente será proporcionada al Servicio mediante los sistemas informáticos que éste disponga con arreglo al presente artículo”, por la siguiente: “, deberán implementar sistemas de trazabilidad en resguardo del interés fiscal que el Servicio podrá determinar en virtud de lo establecido en el artículo 60 quinquies del Código Tributario.”.


2. Elimínase los incisos segundo y siguientes.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.780, de 2014:


1. Modifícase el artículo 1°, que modifica la ley sobre Impuesto a la Renta, de la siguiente manera:


a. Sustitúyese la letra b) del numeral 1), por la siguiente: 


“b) Agrégase el siguiente párrafo segundo en el número 2: 


“Por “renta atribuida”, aquella que, para efectos tributarios, corresponda total o parcialmente a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, al término del año comercial respectivo, atendido su carácter de propietario, comunero, socio o accionista de una empresa sujeta al impuesto de primera categoría conforme a las disposiciones de las letras A) y C) del  artículo 14, y de la letra A) del artículo 14 ter,  y demás normas legales, en cuanto se trate de rentas percibidas o devengadas por dicha empresa, o aquellas que le hubiesen sido atribuidas de empresas en que ésta participe y así sucesivamente, hasta que el total de las rentas percibidas, devengadas o atribuidas a dichas empresas, se atribuyan a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional en el mismo año comercial, para afectarse con el impuesto que corresponda.”.


b. Modifícase el artículo 14, sustituido por el numeral 4), de la siguiente manera:


i. Sustitúyese los incisos segundo al sexto por los siguientes:


“Los contribuyentes que sean empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades por acciones, contribuyentes del artículo 58 número 1 y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, todos ellos obligados a declarar sobre la base de sus rentas efectivas según contabilidad completa, cuyos propietarios, comuneros, socios o accionistas sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, podrán optar por aplicar las disposiciones de las letras A) o B) de este artículo. Los demás contribuyentes aplicarán las disposiciones de la letra B).


Si las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades y sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, cuyos propietarios, comuneros o socios sean exclusivamente personas naturales con domicilio o residencia en el país no ejercieren la opción referida en el inciso anterior, en la oportunidad y forma establecida en este artículo, se sujetarán a las disposiciones de la letra A). Los demás contribuyentes que pudiendo hacerlo no ejercieren la opción para tributar conforme a las reglas de la letra A), aplicarán las disposiciones de la letra B) de este artículo.  


Los contribuyentes que inicien actividades deberán ejercer dicha opción dentro del plazo que establece el artículo 68 del Código Tributario. Respecto de aquellos que se encuentren acogidos a los demás sistemas de tributación que establece esta ley que opten por declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa conforme a las letras A) o B) de este artículo, deberán ejercer la opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que se incorporan al referido régimen, cumpliendo con los requisitos señalados en el inciso sexto. 


Los contribuyentes deberán mantenerse en el régimen de tributación que les corresponda, durante a lo menos cinco años comerciales consecutivos. Transcurrido dicho período, podrán cambiarse al régimen alternativo de este artículo cuando cumplan los requisitos para tal efecto, según corresponda, debiendo mantenerse en el nuevo régimen por el que opten a lo menos durante cinco años comerciales consecutivos. Los contribuyentes deberán ejercer la nueva opción desde el 1 de enero al 30 de abril del año calendario en que ingresen al nuevo régimen. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. 


Para ejercer la opción, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada y los contribuyentes del artículo 58, número 1), deberán presentar ante el Servicio, en la oportunidad señalada, una declaración suscrita por el contribuyente, en la que se contenga la decisión de acogerse a los regímenes de las letras A) o B), según corresponda. Tratándose de comunidades, la declaración en que se ejerce el derecho a opción deberá ser suscrita por todos los comuneros, quienes deben adoptar por unanimidad dicha decisión. En el caso de las sociedades de personas y sociedades por acciones, la opción se ejercerá presentando la declaración suscrita por la sociedad, acompañada de una escritura pública en que conste el acuerdo unánime de todos los socios o accionistas. Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país o a otra entidad  que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, la sociedad por acciones no podrá acogerse al régimen de la letra A) del artículo 14, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra c), del número 1.-, de la letra D) de este artículo. Cuando las entidades o personas a que se refiere este inciso actúen a través de sus representantes, ellos deberán estar facultados expresamente para el ejercicio de la opción señalada.”.


ii. Sustitúyese las letras A) y B) por las siguientes:


“A) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con imputación total de crédito en los impuestos finales.


Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, los empresarios individuales, las empresas individuales de responsabilidad limitada, los contribuyentes del artículo 58, número 1), las comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones, deberán atribuir las rentas o cantidades percibidas o devengadas por dichos contribuyentes o aquellas que les hayan sido atribuidas, aplicando las siguientes reglas:


1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios de la empresa individual de responsabilidad limitada, comuneros, socios y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra, quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en el mismo ejercicio sobre las rentas o cantidades de la empresa, comunidad, establecimiento o sociedad que les sean atribuidas conforme a las reglas del presente artículo, y sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, según lo establecido en el número 5 siguiente, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o devoluciones de capital y sus reajustes efectuados de acuerdo al número 7 del artículo 17.


Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra atribuirán a sus propietarios, comuneros, socios o accionistas tanto las rentas propias que determinen conforme a las reglas de la Primera Categoría, como aquellas afectas a los impuestos global complementario o adicional, que les sean atribuidas por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones del número 1.-, de la letra C) de este artículo; o al artículo 14 ter letra A), según corresponda. Se incluirán dentro de las rentas propias que deben atribuir, en concordancia con lo dispuesto en el número 5 del artículo 33, las rentas o cantidades gravadas con los impuestos global complementario o adicional que retiren o les distribuyan, en su calidad de propietarios, comuneros, socios o accionistas, de manera que tales rentas o cantidades sean atribuidas en el mismo ejercicio a un contribuyente de los impuestos global complementario o adicional, según sea el caso.


2.- Para determinar el monto de la renta o cantidad atribuible, afecta a los impuestos global complementario o adicional de los contribuyentes señalados en el número 1 anterior, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63 que les corresponde sobre dichas rentas, se considerará la suma de las siguientes cantidades al término del año comercial respectivo:


a) El saldo positivo que resulte en la determinación de la renta líquida imponible, conforme a lo dispuesto en los artículos 29 al 33; y las rentas exentas del impuesto de primera categoría u otras cantidades que no forman parte de la renta líquida imponible, pero igualmente se encuentren gravadas con los impuestos global complementario o adicional.


b) Las rentas o cantidades atribuidas a la empresa en su carácter de propietario, socio, comunero o accionista de otras empresas, comunidades o sociedades, sea que éstas se encuentren obligadas a determinar su renta efectiva sujetas al número 1.- de la letra C), de este artículo; o se encuentren acogidas a lo dispuesto en el artículo 14 ter letra A. Dichas rentas se atribuirán a todo evento, independientemente de que la empresa o sociedad determine una pérdida tributaria al término del ejercicio respectivo.


c) Las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, percibidas a título de retiros o distribuciones de otras empresas, comunidades o sociedades, cuando no resulten absorbidas por pérdidas conforme a lo dispuesto en el número 3.- del artículo 31. En concordancia con lo establecido en el número 5°.-, del artículo 33, estas rentas se atribuirán por la vía de incorporarlas incrementadas en una cantidad equivalente al crédito que establecen los artículos 56, número 3)  y 63, en la determinación de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría.


En estos casos, el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, se otorgará aplicando sobre las rentas atribuidas la tasa del impuesto de primera categoría que hubiere afectado a dichas rentas en las empresas sujetas al régimen de esta letra.


3.- Para atribuir las rentas o cantidades señaladas en el número anterior, a los contribuyentes del número 1 precedente, se aplicarán, al término de cada año comercial, las siguientes reglas:


a) La atribución de tales rentas deberá efectuarse en la forma que los socios, comuneros o accionistas hayan acordado repartir sus utilidades, siempre y cuando se haya dejado expresa constancia del acuerdo respectivo o de la forma de distribución en el contrato social, los estatutos o, en el caso de las comunidades, en una escritura pública, y en cualquiera de los casos se haya informado de ello al Servicio, en la forma y plazo que éste fije mediante resolución, de acuerdo a lo establecido en el número 6.- siguiente. 


b) La atribución de tales rentas se efectuará, en caso de que no resulten aplicables las reglas anteriores, en la misma proporción en que los socios o accionistas hayan suscrito y pagado o enterado efectivamente el capital de la sociedad, negocio o empresa. Cuando se hubiere enterado solo una parte del capital, la atribución total de la renta se efectuará considerando la parte efectivamente enterada. Si no se hubiere enterado capital, la atribución se efectuará en la proporción en que éste se hubiere suscrito. En los casos de empresarios individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada y contribuyentes del número 1), del artículo 58, las rentas o cantidades se atribuirán en su totalidad a los empresarios o contribuyentes respectivos. En el caso de los comuneros será en proporción a su cuota o parte en el bien de que se trate. Estas circunstancias también deberán ser informadas al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución, en los términos del número 6.- de esta letra.


4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría obligados a declarar su renta efectiva según contabilidad completa, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán efectuar y mantener, para el control de la tributación que afecta a los contribuyentes señalados en el número 1.- anterior, el registro de las siguientes cantidades:


a) Rentas atribuidas propias: Se deberá registrar al término del año comercial respectivo, el saldo positivo de las cantidades señaladas en la letra a) del número 2.- anterior. En la forma y plazo que el Servicio determine mediante resolución, deberá informarse los dueños, socios, comuneros o accionistas a quienes se les haya atribuido dicha renta, y la proporción en que ésta se efectuó.


De este registro se rebajarán al término del ejercicio, en el orden cronológico en que se efectúen, pudiendo incluso producirse un saldo negativo, las cantidades señaladas en el inciso segundo del artículo 21, reajustadas de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede a aquel en que se efectuó el retiro de especies o el desembolso respectivo y el mes anterior al término del ejercicio.


Cuando se lleven a cabo retiros, remesas o distribuciones con cargo a las cantidades de que trata esta letra a), se considerarán para todos los efectos de esta ley como ingresos no constitutivos de renta. 


b) Diferencias entre la depreciación normal y acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional. 


c) Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta: Deberán registrarse al término del año comercial, las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas. 


De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.


d) Saldo acumulado de crédito: La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 5.- siguiente. Para estos efectos, deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 


El saldo acumulado de créditos incluye entre otros a la suma del impuesto pagado con ocasión del cambio de régimen de tributación a que se refiere la letra b), del número 1, de la letra D) de este artículo, producto de la aplicación de las normas del artículo 38 bis, o en caso de absorción o fusión con empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones en la forma establecida en el número 5.- siguiente.


5.- Los retiros, remesas o distribuciones se imputarán a los registros señalados en las letras a), b) y c) del número 4.- anterior, al término del año comercial respectivo, en la proporción que representen los retiros, remesas o distribuciones efectuados por cada propietario, comunero, socio o accionista, sobre el total de ellos, hasta agotar el saldo positivo que se determine de tales registros. Para tal efecto, deberá considerarse como saldo de dichos registros el remanente positivo o negativo de las cantidades que allí se indican provenientes del ejercicio anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término de ese ejercicio y el mes que precede al término del año comercial respectivo, sumando o restando según proceda, las cantidades que deban incluirse o rebajarse de los citados registros al término del ejercicio. La imputación se efectuará reajustando previamente los retiros, remesas o distribuciones de acuerdo con la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que éstos se efectúen y el mes que precede al término del año comercial respectivo, comenzando por las cantidades anotadas en el registro que establece la letra a), luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), y finalmente las anotadas en el registro de la letra c), en este último caso, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. 


Cuando los retiros, remesas o distribuciones efectivos resulten imputados a las cantidades señaladas en los registros establecidos en las letras a) y c) del número 4.-, dichas cantidades no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.


En caso que los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio resulten imputados al registro b), o no resulten imputados a ninguno de los registros señalados, por no existir al término del ejercicio cantidades positivas a las que deban imputarse o por ser éstas insuficientes para cubrirlos, los retiros, remesas o distribuciones imputados al referido registro b) o no imputados, se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda. El crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, a que tendrán derecho tales retiros, remesas o distribuciones, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio respectivo, con tope del monto de crédito acumulado en el registro a que se refiere la letra d) del número 4.- precedente. Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito del ejercicio anterior, se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al término del ejercicio, debiendo incorporarse también los créditos del año que conforme a la ley deban formar parte de dicho registro al término del mismo. 


Cuando deban incluirse los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional en la base imponible de dichos tributos, se agregará en la respectiva base imponible una suma equivalente al monto del crédito a que se refieren los artículos 56, número 3) y 63, determinado conforme a las reglas que se indican en los párrafos siguientes.


La tasa de crédito a que se refiere este número será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente en el año comercial respectivo en que se efectúa el retiro, remesa o distribución, por cien menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.


El remanente de crédito que se determine al término del año comercial luego de aplicar las reglas de este número y en la letra d) del número 4.- anterior, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente. 


En caso que al término del ejercicio respectivo, se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar, la empresa o sociedad respectiva podrá optar por pagar voluntariamente a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por el propietario, comunero, socio o accionista respectivo, en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio, conforme a lo dispuesto en los artículos 56, número 3) y 63.


Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.


6.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra A), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:


a) El o los criterios sobre la base de los cuales se acordó o estableció llevar a cabo retiros, remesas o distribuciones de utilidades o cantidades, y que haya servido de base para efectuar la atribución de rentas o cantidades en el año comercial respectivo, con indicación del monto de la renta o cantidad generada por el mismo contribuyente o atribuida desde otras empresas, comunidades o sociedades, que a su vez se atribuya a los dueños, socios, comuneros o accionistas respectivos, de acuerdo a lo establecido en los números 2.- y 3.- anteriores. En caso que no se haya presentado la información a que se refiere esta letra, el Servicio podrá considerar como criterios y porcentajes de atribución, los informados por el contribuyente en el año inmediatamente anterior o la participación en las utilidades o en el capital, de acuerdo a las reglas generales. 


b) El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado, el registro al que resultaron imputados, y si se trata de rentas afectas a impuesto, exentas o no gravadas. 


c) El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine, para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 4.- anterior, y las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien.


Los contribuyentes también estarán obligados a informar y certificar a sus propietarios, comuneros, socios y accionistas, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto de las rentas o cantidades que se les atribuyan, retiren, les sean remesadas o les distribuyan, así como el crédito que establecen los artículos 56, número 3), y 63, y si el excedente que se determine luego de su imputación puede ser objeto de devolución o no a contribuyentes del impuesto global complementario, y el incremento señalado en los artículos 54, 58 y 62, conforme a lo dispuesto en este artículo. El Servicio, para facilitar el cumplimiento tributario, podrá poner a disposición de los contribuyentes la información de las rentas y créditos declarados por las empresas en que participa.


B) Contribuyentes obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de impuesto de primera categoría con deducción parcial de crédito en los impuestos finales.


Para aplicar los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre las rentas o cantidades obtenidas por dichos contribuyentes, se aplicarán las siguientes reglas:


1.- Los empresarios individuales, contribuyentes del artículo 58, número 1), propietarios, socios, comuneros y accionistas de empresas que declaren renta efectiva según contabilidad completa de acuerdo a esta letra B), quedarán gravados con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, sobre todas las cantidades que a cualquier título retiren, les remesen, o les sean distribuidas desde la empresa, comunidad o sociedad respectiva, en conformidad a las reglas del presente artículo y lo dispuesto en los artículos 54, número 1; 58, números 1) y 2); 60 y 62 de la presente ley, salvo que se trate de ingresos no constitutivos de renta o de devoluciones de capital y sus reajustes efectuadas de acuerdo al número 7º del artículo 17.


2.- Los contribuyentes sujetos a las disposiciones de esta letra, deberán efectuar y mantener el registro de las siguientes cantidades:


a) Rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional. Deberán registrar anualmente las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia positiva que se determine al término del año comercial respectivo, entre:


i) El valor positivo del capital propio tributario, y 


ii) El saldo positivo de las cantidades que se mantengan en el registro señalado en la letra c) siguiente, sumado al valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados éstos últimos de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del año comercial. 


Las cantidades señaladas se considerarán según su valor al término del ejercicio respectivo, y el capital propio tributario se determinará de acuerdo al número 1º del artículo 41.


Para el cálculo de estas rentas, se sumarán al valor del capital propio tributario que se determine, los retiros, remesas o dividendos que se consideren como provisorios durante el ejercicio respectivo, los que se reajustarán para estos efectos, de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el retiro, remesa o distribución y el mes anterior al del término del año comercial.  


b) Diferencias entre la depreciación normal y la acelerada que establecen los números 5 y 5 bis, del artículo 31: Cuando se aplique el régimen de depreciación acelerada, sólo se considerará para los efectos de la primera categoría. Por tanto, la diferencia que resulte entre la depreciación normal y acelerada, se considerará para la imputación de retiros, remesas o distribuciones como una suma gravada con los impuestos global complementario o adicional.   


c) Rentas exentas e ingresos no constitutivos de renta. Deberán registrarse al término del año comercial las rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional y los ingresos no constitutivos de renta obtenidos por el contribuyente, así como todas aquellas cantidades de la misma naturaleza que perciba a título de retiros o dividendos provenientes de otras empresas.


De este registro se rebajarán los costos, gastos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e) del número 1 del artículo 33.


d) Saldo acumulado de crédito. La empresa mantendrá el control y registro del saldo acumulado de créditos por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56, número 3), y 63, a que tendrán derecho los propietarios, comuneros, socios o accionistas de estas empresas sobre los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, cuando corresponda conforme al número 3.- siguiente. Para estos efectos, deberá mantener el registro separado de los créditos que se indican, atendido que una parte de éstos podrá estar sujeta a la obligación de restitución a que se refieren los artículos 56, número 3), y 63.


También deberá controlarse de manera separada aquella parte de dichos créditos cuya devolución no sea procedente en caso de determinarse un excedente producto de su imputación en contra del impuesto global complementario que corresponda pagar al respectivo propietario, comunero, socio o accionista. 


El saldo acumulado de créditos corresponde a la suma de aquellos señalados en los numerales i) y ii) siguientes, sumados al remanente de éstos que provenga del ejercicio inmediatamente anterior. De dicho saldo deberán rebajarse aquellos créditos que se asignen a los retiros, remesas o distribuciones y las partidas del inciso segundo, del artículo 21, en la forma establecida en el número 3.- siguiente.


i) El saldo acumulado de crédito que no está sujeto a la obligación de restitución corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que tiene dicha calidad y resulta asignado a los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo, cuando éstas no resulten absorbidas por pérdidas. 


ii) El saldo acumulado de crédito sujeto a la obligación de restitución, corresponderá a la suma del monto del impuesto de primera categoría que haya afectado a la empresa o sociedad durante el año comercial respectivo, sobre la renta líquida imponible; y el monto del crédito por impuesto de primera categoría sujeto a restitución que corresponda sobre los retiros, dividendos o participaciones afectos a los impuestos global complementario o adicional, que perciba de otras empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra B) de este artículo. De este registro, y como última imputación del año comercial, deberá rebajarse a todo evento el monto de crédito que se determine conforme al número 3.- siguiente sobre las partidas señaladas en el inciso segundo, del artículo 21 que correspondan a ese ejercicio, con excepción del propio impuesto de primera categoría. 


3.- Para la aplicación de los impuestos global complementario o adicional, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán en primer término a las rentas o cantidades afectas a dichos tributos que mantenga la empresa anotadas en los registros señalados en las letras a) y b) del número 2.- anterior, y luego, a las rentas exentas y posteriormente a los ingresos no constitutivos de renta, anotadas estas dos últimas en el registro a que se refiere la letra c) del número 2.- precedente. Dicha imputación se efectuará en la oportunidad y en el orden cronológico en que los retiros, remesas o distribuciones se efectúen, considerando las sumas registradas según su saldo al término del ejercicio inmediatamente anterior. Para tal efecto, dichas cantidades se reajustarán de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes que precede al término del ejercicio anterior y el mes que precede a la fecha del retiro, remesa o distribución. 


El crédito a que tendrán derecho los retiros, remesas o distribuciones que resulten imputados a rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o que no resulten imputados a ninguno de los registros señalados en el número 2.- anterior, corresponderá al que se determine aplicando sobre éstos la tasa de crédito calculada al inicio del ejercicio, con tope del saldo acumulado de crédito que se mantenga en el registro correspondiente. El crédito así calculado se imputará al saldo acumulado a que se refiere la letra d), del número 2.- precedente. 


Para estos efectos, el remanente de saldo acumulado de crédito se reajustará según la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes previo al de término del ejercicio anterior y el mes que precede al retiro, remesa o distribución.


Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a las cantidades señaladas en el registro establecido en la letra c) del número 2.- anterior, no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54.


Si de la imputación de retiros, remesas o distribuciones resultare una diferencia no imputada al remanente del ejercicio anterior de las cantidades señaladas, éstos se considerarán como provisorios, imputándose a las rentas o cantidades que se determinen al término del ejercicio respectivo. Esta imputación se efectuará en el orden establecido en el párrafo primero de este número. Los retiros, remesas o distribuciones que al término del ejercicio excedan de los registros y rentas señalados en las letras a), b) y c), del número 2.- anterior, determinadas a esa fecha, se considerarán como rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, conforme a lo dispuesto en el número 1 anterior. Para los efectos anteriores, la diferencia de los retiros, remesas o distribuciones provisorios se reajustará de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término del año comercial respectivo. En este último caso, el crédito a que se refieren los artículos 56, número 3, y 63, será procedente cuando se determine un saldo acumulado de crédito al término del ejercicio, aplicándose de acuerdo a la tasa de crédito que se haya determinado al inicio del mismo. El crédito que corresponda asignar de acuerdo a estas reglas, se imputará a dicho saldo, con tope de los créditos acumulados en el registro. El remanente de crédito que se mantenga luego de las imputaciones referidas constituirá el saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente.


La tasa de crédito a que se refiere este número, será la que resulte de dividir la tasa del impuesto de primera categoría vigente al inicio del ejercicio del retiro, remesa o distribución, según corresponda, por cien, menos la tasa del citado tributo, todo ello expresado en porcentaje.


Cuando corresponda imputar el crédito a los saldos acumulados, éste se imputará en primer término a aquellos registrados conforme al numeral i), de la letra d), del número 2.- precedente, no sujeto a restitución, y luego, una vez que se haya agotado éste, se imputará al saldo acumulado establecido en el numeral ii) de dicha letra y número, sujeto a la obligación de restitución, hasta agotarlo.


El remanente de crédito que se determine luego de aplicar las reglas de este número y el número 2.- anterior, reajustado por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del último retiro, remesa o distribución y el mes que precede al término de ese ejercicio, se considerará como parte del saldo acumulado de crédito para el ejercicio siguiente y así sucesivamente.


En caso que al término del ejercicio respectivo se determine que los retiros, remesas o distribuciones afectos a los impuestos global complementario o adicional no tienen derecho al crédito establecido en los artículos 56, número 3), y 63, atendido que no existe un saldo acumulado de créditos que asignar a éstos, la empresa o sociedad respectiva podrá optar voluntariamente por pagar a título de impuesto de primera categoría, una suma equivalente a la que resulte de aplicar la tasa del referido tributo a una cantidad tal, que al restarle dicho impuesto, la cantidad resultante sea el monto neto del retiro, remesa o distribución. Este impuesto deberá ser declarado y pagado según lo establecido en los artículos 65, 69 y 72, y podrá ser imputado por los propietarios, comuneros, socios o accionistas en contra de los impuestos global complementario o adicional que grave a los retiros, remesas o distribuciones efectuados en el ejercicio conforme a lo dispuesto en el artículo 56, número 3), y 63.


Efectuado el pago del impuesto señalado, la empresa o sociedad respectiva podrá deducir en la determinación de la renta líquida imponible correspondiente al año comercial en que se haya pagado el impuesto, y hasta el monto positivo que resulte de ésta, una suma equivalente a la cantidad sobre la cual se aplicó y pagó efectivamente la tasa del impuesto de primera categoría de acuerdo al párrafo anterior. Si de la deducción referida se determinare un excedente, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente podrá deducirse en el ejercicio siguiente y en los subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho excedente se reajustará en el porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.


4.- Los contribuyentes del impuesto de primera categoría, sujetos a las disposiciones de esta letra B), deberán informar anualmente al Servicio, en la forma y plazo que éste determine mediante resolución:


a) El monto de los retiros, remesas o distribuciones efectivas que se realicen en el año comercial respectivo, con indicación de los beneficiarios de dichas cantidades, la fecha en que se hayan efectuado y si se trata de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, rentas exentas, o ingresos no constitutivos de renta. También deberán informar la tasa de crédito que hayan determinado para el ejercicio, y el monto del mismo, de acuerdo a los artículos 56, número 3), y 63, con indicación de si corresponde a un crédito sujeto o no a la obligación de restitución, y en ambos casos si el excedente que se determine luego de su imputación puede o no ser objeto de devolución a contribuyentes del impuesto global complementario. 


b) El remanente proveniente del ejercicio anterior, aumentos o disminuciones del ejercicio, así como el saldo final que se determine para los registros señalados en las letras a), b), c) y d) del número 2.- precedente.


c) El detalle de la determinación del saldo anual de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.- anterior, identificando los valores que han servido para determinar el capital propio tributario y el capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al del término del ejercicio.


d) El monto de las diferencias entre la depreciación acelerada y la normal que mantenga la empresa, determinada bien por bien, según corresponda.”.


iii. Modifícase la letra D) de la siguiente manera:


- Sustitúyese la letra a) del número 1.-, por la siguiente:


“a) Cuando los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), opten por aplicar las disposiciones de la letra B), deberán mantener, a contar del primer día en que se encuentren sujetos a las nuevas disposiciones, el registro y control de las cantidades anotadas en los registros que mantenían al término del ejercicio inmediatamente anterior al cambio de régimen. De esta manera, las cantidades señaladas en las letras a) y c), del número 4.-, de la letra A), se anotarán como parte del saldo del registro establecido en la letra c), del número 2.-, de la letra B) anterior, mientras que el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 4.- de la referida letra A), se incorporará al saldo acumulado de créditos a que se refiere el numeral i), de la letra d), del número 2.- de la letra B) anterior. Las cantidades anotadas en el registro establecido en la letra b), del número 4.- de la letra A), se considerarán formando parte del saldo del registro de la letra b), del número 2.- de la letra B) anterior.


El saldo inicial de las cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional a que se refiere la letra a), del número 2.-, de la letra B) anterior, corresponderá a la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas anotadas en los registros establecidos en las letras a) y c), del número 4.- de la letra A) anterior y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores reajustados, según corresponda. Para estos efectos, se considerará el capital propio tributario, el capital y los saldos de los referidos registros, según sus valores al término del último ejercicio comercial en que el contribuyente ha estado sujeto a las disposiciones de la letra A) de este artículo.”.


- Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido: 


• Sustitúyese la letra “f)”, que antecede a la expresión “, del número 4.-”, por la letra “d)”.


• Incorpórase a continuación de la letra “A)”, la segunda vez que aparece, la siguiente expresión: “, considerándose como una partida del inciso segundo del artículo 21”.


• Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo: 


“Los saldos que se mantengan acumulados en los registros establecidos en las letras b) y c), del número 2.-, de la letra B) anterior, al momento del cambio de régimen, se anotarán como parte de los saldos de los registros establecidos en las letras b) y c), del número 4.-, de la letra A) de este artículo, respectivamente.”.


- Incorpórase al número 1.-, la siguiente letra c), nueva:


“c) Las empresas individuales, empresas individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, contribuyentes del artículo 58 número 1) y sociedades por acciones sujetas a las disposiciones de la letra A), que dejen de cumplir el requisito establecido en el inciso segundo de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí señaladas, independientemente de los períodos comerciales en que se hayan mantenido en dicho régimen, quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, a contar del día 1 de enero del año comercial en que se produzca el incumplimiento, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en el inciso sexto de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) de este artículo, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo sujetarse a las reglas indicadas en la letra a) anterior y dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1 del artículo 21, sobre los retiros o dividendos afectos al impuesto global complementario o adicional que perciban durante ese año comercial y sobre la renta que se les deba atribuir al término de éste. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, el que incrementará la base imponible respectiva tratándose de las sumas percibidas. Las cantidades líquidas correspondientes a los retiros o dividendos percibidos que se afecten con la tributación señalada, se considerarán como ingresos no constitutivos de renta en su posterior retiro, remesa o distribución, mientras que las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse. Cuando tales propietarios, socios o accionistas enajenen los derechos o acciones respectivas, para determinar el mayor valor afecto a impuesto, sólo podrán deducir como costo para fines tributarios las cantidades señaladas en los números 8 o 9, del artículo 41, según corresponda.”.


- Modifícase el número 2.-, de la siguiente manera:


• Sustitúyese en el primer párrafo la palabra “En”, al comienzo del mismo, por la expresión “Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra c), del número 1.- anterior, en”.


• Sustitúyese, en el segundo párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.


• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “Por su parte, la sociedad que se divide deberá conservar el registro de las cantidades a que se refiere la letra e), del citado número 4.”.


• Sustitúyese, en el tercer párrafo, las letras “c)”, “d)” y “f)”, por las letras “b)”, “c)” y “d)”.


• Intercálase en el cuarto párrafo, entre las expresiones “El impuesto pagado” y “podrá imputarse”, la siguiente expresión: “se considerará como una partida de aquellas señaladas en el inciso segundo del artículo 21 y”.


• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, la letra “f)” por la letra “d)”.


• Elimínase, en el quinto párrafo, la expresión “y 3.-,”.


- Modifícase el número 3.-, de la siguiente manera:


• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “a) y b)”, por “a), b), c) y d),”.


• Elimínase, en el segundo párrafo, la expresión “ así como el saldo de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.


• Sustitúyese, en el tercer párrafo, la expresión “a) y b)” por “a), b), c) y d),”. 


• Elimínase, en el tercer párrafo, la expresión “así como el saldo de las suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional”.


• Sustitúyese en el cuarto párrafo la letra “a)”, la segunda vez que aparece, por la letra “c)”.


• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, las letras “f)”, “b)” y “d)”, por las letras “d)”, “d)” y “b)”, respectivamente.


• Sustitúyase, en el cuarto párrafo, el numeral “ii)” por “i)”; 


• Sustitúyese, en el cuarto párrafo, la expresión “de la suma de rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que registre la empresa a esa fecha”, por “del registro de la letra b), del número 2.-, de la letra B)”. 


• Agrégase en el cuarto párrafo, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente expresión: “Se incorporarán como parte del saldo del registro de la letra a), del número 2.-, de la letra B), las rentas afectas que determine la absorbida a la fecha de la fusión, aplicando las reglas que establece el párrafo segundo, de la letra a), del número 1, anterior.”.


- Sustitúyase, en el segundo párrafo de la letra a) del número 4.-, la expresión “a)” por “c)”.


iv. Sustitúyese, en la letra a), del número 1.- de la letra E), la expresión “califiquen como de baja o nula tributación”, por “que se consideren como un territorio o jurisdicción que tiene un régimen fiscal preferencial”, y agrégase, a continuación de la expresión “lo dispuesto en el artículo 21.”, la oración “Para los efectos de aplicar lo dispuesto precedentemente, el Servicio deberá citar previamente al contribuyente conforme al artículo 63 del Código Tributario, quien podrá desvirtuar la presunción acreditando fehacientemente que se han declarado y pagado los impuestos que correspondan sobre el total de las rentas provenientes de dichas inversiones o que tales inversiones no han producido rentas que deban gravarse en el país.”.


c. Modifícase el artículo 14 ter, sustituido por el numeral 6), de la siguiente manera:


i. Modifícase la letra A.-, en el siguiente sentido:


- Sustitúyese el primer párrafo, por el siguiente: 


“Los empresarios individuales, empresarios individuales de responsabilidad limitada, comunidades, sociedades de personas, excluidas las sociedades en comandita por acciones, y las sociedades por acciones que cumplan con los requisitos del inciso sexto del artículo 14, que estén conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en Chile, por contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile y/o por otras empresas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14, que tributen conforme a las reglas de la Primera Categoría, podrán acogerse al régimen simplificado que establece esta letra, siempre que den cumplimiento a las siguientes normas:”.


- Elimínase, en el párrafo segundo de la letra a) del número 1.-, la oración “Para estos efectos, se considerarán relacionados, cualquiera sea la naturaleza jurídica de las respectivas entidades, los que formen parte del mismo grupo empresarial, los controladores y las empresas relacionadas, conforme a lo dispuesto en los artículos 96 al 100 de la ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores, salvo el cónyuge o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad de las personas señaladas en la letra c) de este último artículo.”. 


- Agrégase los siguientes párrafos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo a la letra a) del número 1:


“Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:


i) El controlador y las controladas.


ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.


iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.


iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%.


v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad.


Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045.


Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas.


En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.


Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.”.


- Agrégase la siguiente letra e), nueva, al número 1.-:


“e) Cuando las sociedades por acciones ejercieren la opción para acogerse al régimen de la letra A) de este artículo, cumpliendo los requisitos legales para tal efecto, la cesión de las acciones efectuada a una persona jurídica constituida en el país, salvo que se encuentre sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, o a otra entidad que no sea una persona natural con domicilio o residencia en Chile o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile, deberá ser aprobada previamente en junta de accionistas por la unanimidad de éstos. En caso que se estipule en contrario, tal norma se incumpla, o bien, se enajenen las acciones a un tercero que no sea una persona natural con domicilio o residencia en el país o un contribuyente sin domicilio ni residencia en Chile o una persona jurídica sujeta al régimen de la letra A) del artículo 14, la sociedad por acciones no podrá acogerse a este régimen, o bien, deberá abandonarlo en la forma señalada en la letra b), del número 6.-, de la letra A) de este artículo.”.


- Reemplázase las letras a) y b) en el número 2.-, por las siguientes: 


“a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 


i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 


ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14. 


Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.


b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario, y las cantidades que se indican a continuación: 


i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.


ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14. 


Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14. Tal crédito, podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de esta letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 


El ingreso diferido a que se refieren las letras a) y b), no se considerará para los efectos del artículo 84.”.


- Modifícase el número 3.- de la siguiente forma: 


• Sustitúyese en el párrafo primero de la letra a), la frase “de las letras A), B) número 4, o al número 1.- de la letra C), ambas del artículo 14, o por contribuyentes acogidos a lo dispuesto en este artículo” por “del número 1.- de la letra C), del artículo 14”. 


• Intercálase en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación del guarismo 8., la siguiente oración: “Para determinar el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2º del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor de la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda.”. 


• Intercálase, en el numeral i) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “desde la fecha que el pago sea exigible.”, la expresión: “Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de los otros indicados en la letra c) de este número 3.-. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.”.


• Intercálase, en el numeral ii) del segundo párrafo de la letra a), a continuación de la oración “pagado durante el ejercicio correspondiente.”, la siguiente frase: “Tratándose de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2° del artículo 20, o en derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.- anterior, o en general, en bienes que no pueden depreciarse conforme a esta ley, el egreso respectivo, correspondiente al valor de la inversión efectivamente realizada reajustada de acuerdo con la variación del Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda, se deducirá en el ejercicio en que se perciba el valor de rescate o enajenación.”.


• Agrégase, en la letra a), el siguiente párrafo final:


“Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.- anterior.”.


• Intercálase, en la letra c), a continuación de la oración “salvo aquel señalado en el artículo 33 bis”, la siguiente: “, los créditos señalados en el número 2 precedente y en el numeral i), de la letra a) anterior”. 


• Sustitúyese, en la letra d), la expresión “los artículos 56 número 3) y 63” por “el artículo 56 número 3)”.


- Agrégase en el párrafo primero del número 4.-, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, lo siguiente:


“Cuando los contribuyentes emitan facturas electrónicas respecto de los ingresos de su giro, el Servicio podrá liberarlos mediante resoluciones generales o particulares de los libros o declaraciones juradas que se encuentra obligados a llevar o presentar, en los casos y cumpliendo los requisitos que establezca mediante resolución.”.


- Modifícase el número 5.- de la siguiente manera: 


• Reemplázase, en el primer párrafo, la expresión “5 años comerciales completos”, por “3 años comerciales consecutivos completos”.


• Incorpórase, en el primer párrafo, a continuación de la oración “a que se refiere el artículo 68 del Código Tributario.”, lo siguiente: “En este último caso, transcurrido el primer año calendario acogido a este régimen, podrán excepcionalmente optar por abandonarlo a contar del 1 de enero del año calendario siguiente, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año en que se incorporan al régimen general que corresponda.”. 


• Sustitúyese, en el segundo párrafo, la expresión “en el número 1”, por la expresión “en el inciso 1°, o en el número 1, ambos de la letra A)”.


- Modifícase en el número 6.-, lo siguiente:


• Sustitúyese en la letra a), la oración “durante el mes de octubre del año anterior a aquél”, por “entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial”.


• Sustitúyese, en la letra a), la expresión “siguiente al”, por la expresión “comercial”.


• Agrégase, en la letra a), después de la oración “inciso cuarto de dicho artículo” la siguiente: “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción”.


• Intercálase, en la letra b), a continuación de la expresión “número 1”, la oración “, de la letra A)”.


• Sustitúyese, en la letra b), la frase “dentro del plazo para presentar la declaración anual de impuestos”, por “, siempre que cumplan los requisitos para ejercer dicha opción, dando el respectivo aviso al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año calendario en que se incorporan al régimen”.


• Agrégase en la letra b), a continuación de la expresión “la forma que establecen las normas referidas.”, lo siguiente: “Cuando se incumpla el requisito establecido en el inciso 1 de la letra A.- de este artículo, esto es, que correspondan al tipo de entidades allí indicadas, se considerará que han abandonado el régimen desde el 1 de enero del año comercial en que se produce el incumplimiento y que se han incorporado a partir de esa fecha al régimen establecido en la letra B), del artículo 14, debiendo dar aviso de tal circunstancia entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial siguiente. Por su parte, cuando tales empresas incumplan el requisito de estar conformadas exclusivamente por personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, en cualquier momento durante el año comercial respectivo, o en el caso de las sociedades por acciones cuando se estipule en contrario o se incumpla lo dispuesto en la letra e), del número 1.- anterior de este artículo, también quedarán sujetas al régimen establecido en la letra B) del artículo 14, pero lo harán a contar del día 1 de enero del año comercial siguiente en que ello ocurra, debiendo dar aviso de tal circunstancia al Servicio entre el 1 de enero y el 30 de abril del año comercial en que se incorporan al nuevo régimen. Los propietarios, comuneros, socios o accionistas que no sean personas naturales con domicilio o residencia en el país, personas jurídicas sujetas al régimen de la letra A) del artículo 14 y/o contribuyentes sin domicilio ni residencia en Chile, cualquiera sea su calidad jurídica, se afectarán con el impuesto establecido en el inciso 1° del artículo 21, sobre la renta que se les deba atribuir al término de ese año comercial. En contra de tal impuesto procederá el crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63. Las rentas que se les atribuyan completarán su tributación de esta forma, sin que deban volver a atribuirse.”.


• Sustitúyese en el párrafo segundo de la letra d), la letra “a)”, por “c)”. 


ii. Modifícase la letra C.-, en el siguiente sentido:


- Modifícase en el primer párrafo lo siguiente:


• Sustitúyense las palabras “la letra” por, “las letras”.


• Sustitúyese los dos puntos (:) que se encuentran a continuación de las palabras “primera categoría”, por “hasta por un monto equivalente al 50% de la renta líquida imponible que se mantenga invertida en la empresa.”.


• Elimínanse las letras “a)” y “b)”.


- Elimínase, en el párrafo segundo, la frase “Con todo, en los casos señalados en la letra a) y b) precedentes,”; y reemplázase la palabra “la” por “La”. 


- Agrégase el siguiente párrafo final:


“Los contribuyentes sujetos al régimen de la letra B) del artículo 14, deberán considerar como parte de la renta líquida imponible del año siguiente o subsiguientes, según corresponda, para gravarse con el impuesto de primera categoría, una cantidad anual equivalente al 50% del monto total de los retiros, remesas o distribuciones afectos al impuesto global complementario o adicional efectuados desde la empresa durante el ejercicio, hasta completar la suma deducida de la renta líquida imponible por aplicación de esta norma en él o los ejercicios precedentes. Para tales efectos, el monto de la deducción que no se haya reversado por esta vía, se mantendrá pendiente de aquello, para lo cual se reajustará por la variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al término del ejercicio en que se hubiere efectuado la deducción y el mes anterior al término del año en que se reverse totalmente el efecto. Respecto del impuesto de primera categoría que se determine sobre la parte de dichos retiros, remesas o distribuciones que se incluya en la renta líquida imponible, no procederá el derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63.”.


d. Modifícase el numeral 8) que introduce modificaciones al artículo 17, en el siguiente sentido:


i. Elimínase la letra b), que sustituía el número 5°.


ii. Elimínase la letra c), que suprimía el número 6°.


iii. Agrégase en la letra d), que sustituye el número 7°, a continuación de la expresión “y sus reajustes”, lo siguiente: “, sólo hasta concurrencia del monto aportado por el propietario, socio o accionista perceptor de esta devolución, incrementado o disminuido por los aportes, aumentos o disminuciones de capital que aquellos hayan efectuado, cantidades que se reajustarán según el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes que antecede a aquél en que ocurrieron y el mes anterior al de la devolución.


Cualquier retiro, remesa, distribución o devolución de cantidades que excedan de los conceptos señalados precedentemente se gravarán con los impuestos de esta ley, conforme a las reglas generales.”.


iv. Introdúcense las siguientes modificaciones en el número 8°, sustituido por la letra e):


- Modifícase la letra a) del primer párrafo de la siguiente forma:


• Elimínanse, en el numeral iii), las expresiones “Si entre la fecha de adquisición y enajenación de los bienes señalados ha transcurrido un plazo inferior a un año,” y “de primera categoría y”.


• Reemplázase, en el numeral iii),la palabra “el” por “El”.


• Elimínase, en el numeral iv), el primer párrafo, pasando el segundo a ser primero. 


• Elimínase, en el actual párrafo segundo que pasa a ser primero del numeral iv), la expresión “en este último caso,”.


• Elimínase, en el numeral v), la expresión “del mismo tipo”.


• Sustitúyese, en el primer párrafo del numeral vi), las expresiones “mayores valores”, por la palabra “resultados”; y “se encuentren obligados a declarar su renta efectiva en la primera categoría”, por “determinen el impuesto de primera categoría sobre rentas efectivas”.


• Elimínase el párrafo segundo del numeral vi).


- Modifícase la letra b) en el siguiente sentido:


• Elimínase, en el encabezado, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.


• Reemplázase, en el párrafo cuarto, la expresión “el numeral iv)”, por la expresión “los numerales iii) y iv)”.


• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “o bien,”, la frase “tratándose de personas naturales con domicilio o residencia en Chile”.


- Elimínase, en la letra d), la siguiente expresión: “, salvo lo establecido en su numeral iv)”. 


- Agrégase en la letra f), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Tampoco constituye renta, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7º de este artículo, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis.”.


- Modifícase en el párrafo segundo, lo siguiente:


• Elimínase la expresión “dispuesta en el numeral iii), de la letra a) anterior,”.


• Intercálase entre la palabra “devengada” la primera vez que aparece, y la coma “,” que le sigue, la expresión “que corresponda”.


• Intercálase, a continuación de la expresión “intereses,”, la siguiente: “o con su cónyuge o sus parientes ascendientes o descendientes hasta el segundo grado de consanguinidad”.


• Intercálase a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “En estos casos, la renta no podrá considerarse devengada en más de un ejercicio, no pudiendo por tanto aplicarse las reglas del numeral iv), de la referida letra a).”. 


- Elimínase, en el párrafo quinto, la expresión “Se entenderá que tienen presencia bursátil aquellas acciones que cumplan con las normas para ser objeto de inversión de los fondos mutuos.”. 


- Intercálase, en el párrafo noveno, entre la palabra “operación” y el punto aparte, la expresión “, sin perjuicio que, tratándose de las operaciones de la letra b) anterior, se considerará la fecha de la inscripción respectiva”.


- Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:


“Para los efectos de esta ley, las crías o acciones liberadas únicamente incrementarán el número de acciones de propiedad del contribuyente, manteniéndose como valor de adquisición del conjunto de acciones sólo el valor de adquisición de las acciones madres. En caso de enajenación o cesión parcial de estas acciones, se considerará como valor de adquisición de cada acción la cantidad que resulte de dividir el valor de adquisición de las acciones madres por el número total de acciones de que sea dueño el contribuyente a la fecha de la enajenación o cesión.”.


e. Modifícase el artículo 21, sustituido por el numeral 11), en el siguiente sentido:


i. Intercálase en el inciso segundo, entre las expresiones “único de este artículo” y “y el impuesto territorial”, la expresión “, el impuesto establecido en el número 2, del artículo 38 bis”.


ii. Introdúcense las siguientes modificaciones al inciso tercero: 


- Modifícase el primer párrafo del numeral ii) en el siguiente sentido:


• Sustitúyese la palabra “de” que se encuentra a continuación de la palabra “encubierta”, por la expresión “, que resulte imputada a”.


• Intercálase, entre la palabra “impuestos” y el punto seguido que está a continuación, la expresión “cuando así corresponda de acuerdo a lo señalado en el artículo 14”. 


- Modifícase el párrafo segundo del numeral ii) en el siguiente sentido:


• Elimínase la expresión “como tales”.


• Sustitúyese la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo” por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”. 


- Sustitúyese, en el párrafo final del numeral iii), la expresión “los números 2.- y 3.-” por “el número 2.-”. 


- Sustitúyese, en el párrafo segundo del numeral iv), la expresión “los números 2.- y 3.- de la letra B), del mismo artículo”, por la siguiente: “el número 2.- de la letra B), de dicho artículo, en la misma forma que los retiros, remesas o distribuciones.”.


f. Modifícase el numeral 15), que modifica el artículo 31, en el siguiente sentido:


i. En su letra d), introdúcense las siguientes modificaciones:


- Sustitúyese el tercer párrafo del número 3° del inciso cuarto, por el siguiente:


“Las pérdidas deberán imputarse a las rentas o cantidades que perciban, a título de retiros o dividendos afectos a los impuestos global complementario o adicional, de otras empresas o sociedades, sumas que para estos efectos deberán previamente incrementarse en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62.”. 


- Elimínase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, la expresión “o atribuidas”.


- Intercálase, en el párrafo final del número 3° del inciso cuarto, a continuación de la palabra “utilidades”, la segunda vez que aparece, la palabra “incrementadas”.


ii. Suprímese la letra e).


g. Sustitúyese en el numeral 16), que modifica el artículo 33, el numeral 5°.- agregado por la letra c), por el siguiente: 


“5°.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del número 2°.- de este artículo, y en el número 1°.- del artículo 39, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 deberán incorporar como parte de la renta líquida imponible las rentas o cantidades a que se refiere la letra c) del número 2.- de la letra A) del mismo artículo. Para dicha incorporación deberán previamente incrementarlas en la forma señalada en el inciso final del número 1º del artículo 54 y en los artículos 58 número 2) y 62. En contra del impuesto de primera categoría que deban pagar sobre las rentas o cantidades indicadas, procederá la deducción del crédito por impuesto de primera categoría que establece el artículo 56 número 3) y 63. Cuando corresponda aplicar el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2, de la letra B) del artículo 14, deberá descontarse aquella parte sujeta a restitución. En caso de determinarse una pérdida tributaria, se aplicará lo dispuesto en el número 3 del artículo 31.”.


h. Modifícase el artículo 38 bis, reemplazado por el numeral 21), en el siguiente sentido:


i. Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 1.-:


- Modifícase el primer párrafo en el siguiente sentido:


• Sustitúyese la expresión “al crédito establecido en el artículo”, por “al crédito establecido en los artículos”.


• Sustitúyese la expresión “la letra f)”, por “la letra d)”.


• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.


• Elimínase la expresión “según su valor”.


- Sustitúyese el párrafo final por el siguiente: 


“Cuando corresponda aplicar los créditos establecidos en los artículos 56, número 3) y 63, que se mantenga en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible del impuesto global complementario o adicional respectivo, un monto equivalente a dicho crédito para determinarla.”.


ii. Introdúcense las siguientes modificaciones a su número 2.-:


- Sustitúyese el primer párrafo por el siguiente: 


“2.- Los contribuyentes que declaren sobre la base de su renta efectiva según contabilidad completa sujetos a las disposiciones de la letra B) del artículo 14, deberán considerar retiradas, remesadas o distribuidas las rentas o cantidades acumuladas en la empresa indicadas en el inciso siguiente, incrementadas en una cantidad equivalente al 100% del crédito por impuesto de primera categoría y el crédito por impuestos finales incorporados ambos separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2, de la letra B), del artículo 14, por parte de sus propietarios, contribuyentes del artículo 58, número 1), comuneros, socios o accionistas, en la proporción en que éstos participan en las utilidades de la empresa o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no se hubiere aportado siquiera una parte de éste, para afectarse con la tributación que a continuación se indica.”.


- Modifícase el párrafo segundo en el siguiente sentido:


• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.


• Elimínase la expresión “, según su valor”.


• Sustitúyese en el numeral i) la expresión “letra a)”, por “letra c)”.


- Sustitúyese el párrafo tercero por el siguiente: 


“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14, y el crédito contra impuestos finales a que se refieren los artículos 41 A y 41 C, que se mantenga separadamente en dicho registro. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de la letra d) recién señalada, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto.”.


- Modifícase el párrafo cuarto en el siguiente sentido:


• Sustitúyese la expresión “letra f)”, por “letra d)”.


• Sustitúyese la expresión “y la letra b)”, por “y en el numeral i), de la letra d)”.


iii. Intercálase, en el numeral ii) del número 4.-, entre la expresión “número 2°” y el punto aparte, la expresión “, aplicando la depreciación normal”.


iv. Elimínase, en el número 5.-, la expresión “y practicar las retenciones que establece el número 4 del artículo 74 sobre aquellas rentas o cantidades que deban considerarse retiradas, remesadas o distribuidas en la forma allí reglada”. 


v. Intercálase, en el número 6.-, entre la expresión “a tal fecha” y el punto aparte, lo siguiente: “, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde aplicar lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario, o en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de esta ley.”.


i. Elimínase en el número 1° del artículo 39, sustituido por la letra a) del numeral 22), la expresión “, y en el número 4.- de la letra B), ambas”.


j. Modifícase  los números 8° y 9° del artículo 41, sustituidos por la letra b) del numeral 24), en el siguiente sentido:


i. Suprímese en el número 8° el párrafo segundo.


ii. Introdúcense las siguientes modificaciones al número 9°:


- Suprímese, en el primer párrafo, la expresión “, considerando en el caso del ajuste que establece el párrafo segundo de dicho número, el capital suscrito y pagado por el socio en el total de éste”.


- Modifícase el segundo párrafo en el siguiente sentido:


• Sustitúyese la expresión “párrafo primero del referido número 8” por “número 8 precedente”.


• Elimínase la expresión “El valor de ajuste que establece el párrafo segundo del número 8, y que aplica también para este número, sólo podrá ser deducido del mayor valor que se determine con ocasión de la enajenación y hasta la concurrencia de éste, de la inversión en acciones o derechos en empresas o sociedades sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, descontando previamente de dicho ajuste el valor de los retiros, remesas o distribuciones que el enajenante haya efectuado o percibido desde la sociedad, durante el mismo ejercicio en que se efectúa la enajenación y hasta antes de ésta. La parte de este ajuste que no pueda ser deducido en la forma señalada, se contabilizará con cargo a la cuenta “Revalorización del Capital Propio”.”, pasando el punto seguido a ser punto final.


k. Modifícase los artículos 41 A, 41 B, 41 C y 41 D, sustituidos por el numeral 25), en el siguiente sentido:


i. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 41 A.- letra A.-:


- Modifícase el número 1.- en el siguiente sentido:


• Reemplázase, en el párrafo segundo, la oración “En caso que en el país fuente de los dividendos o de los retiros de utilidades sociales no exista impuesto de retención a la renta, o éste sea inferior al impuesto de primera categoría de Chile, podrá” por “Podrá”.


• Reemplázase, en el párrafo tercero, la expresión “En la misma situación anterior, también” por “También”.


• Agrégase en el párrafo tercero, a continuación del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “También se aplicará dicho crédito, cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.


- Sustitúyese en el párrafo final del número 2.-, la expresión “con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiere un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores”, por “en la forma que se indica en los números siguientes”.


- Modifícase el número 3 de la siguiente manera:


• Suprímese, en el segundo párrafo de la letra b), la expresión “en que se determinen rentas de fuente extranjera afectas a dicho tributo”.


• Incorpórase en la letra b), el siguiente párrafo final: 


“Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido pagado con este crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido pagado con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de dicho crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.


• Sustitúyese el número 4.- por el siguiente:


“4.- Crédito contra los impuestos finales. La cantidad que resulte después de restar al crédito total disponible, el crédito de primera categoría determinado conforme a lo establecido en el número precedente, constituirá el saldo de crédito contra los impuestos finales, que podrá imputarse en contra de los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la forma que establecen los artículos 56 número 3) y 63, considerando las siguientes normas:


a) En el caso de que las rentas de fuente extranjera que dan derecho al crédito que trata este artículo hayan sido obtenidas por contribuyentes obligados a determinar su renta líquida imponible según contabilidad completa, se aplicarán las siguientes reglas:


i) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra B), del artículo 14, el crédito contra los impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B) del artículo 14.


El crédito registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos, se ajustará en conformidad con la variación del índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al cierre del ejercicio en que se haya generado y el último día del mes anterior al cierre de cada ejercicio, o hasta el último día del mes anterior al del retiro, remesa o distribución, según corresponda.


El crédito contra impuestos finales registrado en la forma antedicha se considerará distribuido a los accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional, o asignado a las partidas señaladas en el inciso segundo del artículo 21, según corresponda. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro, remesa, distribución o partidas señaladas, previamente incrementados en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado.


En estos casos, cuando las rentas retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, o cuando deba rebajarse el crédito correspondiente a las partidas del inciso 2°, del artículo 21, éste se calculará en la forma señalada en dichos artículos y en el número 3, de la letra B), del artículo 14, sobre el monto de los retiros, remesas, distribuciones o partidas señaladas, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.


ii) Tratándose de empresas sujetas a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14, el crédito contra impuestos finales se asignará en el mismo ejercicio en que se determine, de manera proporcional junto a la renta que deba atribuirse, para imputarse contra los impuestos global complementario o adicional, en la forma que disponen los artículos 56 número 3) y 63.


iii) Si en el año en que se genera el crédito contra impuestos finales el contribuyente presenta pérdidas, dicho crédito se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda. Si las pérdidas absorben retiros o dividendos provenientes de otras empresas constituidas en el país que tengan derecho al crédito contra impuestos finales, éste también se extinguirá total o proporcionalmente según corresponda, sin derecho a devolución.


iv) Si los retiros o dividendos con derecho al crédito contra impuestos finales son percibidos por otros contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, se aplicará los dispuesto en los numerales ii) o iii) anteriores según corresponda. Si tales rentas son percibidas por contribuyentes sujetos a las normas de la letra B), del artículo 14, se aplicará lo dispuesto en el numeral iii) precedente, o bien, conforme a lo indicado en el numeral i) anterior, el crédito contra impuestos finales se anotará separadamente en el saldo acumulado de créditos a que se refiere la letra d), del número 2. de la referida letra B), según corresponda.


b) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean distribuidas, retiradas o deban considerarse devengadas por contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se agregará a la base de dichos tributos, debidamente reajustado. Tratándose del impuesto adicional, también se aplicará el reajuste que proceda por la variación del índice de precios al consumidor ocurrida entre el último día del mes anterior al de la retención y el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio al que corresponda la declaración anual respectiva, y


c) Cuando las rentas que dan derecho a este crédito sean atribuidas a contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, el crédito contra impuestos finales se considerará formando parte de la renta atribuida, y por tanto, no se agregará suma alguna a la base de dichos tributos.


En los casos señalados en las letras b) y c) anteriores, el crédito contra impuestos finales referido se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.


ii. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra B): 


- Agrégase, en el número 1.-, el siguiente párrafo final: 


“Cuando las rentas que deban reconocerse en Chile se hayan afectado con el impuesto adicional de esta ley por corresponder en su origen a rentas de fuente chilena obtenidas por el establecimiento permanente, el citado impuesto adicional podrá deducirse como crédito del impuesto que corresponda aplicar sobre tales rentas, conforme a este artículo.”.


- Modifícase el número 4.- en el siguiente sentido:


• Sustitúyense los primeros dos párrafos por los siguientes: 


“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.


Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá de los impuestos global complementario o adicional determinados, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.


• Reemplázase el numeral v) del párrafo tercero por el siguiente: 


“v) El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.


• Agrégase, en el numeral vi) del párrafo tercero, a continuación de la palabra “artículo” y antes del punto aparte, la frase “y las demás reglas señaladas en el párrafo segundo de este número.”.


• Intercálase, en el numeral viii) del párrafo tercero, entre la expresión “artículo 41 C” y el punto final, lo siguiente: “, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile”.


iii. Sustitúyese, en el artículo 41 A, letra C), el número 4.- por el siguiente: 


“4.- El excedente del crédito definido en los números anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.


Los contribuyentes deberán en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del crédito por impuesto de primera categoría anotado en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, que haya sido cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.- de la letra D.- de este artículo. El crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, que haya sido cubierto con este crédito del exterior, se deducirá del impuesto global complementario o adicional determinado, según corresponda, con posterioridad a cualquier otro crédito o deducción autorizada por la ley. Si hubiera un remanente de crédito, éste no dará derecho a devolución o imputación a otros impuestos ni podrá recuperarse en los años posteriores.”.


iv. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 41 A, letra D): 


- Sustitúyese, en el primer párrafo del número 1.-, la expresión “, cuando sea procedente” por la siguiente: “en el caso de que sean obtenidas por contribuyentes que no estén obligados a aplicar las normas sobre corrección monetaria”.


- Sustitúyese, en el número 7.-, la oración: “Este impuesto tampoco podrá ser imputado como crédito contra el impuesto global complementario o adicional que se determine sobre rentas de fuente chilena. Para estos efectos, deberá distinguirse la parte del impuesto de primera categoría que haya sido cubierto con el referido crédito.”, por la siguiente: “Tampoco otorgará tal derecho, cualquier otro crédito al que se impute el crédito por impuestos de primera categoría que haya sido pagado con el crédito que establece este artículo y el artículo 41 C.”.


v. Agrégase en el número 4.- del artículo 41 B, a partir del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Para estos efectos se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado sobre las rentas de fuente extranjera, es aquel que se determine sobre la renta líquida extranjera más el crédito por impuestos pagados en el exterior que en definitiva resulte aplicable.”.


vi. Agrégase en el párrafo segundo del número 2.- del artículo 41 C, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la frase “También se aplicará dicho crédito cuando las sociedades subsidiarias referidas estén domiciliadas en un tercer país con el cual se encuentre vigente un convenio para evitar la doble tributación internacional u otro que permita el intercambio de información para fines tributarios, en el cual se hayan aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.


vii. Suprímese la sustitución del artículo 41 D.


l. Modifícase el número 1° del artículo 54, sustituido por el numeral 34, de la siguiente manera:


i. Intercálase, en el cuarto párrafo, a continuación de la expresión “41 G,” la siguiente expresión: “ en ambos casos luego de haberse gravado previamente con el impuesto de primera categoría,”.


ii. Agrégase, en el octavo párrafo, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.


m. Modifícase el número 3° del artículo 56, modificado por el numeral 37), en el siguiente sentido:


i. Incorpórase, en el primer párrafo sustituido en la letra a), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la renta bruta global. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y el artículo 41 C.”.


ii. Sustitúyense, en el párrafo final incorporado por la letra c), la palabra “imputen”, por la expresión “habiendo utilizado”; el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)”, por “d)”.


iii. Intercálase, en el párrafo final incorporado por la letra c), a continuación de la expresión  “14,”, la siguiente expresión: “sea que éste haya sido imputado contra los impuestos que deba declarar anualmente el contribuyente o que haya solicitado la devolución del excedente que determine,”.


n. Intercálase, en el número 2) del artículo 58, sustituido por la letra b) del numeral 39), a continuación del punto final del segundo párrafo, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en los artículos 41 A y 41 C.”.


o. Modifícase los nuevos incisos séptimo y octavo del artículo 62, sustituidos por la letra d) del numeral 42), de la siguiente forma: 


i. Suprímese, en el nuevo inciso séptimo, las expresiones “rentas o cantidades percibidas de empresas o sociedades constituidas en el extranjero y aquellas que resulten de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 41 G, las”.


ii. Intercálase, en el nuevo inciso octavo, a continuación de la expresión “según corresponda” y antes del punto final, la siguiente: “, de acuerdo con las reglas establecidas en dicha norma. Se procederá en los mismos términos cuando en estos casos corresponda aplicar el crédito contra impuestos finales establecido en la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.


p. Modifícase el artículo 63, modificado por el numeral 43), en el siguiente sentido:


i. Agrégase en el nuevo inciso segundo, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “En los demás casos, procederá el crédito por el impuesto de primera categoría que hubiere gravado las demás rentas o cantidades incluidas en la base imponible de este impuesto. También procederá el crédito contra impuestos finales en la forma y casos que establece la letra A) del artículo 41 A y en el artículo 41 C.”.


ii. Sustitúyese, en el nuevo inciso tercero, el numeral “i)” por “ii)”, y la letra “b)” por “d)”.


iii. Incorpórase en el nuevo inciso tercero, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente expresión: “y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas;”.


q. Modifícase el número 4° del artículo 74, sustituido por el numeral 47), de la siguiente manera:


i. Sustitúyese el párrafo segundo, por el siguiente:


“Tratándose de empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de las letras A) y/o B), del artículo 14, la retención que deba efectuarse sobre los retiros, remesas o distribuciones afectas al impuesto adicional, se efectuará incrementando previamente la base en virtud de los artículos 58 y 62, con derecho al crédito establecido en los artículos 41 A, 41 C y 63, determinado conforme a lo dispuesto en el número 5 de la letra A), y en el número 3, de la letra B), ambas del artículo 14. En el caso de las empresas, comunidades y sociedades sujetas a las disposiciones de la referida letra A), la retención se efectuará al término del ejercicio, la que se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.


ii. Modifícase el tercer párrafo de la siguiente forma:


- Sustitúyense, el numeral “i)”, por “ii)”; y la letra “b)” por la letra “d)”.


- Incorpórase, a continuación de la expresión “vigente,” la siguiente: “ y del cual sean beneficiarios respecto de la imposición de las rentas retiradas, remesadas o distribuidas indicadas,”.


iii. Reemplázase el párrafo sexto, por el siguiente:


“Tratándose de las cantidades que deban atribuirse a contribuyentes del impuesto adicional, sea conforme a lo dispuesto en el artículo 38 bis, en las letras A) o C) del artículo 14, o determinadas de acuerdo al artículo 14 ter letra A), la retención se efectuará sobre la renta atribuida que corresponda con tasa del 35%, con deducción del crédito establecido en el artículo 63, cuando la empresa o sociedad respectiva se hubiere gravado con el impuesto de primera categoría. La retención en estos casos se declarará en conformidad a los artículos 65, número 1 y 69.”.


iv. Modifícase el séptimo párrafo de la siguiente forma:


- Reemplázase la frase “igual a la diferencia entre las tasas de los impuestos adicional y de primera categoría vigentes a la fecha de enajenación, cuando deban gravarse además con este último tributo,”, por “del 10%”.


- Intercálase, a continuación de la expresión “en Chile,”, la segunda vez que aparece, la expresión “sin deducción alguna,”.


v. Modifícase en el décimo párrafo de la siguiente forma:


- Agrégase, a continuación de la expresión “doble tributación internacional”, la frase “y sean beneficiarios de dicho convenio”; 


- Sustitúyese la frase “y sea, cuando el convenio así lo exija, el beneficiario efectivo de dichas rentas o cantidades, o tenga la calidad de residente calificado”, por “y que cumple con los requisitos para ser beneficiario de las disposiciones del convenio respecto de la imposición de las rentas o cantidades señaladas”.


2. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:

a. Sustitúyese, en el inciso tercero, la fórmula que establece luego de los dos puntos, por la siguiente:


“Tij =   CSCpci X Pobj 

    
 Donde: 

     
Tij = Tasa del impuesto por tonelada del contaminante “i” emitido en la comuna “j” medido en US$/Ton

     
CSCpci = Costo social de contaminación per cápita del contaminante “i”

    
Pobj = Población de la comuna “j”.”.


b. Sustitúyese el inciso cuarto, incluida la tabla que contiene, por el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Respecto de estos mismos contaminantes, si el establecimiento se encuentra dentro de una comuna que a su vez forme parte de una zona declarada como zona saturada o como zona latente por concentración de material particulado (MP), óxidos de nitrógeno (NOx) o dióxido de azufre (SO2) en el aire conforme a lo establecido en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, se aplicará a la tasa de impuesto por tonelada de contaminante un factor adicional consistente en el coeficiente de calidad del aire, resultando en la siguiente fórmula para su cálculo:

     
Tij= CCAj×CSCpci×Pobj

     
Dónde:


CCAj= Coeficiente de calidad del aire en la comuna “j”.”


c. Incorpóranse los siguientes incisos quinto y sexto, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo, y así sucesivamente:


“El coeficiente de calidad del aire corresponderá a dos valores diferenciados dependiendo si la comuna “j” ha sido declarada zona saturada o zona latente: 


Coeficiente de


Calidad del Aire
Coeficiente


Zona Saturada
1.2


Zona Latente
1.1


Para efectos de la aplicación del coeficiente de calidad del aire, en caso que una zona saturada o zona latente incluya a una parte o fracción de una comuna, ésta será considerada en su totalidad como zona saturada o latente, respectivamente. Si una comuna es parte de distintas zonas, saturadas o latentes, primará el coeficiente aplicable a zona saturada.”.


d. Modifícase el inciso noveno, que pasa a ser undécimo, de la siguiente manera:


i. Sustitúyese la expresión “determinará mediante decreto supremo”, por “publicará anualmente un listado de”.


ii. Incorpórase luego de la expresión “de este artículo” y antes del punto seguido, que pasa a ser punto aparte, las expresiones “y de las comunas que han sido declaradas como saturadas o latentes para efectos de este impuesto”.


iii. Elimínase la frase “Dicho decreto deberá actualizarse anualmente.”.


e. Modifícase el inciso décimo, que pasa a ser duodécimo, de la siguiente manera:


i. Sustitúyense los vocablos “certificará” por “consolidará”; y “efectuadas” por “informadas”.


ii. Elimínase la siguiente oración, a continuación del punto seguido, que pasa a ser punto aparte: “La certificación podrá ser impugnada conforme lo dispuesto en el artículo 55 contenido en el artículo segundo de la Ley N° 20.417, suspendiéndose el giro del impuesto mientras el recurso no se encuentre totalmente resuelto.”.


f. Sustitúyese, en el inciso undécimo, que pasa a ser decimotercero, la frase “la metodología para determinar los factores de emisión-concentración por comuna, conforme a lo señalado en el inciso cuarto; asimismo,” por “las obligaciones y procedimientos relativos a la identificación de los contribuyentes afectos y”.


3. Intercálase, a contar de la fecha de vigencia del artículo 12, en la partida 00.36, incorporada por el ya citado artículo, y a continuación del punto seguido que se encuentra después de la palabra “análogos”, la siguiente oración: “También se acogerán a lo dispuesto en la presente partida las mercancías a que se refiere que hayan sido importadas por terceros para ser donadas a los Cuerpos de Bomberos o a la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile referidos, y siempre que se lleve a cabo la donación en el plazo de tres meses contados desde la importación, de todo lo cual deberá dejarse constancia en el certificado respectivo.”.


4. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:


a. Introdúcense las siguientes modificaciones a los artículos 81, 82 y 86 de la ley N° 20.712, sustituidos por el numeral 1):


i. Modifícase el artículo 81, que regla el tratamiento tributario para Fondos de Inversión y Fondos Mutuos, de la siguiente manera:


- Modifícase en el número 2), lo siguiente:


• Suprímese la expresión “A) o”.


• Sustitúyese las letras a) y b), por la siguiente letra a), pasando las actuales letras c) y d), a ser b) y c), respectivamente: 


“a) Rentas afectas a impuestos: Deberán registrar al término del año comercial respectivo, la suma de las rentas o cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional que mantenga el fondo. Dichas sumas corresponderán al monto que se determine anualmente, al término del año comercial que se trate, como la diferencia que resulte de restar a la suma de los beneficios netos percibidos según este concepto se define en el artículo 80 de esta ley, que se aplicará tanto a los Fondos Mutuos y Fondos de Inversión solo para fines tributarios, que se mantengan acumulados en el fondo y sea que se hayan capitalizado o no, el monto positivo de las sumas anotadas en el registro establecido en la letra b) siguiente. Las rentas de fuente extranjera incluidas en el registro de la letra d), se rebajarán de los beneficios netos únicamente cuando los fondos cumplan los requisitos establecidos en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley.”.


• Agrégase, en la letra c), que pasa a ser b), a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, según lo dispuesto en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


• Sustitúyese, en el segundo párrafo de la letra d) que pasa a ser c), la expresión “letras A) y/o”, por la palabra “letra”. 


• Sustitúyese el tercer párrafo de la letra d) que pasa a ser c), por el siguiente: 


“El fondo deberá incorporar separadamente, como parte del saldo acumulado de crédito, el saldo de crédito contra impuestos finales por los impuestos pagados en el exterior determinados de acuerdo a lo establecido en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que se asignarán en la forma allí señalada, sólo cuando correspondan a rentas que deban gravarse con impuesto, no así, en los casos establecidos en el numeral iii), de la letra B), del artículo 82. Para estos efectos, se considerará que el impuesto de primera categoría aplicado es aquel que hubiese correspondido a un contribuyente sujeto al régimen de la letra B, del artículo 14, de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


• Sustitúyese las letras e) y f), por la siguiente letra d): 


“d) Registro especial de rentas de fuente extranjera. Para efectos de lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82 de esta ley, los fondos que cumplan los requisitos establecidos en dicha norma, deberán llevar un registro para el control de las rentas o cantidades percibidas producto de las inversiones a que se refiere la citada norma. De este registro deberán rebajarse los gastos, costos y desembolsos imputables a los ingresos de la misma naturaleza, aplicando la misma regla establecida en la letra e), del número 1, del artículo 33 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


- Sustitúyese, en el número 3), los párrafos primero y segundo, por el siguiente párrafo primero: 


“3) El reparto de toda suma proveniente de las utilidades generadas por el fondo, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota no imputada al capital, se gravará con los impuestos global complementario o adicional, salvo que correspondan a ingresos exentos, no constitutivos de renta, o la devolución del capital y sus reajustes. Dicho reparto se imputará a las cantidades que mantenga el fondo al término del ejercicio inmediatamente anterior, comenzando por aquellas cantidades afectas a los impuestos global complementario o adicional anotadas en el registro de la letra a), del número 2) anterior, y luego las anotadas en el registro señalado en la letra b), del mismo número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. No obstante, las utilidades o beneficios distribuidos por los fondos que tengan inversiones en el exterior, conforme a lo dispuesto en el numeral iii) de la letra B) del artículo 82.-, se imputarán en primer lugar, a las rentas o cantidades anotadas en el registro establecido en la letra d) del número 2) anterior.”.


- Modifícase el número 10) de la siguiente manera: 


• Elimínase la letra a), pasando las letras b), c), d) y e), a ser a), b), c) y d), respectivamente.



• Sustitúyese en la letra d), que pasa a ser c), la expresión “el párrafo segundo del número 3)”, por “la letra a) del número 2)”.


• Sustitúyese en la letra e), que pasa a ser d), la expresión “se le atribuyan o”, por la palabra “le”.


ii. 
Modifícase el artículo 82 de la siguiente manera:


- Modifícase en la letra A), lo siguiente:


• Sustitúyense las letras a), b) y c), por la siguiente letra a), pasando la actual letra d) a ser b):


“a) Se afectarán con el impuesto de primera categoría o global complementario, sobre los beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, con derecho a deducir el crédito establecido en el artículo 56 número 3), de acuerdo a lo dispuesto en los números 2) y 3) del artículo anterior, salvo que dichos beneficios o utilidades distribuidos por el fondo, resulten imputados a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b) del número 2) del artículo anterior, en cuyo caso no se afectarán con impuesto alguno, considerándose en todo caso aquellos efectuados con cargo a las rentas exentas del impuesto global complementario, para efectos de la progresividad que establece el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


• Sustitúyese, en la letra d) que pasa a ser b), la expresión “sus rentas efectivas según contabilidad completa”, por “el impuesto de primera categoría sobre sus rentas efectivas”. 


- Modifícase en la letra B), lo siguiente:

• Sustitúyese el numeral i), por el siguiente:


“i) La remesa, distribución, pago, abono en cuenta o puesta disposición de las cantidades afectas al impuesto adicional proveniente de las inversiones de un fondo a estos contribuyentes, incluido el que se efectúe mediante la disminución del valor cuota del fondo no imputada al capital, estará afecta a un impuesto único a la renta del 10%, sin derecho a los créditos establecidos en el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los que igualmente deberán rebajarse del registro establecido en la letra c) del número 2) del artículo anterior. No obstante, tratándose de la distribución de dividendos, cuando éstos correspondan a las partidas señaladas en el registro de la letra b) del número 2) del artículo anterior, quedarán liberados de la referida tributación, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario. Tratándose de la devolución total o parcial del capital aportado al fondo y sus reajustes, o su rescate con ocasión de la liquidación del fondo, no se afectarán con la referida tributación y dichas operaciones se sujetarán al orden de imputación establecido en el artículo 17 número 7º de la ley sobre Impuesto a la Renta, en relación con el artículo 14 letra B) de la misma ley. Para estos efectos, los fondos de inversión considerarán como utilidades de balance o financieras el saldo acumulado de aquellas rentas o cantidades señaladas en la letra a), del número 2, del artículo anterior, imputándose para efectos de la tributación que establece este artículo, con anterioridad al capital y sus reajustes.


En los casos del párrafo anterior, será obligación de la administradora determinar si los beneficios distribuidos corresponden a cantidades tributables o no tributables según corresponda, debiendo observar los órdenes de imputación señalados en el número 3) del artículo anterior, y, tratándose de la devolución de capital o rescate en su caso, poner a disposición de los aportantes los certificados que correspondan dentro de los plazos que permitan por parte de éstos el cumplimiento oportuno de sus obligaciones tributarias.”.


• En el tercer párrafo del numeral iii), sustitúyese la expresión “los registros b) y c)”, por “el registro de la letra b)”.


• En el tercer párrafo del numeral iii), agrégase, a continuación de la expresión “referida tributación”, la siguiente: “, salvo que se trate de rentas exentas sólo del impuesto global complementario”.


iii.
 Modifícase el artículo 86 de la siguiente manera:


- Suprímese el párrafo segundo de la letra A).


b. Elimínase el numeral 2). 


c. Agrégase en el numeral 4), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.


d. Agrégase en el numeral 6), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.


e. Agrégase, en el numeral 7), a continuación de la expresión “14;”, lo siguiente: “14 ter;”.

5. Modifícase el artículo tercero transitorio, a partir del 1 de enero de 2016, en el siguiente sentido:


a. Modifícase el numeral I.- del modo siguiente: 


i. Modifícase la letra a) del número 1.-, de la siguiente manera:

- Agrégase el siguiente párrafo segundo al numeral i): 


“No obstante lo anterior, determinarán a contar del 1 de enero de 2017, un saldo total de utilidades tributables que considerará la suma de todas las utilidades que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables. También se determinará un saldo total de crédito e incremento por impuesto de primera categoría a que se refieren los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, que hubiere afectado a tales sumas, y separadamente un saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales según disponen los artículos 41 A y 41 C de dicha ley, distinguiendo en todo caso si los créditos señalados dan derecho a devolución o no.”.


- Sustitúyese en el numeral iii) la conjunción “y”, que antecede a la expresión “las que se afectaron”, por “, incluyendo dentro de éstas,”.


- Sustitúyese el numeral vi), por el siguiente: 


“vi) El monto que se determine por la diferencia que resulte de restar al valor positivo del capital propio tributario; el monto positivo de las sumas que se determinen conforme a los numerales i) al iii) anteriores y el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes de noviembre de 2016. Para estos efectos se considerará el valor del capital propio tributario determinado de acuerdo al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


ii. 
Modifícase la letra b) del número 1.-, en el siguiente sentido:


- Sustitúyase, en el numeral i), la expresión “y iii)” por “al vi)” y agrégase, a continuación del guarismo “2016”, lo siguiente: “, y las normas que se indican en la presente ley.”.


- Sustitúyese el numeral ii), por los siguientes numerales ii) y iii):


“ii) Para determinar al término de cada año comercial las rentas o cantidades a que se refiere la letra a) del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, deberá descontarse del valor positivo del capital propio tributario determinado conforme al número 1 del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta al cierre del ejercicio: 1) el saldo que se mantenga en el registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta; 2) el valor del capital aportado efectivamente a la empresa más sus aumentos y menos sus disminuciones posteriores, reajustados de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectúa el aporte, aumento o disminución y el mes anterior al término del ejercicio respectivo; 3) el saldo de inversiones que se mantenga en el registro que establece el inciso segundo de la letra b), del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto al 31 de diciembre de 2016, indicado en el numeral ii) de la letra a) precedente; y 4) el saldo que se mantenga en el Fondo de Utilidades No Tributables indicado en el numeral iii) de la letra a) anterior, y que para todos los efectos se considerará formando parte del registro señalado en la letra c), del número 2.- de la letra B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, conforme se indica en el numeral siguiente.


iii) La suma del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables a que se refiere el inciso segundo del numeral i) y las cantidades indicadas en el numeral vi), ambas de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017 al registro establecido en la letra a), del número 2 de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. En todo caso, estos contribuyentes, así como aquellos sujetos a las disposiciones de la letra A), del referido artículo 14, mantendrán igualmente el control separado del saldo total de las utilidades tributables acumuladas en dicho Fondo de Utilidades Tributables, para efectos de determinar la tasa de crédito a que se refieren los numerales i) y ii), de la letra c) siguiente. 


El saldo total de los créditos a que se refieren los artículos 56 número 3) y 63, y el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales establecido en el artículo 41 A y 41 C, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, a que se refiere el inciso segundo del numeral i) de la letra a) anterior, se incorporarán separadamente cada uno de ellos, a contar del 1 de enero de 2017, en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), y en la letra d), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Además, en todos los casos deberá distinguirse aquella parte de dichos créditos cuyo excedente da derecho a devolución o no.


Dichos saldos de utilidades tributables, créditos e incrementos por impuesto de primera categoría, así como el saldo de crédito total disponible contra los impuestos finales, se determinará, al término de cada año comercial, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo de Utilidades Tributables que deban mantener y controlar con motivo de una conversión, división o fusión de empresas o sociedades efectuadas a partir del 1 de enero de 2017, y en el caso de empresas sujetas al régimen de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, además, con las utilidades, créditos e incrementos provenientes del Fondo señalado que correspondan por retiros, dividendos o participaciones que se perciban desde otras empresas o sociedades a partir de la misma fecha.


Las cantidades indicadas en el numeral iii), de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro establecido en la letra c), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra c), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, como rentas exentas de los impuestos global complementario o adicional, o ingresos no constitutivos de renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior. Se incluirán como ingresos no constitutivos de renta, las cantidades que se afectaron con el impuesto de primera categoría en carácter de único.


Las cantidades indicadas en el numeral v) de la letra a) anterior, se entenderán incorporadas a contar del 1 de enero de 2017, al registro de la letra b), del número 4. de la letra A), o al registro de la letra b), del número 2. de la letra B), ambas del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según corresponda, considerándose como un remanente proveniente del ejercicio anterior.”.


iii. Sustitúyese la letra c) del número 1.-, por la siguiente: 



“c) Los retiros, remesas o distribuciones que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se imputarán en la forma establecida en las letras A) o B) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, considerando además lo siguiente:


i) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán al término del año comercial respectivo comenzando por aquellas cantidades que se mantengan en el registro de la letra a), del número 4. de la referida letra A). A continuación, el exceso se imputará a las cantidades que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14; y posteriormente a las cantidades anotadas en el registro de la letra c), de dicho número, comenzando por las rentas exentas y luego los ingresos no constitutivos de renta. Para los efectos referidos anteriormente, el saldo o remanente positivo o negativo de todas las cantidades señaladas, se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes precedente al término del ejercicio anterior y el mes anterior al del término del ejercicio respectivo.


Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten afectos a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en el registro de la letra b) del número 4. de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 5, de la letra A), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 5, de la letra A), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito, y se sumará el monto que deba incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.


El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A letra A), 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros afectos a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de crédito de 8% sobre una cantidad tal, que al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.


Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dichos créditos para determinarla. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral.


De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravadas con dicho impuesto.


ii) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, los retiros, remesas o distribuciones se imputarán considerando el remanente proveniente del ejercicio inmediatamente anterior de las cantidades anotadas en los registros señalados en las letras a), b) y c), del número 2. de la letra B), de dicho artículo 14, y de acuerdo a las reglas que allí se establecen, considerándose como parte del remanente proveniente del ejercicio anterior de dichos registros las cantidades señaladas en la letra a) precedente, según corresponda.


Cuando los retiros, remesas o distribuciones resulten imputados a rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional, sea porque resultan imputados a cantidades gravadas que se mantengan en los registros de las letras a) o b), del número 2. de la letra B) del artículo 14, o bien, porque no resultan imputados a ninguno de los registros referidos, tendrán derecho al crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63, todos de la ley sobre Impuesto a la Renta que se mantengan en el saldo acumulado de créditos establecido en la letra d), del número 2., de la letra B del artículo 14. Se asignará en primer término, hasta agotarlo, el saldo de crédito que se genere sobre rentas gravadas a contar del 1 de enero de 2017, en la forma señalada en el número 3, de la letra B), del artículo 14, y luego el saldo de este crédito que se mantenga acumulado conforme a lo indicado en el inciso segundo, del numeral i), de la letra a) anterior y el numeral iii), de la letra b) precedente, el que se asignará con una tasa que se determinará anualmente al inicio del ejercicio respectivo, multiplicando por cien, el resultado de dividir el saldo total del crédito por impuesto de primera categoría acumulado al término del ejercicio inmediatamente anterior, por el saldo total de las utilidades tributables que se mantengan en el Fondo de Utilidades Tributables para este efecto a la misma fecha. Con todo, dicha tasa de crédito no podrá exceder de la que se determine conforme al número 3, de la letra B), del artículo 14. El crédito así determinado se rebajará del saldo acumulado de este crédito que se mantenga anotado separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, hasta agotarlo, comenzando por el crédito cuyo excedente da derecho a devolución y luego por aquel que no otorga tal derecho. Del saldo de utilidades tributables, se rebajará una cantidad equivalente al monto del retiro o distribución sobre el cual se hubiese otorgado este crédito y se sumará el monto de los retiros o dividendos percibidos o demás cantidades que deban incorporarse con motivo de reorganizaciones empresariales, cuando provengan de otros Fondos de Utilidades Tributables, ello para los efectos de recalcular la tasa de crédito a que se refiere este párrafo aplicable para el ejercicio siguiente, y así sucesivamente.


El crédito contra impuestos finales que hubiera correspondido sobre las utilidades tributables acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables, se asignará conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A, 41 C, 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, esto es, se considerará distribuido a los comuneros, accionistas, socios o empresarios individuales, conjuntamente con las distribuciones, remesas o retiros de utilidades afectas a los impuestos global complementario o adicional. Para este efecto, la distribución del crédito se efectuará aplicando una tasa de 8% sobre una cantidad tal que, al deducir dicho crédito de esa cantidad, el resultado arroje un monto equivalente al retiro o distribución previamente incrementado en el monto del crédito que establecen los artículos 56 número 3) y 63 determinado de la forma señalada en el párrafo anterior. En todo caso, el crédito no podrá ser superior al saldo de crédito contra impuestos finales que se mantenga registrado separadamente en el saldo acumulado de créditos.


Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados en los dos párrafos anteriores, tratándose de las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio. En estos casos, cuando las cantidades retiradas, remesadas o distribuidas tengan derecho al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, éste se calculará en la forma señalada, sobre el monto de los retiros, remesas o distribuciones, más el crédito contra los impuestos finales de que trata este numeral. De la misma manera señalada anteriormente se procederá cuando conforme al número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta deba practicarse la retención, declaración y pago del impuesto adicional sobre los retiros, remesas o distribuciones que resulten gravados con dicho impuesto.”.


iv. Incorpórase en el número 2.-, el siguiente párrafo final: 


“Para los efectos señalados, las devoluciones de capital que se efectúen a contar del 1 de enero de 2017, se sujetarán a lo dispuesto en el número 7, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a contar de esa fecha, pero las sumas retiradas, remesadas o distribuidas por estos conceptos se imputarán en primer término a las cantidades que se mantengan anotadas como saldo en el registro señalado en el numeral ii), de la letra a) del número 1 anterior, el que se reajustará de acuerdo a la variación del índice de precios al consumidor entre el mes anterior a aquel en que se efectuó el aporte o aumento de capital y el mes anterior a la devolución de capital, o al término del ejercicio respectivo, según corresponda.”.


v. Modifícase el número 4.- de la siguiente manera:


- Reemplázase el párrafo segundo, por el siguiente:


“Sobre los retiros que se mantengan en exceso al 31 de diciembre de 2016, los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas precedentes, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas así como de los propietarios o socios, o cesionarios en su caso, que efectuaron tales retiros, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las cantidades señaladas en las letras a), b) y c), del número 4.- de la letra A), del referido artículo 14, en ese mismo orden. Cuando resulten imputados a las cantidades que se mantengan en el registro de la referida letra b), se afectarán con los impuestos global complementario o adicional, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará en el ejercicio siguiente, o subsiguientes, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.


- Reemplázase el párrafo tercero, por el siguiente:


“En el caso de los contribuyentes sujetos a las disposiciones de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, junto con aplicar las reglas del párrafo primero de este número, cuando corresponda, deberán mantener el registro y control de estas partidas, así como de los propietarios o socios que efectuaron dichos retiros, o sus cesionarios en su caso, imputándose a continuación de los retiros, remesas o distribuciones efectuados durante el ejercicio, a las rentas afectas a los impuestos global complementario o adicional que se generen o perciban en el ejercicio respectivo, que se mantengan en el registro a que se refiere la letra a), del número 2., de la letra B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, afectándose por tanto con los referidos tributos, con derecho al crédito y con el incremento que establecen los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2017, considerando además las reglas establecidas en el presente artículo. En caso que aún persista un exceso, éste se imputará a las cantidades anotadas en el registro a que se refiere la letra b), del número 2.- de la letra B), del artículo 14 de la misma ley, en cuyo caso, también se gravarán en la forma indicada precedentemente con derecho a los créditos señalados, y luego a las de la letra c), del mismo número 2.-, y así sucesivamente, hasta agotar el saldo de dichos retiros en exceso.”.


- Agrégase en el párrafo quinto, a continuación de la palabra “subsiste” y antes del punto seguido, la siguiente expresión: “, siendo responsable por los mismos quién hubiere efectuado los retiros en exceso, o su cesionario, de acuerdo a las reglas precedentes. En caso que la continuadora o la que nace de la división resulte ser una sociedad anónima o una sociedad en comandita por acciones, por la participación que corresponda a los accionistas, dicha sociedad deberá pagar el impuesto del inciso primero del artículo 21 en el o en los ejercicios en que corresponda de acuerdo a las reglas anteriores, por los retiros en exceso que existan al momento de la conversión, división o fusión respectiva.”.


vi. Modifícase el número 9.- de la siguiente manera:


- Modifícase el párrafo primero de la letra a), como se señala a continuación:


• Sustitúyese la letra “f)” por la letra “d)”; 


• Incorpórase antes de la expresión “numeral i)”, la expresión “párrafo segundo del”.


• Agrégase, a continuación de la expresión “de la letra a),” la expresión “y el numeral iii), de la letra b), ambas”; y agrégase a continuación de la palabra “señaladas”, la expresión “y de acuerdo al numeral i), de la letra c), del número 1 anterior, según corresponda”.


- Modifícase el párrafo segundo de la letra a), como se señala a continuación:


• Suprímese la frase “la cantidad mayor que se determine entre el saldo acumulado de las utilidades tributables a que se refiere el numeral i), de la letra a), del número 1.- anterior, y”.


• Agrégase la palabra “positivo” a continuación de la expresión “valor”, la primera vez que aparece.


• Suprímese la expresión “, según su valor”. 


• Agrégase en el numeral i), a continuación del guarismo “14”, la expresión “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.


• Agrégase en el numeral ii), a continuación de la palabra “giro”, la frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro”.


• Suprímese el numeral iii).


- Sustitúyese el párrafo tercero de la letra a), que comienza con “Tratándose de rentas atribuidas”, por el siguiente: 


“Los propietarios, comuneros, socios o accionistas respectivos, tendrán derecho al crédito establecido en los artículos 56 número 3) y 63, asignado sobre dichas sumas, en la forma establecida en la letra d), del número 4, y el número 5, ambos de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 1 de enero de 2017, y el crédito que se determine conforme a lo indicado en el numeral i), de la letra c), del número 1 anterior. Cuando corresponda aplicar el crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 4., de la letra A), del artículo 14, tratándose de las cantidades atribuidas al término de giro, se agregará en la base imponible de los impuestos global complementario o adicional respectivos, un monto equivalente a dicho crédito para determinar la renta del mismo ejercicio, o la sujeta a la reliquidación que permite el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


- Modifícase la letra b) de la siguiente manera:


• Sustitúyese el encabezado del párrafo segundo, por el siguiente: “Tales cantidades corresponden a las diferencias positivas que se determinen entre el valor positivo del capital propio tributario del contribuyente a la fecha de término de giro de acuerdo a lo dispuesto en el número 1 del artículo 41, más los retiros en exceso a que se refiere el numeral iv), de la letra a), del número 1.- anterior, que se mantengan a esa fecha, y las siguientes cantidades:”.


• Reemplázase, en el numeral i) del párrafo segundo, la letra “a)” por “c)”.


• Intercálase en el numeral i) del párrafo segundo, a continuación del número “14”, la siguiente frase: “, registro este último que incluye las cantidades a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1 anterior”.


• Intercálase en el numeral ii) del párrafo segundo, a continuación de la palabra “giro”, la siguiente frase: “, incluidas dentro de ellas las rentas o cantidades que se mantengan de acuerdo al numeral ii), de la letra a), del número 1.- anterior, al término de giro.”.


• Elimínase, en el numeral ii) del párrafo segundo, la expresión final “; y”.


• Suprímese el numeral iii) del párrafo segundo.


• Sustitúyese el párrafo tercero, por el siguiente: 


“Estos contribuyentes tributarán por esas rentas o cantidades incrementadas en una cantidad equivalente al crédito establecido en los artículos 56, número 3) y 63, y el crédito contra impuestos finales, señalados anteriormente, ambos incorporados separadamente en el registro a que se refiere la letra d), del número 2., de la letra B), del artículo 14, con un impuesto del 35%. Contra este impuesto, podrá deducirse el saldo de crédito establecido en la letra d), del número 2.- de la letra B), del artículo 14. No obstante lo anterior, tratándose del saldo acumulado de crédito establecido en el numeral ii), de dicha letra, el referido crédito se aplicará sólo hasta un 65% de su monto. También tendrán derecho al crédito a que se refiere el párrafo segundo del numeral i), de la letra a), y el numeral iii) de la letra b), ambas del número 1 anterior, asignado en la forma señalada en el numeral ii), de la letra c), del referido número 1.”.


• Sustitúyese, en el párrafo cuarto, las letras “f)” y “b)”, por las letras “d)” y “d)”, respectivamente.


• Agrégase, en el párrafo cuarto, a continuación de la expresión “letra A), y”, la expresión “el numeral ii), de”.


• Incorpórase en el párrafo cuarto, a continuación de la palabra “referido”, la expresión “, según corresponda”.


vii. Modifícase el número 10.- de la siguiente manera:


- Agrégase en el párrafo primero, a continuación del guarismo “2017”, la siguiente expresión: “, dentro de los meses de junio a diciembre de 2016, cumpliendo los requisitos señalados en las normas referidas”.


- Suprímese el párrafo segundo.


- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la expresión “Código Tributario”, las expresiones “y hasta el término del año comercial 2016 cuando esta última sea una fecha posterior”.


- Intercálase en el párrafo tercero, que pasa a ser segundo, a continuación de la palabra “correspondiente”, lo siguiente: “, o bien, en una declaración complementaria que deberán presentar para tal efecto”.


b. Modifícase el numeral III.- del artículo tercero transitorio:


i.
 Modifícase el número 2), en el siguiente sentido: 


- Reemplázase la oración “íntegramente retiradas, remesadas o distribuidas dichas cantidades al término del ejercicio anterior al ingreso al régimen simplificado, para afectarse con los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, aplicándose al efecto las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente a esa fecha”, por “dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter”.


- Incorpórase los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto: 


“De esta manera, las empresas que se incorporan al régimen establecido en la letra A) del artículo 14 ter a partir del 1 de enero de 2017, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 


i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 


ii) Las cantidades anotadas en el Fondo de Utilidades No Tributables a que se refiere el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 


Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3) y 63, que se mantenga en el saldo del Fondo de Utilidades Tributables a esa fecha, y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. El señalado ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.”.


ii. Incorpórase, los siguientes números 5), 6), 7) y 8) nuevos:


“5) Para todos los efectos legales, se entenderá que los contribuyentes sujetos al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, han registrado al término del año comercial respectivo un capital propio tributario equivalente al monto de la base imponible que determinen en la misma oportunidad conforme al número 3, de la letra A), del referido artículo, o bien, a su elección, aquel que determinen de acuerdo al número 1, del artículo 41 de la ley sobre Impuesto a la Renta a la misma fecha, el que se acreditará fehacientemente según un balance practicado al efecto.


6) Los contribuyentes que se encuentren obligados a declarar sus rentas efectivas según contabilidad completa, sujetos al régimen de las letras A) o B), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2017, que mantengan un saldo de utilidades no retiradas, ni remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, y opten con posterioridad a la fecha señalada por acogerse a las disposiciones del artículo 14 ter letra A), deberán considerar dichas cantidades como parte del ingreso diferido a que se refiere el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter.


a) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra A) del artículo 14, considerarán como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 


i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el mes anterior al cambio de régimen. 


ii) Las cantidades anotadas en los registros que establecen las letras a) y c) del número 4 de la letra A) del artículo 14, que incluyen las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 

Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 4.-, de la letra A), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. 


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 


b) Tratándose de empresas sujetas a las disposiciones de la letra B), del artículo 14, deberán considerar como un ingreso diferido, las rentas o cantidades que correspondan a la diferencia que se determine entre la suma del valor positivo del capital propio tributario determinado a esa fecha más los retiros en exceso que mantengan conforme al numeral iv), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior, y las cantidades que se indican a continuación: 


i) El monto de los aportes de capital enterados efectivamente en la empresa o sociedad, más los aumentos y descontadas las disminuciones posteriores que se hayan efectuado del mismo, todos ellos reajustados de acuerdo al porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior a la fecha de aporte, aumento o disminución de capital, y el último mes del año anterior al cambio de régimen.  


ii) Las cantidades anotadas en el registro que establece la letra c), del número 2.-, de la letra B) del artículo 14, que incluye las cantidades señaladas en el numeral iii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. 


Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, que se mantenga en el saldo acumulado de crédito a que se refiere la letra d), del número 2.-, de la letra B), del artículo 14 y el crédito que se mantenga en el registro de reinversiones de que trata el numeral ii), de la letra a), del número 1, del numeral I anterior. Tales créditos, considerados como un saldo total, podrán seguir siendo imputados al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen del artículo 14 ter letra A). Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni tendrá derecho a devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. En todo caso, el crédito a que se refiere el numeral ii), de la letra d), del número 2.- de 
la letra B), del artículo 14, se imputará sólo hasta alcanzar un 65% de su monto.


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute. 


En los casos señalados en las letras a) y b) de este número, el ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.
 


7) Normas sobre término de giro aplicables durante el año comercial 2016.


Los contribuyentes acogidos a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter, aplicarán las siguientes normas al término de giro que se efectúe durante el año comercial 2016, sea que se haya declarado por el contribuyente o cuando el Servicio por aplicación de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 69 del Código Tributario, pueda liquidar o girar los impuestos correspondientes.


Deberán practicar para los efectos de la ley sobre Impuesto a la Renta, un inventario final en el que registrarán los siguientes bienes:


i) Aquellos que formen parte de su activo realizable, valorados según costo de reposición.


ii) Los bienes físicos de su activo inmovilizado, a su valor actualizado al término de giro, ello conforme a los artículos 31, número 5º, y 41, número 2º, aplicando la depreciación normal.


La diferencia de valor que se determine entre la suma de las partidas señaladas en los numerales i) y ii) precedentes y el monto de las pérdidas determinadas conforme a la ley sobre Impuesto a la Renta al término de giro, se considerará retirada, remesada o distribuida a los propietarios, comuneros, socios o accionistas de dichas empresas, para afectarse con el impuestos global complementario o adicional, según corresponda, en la proporción en que participen en las utilidades de la empresa, sin derecho al crédito de los artículos 56, número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 


El empresario, comunero, socio o accionista podrá optar por declarar las rentas o cantidades que le correspondan a la fecha de término de giro, como afectas al impuesto global complementario del año del término de giro, aplicando una tasa de impuesto global complementario equivalente al promedio de las tasas más altas de dicho impuesto que hayan afectado al contribuyente en los 6 ejercicios anteriores al término de giro. Si la empresa hubiera existido sólo durante el ejercicio en el que se le pone término de giro, entonces las rentas o cantidades indicadas tributarán como rentas del ejercicio según las reglas generales. 


El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas de que trata este número, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17, de la ley sobre Impuesto a la Renta.


No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la presente ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis, de la misma ley. 


8) Opciones de tributación sobre el saldo de utilidades tributables acumuladas al término del año comercial anterior a aquel en que se incorporan al régimen simplificado.


Las empresas que se hubieren acogido al régimen simplificado de tributación, establecido en la letra A) del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, a contar del 1 de enero de 2015, o bien, se acojan a dicho régimen a partir del 1 de enero del año 2016, podrán optar por aplicar en reemplazo de lo establecido en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter de acuerdo a su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, una de las siguientes alternativas:


a) Podrán considerar como un ingreso diferido las rentas o cantidades que se mantengan pendientes de tributación y se determinen conforme a lo dispuesto en el número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, respectivamente, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016.


El ingreso diferido deberá imputarse, considerándose dentro de los ingresos percibidos o devengados del ejercicio respectivo, en un período de hasta cinco ejercicios comerciales consecutivos, contado desde aquel en que ingresan al régimen simplificado, incorporando como mínimo un quinto de dicho ingreso en cada ejercicio, hasta su total imputación, independientemente de que abandonen o no el régimen simplificado. Si el contribuyente pone término al giro de sus actividades, aquella parte del ingreso diferido cuyo reconocimiento se encuentre pendiente, deberá incorporarse dentro de los ingresos del ejercicio de término de giro. Para los efectos de su imputación, el ingreso diferido se reajustará de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior al término del ejercicio en que se impute.


Dicho ingreso diferido se computará incrementado en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría establecido en los artículos 56 número 3 y 63, a que tienen derecho las utilidades acumuladas en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas. Tal crédito podrá seguir siendo imputado al impuesto de primera categoría que deba pagar el contribuyente a partir del año de incorporación al régimen de la letra A) del artículo 14 ter. Para tal efecto, el crédito deberá reajustarse considerando el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al cambio de régimen y el mes anterior al término del ejercicio respectivo. En caso de resultar un excedente, este se imputará en la misma forma en el ejercicio siguiente y en los posteriores. El remanente de crédito no podrá imputarse a ningún otro impuesto ni se tendrá derecho a su devolución. Con todo, el crédito que se impute por este concepto en el ejercicio respectivo, no podrá exceder de una cantidad equivalente a la suma que se determine al aplicar la tasa vigente del impuesto de primera categoría sobre el monto del ingreso diferido incrementado que corresponda reconocer en dicho ejercicio. El ingreso diferido no se considerará para los efectos de lo dispuesto en el artículo 84 de la ley sobre Impuesto a la Renta.


b) Podrán optar por aplicar lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:


i) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar, según corresponda, hasta el 30 de abril de 2016, sobre el saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2014 o 2015 que se mantengan pendientes de tributación en el Fondo de Utilidades Tributables y en el Fondo de Utilidades Reinvertidas, a que se refieren las letras a) y b) inciso segundo, ambas del número 3, de la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, conforme sea el caso, reajustadas de acuerdo al porcentaje de variación experimentado por el Índice de Precios al Consumidor en el período comprendido entre el mes anterior al año que precede al de incorporación al régimen simplificado y el mes anterior a aquel en que se declare y pague el impuesto respectivo.


ii) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., del referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.


iii) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de enero de 2015 se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de enero de 2014, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11. 


El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2014 o de 2015, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los últimos 3 años tributarios, según sea el caso.


Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, de este artículo, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.


c) La opción de que trata este número deberá ser manifestada de manera expresa por los contribuyentes referidos, en la forma que establezca el Servicio mediante resolución. Si se hubieren incorporado al régimen de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta a contar del 1 de enero de 2015, podrán ejercer retroactivamente la opción referida hasta el 30 de abril de 2016. Quiénes se acojan a contar del 1 de enero de 2016, podrán ejercer la opción hasta el 30 de abril de 2016.


En caso que se ejerciere expresamente una de las opciones referidas, ésta resultará obligatoria a partir de dicho ejercicio. Si no se ejerciere ninguna de las opciones, vencido el plazo para hacerlo, se entenderán aplicables las normas del número 2, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016. 


Cuando ejercieren expresamente la opción de que trata la letra a) anterior, o bien, cuando declaren y paguen el impuesto sustitutivo referido en la letra b) precedente, en la forma y oportunidad señalada, los propietarios, comuneros, socios o accionistas de empresas que se hubieren acogido al régimen a contar del 1 de enero de 2015, y que hubieren considerado retiradas, remesadas o distribuidas dichas utilidades conforme a lo dispuesto en la letra a), del número 2.-, de la letra A), del artículo 14 ter, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, deberán rectificar su respectiva declaración de impuestos anuales a la renta correspondiente al año tributario 2015, excluyendo de ésta, total o parcialmente, según  el caso, tanto las rentas referidas como los créditos e incrementos que procedan sobre las mismas conforme a los artículos 54, 56 número 3), 62 y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Efectuada dicha rectificación, deberán reintegrar las cantidades que hubieren percibido en exceso por tal motivo, reajustadas en la forma establecida en el inciso 6°, del artículo 97 de la referida ley. Cuando el propietario, comunero, socio o accionista respectivo no rectifique y reintegre las cantidades señaladas hasta dentro del mes de abril de 2016, el Servicio podrá girar dichas cantidades sin más trámite, considerándose para todos los efectos legales como impuestos sujetos a retención. En estos casos, los intereses y multas que correspondan, se aplicarán a contar del mes de mayo de 2016. En caso que no deban reintegrar cantidad alguna, podrán solicitar en la forma y plazo establecida en el número 2, del artículo 126 del Código Tributario, la devolución de los impuestos que hubieren pagado en exceso por el motivo señalado, o de las sumas que le hubiera correspondido obtener conforme a la ley, en caso de no haber incluido dichas rentas y créditos. Aquellos propietarios, comuneros, socios o accionistas que no hubieren considerado las rentas como retiradas, remesadas o distribuidas en sus respectivas declaraciones de impuesto a la renta correspondiente al año tributario 2015, se liberarán de tal obligación con el ejercicio de la opción efectuada por la empresa, en la forma y plazo señalado, o sobre la proporción de las rentas acumuladas respecto de las cuales se declare y pague el impuesto sustitutivo, según corresponda.”.


c. Modifícase el numeral IV.- de la siguiente manera:

i. Agrégase, en el numeral 4), el siguiente párrafo final: 


“Con todo, los contribuyentes que al 31 de diciembre de 2015 se hubieren encontrado acogidos al régimen de tributación sobre renta presunta que establecen los artículos 20, número 1, letra b); 34 y 34 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, y en la misma oportunidad hubieren cumplido con todos los requisitos que establecían tales normas para mantenerse en el régimen, podrán continuar en él durante el año comercial 2016. Si al término del año comercial 2016, tales contribuyentes no cumplieren con uno o más de los requisitos establecidos en el artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, deberán declarar sus impuestos correspondientes al año comercial 2016, sobre rentas efectivas sujetas al régimen de contabilidad completa, o bien, sujetos al régimen simplificado de la letra A), del artículo 14 ter, cuando cumplan los requisitos para tal efecto. Para ello, deberán dar aviso al Servicio de Impuestos Internos del régimen por el que opten entre el 1 de enero y el 30 de abril de 2017. Para estos efectos, se entenderá que los contribuyentes cumplen con el requisito establecido en el inciso cuarto, del número 1, del artículo 34 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2016, cuando a lo menos, lo cumplan a contar del 31 de diciembre de 2016.”.


ii. Incorpórase, en el número 4.- del numeral 6), a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En estos casos, la tasación del valor comercial a que se refiere la letra d), del número 1.- anterior, se podrá efectuar hasta el 31 de diciembre de 2017, de acuerdo a su valor al 31 de diciembre de 2016.”.


d. Sustitúyase el párrafo primero del numeral V.-, por el siguiente: 


“Los contribuyentes que al 1 de enero de 2017 mantengan remanentes de créditos contra el impuesto de primera categoría por impuestos pagados en el extranjero, conforme a lo dispuesto en los artículos 41 A y 41 C de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente al 31 de diciembre de 2016, podrán deducirlo del impuesto de primera categoría que se determine por las utilidades obtenidas a partir del año comercial 2017 y siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. Los contribuyentes deberán, en todo caso, mantener un control separado de aquella parte del impuesto de primera categoría cubierto con el crédito del exterior, a los que se les aplicará lo dispuesto en el número 7.-, de la letra D.- del artículo 41 A.”.


e. Sustitúyase el número 2 del numeral XIII por el siguiente:


“2) Las distribuciones que efectúe el Fondo a partir del 1º de enero de 2017, y en la medida que mantengan cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii) del número 1 anterior, al 31 de diciembre de 2016, se imputarán a continuación de las cantidades anotadas en los registros a que se refieren las letras a) y b) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, según su texto vigente a contar de esa fecha, o en su caso, de las cantidades señaladas en la letra d), del número y artículo referido, cuando corresponda. Una vez que las distribuciones hayan agotado el saldo de los registros señalados, se imputarán a los saldos de utilidades acumuladas al 31 de diciembre de 2016, de acuerdo al orden de imputación que establece el artículo 7° transitorio de la ley N° 20.712. Para determinar el saldo de las cantidades a que se refiere la letra a) del número 2 del artículo 81 de la ley N° 20.712, deberán rebajarse también de los beneficios netos percibidos acumulados en el Fondo, aquellos que correspondan a las cantidades anotadas en los registros señalados en los numerales i), ii) y iii), del número 1 anterior.”.


f. Modifícase el numeral XVI.- de la siguiente manera:


i. Elimínase, en el primer párrafo, la expresión “con domicilio o residencia en Chile”.


ii. Reemplázase, en el numeral iii) del primer párrafo, la expresión “hasta el 31 de diciembre de 2015”, por “hasta el 30 de junio de 2016”.


g. Modifícase el numeral XVIII.- de la siguiente manera:


i. Incorpórase el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero: 


“La norma de control establecida en el artículo 41 F de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a contar del 1 de enero de 2015, no se aplicará cuando el deudor haya sido calificado como entidad financiera por el Ministerio de Hacienda hasta el 31 de diciembre de 2014, conforme a lo dispuesto en el artículo 59 número 1 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a la fecha señalada, y siempre que al término de cada año comercial se determine que al menos durante 330 días continuos o discontinuos, el 90% o más del total de los activos de dicha entidad corresponden a créditos otorgados o a bienes entregados en arrendamiento con opción de compra a personas o entidades no relacionadas. Para estos efectos, se considerarán los activos a su valor tributario de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se entenderá que existe relación cuando se cumplan las condiciones de los numerales iii), iv), v) o vi) del número 6 del referido artículo 41 F. No procederá la calificación referida, cuando la entidad sea considerada como filial, coligada, agencia u otro tipo de establecimiento permanente o como parte de un mismo grupo empresarial de personas o entidades constituidas, establecidas, domiciliadas o residentes en alguno de los territorios o jurisdicciones a que se refiere el artículo 41 D, o que dicha persona o entidad quede comprendida en al menos dos de los supuestos que establece el artículo 41 H. Con todo, el endeudamiento con entidades relacionadas e independientes no podrá durante el año comercial ser superior al 120 por ciento de los créditos otorgados o bienes entregados en arrendamiento con opción de compra. En caso de producirse un exceso que no se corrija en el plazo de 90 días contados desde su ocurrencia, se aplicará lo dispuesto en los incisos precedentes. Para estos efectos, la entidad que haya sido calificada de carácter financiero deberá informar al Servicio, en la forma y plazo que establezca mediante resolución, el cumplimiento de los requisitos que establece este párrafo.”.


ii. Reemplázase el actual párrafo segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“Por su parte, las disposiciones del artículo 41 G de la ley sobre Impuesto a la Renta se aplicarán respecto de las rentas pasivas que deban computarse en el país, que hayan sido percibidas o devengadas por las respectivas entidades controladas a partir del 1 de enero de 2016. Los contribuyentes deberán aplicar además las siguientes normas para determinar el crédito imputable al respectivo impuesto de primera categoría durante el año comercial 2016:


i) El crédito corresponderá a los impuestos extranjeros pagados o adeudados, cuando corresponda, sobre tales utilidades o cantidades. 


ii) Los impuestos extranjeros pagados, adeudados o retenidos se convertirán a moneda nacional al cierre del ejercicio y de acuerdo al número 4 de la letra D) del artículo 41 G. 


iii) El monto consolidado de las rentas pasivas estará conformado por todas las utilidades y cantidades que correspondan de acuerdo al número 2 de la letra D) del artículo 41 G. Se deducirán todos los gastos directos o proporcionales que se consideren necesarios para producir la renta de acuerdo al artículo 31 de la ley sobre Impuesto a la Renta y en la forma que señala el referido artículo 41 G.


iv) El crédito así determinado se agregará a la renta líquida imponible de la empresa y se deducirá del impuesto de primera categoría respectivo. 


v) El excedente del crédito definido en los numerales anteriores, sea que se determine por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, se imputará en los ejercicios siguientes hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.


vi) Al impuesto de primera categoría pagado con el crédito referido anteriormente se le aplicarán las normas del número 7 de la letra D) del artículo 41 A de la ley sobre Impuesto a la Renta, y se aplicarán las demás reglas señaladas en el párrafo segundo del número 4, de la letra B, del citado artículo 41 A.


vii) Las rentas pasivas consolidadas sujetas al artículo 41 G no formarán parte del límite establecido en el número 6 de la letra D) del referido artículo 41 A.


viii) Sin perjuicio de lo anterior, cuando corresponda deberá aplicarse lo dispuesto en el artículo 41 C, considerando para tal efecto las normas establecidas en la letra A), del artículo 41 A, ambos de la ley sobre Impuesto a la Renta. En tal caso, el crédito total disponible se imputará contra el impuesto de primera categoría y global complementario o adicional, de acuerdo a las reglas señaladas. Para tales efectos, se aplicará lo dispuesto en el citado artículo 41 C cuando exista un convenio para evitar la doble tributación internacional suscrito por Chile que se encuentre vigente, con el país que haya aplicado los impuestos acreditables en Chile.”.


6. Agrégase, al artículo quinto transitorio, los siguientes incisos segundo y tercero:


“Los contribuyentes que se acojan al artículo 14 ter letra A) de la ley sobre Impuesto a la Renta, tendrán derecho al beneficio de postergación de pago desde que inicien sus actividades en el régimen de tributación simplificada, sin perjuicio de la excepción contenida en el artículo 64 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.


Tratándose de contribuyentes que opten por este beneficio en el ejercicio en que inicien sus actividades, su capital efectivo no podrá ser superior a 60.000 unidades de fomento, según el valor de ésta al primer día del mes de inicio de las actividades.”.


7. Sustitúyese, en el artículo sexto transitorio, la expresión “a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de un contrato de arrendamiento con opción de compra celebrado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada,” por la siguiente: “a las cuotas de un contrato de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos en la medida que hayan sido celebrados con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada y”.


. Agrégase en el artículo séptimo transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente expresión: “Estarán también exentas del impuesto al valor agregado, en el caso de bienes corporales inmuebles nuevos que cuenten con el permiso de construcción a la fecha señalada, la venta u otras transferencias de dominio, incluido el contrato de arriendo con opción de compra, que se graven como consecuencia de estas modificaciones siempre que respecto de tales bienes se haya ingresado, al 1 de enero de 2017, la solicitud de recepción definitiva de la obra ante la Dirección de Obras Municipales correspondiente conforme lo establece el artículo 144 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


9. Modifícase el inciso primero del artículo octavo transitorio en el siguiente sentido:


a. Sustitúyese la expresión “tendrán derecho a”, por “podrán hacer uso del”.


b. Sustitúyase la expresión “de los plazos de prescripción establecidos en el artículo 200 del Código Tributario”, por la siguiente: “del plazo de tres años”.


c. Incorpórase, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, las siguientes expresiones: “Los contribuyentes que en definitiva hagan uso del derecho al crédito fiscal en la forma señalada, deberán deducir del costo del activo correspondiente, en el mismo período tributario en que se utilice el crédito fiscal, una cantidad equivalente a dicho crédito, en la medida que éste haya formado parte, para efectos tributarios, del valor del activo en la empresa respectiva.”.


10. Intercálase, en el artículo duodécimo transitorio, antes del punto final y a continuación de la expresión “2.000 unidades de fomento”, la siguiente oración: “o de 2.200 unidades de fomento, en caso de viviendas financiadas en todo o parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.


Artículo 9°.- Agrégase, a contar del 1 de enero de 2017, el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1969, pasando el actual a ser inciso tercero:


“Las personas o entidades sin domicilio o residencia en el país que posean uno o más establecimientos permanentes en Chile, y éstos, deberán enrolarse separadamente. Los contribuyentes a que se refiere este artículo, que deban enrolarse separadamente, deberán hacerlo asignando el rol vigente a aquel establecimiento permanente en Chile que realiza las principales actividades según el volumen de ingresos o patrimonio. Los demás establecimientos permanentes y el titular de los mismos deberán enrolarse en la forma que señale el Servicio, para cuyo efecto se deberá efectuar una solicitud de roles para todos ellos hasta el 31 de diciembre de 2016. A petición del interesado, el Servicio certificará los nuevos roles autorizados y su relación con aquel rol del establecimiento permanente indicado en primer término.”.


Artículo 10.- Modifícase, a contar del 1 de enero de 2016, el inciso primero del artículo 48 del Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, eliminado las expresiones: “Para estos efectos, no se considerarán como parte del capital propio los ajustes que ordenan efectuar los números 8° y 9° el artículo 41 de la referida ley, por disposición del inciso segundo del referido número 8°.”.


Artículo 11.- Las disposiciones contenidas en esta ley, que no tengan una regla especial de vigencia, regirán a contar de su publicación.


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- A partir del 1 de enero de 2016, los contribuyentes sujetos al impuesto de primera categoría sobre la base de un balance general según contabilidad completa, que hayan iniciado actividades con anterioridad al 1 de diciembre de 2015, y que al término de los años comerciales 2015 o 2016, según corresponda, mantengan un saldo de utilidades no retiradas, remesadas o distribuidas pendientes de tributación con los impuestos global complementario o adicional, determinadas conforme a lo dispuesto en la letra A), del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente a esa fecha, podrán optar por pagar a título de impuesto de esa ley, un tributo sustitutivo de los impuestos finales, sobre una parte o el total de dichos saldos de utilidades, aplicando al efecto lo dispuesto en el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, con las siguientes modificaciones:


a) El referido tributo se podrá declarar y/o pagar durante el año 2016 y/o hasta el 30 de abril de 2017, sobre aquella parte del saldo de las utilidades tributables no retiradas o distribuidas al término del año comercial 2015 y/o 2016 respectivamente, según corresponda. 


b) No se aplicará la limitación que establecía la letra b), del número 1., del referido número 11, respecto de las utilidades que pueden sujetarse al pago de este impuesto especial. Por tanto, no se considerará para estos efectos el monto promedio anual total de los retiros, remesas o distribuciones que hayan efectuado los propietarios, comuneros, socios o accionistas de la empresa.


c) Con la declaración y pago del impuesto sustitutivo, las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación se anotarán en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta según su texto vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución. Los contribuyentes que paguen, remesen al exterior, abonen en cuenta o pongan a disposición estas cantidades, no deberán efectuar la retención de impuesto que establece el número 4, del artículo 74 de la ley sobre Impuesto a la Renta.


d) No se aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.


e) Las empresas, comunidades y sociedades que desde el 1 de diciembre de 2015, a lo menos, se encuentren conformadas exclusivamente por personas naturales contribuyentes del impuesto global complementario, podrán aplicar la tasa que establece el número 3.-, del referido número 11.


El impuesto, en este caso, se aplicará con una tasa equivalente al promedio ponderado, de acuerdo a la participación que cada socio, comunero o accionista mantenga en la empresa al 31 de diciembre de 2015 o 2016, según corresponda, de las tasas más altas del impuesto global complementario que les haya afectado en los 3 últimos años tributarios respectivamente.


Con todo, sólo podrá aplicarse la tasa de 32% que establece el número 11, del numeral I.-, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, cuando se hubieren cedido los derechos, cuotas o acciones respectivas, a contar del 1 de diciembre de 2015.


Los contribuyentes que hubieren declarado y pagado el impuesto sustitutivo establecido en el número 11, del numeral I, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780, durante el año comercial 2015, anotarán las cantidades acumuladas que hayan completado su tributación por esa vía en el registro que establece el inciso primero, de la letra b), del número 3, de la letra A) del artículo 14 de la ley sobre Impuesto a la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2016, y éstas podrán ser retiradas, remesadas o distribuidas en la oportunidad que se estime conveniente, con preferencia a cualquier otra suma y sin considerar las reglas de imputación que establezca la ley sobre Impuesto a la Renta vigente a la fecha del retiro, remesa o distribución y no les aplicará lo dispuesto en la letra i), del número 1.-, del número 11, del artículo tercero de las disposiciones transitorias de la ley N° 20.780.


Artículo segundo.- Los contribuyentes sujetos a la letra A, del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente hasta el 31 de diciembre del 2016, aplicarán además, respecto de los años comerciales 2015 y 2016, las siguientes normas:


a) Para determinar la base imponible afecta a los impuestos de primera categoría, global complementario y adicional de las empresas sujetas a las disposiciones de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante los años comerciales 2015 y 2016, deberá entenderse que el monto de la renta proveniente del rescate o enajenación de las inversiones en capitales mobiliarios a que se refiere el número 2 del artículo 20, o de la enajenación o rescate de derechos sociales, acciones, o cuotas de fondos a que se refiere la letra c), del número 1.-, de la letra A), del citado artículo 14 ter, o en general, en la enajenación de bienes que no pueden depreciarse conforme a la ley referida, deberá rebajarse del total del ingreso percibido y en el mismo ejercicio en que esto ocurra, el valor de la inversión efectivamente realizada, la que se reajustará de acuerdo con la variación del índice de precios al consumidor en el período comprendido entre el mes que antecede al de la inversión y el mes anterior al de su enajenación o rescate, según corresponda. De esta forma, en el ejercicio en que ocurra el rescate o enajenación, se considerará como egreso el valor de la inversión efectuada, la que se reajustará en la forma señalada precedentemente. 


b) Los retiros, dividendos o participaciones percibidas se incorporarán en la base imponible afecta a los impuestos señalados, incrementándose previamente en una cantidad equivalente al crédito por impuesto de primera categoría que establecen los artículos 56 número 3) y 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta. Dicho crédito se imputará en contra del impuesto de primera categoría que deba pagar la empresa en el mismo ejercicio, a continuación de aquellos indicados en la letra c) del número 3, de la letra A), del referido artículo 14 ter. Si en el ejercicio respectivo se determinare un excedente de este crédito, éste no dará derecho a devolución o a imputación a otros impuestos, pero podrá imputarse en el ejercicio siguiente, y subsiguientes, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación. 


c) Los contribuyentes que se mantengan acogidos al régimen simplificado durante los años comerciales 2015 y/o 2016, considerarán que la base imponible de los impuestos global complementario o adicional será aquella parte de la base imponible del impuesto de primera categoría que corresponda a cada dueño, socio o accionista, en la proporción en que participan en las utilidades de la empresa, o en su defecto, en la proporción que hayan aportado efectivamente el capital, o éste haya sido suscrito cuando no hubiere aportado siquiera una parte de éste. En el caso de los comuneros, la determinación de la base imponible que les corresponda, se efectuará en proporción a sus respectivas cuotas en el bien de que se trate.


d) Para determinar los límites establecidos en el número 1.-, de la letra A, del artículo 14 ter el contribuyente deberá sumar a sus ingresos aquellos obtenidos por sus entidades relacionadas de acuerdo a las siguientes reglas:


Para estos efectos, se considerarán relacionados con una empresa o sociedad, cualquiera sea su naturaleza jurídica:


i) El controlador y las controladas.


ii) Todas las entidades, empresas o sociedades que se encuentren bajo un controlador común.


iii) Las entidades, empresas o sociedades en las que es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee, directamente o a través de otras personas o entidades, más del 10% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos a voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas.


iv) El gestor de un contrato de asociación u otro negocio de carácter fiduciario en que es partícipe en más del 10%. 


v) Las entidades relacionadas con una persona natural de acuerdo a los numerales iii) y iv) anteriores, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), se considerarán relacionadas entre sí, debiendo en tal caso computar la proporción de los ingresos totales que corresponda a la relación que la persona natural respectiva mantiene con dicha entidad. 


Se considerará como controlador, a toda persona o entidad, o grupo de ellos con acuerdo explícito de actuación conjunta que, directamente o a través de otras personas o entidades, es dueña, usufructuaria o a cualquier otro título posee más del 50% de las acciones, derechos, cuotas, utilidades o ingresos, o derechos de voto en la junta de accionistas o de tenedores de cuotas de otra entidad, empresa o sociedad. Estas últimas se considerarán como controladas. Para estos efectos, no se aplicará lo dispuesto en los incisos segundo y siguientes del artículo 98 de la ley N° 18.045. 


Tratándose de los casos señalados en los numerales i) y ii) precedentes, el contribuyente deberá sumar a sus ingresos el total de los ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas, sea que mantenga la relación directamente o a través de otra u otras empresas. 


En el caso de las entidades relacionadas de acuerdo a los numerales iii), iv) y v) precedentes, que no se encuentren bajo las hipótesis de los numerales i) y ii), computarán el porcentaje de ingresos obtenidos por sus entidades relacionadas que le corresponda según su participación en el capital o las utilidades, ingresos o derechos a voto. Cuando el porcentaje de participación en el capital sea distinto al porcentaje que le corresponde en las utilidades, ingresos o derechos a voto, se deberá considerar el porcentaje de participación que sea mayor.


Las entidades relacionadas conforme a las reglas indicadas en los numerales i) al iv) precedentes, deberán informar anualmente a la empresa o sociedad respectiva, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, el monto total de los ingresos de su giro percibidos o devengados en el ejercicio respectivo, los que se expresarán en unidades de fomento conforme a lo señalado.


e) Los créditos incobrables que correspondan a ingresos devengados, castigados durante el año, se descontarán de los ingresos de dicho ejercicio para efectos del cómputo de los límites que establece la letra a), del número 1.-, de la letra A), del artículo 14 ter de la ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo tercero.- Para la aplicación de lo dispuesto en el artículo 38 bis de la ley sobre Impuesto a la Renta, según su texto vigente durante el año comercial 2016, el valor de costo para fines tributarios de los bienes que se adjudiquen los dueños, comuneros, socios o accionistas de las empresas que determinen su renta efectiva según contabilidad completa, en la disolución o liquidación de las mismas a la fecha de término de giro, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta a tal fecha, cuestión que la empresa certificará, en la forma y plazo que establezca el Servicio mediante resolución, al adjudicatario respectivo. En dicha adjudicación no corresponde la aplicación de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario y en el inciso cuarto, del número 8, del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta. 


No constituirá renta durante el año comercial 2016, la adjudicación de bienes que se efectúe en favor del propietario, comunero, socio o accionista con ocasión de la liquidación o disolución de una empresa o sociedad, en tanto, la suma de los valores tributarios del total de los bienes que se le adjudiquen, no exceda del capital que haya aportado a la empresa, determinado en conformidad al número 7 del artículo 17 de la ley sobre Impuesto a la Renta, más las rentas o cantidades que le correspondan en la misma, al término de giro. El valor de costo para fines tributarios de los bienes que se le adjudiquen, corresponderá a aquel que haya registrado la empresa de acuerdo a las normas de la citada ley al término de giro de acuerdo a lo establecido en el artículo 38 bis de dicho texto legal.


Artículo cuarto.- A partir del 1 de enero de 2017, no se aplicará la obligación de restitución que establece el artículo 63 de la ley sobre Impuesto a la Renta a los contribuyentes del Impuesto Adicional, residentes en países con los cuales Chile haya suscrito con anterioridad al 1 de enero de 2017 un convenio para evitar la doble tributación, aun cuando no se encuentre vigente, en el que se haya acordado la aplicación del Impuesto Adicional, siempre que el Impuesto de Primera Categoría sea deducible de dicho tributo o se contemple otra cláusula que produzca el mismo efecto. Lo dispuesto en este artículo regirá hasta el 31 de diciembre de 2019.


Artículo quinto.- La modificación al párrafo 1, del número 2) del inciso cuarto del artículo 59 de la ley sobre Impuesto a la Renta, regirá respecto de las cantidades pagadas o abonadas en cuenta a que se refiere dicha disposición legal a partir del 1 de enero de 2015. Por otra parte, los contribuyentes que respecto de las mismas cantidades señaladas, pagadas o abonadas en cuenta durante los años comerciales, 2010, 2011, 2012, 2013 y 2014, no hayan informado oportunamente al Servicio de Impuestos Internos sobre las operaciones y sus condiciones, podrán invocar la exención respectiva, siempre que, cumpliendo con los demás requisitos que dicha disposición legal establece, hayan ya presentado dicha información al citado Servicio o la presenten hasta el 30 de junio de 2016, ello en la forma y oportunidad que establezca el Servicio señalado mediante resolución.


Artículo sexto.- Sin perjuicio de las modificaciones introducidas en el inciso segundo del artículo 55 del decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, en el caso de contribuyentes que, con anterioridad a la publicación de la presente ley, hayan debido soportar el impuesto al valor agregado devengado en la suscripción de promesas de venta de bienes corporales inmuebles, la factura definitiva por la venta de los bienes corporales inmuebles deberá emitirse en la fecha de la entrega real o simbólica del bien o de la suscripción de la escritura de venta correspondiente, considerando únicamente el saldo por pagar.


Artículo séptimo.- Dentro del plazo de 180 días contados desde la publicación de esta ley, deberá dictarse el reglamento a que se refiere el artículo 60 quinquies del Código Tributario para implementar el sistema de trazabilidad indicado en el artículo 13 bis del decreto ley Nº 828, de 1974.


Artículo octavo.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo decimoquinto transitorio de la ley 20.780, se entenderá que los hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, a que se refieren los artículos 4° bis, 4° ter, 4° quáter, 4° quinquies, 100 bis, 119 y 160 bis del Código Tributario, se han realizado o concluido con anterioridad al 30 de septiembre de 2015, cuando sus características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria, hayan sido estipulados con anterioridad a esa fecha, aun cuando sigan produciendo efectos a partir del 30 de septiembre de 2015. De acuerdo a lo anterior, el Servicio de Impuestos Internos no podrá aplicar tales disposiciones respecto de los efectos producidos con anterioridad al 30 de septiembre de 2015. Respecto de los efectos que se produzcan a contar de esta última fecha, provenientes de hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos realizados o concluidos con anterioridad a ella, tampoco se aplicarán tales disposiciones, salvo cuando a partir de la citada fecha se hayan modificado las características o elementos que determinan sus consecuencias jurídicas para la legislación tributaria de los referidos hechos, actos o negocios, o conjunto o serie de ellos, en cuyo caso se aplicarán sólo respecto de los efectos posteriores que surjan a consecuencia de tal modificación, en cuanto esta última y sus referidos efectos, conforme a las disposiciones legales citadas, sean considerados como constitutivos de abuso o simulación.


Artículo noveno.- Las modificaciones introducidas por el artículo 2° en el decreto ley N° 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios a contar del 1 de enero de 2016, no se aplicarán a las cuotas de contratos de arriendo con opción de compra de bienes corporales inmuebles, ni a las transferencias de inmuebles que se efectúen en virtud de dichos contratos, en la medida que hayan sido celebrados por escritura pública o instrumento privado protocolizado con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia señalada, rigiéndose por las disposiciones de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios vigentes con anterioridad a la fecha señalada.”.

_________

Solicitudes de oficio


La señora Vicepresidenta señala que ha concluido el Orden del Día y que los Honorables Senadores señores De Urresti, Prokurica, Quinteros y Tuma han requerido que se dirijan diversos oficios, en su nombre, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado, a los que se dará el curso reglamentario.

Enseguida, señala que por haberse concluido con el objeto de la sesión, esta se levanta.

_________

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 98ª, EXTRAORDINARIA, EN MIERCOLES 27 DE ENERO DE 2016

Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Patricio Walker, y de la Vicepresidenta, Honorable Senadora señora Adriana Muñoz.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, señor Gómez; de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; Secretario General de Gobierno, señor Díaz; de Economía, Fomento y Turismo, señor Céspedes; de Educación, señora Delpiano y de Justicia y Derechos Humanos, señora Blanco.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 36.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 92ª, extraordinaria, del 13 de enero; 93ª, extraordinaria, y 94ª, ordinaria, ambas del 19 de enero, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensaje


De S.E. la Presidenta de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia (Boletín N°9.950-03).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 2.331 del Código Civil.


-- Se manda archivar los documentos.

Del señor Director (S) del Servicio de Salud Araucanía Sur


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado de las listas de espera, tanto por consultas médicas, como las que se refieren a pacientes en espera de cirugías del Plan de Acceso Universal de Garantías Explícitas (AUGE) y no Auge, actualizadas al 31 de diciembre de 2015.


-- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de República con el que solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA) (Boletín N° S 1.854-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley que modifica el artículo 2° de la ley del Instituto Nacional de Derechos Humanos con el objeto de definir los hechos constitutivos de violación de los derechos humanos (Boletín N° 9.572-17).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 400 del Código Penal, con el objeto de aumentar las penas de los delitos de lesiones contra menores de edad cometidos por personas que los tienen bajo su cuidado (Boletín Nº 10.544-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Ossandón, García Huidobro, Girardi, Guillier y Tuma, con la que dan comienzo a un proyecto de ley que promueve la entrega de información relativa a la donación de órganos en los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (Boletín Nº 10.546-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.


En el curso de la sesión, llegan a la Mesa, los siguientes documentos:

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha aprobado la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las diferencias entre ambas Cámaras en la tramitación del proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (Boletín N° 9.790-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Con el segundo, señala que dio su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las diferencias entre ambas Cámaras en la tramitación del proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (Boletín N° 10.154-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Quedan para Tabla.


Con el tercero, informa que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que simplifica el sistema de tributación a la renta y perfecciona otras disposiciones legales tributarias (Boletín N° 10.442-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

La Sala acuerda tratar en primer lugar el oficio del Ejecutivo relativo a la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA).
- - -

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para la participación de tropas chilenas en la Misión Multidimensional Integrada de Estabilización de las Naciones Unidas en la República Centroafricana (MINUSCA).
(Boletín Nº S 1.854-05)


El Presidente pone en discusión el asunto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución. 


Añade que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para requerir el acuerdo del Senado respecto de la participación de Chile en la MUNUSCA, la que produciría repercusiones político estratégicas y operacionales tácticas. Contribuiría a la política exterior chilena a través del empleo de efectivos militares en un ambiente internacional; a la preparación y experiencia profesional del contingente chileno, que interactuaría con efectivos militares de diversos países de Europa, Latinoamérica, Asia y África, permitiendo a nuestros efectivos un acceso privilegiado a información sobre la conducción de operaciones en un escenario africano.


Precisa luego que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recibieron en audiencia al Ministro de Relaciones Exteriores subrogante y Ministro de Defensa Nacional, señor Juan Antonio Gómez, al Director de Seguridad Internacional y Humana de la Cancillería, señor Julio Bravo, y a diversos representantes del Ministerio de Defensa Nacional, y luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia acordaron recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia la señora Presidenta de la República, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, García Huidobro, Guillier, Letelier, Navarro, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Guillier y Prokurica.


El Presidente pone en votación la solicitud del Ejecutivo.


El resultado de la votación por la autorización de la salida de tropas es de 29 votos a favor, 3 abstenciones y 2 pareos.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Coloma y De Urresti.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Matta.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Letelier, Allamand y Larraín.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Coloma.


El Presidente declara aprobada la solicitud ya señalada.


Interviene el Ministros señor  Gómez.

 - - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza beneficios de estudiantes, sostenedores y trabajadores de la educación que indica y otras disposiciones.

(Boletín Nº 10.457-04)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.

Enseguida reseña que los principales objetivos de la iniciativa son:


1. ampliar la beca para estudiantes reubicados de la Universidad del Mar a estudiantes que se hayan reubicado sin hacer uso de ese beneficio;


2.- regularizar la situación de becarios de magister o doctorados de los programas de Formación de Capital Humano Avanzado Nacional y el programa Becas Chile, que cumplieron tardíamente con las obligaciones previamente establecidas;


3.- crear una asignación para el personal que se desempeñe en los establecimientos educacionales financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos;


4.- ampliar el plazo para postular al régimen de subvención escolar preferencial, establecido en la ley N° 20.248, y regularizar el uso de la subvención y aportes de la señalada ley, en reparación de daños causados en establecimientos educacionales por catástrofes; y


5.- por último, en materia de jardines infantiles, empalmar la entrada en vigencia de facultad de empadronamiento con la vigencia del reglamento.


Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en su oportunidad, aprobándolo en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.


Finalmente señala que la Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que se pronunció acerca de los artículos 1° a 4°, permanentes, y del artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación y Cultura, los que aprobó en los mismos términos, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Coloma y Montes.

El Presidente, previo acuerdo unánime de la Sala, pone en votación en general y particular el proyecto.

El resultado de la votación es de 25 votos a favor y 2 pareos.


Votan por la afirmativa los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Coloma, García, Guillier, Harboe, Horvath, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Matta.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio y Quintana.


El Presidente declara aprobado en general y en particular la iniciativa.


Durante la votación se autoriza a intervenir a la Ministra de Educación, señora Delpiano.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor.


“Artículo 1°.- La Beca de Reubicación Alumnos Universidad del Mar, establecida en la Partida 09, Capítulo 01, Programa 30, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 200, Glosa 04, letra j), de la ley de Presupuestos del Sector Público del año 2016, podrá asignarse a los estudiantes que no hayan hecho uso de este beneficio y que, estando matriculados al 31 de diciembre de 2012 en la Universidad del Mar, se hubiesen matriculado posteriormente durante los años 2013, 2014 y,o 2015 en programas regulares de estudios de pregrado en instituciones de educación superior con acreditación vigente al 30 de junio de 2013 conforme a la ley N°20.129. Con todo, este beneficio se pagará solo respecto de los años efectivamente cursados a partir del año 2014.


Este beneficio se asignará a las instituciones de educación superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución que contengan la nómina de alumnos titulares. Dichas planillas deberán indicar el nombre, número de cédula de identidad, semestre académico, carrera y modalidad de devolución del arancel, si procediere, de cada alumno. Con todo, en caso de que el alumno haya pagado con recursos propios el arancel correspondiente al año 2014 y,o 2015, la institución de educación superior receptora deberá restituir a este el monto equivalente a la Beca de Reubicación correspondiente al año respectivo.


En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N°19.880.


Artículo 2°.- Se entenderán extinguidas, aún en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, las obligaciones de los becarios cumplidas fuera de los plazos dispuestos para tales efectos, antes de la entrada en vigencia de la presente ley, y que tengan su origen en una de las siguientes normas:


a) Becas reguladas por el artículo 27 de la ley N°19.595.


b) Decreto con fuerza de ley N°1, de 1999, del Ministerio de Planificación y Cooperación.


c) Decreto con fuerza de ley N°22, de 1981, del Ministerio de Educación.


d) Becas otorgadas por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnología (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile o en el extranjero, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° del decreto supremo N°491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública.


e) Decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


f) Decreto supremo N°664, de 2008, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.


Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo y habilitará a dichos becarios para postular a nuevos concursos de CONICYT y ser beneficiarios cuando corresponda.


Para los efectos de lo señalado en el inciso primero, la acreditación del cumplimiento de obligaciones se podrá realizar hasta el 30 de diciembre de 2016.


Los adjudicatarios de becas reguladas por el decreto supremo N°335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones, en convocatorias anteriores al 25 de septiembre de 2015, tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del mismo decreto para acreditar el cumplimiento de todas las obligaciones derivadas de este beneficio.


Artículo 3°.- Concédese, a partir del 1 de marzo de 2016, una asignación para el personal que se desempeña en las funciones de director, educador de párvulos, técnico de educación parvularia, administrativo y auxiliar en los establecimientos de educación parvularia financiados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles vía transferencia de fondos.


Tendrá derecho a la asignación señalada en el inciso anterior el personal que cuente con un nombramiento o contrato de trabajo vigente con dichas entidades empleadoras de una antigüedad de, a lo menos, cuatro meses al momento de su pago. Este requisito se acreditará con copia de la respectiva resolución o contrato de trabajo, según corresponda. Además, la entidad empleadora deberá presentar un certificado en que conste que las cotizaciones previsionales del trabajador con derecho a la asignación se encuentran pagadas.


Esta asignación ascenderá a una cantidad equivalente a un porcentaje de la diferencia entre el parámetro remuneracional a que alude el inciso siguiente y la remuneración bruta mensualizada que le corresponda al trabajador. Si la remuneración antes indicada excede el parámetro remuneracional, este no tendrá derecho a la asignación. El reglamento determinará la forma de calcular la remuneración bruta mensualizada, para lo cual podrá considerar un promedio de remuneraciones. Asimismo, la determinación del monto de la asignación se realizará en proporción a la jornada laboral del trabajador, de la forma en que lo establezca el reglamento.


El parámetro remuneracional y el porcentaje de la asignación se fijarán anualmente mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda, el cual también será suscrito por el Ministro de Educación, y regirán para el período comprendido entre el mes de julio del año de su dictación y el mes de junio del año siguiente, pudiendo ser modificados mediante el mismo procedimiento. El referido parámetro tendrá en consideración la remuneración mensual bruta pagada por la Junta Nacional de Jardines Infantiles al personal de su dependencia que desempeña las funciones señaladas en el inciso primero, en los establecimientos que administra de manera directa. El parámetro podrá ser diferenciado de acuerdo a la función que desempeña el trabajador, la localidad del país en que presta sus servicios u otros elementos que determine el reglamento. Por otra parte, el porcentaje de la asignación podrá ser diferenciado según el tipo de función desempeñada.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el decreto que se dicte para el año 2016 podrá establecer hasta dos períodos y porcentajes de asignación a ser aplicados durante dicho año, a partir del mes de marzo de 2016, fijando para ello la fecha de entrada en vigencia para el segundo porcentaje que se determine.


La asignación será de cargo fiscal, se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. La asignación será pagada por el respectivo empleador, siendo de su entera responsabilidad su pago oportuno e íntegro. El Estado, por su parte, tendrá la responsabilidad de transferir a la entidad empleadora los recursos para el pago de la asignación.


La percepción de la asignación por parte del trabajador en ningún caso podrá significar que la remuneración pagada por la entidad empleadora disminuya de manera injustificada en comparación a la pagada por esta en el período anterior a dicha percepción, conforme a la determinación que de ello haga el reglamento.


El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá la forma de administrar la asignación; los mecanismos de rendición de cuentas que, a lo menos, deberán contemplar los convenios de transferencia de recursos para el pago de esta asignación por parte de los sostenedores, destinados para incrementar las remuneraciones de los trabajadores beneficiarios de ella; los medios que se utilizarán para verificar el cumplimiento del pago de la asignación por parte de las entidades empleadoras, y las sanciones en caso de incumplimiento por parte de los empleadores en el uso de los recursos transferidos. Además, podrá establecer el monto máximo a que puede ascender la asignación, de acuerdo a la función y la localidad del país en que desarrolla sus labores el trabajador, así como toda otra norma necesaria para el otorgamiento y funcionamiento de la asignación de este artículo.


A la Junta Nacional de Jardines Infantiles le corresponderá la supervisión y control del correcto uso de los recursos destinados al pago de esta asignación, sin perjuicio de las facultades legales que correspondan a otros órganos.


El monto de los recursos que se destinarán al pago de esta asignación se determinará anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo 4°.- Autorízase, hasta el 30 de enero de 2016, a los sostenedores que hayan adscrito formalmente hasta antes del 30 de agosto de 2015, a sus establecimientos educacionales al régimen de gratuidad para el año 2016, de acuerdo a lo establecido en la ley N°20.845, a postular a dichos establecimientos al Régimen de Subvención Escolar Preferencial, establecido en la ley N°20.248, para el año 2016. Asimismo, autorízase a dichos sostenedores a solicitar al Ministerio de Educación la renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa a que se refiere el artículo 7° bis de dicha ley, que hubieren expirado durante el año 2015.


Artículo 5°.- Reemplázase, en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.835, la oración “hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación”, por “hasta la entrada en vigencia del reglamento a que se refiere el artículo segundo transitorio de la ley N°20.832, que crea la Autorización de Funcionamiento de Establecimientos de Educación Parvularia”.


Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
- - -


El Presidente suspende la sesión para reunión de Comités


Se reanuda.


El Presidente da cuenta de los acuerdos adoptados.

- - -
Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.

(Boletín Nº 9.790-07)


El Presidente pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho y la calificó de “discusión inmediata”.

Reseña luego que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite constitucional, de las enmiendas efectuadas por el Senado correspondientes al reemplazo de la letra a) del numeral 2 que pasó a ser numeral 3 del artículo 1° -referente al concepto de propaganda electoral-; las modificaciones efectuadas en el numeral 7 que pasó a ser numeral 8 del artículo 1° -sobre propaganda en espacios privados- y las enmiendas introducidas en el numeral 9 que pasó a ser numeral 11 del artículo 2° - relativo a aportes anónimos.

La Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en:


Respecto del concepto de propaganda electoral:


-Aprobar el texto del inciso primero del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, que fue aprobado por el Senado.


-Reemplazar el texto del inciso segundo del artículo 30, contenido en la letra a) del numeral 3 del artículo 1°, por el siguiente: “No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.”.


En lo referente a la propaganda en espacios privados:


-Aprobar la enmienda del Senado al inciso final del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°.


-Aprobar las modificaciones del Senado al inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, sustituyendo las dimensiones de la propaganda de dos a seis metros cuadrados.


-Reemplazar en el inciso primero del artículo 32 bis contenido en el numeral 8 del artículo 1°, la frase que se inicia con la expresión “en que se encuentran” y hasta el punto seguido, por “en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales”.


Respecto a los aportes sin publicidad de la identidad del aportante:


-Reemplazar el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley por el otro que sustituye el articulo 17 por un precepto que establece, en síntesis, que los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.


La Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo relativo a las dimensiones de la propaganda electoral, que fue aprobado por 7 votos a favor y 3 en contra en cuanto a que no supere los seis metros cuadrados, y por 9 votos a favor y 1 en contra en cuanto a agregar la palabra “totales”, a continuación de la expresión “metros cuadrados”, y redactar en singular la frase “en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los seis metros cuadrados”; y así también a la sustitución del artículo 17 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, en que se registró un voto en contra del inciso tercero propuesto.


Hace presente que la proposición que formula la Comisión Mixta, tiene el rango de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos, respecto de la letra a) del numeral 3 y del numeral 8 del artículo 1° y del numeral 11 del artículo 2°.


Por su parte, el inciso segundo del artículo 17 contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene el carácter de norma de quorum calificado y requiere para su aprobación 19 votos favorables.


Finalmente, informa que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, aprobó el informe de la Comisión Mixta.

El Presidente ofrece la palabra al Ministro señor Eyzaguirre, quien hace uso de ella.


El Presidente pone en votación la proposición.


El resultado de la votación es de 28 favorables, un voto en contra y 2 abstenciones.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Vota por la negativa el Honorable Senador señor Ossandón.


Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín  y señor Horvath.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Prokurica.


El Presidente declara aprobada la proposición.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:


1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:


“Respecto de cada candidato se deberá acompañar la autorización al Director del Servicio Electoral para abrir la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.


2.- Agréganse los siguientes artículos 6º bis y 6° ter:


“Artículo 6º bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.


No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado la declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto, debiendo este organismo establecer un plazo para subsanar eventuales errores. Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses.


El Servicio Electoral remitirá, dentro de los diez días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de publicarlas en su página web.


Artículo 6º ter.- En el caso de las candidaturas a Presidente de la República, sea que se trate de elecciones primarias o generales según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no presentada la candidatura según lo señalado en el inciso segundo del artículo anterior. 


3.- En el artículo 30:


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes: 

 
“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a una o más personas o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral la difusión de ideas o de información sobre actos políticos realizados por personas naturales. Tampoco lo serán aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo, ni aquellas actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación.


Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.”.


b) Elimínase el inciso tercero.

c) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:

 
“Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, desde el sexagésimo día anterior a la elección deberán cursar invitación por escrito a tales eventos a todos los candidatos del respectivo territorio electoral. El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


d) Reemplázase su inciso cuarto por los siguientes:


“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos. La contratación de este tipo de propaganda sólo podrá suscribirse por el candidato, el partido político respectivo o los administradores electorales de unos y otros.


La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.”.


e) Suprímese su inciso final.


4.- En el artículo 31:


a) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser incisos octavo y noveno, respectivamente:


“La propaganda señalada en los incisos anteriores deberá ser transmitida desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.


5.- En el artículo 31 bis: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 31 bis.- Tratándose de las concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva abierta, la distribución del tiempo a que se refieren los incisos cuarto y quinto del artículo 31 la hará el Consejo Nacional de Televisión, previo informe del Servicio Electoral. Para tal efecto, dicho Consejo tendrá el plazo de diez días contado desde la fecha en que las candidaturas queden inscritas en el Registro Especial a que se refiere al artículo 19.”.


b) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “inciso sexto del artículo anterior” por “inciso sexto del artículo 31” y elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece. 


c) Suprímese la expresión “Radio y” en su inciso tercero.


6.- Agrégase el siguiente artículo 31 ter:  


“Artículo 31 ter.- Durante el plazo señalado en el inciso sexto del artículo 30, las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, seis spots de no menos de treinta y no más de cuarenta segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, el que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.

Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley N°20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.”.


7.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 
“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los espacios que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas, parques u otros espacios públicos y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral. Para ello, el Servicio Electoral requerirá una propuesta al Concejo Municipal respectivo, la que deberá ser aprobada en sesión pública especialmente convocada al efecto, por al menos dos tercios de sus miembros en ejercicio, y enviada al citado Servicio, a más tardar 200 días antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito. A falta de dicha propuesta, el Servicio Electoral procederá sin ella. Asimismo, el referido Servicio podrá requerir la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente. Una vez que, con dichos antecedentes o sin ellos, se haya elaborado un listado o mapa con los lugares preseleccionados, los Directores Regionales del Servicio Electoral convocarán a una reunión a las directivas regionales de los partidos políticos legalmente constituidos en la respectiva región, con el objeto de informarles los lugares que preliminarmente han sido definidos en cada comuna, con el objeto que en la misma instancia o dentro de los tres días siguientes, puedan hacer llegar sus observaciones. El Servicio Electoral no estará obligado a considerarlas ni a pronunciarse sobre ellas.


Dicho Servicio regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía. En las referidas instrucciones, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección.


Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días después de la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio electrónico del Servicio Electoral la nómina de las plazas y parques u otros lugares públicos autorizados para efectuar propaganda electoral. Además, el Servicio Electoral publicará un plano señalando los lugares indicados en la referida nómina.


En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los dos metros cuadrados.


Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos no fijos que identifiquen la candidatura o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.


En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.


Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.


Los respectivos alcaldes, de oficio, a solicitud de cualquier ciudadano o a requerimiento del Servicio Electoral, deberán retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción de lo dispuesto en este artículo, y estarán obligadas a repetir en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, los respectivos alcaldes harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República. Cuando los respectivos alcaldes infrinjan la obligación que establece este inciso o procedan de forma arbitraria al retiro de propaganda, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan. Sin perjuicio de lo anterior, cualquier particular podrá reclamar conforme al artículo 151 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, promulgado y publicado el año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


La propaganda electoral permitida en este artículo y en el siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos, desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del mismo, ambos días inclusive.”.


8.- Agrégase el siguiente artículo 32 bis:

 
“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches o letreros, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentra y que la dimensión de esta propaganda no supere los seis metros cuadrados totales. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada. La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.


Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.


Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.


9.- Incorpórase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:


“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el décimo quinto día anterior al de la elección o plebiscito inclusive.”.


10.- Derógase el artículo 33.


11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:


“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.


Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.


Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.


Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.


El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.


 12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- El Servicio Electoral en ejercicio de sus atribuciones podrá ordenar al alcalde respectivo retirar los elementos de propaganda que contravengan los artículos 30, 32 y 32 bis.


Cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros de Chile, quienes deberán proceder a retirar o suprimir los elementos de propaganda que contravengan lo dispuesto en el artículo 32, debiendo informar de ello al Servicio Electoral. Asimismo, Carabineros de Chile podrá proceder de oficio a realizar dichos retiros.”.


13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.


14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la referencia al “número 4°” por otra al “número 3)”.


15.- En el artículo 70:


a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.


16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.


17.- En el artículo 124:

 
a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:


“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico las sanciones aplicadas.”.


18.- En el artículo 126: 


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 126.- El que hiciere propaganda electoral con infracción de lo dispuesto en los artículos 32 o 32 bis será sancionado con multa a beneficio municipal de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31 y 32 o con infracción a lo dispuesto en el artículo 31 bis será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.


c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero por el siguiente:


“Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda a que se refiere el inciso anterior. La denuncia dará lugar al procedimiento sancionatorio que regula la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. El Servicio Electoral habilitará un espacio en su sitio electrónico para recibir estas denuncias, las que deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N°19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.


19.- En el artículo 144:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.


b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el conocimiento de las infracciones sancionadas en los artículos 124, 125, 126 y 127, y en general la fiscalización de lo dispuesto en el párrafo 6º del Título I, corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral:


1.- En el inciso primero del artículo 2°:


a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.


b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:


“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto  en las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.


c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”.


d) Suprímese la letra g), pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h), respectivamente.


e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser letra g), por la siguiente:


“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser declarados detalladamente y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad a la letra b) del artículo 31 de esta ley.”.


2.- En el artículo 3°, sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:


“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos a Presidente de la República podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral, de conformidad al artículo 3° y al párrafo 3° del Título I de la ley N° 18.700. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 y autorizar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley. 


En el período señalado en el inciso anterior, los precandidatos a Presidente de la República podrán percibir los aportes permitidos en los artículos 9° y 17 y efectuar gastos electorales. Los límites al gasto electoral que se aplicarán a los precandidatos serán equivalentes al 10% de los valores señalados en el artículo 4°, para la elección presidencial. 


Cuando se declare la candidatura de un precandidato, éste continuará utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece, y le serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el período de precandidatura será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.


Los precandidatos cuyas candidaturas no sean declaradas en definitiva deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, el Director procederá a cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, los aportes recibidos que no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.


3.- En el artículo 4°:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 


“Tratándose de candidaturas a senador, el límite de gasto no podrá exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por dos centésimos de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por quince milésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil electores y por un centésimo de unidad de fomento los restantes electores en la respectiva circunscripción.”.


b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente: 


“Los candidatos a diputado no podrán exceder la suma de setecientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento el número de electores en el respectivo distrito.”.


c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:


“El límite de gasto de los candidatos a consejeros regionales no podrá exceder de la suma de trescientos cincuenta unidades de fomento, más aquella que resulte de multiplicar por un centésimo de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por setenta y cinco diezmilésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil y por cinco milésimos de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial.”.


d) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “tres centésimos” por “quince milésimos”.


e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.


4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:


1) Reemplázase en el literal a), el guarismo “30” por “10”.

 
2) Sustitúyense en el literal b), el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.


3) Reemplázase en el literal c), el guarismo “50” por “25”.


5.- En el artículo 9°:


a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo y tercero:


“Artículo 9°.- Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.


Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:


a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

 
b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.


c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.


d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.


La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.

 
b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:


“El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.

 
c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinticinco por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a Presidente de la República dichos montos no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dichos montos no podrán sobrepasar las cincuenta unidades de fomento o el veinticinco por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a cincuenta unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.


d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, lo siguiente: “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.


e) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a mil unidades de fomento o superior a dos mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.


6.- Elimínase el artículo 10.


7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 13 bis, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”. 


8.- En el artículo 14:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.” por “multiplicado por el equivalente en pesos a veinte milésimos de unidad de fomento.”.


b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:


“Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador dentro de los dos años anteriores a la elección.


Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas, dentro del mismo plazo señalado en el inciso anterior, por infracción del decreto ley N° 211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.


9.- En el artículo 15:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.


10.- Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

 
“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario y, salvo aquellos señalados en el artículo siguiente, serán públicos.


Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá autorizar al Director del Servicio Electoral a abrir una cuenta bancaria única a su nombre y cargo, autorizando irrevocablemente a dicho Director a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en inciso primero del artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales.


Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán canalizados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

  
Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.


Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, de conformidad a las instrucciones que imparta dicho servicio y utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de los aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes se respeten las reglas y límites previstos en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos y acreditados por el Servicio Electoral deberán ser comunicados al candidato o partido político, según corresponda, señalando la identidad del aportante y el monto del aporte, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción y acreditación.


El Director del Servicio Electoral deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.

 
11.- Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:

 
“Artículo 17.- Los aportantes podrán solicitar al Servicio Electoral mantener sin publicidad su identidad, tratándose únicamente de aportes menores cuyo monto no supere cuarenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; veinte unidades de fomento para las candidaturas a senador y diputado; quince unidades de fomento para las candidaturas a alcalde y a consejero regional; y diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal.

 
Estos aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante no podrán ser, en total, superiores a ciento veinte unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de los aportantes, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 16, y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.


Ningún candidato o partido político, durante el período de campaña electoral, podrá recibir, por concepto de aportes menores sin publicidad de la identidad del aportante, más del veinte por ciento del límite de gastos electorales definido en esta ley.


Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.


12.- Elimínase el artículo 18.


13.- Suprímese el artículo 19.


14.- Derógase el artículo 20.


15.- En el artículo 21:


a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto, por el siguiente:


“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.”.


b) Sustitúyese en el inciso quinto, que ha pasado a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.


c) Suprímese en el inciso sexto, que ha pasado a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.


16.- Reemplázase el artículo 21 bis por el siguiente:


“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral serán siempre públicos. Estos sólo podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N°18.603, orgánica constitucional sobre Partidos Políticos. En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y el instituto receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y su monto. El partido a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de diez días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la citada ley.”.


17.- Suprímese el artículo 22.


18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis:


“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.


19.- Reemplázase el artículo 25 por el siguiente: 


“Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el título V de la ley N°18.603, así como en el párrafo 2° de este Título, los precandidatos, los candidatos y partidos políticos no podrán recibir, directa o indirectamente, aportes de campaña electoral de los órganos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado, ni de aquellas en que este, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.”.


20.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:


“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco, en la forma en que lo autoriza la ley.


Se considerará aporte todo desembolso o contribución avaluable en dinero y, tratándose de contratos onerosos, las diferencias manifiestas entre el valor de la contraprestación y el precio de mercado. 


No se considerará aporte de personas jurídicas la facilitación gratuita de inmuebles de propiedad de personas jurídicas sin fines de lucro destinados habitual y gratuitamente a encuentros de la comunidad, para la realización de actividades propias de campaña. Este uso deberá ser autorizado por escrito por el representante legal de la entidad respectiva, debiendo enviarse copia de ésta al Servicio Electoral por el partido, candidato o sus administradores electorales.”.


21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.


Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento, Directores Regionales de Servicios Nacionales, Alcaldes o Directores de Departamentos Municipales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a candidatos o campañas electorales.


Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.


22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:


“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado.”.


23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis:

 
“Artículo 27 bis.- El que otorgue u obtenga aportes para candidaturas o partidos políticos, de aquellos regulados por esta ley y por la ley N° 18.603, cuyo monto excediere en un cuarenta por ciento lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes permitidos, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido. 


Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, con infracción a lo que dispone el artículo 26, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 58 del Código Procesal Penal. No obstante, excepcionalmente y siempre que se trate de aportes aislados en los que no hay habitualidad y cuyo monto global sea inferior a cincuenta unidades de fomento, el Servicio Electoral podrá no presentar denuncia o querella respecto de tales hechos, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda. 


El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado. 


El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, en virtud de lo que prescribe la ley Nº 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, en una finalidad distinta a la cual están destinados, será castigado con presidio menor en su grado medio.”.


24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter:


“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que, a sabiendas, en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.


Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter solo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el mencionado Servicio. 


Los juzgados de garantía y los tribunales del juicio oral en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos previstos en la letra b) del artículo 28 bis de esta ley, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.


25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis:


“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:


a) Haber sobrepasado en un veinticinco por ciento el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a cien unidades de fomento.


b) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.


Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se ha verificado la infracción señalada en la letra a) precedente.


Cuando el Consejo Directivo determine que se ha verificado una infracción grave, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra b) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.


El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.


26.- Agrégase en el artículo 33 la siguiente letra e):


“e) Velar porque todo gasto efectuado en la campaña electoral sea publicado en el sitio electrónico que deberá llevar al efecto cada partido político.”.


27.- Intercálase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la frase “no podrán ejercer ninguno de estos cargos quienes”, la expresión “hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública, o”.


28.- En el inciso primero del artículo 37:


a) Intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral”.


b) Suprímese el punto (.) que aparece luego del vocablo “ley”.”.


29.- Agrégase en el artículo 40 la siguiente oración final: “Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio electrónico que para el efecto deberá llevar cada partido.”.


30.- Reemplázanse, en el artículo 42, las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.


31.- En el artículo 43: 


a) Sustitúyese la expresión “de decimoquinto” por “del décimo”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.


32.- En el artículo 44:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Con independencia del rechazo o aprobación de la cuenta, si los ingresos o gastos electorales inicialmente declarados difieren en más de un 20% de los estimados por el Servicio Electoral, y siempre que dicha diferencia sea superior a cien unidades de fomento, se aplicará una multa equivalente al quíntuple del monto que constituya dicha diferencia, sanción que será reclamable ante el Tribunal Calificador de Elecciones.”.


33.- Intercálase en el inciso primero del artículo 48, a continuación de la expresión “serán públicas y”, la expresión “se encontrarán disponibles en el sitio electrónico del Servicio. Además,”.


34.- Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:


“Artículo 51.- Los procedimientos administrativos sancionatorios a que dé lugar la aplicación de esta ley se regirán por las reglas del procedimiento sancionatorio previsto en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.”.


35.- Agrégase en el artículo 54 el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La acción penal de los delitos contemplados en la presente ley prescribe en dos años desde que se hubiere cometido el delito.”.

Artículo 3°.- Modifícase la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, de la siguiente forma:


1.- Agrégase en el inciso primero del artículo 33 la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:


“El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, no estando afiliada a ellos, no podrá exceder de trescientas unidades de fomento al año. El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, estando afiliada a ellos, no podrá exceder de quinientas unidades de fomento al año. Los partidos políticos no podrán recibir aportes de cualquier naturaleza de personas jurídicas.”.


2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente, nuevo:

 
“Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición o arrendamiento de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la difusión de sus principios e ideas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.

 
Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. 

 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.

 
Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

 
i) Estar constituidos de conformidad a esta ley.

 
ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna. 

 
El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año. 

 
La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:

 
a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.

 
b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior. 

 
Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:

 
1. Si un parlamentario elegido como afiliado a un partido político que luego fue declarado disuelto o uno elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. 

 
2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados. 

 
3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al cincuenta por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados. 

 
El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Una vez pagadas las multas por el partido o aprobadas sus cuentas, el Servicio Electoral procederá al pago de los montos que fueron retenidos. Con todo, los montos que correspondan a cada partido sólo podrán retenerse por tres trimestres, luego de lo cual, si el partido no ha cumplido, no serán distribuidos.


Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte, el Servicio Electoral deberá fijar un plazo fatal para dicho propósito, el que vencido sin que se realice el trámite, obligará al partido a restituir los fondos no justificados. En caso que existieren remanentes sin utilizar, y sin perjuicio del cumplimiento efectivo de lo dispuesto en el inciso segundo, estos podrán ser traspasados a ejercicios presupuestarios de años posteriores, informando de ello al Servicio Electoral.

 
En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.

 
Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.


En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.”.


3.- En el artículo 34:


a) Intercálase a continuación del primer inciso, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“Deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban y mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente, desglosado, al menos, en las siguientes categorías:


a) Cuantía global de las cuotas y aportes de sus afiliados.


b) Rendimientos procedentes de su propio patrimonio.


c) Ingresos procedentes de los aportes de personas naturales.


d) Aportes estatales regulados en esta ley.


e) Rendimientos procedentes de las actividades del partido.


f) Gastos de personal.


g) Gastos de adquisición de bienes y servicios o gastos corrientes.


h) Gastos financieros por préstamos, distinguiendo entre préstamos de corto y largo plazo.


i) Otros gastos de administración.


j) Gastos de actividades de investigación.


k) Gastos de actividades de educación cívica.


l) Gastos de actividades de fomento a la participación femenina.


m) Gastos de actividades de fomento a la participación de los jóvenes.


n) Créditos, distinguiendo entre créditos de corto y largo plazo, inversiones y valores de operaciones de capital.


ñ) Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.


o) Gastos de las actividades de formación de militantes.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Además, los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis deberán contratar auditorías externas. Dichas contrataciones sólo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros, conforme a instrucciones del Servicio Electoral.”.


4.- Agrégase el siguiente artículo 34 bis: 


“Artículo 34 bis.- Para efectos de recibir el aporte fiscal, todo partido político beneficiario de este deberá presentar al Servicio Electoral la individualización de la cuenta corriente bancaria única y oficial del partido político en la cual se traspasarán los fondos y se supervisarán sus otros movimientos de conformidad a la ley.”.


5.- Incorpórase el siguiente artículo 34 ter:

 
“Artículo 34 ter.- Para optar al aporte público que establece esta ley, todo partido político deberá nombrar un profesional en calidad de Administrador General de los Fondos, con domicilio en Chile, quien será colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.


Son obligaciones del Administrador General de los Fondos de un partido las siguientes:


a) Llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fondos, con indicación del origen y destino, la fecha de la operación y el nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación de respaldo deberá conservarse durante cinco años.


b) Presentar a los organismos de control la información requerida por esta ley.


c) Reintegrar los aportes que reciba del Estado, en conformidad a esta ley.


d) Efectuar todos los gastos con cargo a la cuenta única correspondiente del partido.


Además, en periodo de campaña, el Administrador General de los Fondos de un partido podrá ser designado Administrador General Electoral y cumplir con las funciones descritas en el artículo 33 de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.”.


6.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Los partidos políticos practicarán un balance anual y remitirán un ejemplar al Servicio Electoral. Si el Servicio estimare necesario formular aclaraciones, requerirá al partido las informaciones y antecedentes del caso, el que los proporcionará en el plazo que fije el Servicio, sin perjuicio de sus facultades inspectivas.


El Servicio podrá rechazar el balance cuando no se ajuste a las anotaciones de los libros o contenga  errores u omisiones manifiestos. En caso de no existir objeciones o si estas fueren subsanadas, el Servicio  ordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido.

La resolución del Servicio Electoral que rechace el balance será impugnable ante el órgano que corresponda, según las reglas generales.”.


7.- En el artículo 43:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.


8.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 56:


“Sin perjuicio de lo anterior, las sanciones de multa a que se refieren los artículos 50 y 51 y, en general, las que correspondan a la inobservancia del título V de esta ley, serán impuestas por el Servicio Electoral, según su ley orgánica. No obstante, cuando la sanción aplicable corresponda a la suspensión o disolución del partido o inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político, se estará a lo dispuesto en este artículo.”.


Artículo 4°.- Derógase el Título II de la ley N°19.885, que Incentiva y Norma el Buen Uso de Donaciones que dan Origen a Beneficios Tributarios y los Extiende a Otros Fines Sociales y Públicos.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:


1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:


“Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.


2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:


“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.


Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.


3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:


“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:


1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.


2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.


3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.


4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.


Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, promulgado el año 2000 y publicado el año 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.


4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:


“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.


Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.


5.- En el artículo 62:


a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:



“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.


b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.


c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.


d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente inciso final:


“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.


6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.


7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.


8.- En el artículo 65:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:


i) Intercálase en el literal c), a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.


ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.


iii) Agrégase el siguiente literal g):


“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.


b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d), e), f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.


c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.


9.- En el artículo 66:


a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.


b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:


“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.


c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h)” por “letra g)”.


d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:


i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.


ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.


iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.


e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:


“Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.


10.- En el artículo 67:


a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.


b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.


c) Suprímese en el literal d), la expresión “y del Subdirector”.


d) Elimínase el literal e), pasando los actuales literales f), g) y h) a ser letras e), f) y g), respectivamente.


e) Reemplázase en el literal f), que ha pasado a ser letra e), la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.


f) Sustitúyese en la letra h), que ha pasado a ser literal g), la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.


g) Agréganse los siguientes literales h), i), j) k), y l) nuevos, pasando el actual literal i) a ser letra ll):


“h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las disposiciones electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.


i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.


j) Pronunciarse sobre la infracción señalada en la letra a) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.


k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.


l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.


11.- En el artículo 68:


a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.


b) Elimínase en el literal c), la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.


c) Agrégase en el literal d), la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá para su aprobación al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.


d) Reemplázase el literal e), por el siguiente: 


“e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.


e) Agrégase en el literal f), a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.


f) Suprímese el literal h), pasando los actuales literales i) y j) a ser letras h) e i), respectivamente.


g) Reemplázase los actuales literales k), l), m) y n) por las siguientes letras j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u):


“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 


k) Proponer para su aprobación al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 


l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.


m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.


n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.


ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.


p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.


q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.


Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.


r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.


s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.


t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.


u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.


h) Agrégase los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:


“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:


1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.


2) Haber cumplido los 75 años de edad.


3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.


4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.


5) Inhabilidad sobreviniente.


6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.


Las causales señaladas en los números 3), 4), 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.


Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Director del Servicio Electoral estará afecto a los Párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de cinco años. Corresponderá al Consejo determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.


12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:


“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los Párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.


Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.


Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882. Los perfiles de los cargos de Subdirector deberán ser aprobados por el Consejo del Servicio Electoral.


El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.


13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.


14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:

“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral


Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:


a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 


b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.


c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.


d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.


e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.


f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.


g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.


h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.


i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.


j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 


k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.


l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.


m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios. 


n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

 
Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.


b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.


c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.


d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.


e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.


f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.


g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 

Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos


Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.


b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.


c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.


d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.


e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.


f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.


g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador


Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:


1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 


Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.


Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.


2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.


3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.


Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.


4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.


5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.


6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.


La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que éstos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.


9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.


En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.


10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.


11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.


12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.


Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.


Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.


Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.


15.- Incorpórase el siguiente artículo 76: 


“Artículo 76.- En los años en que se realicen elecciones o plebiscitos de conformidad a lo establecido en la ley N° 18.700, el Servicio Electoral consultará en los respectivos programas presupuestarios, recursos para la contratación de personal, según lo disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.


Artículo 6°.- Modifícase la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, en los siguientes términos:


a) Agrégase el siguiente artículo 6° bis:


“Artículo 6° bis.- Tratándose de las elecciones primarias reguladas en esta ley, solo podrá efectuarse propaganda electoral desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive.”.


b) Incorpórase, en el artículo 42, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales inciso segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“En el caso de los candidatos presidenciales que no resulten nominados, pero que sean declarados candidatos en una elección distinta, continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que establece la ley N° 19.884, y les serán aplicables los límites de gasto electoral que correspondan según el tipo de elección a que sea candidato en definitiva. Lo gastado durante el periodo de campaña de la elección primaria será imputado a dicho límite, con un tope de veinticinco por ciento.”.


Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.


Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

 
1.- En el artículo 1°:


a) Incorpórase, a continuación de la palabra "Director", la frase ", Primer Nivel Jerárquico Título VI ley N°19.882.".


b) En la planta de "Directivos afectos al Título VI de la ley N°19.882":


i.- Reemplázase la expresión "Subdirector" por "Subdirectores"; 


ii.- Créanse dos nuevos cargos de Subdirectores, grado 2°, de la Escala Única de Sueldos, y


iii.- Créanse cinco nuevos cargos de Jefes de División, grado 3°, de la Escala Única de Sueldos.


c) En la planta de Profesionales: 


Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:


i.- Dos cargos en el grado 4°;


ii.- Dos cargos en el grado 5°; 


iii.- Tres cargos en el grado 6°; 


iv.- Seis cargos en el grado 7°; 


v.- Seis cargos en el grado 8°; 


vi. Seis cargos en el grado 9°, 


vii.- Dos cargos en el grado 10°, y


viii.- Un cargo en el grado 11°. 


d) En la planta de Técnicos: 


Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:


i.- Tres cargos en el grado 9°;


ii.- Tres cargos en el grado 10°; 


iii.- Tres cargos en el grado 11°;


iv.- Cinco cargos en el grado 12°; 


v.- Seis cargos en el grado 13°; 


vi.- Siete cargos en el grado 14°, y


vii.- Siete cargos en el grado 15°.


e) En la planta de Administrativos: 


Suprímense doce cargos grado 18°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.


f) En la planta de Auxiliares: 


Suprímense seis cargos grado 22°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que éstos quedaren vacantes por cualquier causa.


Las supresiones de cargos dispuestas en las plantas de Administrativos y Auxiliares se formalizarán mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.


2.- En el artículo 1°A: 

 
a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, diez semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, diez años".

 
b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".


c) En la planta de Profesionales:

 
i.- Incorpórase, a continuación del enunciado "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°", la expresión ", alternativamente:".

 
ii.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i". 

 
iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo, que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: 

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.".

 
iv.- Intercálase, a continuación del enunciado "Profesionales, grados 8° y 9°", la expresión ", alternativamente:".

 
v.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i", y

vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo, que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".


3.- Agréganse, los siguientes artículos 4°, 5°, 6°, 7° y 8° permanentes:

 
“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 
Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.

 
Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.


Artículo 6°.- Establécese una Asignación Electoral para el personal de planta y a contrata del Servicio Electoral, la que contendrá los siguientes componentes:


a) Un componente fijo, y


b) Un componente proporcional, que se regirá por las disposiciones del artículo 8° de esta ley. 


La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.


El personal que preste servicios por un período de tiempo inferior a un mes, tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.


Artículo 7°.- El componente fijo a que se refiere la letra a) del artículo anterior de esta ley, ascenderá a $100.000 brutos mensuales. 


Dicho monto se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.


Artículo 8°.- El componente proporcional a que se refiere la letra b) del artículo 6° ascenderá a un 10% de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:


a) Sueldo base; 


b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185;


c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185, y


d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, del Ministerio de Hacienda, promulgado y publicado el año 1977.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:

 
1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,”, por “Servicio Electoral”. 


b) Suprímese, en los incisos sexto y séptimo del artículo 3° bis, la expresión “Director del”.


c) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.


d) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53, la expresión “Director del”.


2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


a) Reemplázase, en el inciso séptimo del artículo 4° y en el inciso tercero del artículo 14 bis, la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”.


b) Sustitúyese, en los incisos tercero y quinto del artículo 30, en el inciso segundo del artículo 32, en la letra c) del artículo 33 y en el inciso primero del artículo 41, la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral”.


3) En la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos:


a) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 7°, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


b) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero, segundo, tercero y cuarto del artículo 10; en el artículo 11; en el inciso cuarto del artículo 18; en el inciso segundo del artículo 19, y en el artículo 20.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 34, la palabra “Director” por “Consejo Directivo”.


d) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral”.


e) Elimínase la frase “Director del” en los incisos primero y segundo del artículo 51, y reemplázase, en su inciso tercero, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.


f) Reemplázase, en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.


g) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 55, las palabras “el Tribunal” por el vocablo “se”.


h) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 57, la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica”.


i) Sustitúyese, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones”.


j) Elimínase, en el artículo 61, la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

 
Artículo primero.- A partir de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.


Para efectos de lo anterior, los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones y desafiliaciones que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 
Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.

 
Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.

 
Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.

 
Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley N° 18.603.

 
Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos.19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral; 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos; 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; 18.583, orgánica constitucional que Fija Planta del Servicio Electoral y modifica ley N°18.556, y 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes.


Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.

 
En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 
En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

 
Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública en el Servicio Electoral a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.

 
Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.


Artículo séptimo.- Tratándose de las elecciones primarias de alcaldes a efectuarse el año 2016, la nómina a que alude el inciso tercero del artículo 32 de la ley N° 18.700, contenido en el número 7 del artículo 1° de esta ley, deberá dictarse dentro de los primeros treinta días corridos contados desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo octavo.- Durante el año 2016, mientras no se encuentre implementado el sistema electrónico de recepción de aportes del Servicio Electoral, los aportes que tratan los artículos 9°, 16 y 17 de la ley N° 19.884, modificados por el artículo 2° de esta ley, se deberán efectuar mediante depósito bancario conforme a las instrucciones que al efecto imparta dicho Servicio.


Artículo noveno.- El sitio web de recepción de denuncias del Servicio Electoral a que alude el artículo 70 D de la ley N° 18.556, incorporado por el número 14 del artículo 5° de esta ley, deberá estar operativo el 25 de julio de 2016. Antes de la fecha señalada, las denuncias podrán efectuarse en los formularios que disponga materialmente el Servicio Electoral en cada una de sus sedes.


Artículo décimo.- La Asignación Electoral establecida en el artículo 6° de la ley N° 18.583, incorporado por el artículo 8° de esta ley, entrará en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.


Sin perjuicio de lo anterior, los componentes de la referida Asignación Electoral se sujetarán a la progresión que se indica para cada uno de los años que se señalan:


1) Desde la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año de dicha publicación:


a) Componente fijo: $50.000 brutos mensuales.


b) Componente proporcional: 5%.


2) Desde el 1° de enero del año siguiente al de publicación de la presente ley y hasta el 31 de diciembre de esa misma anualidad:


a) Componente fijo: $75.000 brutos mensuales.


b) Componente proporcional: 7,5%.


3) A contar del 1° de enero del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley:


a) Componente fijo: $100.000 brutos mensuales.


b) Componente proporcional: 10%.


Asimismo, el componente fijo de la Asignación Electoral establecida en el artículo 8° de la presente ley sólo se reajustará a contar del mes de diciembre del año subsiguiente al de la publicación de la presente ley.


Artículo undécimo.- Los parlamentarios en ejercicio a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, que hayan sido elegidos como independientes en pacto con uno o más partidos políticos serán considerados como independientes asociados a un partido político para efectos del artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley.


Artículo duodécimo.- El primer aporte trimestral a que alude el artículo 33 bis de la ley N° 18.603, a que se refiere el número 2 del artículo 3° de esta ley, correspondiente al mes de enero del año 2016, se entregará dentro de los 15 días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo décimo tercero.- Los gastos que irrogue esta ley en su primer año presupuestario de aplicación se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrán suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.


Durante el mismo período a que se refiere el inciso anterior, increméntase en 38 cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Electoral.”.

-------

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización.
(Boletín Nº 10.154-07).


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “discusión inmediata”.

Reseña que las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en tercer trámite, de las enmiendas efectuadas por el Senado correspondientes al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°, en lo que respecta a la destinación por parte del Servicio Electoral de uno o más de sus funcionarios para presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe. Asimismo, en el numeral 35 del artículo 1°, que contiene los artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter, específicamente en cuanto al artículo 35 ter -que es el destino de los bienes inmuebles de los partidos políticos e información anual al Servicio Electoral sobre los inmuebles inscritos a nombre del partido político- y sobre el artículo 35 quáter, que regula la inversión del patrimonio de los partidos políticos.


Agrega que la Comisión Mixta, como forma de resolver las divergencias entre ambas Cámaras, efectúa una proposición que consiste en:


Respecto de la presencia del Servicio Electoral en las elecciones internas de los partidos políticos:


-Ratificar la modificación efectuada por el Senado al artículo 23 bis, contenido en el numeral 22 del artículo 1°.


-Incorporar el texto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional al artículo 24, contenido en el numeral 23 del artículo 1°, agregando lo siguiente:


“Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.”.


En lo referente a los inmuebles:


-Aprobar las enmiendas del Senado en esta materia.


Añade que la Comisión adoptó el acuerdo por la unanimidad de sus miembros, salvo en lo relativo al artículo 24, que se aprobó por ocho votos favorables y dos abstenciones, y al artículo 35 ter e inciso final del artículo 35 quáter, aprobados por siete votos a favor, uno en contra y dos abstenciones.


Hace presente que la proposición de la Comisión Mixta para las normas propuestas tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de 21 votos favorables.


Finalmente apercibe que la Cámara de Diputados, en sesión del día de hoy, aprobó la proposición de la Comisión Mixta.

El Presidente pone en votación la proposición.


El resultado de la votación es de 28 votos a favor, 2 votos en contra y 2 abstenciones. 


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, De Urresti, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio  y Zaldívar.


Votan por la negativa los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Horvath.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica.

Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señor Pérez Varela, señora Allende y señores Larraín; Walker, don Patricio; Walker, don Ignacio y Navarro.

Funda su abstención el Honorable Senador señor Prokurica.


El Presidente declara aprobada la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo 1°.- Introdúcense en la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, las siguientes modificaciones:

 
1. Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:

 
“Artículo 1º.- Los partidos políticos son asociaciones autónomas y voluntarias organizadas democráticamente, dotadas de personalidad jurídica de derecho público, integradas por personas naturales que comparten unos mismos principios ideológicos y políticos, cuya finalidad es contribuir al funcionamiento del sistema democrático y ejercer influencia en la conducción del Estado, para alcanzar el bien común y servir al interés nacional.

 
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y expresión de la voluntad popular, son instrumento fundamental para la participación política democrática, contribuyen a la integración de la representación nacional y son mediadores entre las personas y el Estado.

 
Los partidos políticos deberán contribuir al fortalecimiento de la democracia y al respeto, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes.”.

 
2. En el artículo 2°:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “sólo las conducentes a obtener para sus candidatos el acceso constitucional a los cargos públicos de elección popular, para lo cual y con el objeto de poner en práctica los principios y postulados de sus programas,”, por la siguiente: “aquellas destinadas a poner en práctica sus principios, postulados y programas, para lo cual”.

 
b) Modifícase el inciso segundo en el siguiente sentido:

 
i. Reemplázase, en la letra a), la palabra “Presentar” por “Difundir”, e intercálase, entre los vocablos “los” y “habitantes”, la expresión “ciudadanos y”.

 
ii. Reemplázase, en la letra b), la expresión “los Senadores y Diputados” por “las autoridades electas”.

 
iii. Intercálanse, a continuación de la letra c), las siguientes letras d) a l), pasando la actual letra d) a ser m):

 
“d) Promover la participación política activa de la ciudadanía y propender a la inclusión de los diversos sectores de la vida nacional;

 
e) Contribuir a la formación política y cívica de la ciudadanía y de sus afiliados;

 
f) Promover la interrelación activa y continua entre la ciudadanía y las instituciones del Estado; 

 
g) Promover la participación política inclusiva y equitativa de las mujeres;

 
h) Realizar encuentros, conferencias, cursos, seminarios e investigaciones; 

 
i) Interactuar con organismos e instituciones representativos de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local;

 
j) Realizar publicaciones y difundir sus políticas, planes y programas a través de los medios de difusión;

 
k) Participar políticamente en entidades nacionales o internacionales;

 
l) Realizar actividades conjuntas entre dos o más partidos políticos para el cumplimiento de sus fines;


c) Suprímense los incisos cuarto y quinto.


3. Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por la frase “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.


4. En el artículo 5°:


a) Agrégase, en la letra d) del inciso primero, la siguiente frase “, la que deberá expresar su compromiso con el fortalecimiento de la democracia y el respeto, garantía y promoción de los derechos humanos asegurados en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, y en las leyes;”.


b) Reemplázase en la letra e), la letra “y”, por la siguiente oración: “el cual deberá establecer, entre otros, los principios del partido, su estructura interna, la composición y funciones de cada uno de sus órganos, la forma de elección de sus autoridades conforme a los principios que señala esta ley, los derechos y deberes de sus afiliados y las demás normas que la ley exija, y”.


c) Reemplázase, en la actual letra f), las expresiones “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”, las dos veces en que aparece.

 
d) Agrégase un inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:

 
“Los notarios no podrán negarse injustificadamente a extender la escritura pública a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.

 
e) Modifícase el actual inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, en el siguiente sentido:

 
i. Reemplázase la expresión “en el inciso anterior” por “en el inciso segundo”.

 
ii. Sustitúyese la expresión “la Directiva Central” por la frase “el Órgano Ejecutivo”.

 
iii. Reemplázase la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
iv. Elimínanse las frases “un resumen de” y “La publicación se realizará a costa de la Directiva Central provisional.”.

 
5. En el artículo 6°:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Intercálase entre el término “días” y el punto seguido la palabra “corridos”.

 
ii. Reemplázase la frase “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de Diputados en cada una de las Regiones donde esté constituyéndose, según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.” por las siguientes: “al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de las regiones donde esté constituyéndose, siempre y cuando dicho porcentaje del electorado en cada región fuere superior a 500 electores. Si del cálculo descrito resultare una cantidad de electores menor a 500, los partidos políticos deberán afiliar, en dichas regiones, al menos a 500 electores. El cálculo del porcentaje señalado se hará según el escrutinio general practicado por el Tribunal Calificador de Elecciones.”.

 
b) Reemplázanse, en el inciso segundo, las frases “de la región respectiva, o ante el oficial del Registro Civil, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario. Los notarios no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.” por la expresión “, ante el oficial del Registro Civil, o ante el funcionario habilitado del Servicio Electoral, quienes no podrán negarse a recibir la declaración a que hace referencia este artículo y no podrán cobrar por este servicio.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:

 
“Una instrucción general del Servicio Electoral establecerá el modo en que el procedimiento de constitución y afiliación del partido político en formación podrá realizarse de acuerdo con las disposiciones de la ley N°19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.”.

 
d) Reemplázase el inciso tercero, que pasado a ser cuarto, por el siguiente: 

 
“Las declaraciones deberán ser individuales y contendrán su nombre completo, apellidos, domicilio, fecha de nacimiento y cédula nacional de identidad. Cada nuevo afiliado deberá declarar bajo juramento su condición de ciudadano habilitado para votar en la región respectiva y no estar afiliado a otro partido político inscrito o en formación, ni estar o haber estado participando en la formación de un partido político en los últimos doscientos cuarenta días corridos.”.

 
e) Reemplázase, en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, la expresión “La Directiva Central” por “El Órgano Ejecutivo”.

 
6. En el artículo 7°:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una de las regiones en que se divide políticamente el país” por “ocho de las regiones en que se divide política y administrativamente el país o en un mínimo de tres regiones geográficamente contiguas”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre los vocablos “días” y “fatales” la palabra “hábiles”.

 
7. En el artículo 8°:

 
a) Reemplázase, en la letra a), el punto y coma (;) final por un punto aparte (.) y elimínase la letra b).

 
b) Reemplázase la expresión “, y” de la letra c), que ha pasado a ser b), por un punto aparte.

 
c) Elimínase la letra d).

 
8. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 9°, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido en formación”, por la frase “sitio electrónico del Servicio”.


9. En el artículo 10:

 
a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:
 
“Artículo 10.- Cualquier partido inscrito o en formación podrá deducir oposición a la formación de otro, sin que por esta causa se suspenda el proceso de constitución. La oposición deberá cumplir con lo prescrito en el artículo 30 de la ley N°19.880, ser escrita, llevar la firma del presidente del partido que la formule y ser presentada al Director del Servicio Electoral dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la fecha de la publicación indicada en el inciso cuarto del artículo 5°. El partido oponente será considerado como interesado en la gestión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 de la ley N°19.880, según corresponda.”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “sin perjuicio de lo indicado en los artículos 258, inciso segundo, y 259 del Código de Procedimiento Civil. La contestación se atendrá al artículo 309 del mismo Código” por “desde el momento en que dicha notificación se hubiere practicado”.

 
c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “de acuerdo a lo previsto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, lo decretará por un plazo no superior a quince días hábiles” por “lo decretará de acuerdo con lo previsto en los artículos 35 y 36 de la ley N°19.880”.

 
d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “el Diario Oficial. El fallo se subordinará a lo dispuesto en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil” por “su sitio electrónico. La resolución del Servicio se subordinará a lo dispuesto en el artículo 41 de la ley N°19.880”.

 
10. En el artículo 11:

 
a) Sustitúyese la expresión “de lo dispuesto en el artículo 3°, inciso primero, o de los requisitos relativos” por la expresión “del requisito relativo”.

 
b) Reemplázase la expresión “un mes” por “treinta días hábiles”.

 
11. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “Diario Oficial” por “sitio electrónico del Servicio”.

 
12. En el artículo 13:

 
a) Suprímese, en el inciso primero, la expresión “3°,”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “apelar” por el término “reclamar”.

 
c) Sustitúyese, en el inciso tercero, el vocablo “apelación” por la palabra “reclamación”.

 
13. Sustitúyese, en los incisos primero y tercero del artículo 14, la palabra “apelación” por “reclamación”.

 
14. En el inciso segundo del artículo 15:

 
a) Reemplázase la expresión “la Directiva Central” por “el Órgano Ejecutivo” y sustitúyese la palabra “facultada” por “facultado”.

 
b) Suprímense los vocablos “por regiones”.

 
c) Sustitúyese la expresión “de los mínimos exigidos” por “del mínimo exigido”.

 
15. En el artículo 17:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
b) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
16. En el artículo 18:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Agrégase, después de la expresión “derecho a sufragio”, la frase “o extranjero avecindado en Chile por más de cinco años”.

 
ii. Reemplázase la oración “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de las de Orden y Seguridad Pública, los funcionarios y empleados de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral.” por las siguientes: “Con todo, no podrán afiliarse a partido político alguno el personal de las Fuerzas Armadas y el de Orden y Seguridad Pública, el del Tribunal Calificador de Elecciones y del Servicio Electoral. Tampoco podrán hacerlo los jueces, secretarios y ministros de fe de los tribunales de justicia; los ministros, relatores, secretarios y fiscales de los tribunales superiores de justicia; los fiscales del Ministerio Público y los abogados asistentes de fiscales, el Defensor Nacional y los defensores regionales, el Contralor General de la República ni los contralores regionales, los notarios y los conservadores.”.

 
b) Intercálase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:

 
“Lo dispuesto en este Título no obsta a que los partidos deban asegurar mecanismos de participación e integración en sus procesos y estructuras internas de jóvenes menores de 18 y mayores de 14 años de edad, en la forma que determinen sus estatutos.”.

 
17. Agréganse, a continuación del artículo 18, los siguientes artículos 18 bis y 18 ter:


“Artículo 18 bis.- Los estatutos de los partidos políticos podrán establecer los requisitos adicionales para la afiliación y, en su caso, la adhesión, los que no podrán ser contrarios a la ley. Las solicitudes de afiliación o adhesión deberán constar en duplicado, debiendo el partido entregar una copia de ésta al solicitante donde dé cuenta de su recepción.


El rechazo de una solicitud de afiliación o adhesión deberá realizarse por resolución fundada del órgano competente, establecido en los estatutos, en un plazo que no supere los cuarenta días hábiles desde el ingreso de la solicitud. El solicitante podrá recurrir de dicha resolución ante el Tribunal Supremo, dentro del plazo de cinco días hábiles desde su notificación, instancia que deberá pronunciarse dentro de diez días hábiles desde la interposición del recurso.


Si el partido político no se pronuncia sobre la solicitud dentro del plazo de cuarenta días hábiles desde que ésta se efectuó, se entenderá aceptada, pudiendo el solicitante requerir al Servicio Electoral que lo incorpore como afiliado o adherente al respectivo registro del partido.

 
Artículo 18 ter.- Derechos y deberes de los afiliados.

 
1. Los estatutos de los partidos contendrán una especificación detallada de los derechos de sus afiliados, dentro de los cuales necesariamente se incluirán los siguientes:

 
a) Participar en las distintas instancias del partido. 

 
b) Postularse en los procesos internos de selección de candidatos a cargos de elección popular.

 
c) Postularse en los procesos internos de elección de dirigentes dispuestos en la ley, así como para ser nombrado en cualquier comisión al interior del partido político.

 
d) Participar con derecho a voto en las elecciones internas que celebre el partido.

 
e) Proponer cambios a los principios, programas y estatutos del partido, conforme con las reglas estatutarias vigentes.

 
f) Solicitar y recibir información que no sea reservada o secreta, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° de la Constitución Política de la República o cuya publicidad, comunicación o conocimiento no afecte el debido cumplimiento de las funciones del partido. Los afiliados podrán impugnar ante el Tribunal Supremo, cuya resolución será reclamable ante el Servicio Electoral frente a la negativa del partido de entregar dicha información.

 
g) Solicitar la rendición de balances y  cuentas que sus dirigentes se encuentren obligados a presentar durante su gestión.

 
h) Exigir el cumplimiento de la declaración de principios del partido, estatutos y demás instrumentos de carácter obligatorio.

 
i) Recibir capacitación, formación política e información para el ejercicio de sus derechos políticos.

 
j) Tener acceso a la jurisdicción interna del partido político y, en su caso, a recibir orientación respecto del ejercicio y goce de sus derechos como afiliado cuando sean vulnerados al interior del partido político.

 
k) Impugnar ante el Tribunal Supremo las resoluciones y decisiones de los órganos internos que afecten sus derechos políticos.

 
l) Impugnar ante el Tribunal Calificador de Elecciones las resoluciones del Tribunal Supremo del partido sobre calificación de las elecciones internas de los órganos establecidos en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, de conformidad con los requisitos que establece el inciso cuarto del artículo 23 bis.

 
2. Los afiliados a un partido político tendrán las obligaciones que fije el respectivo estatuto partidario, debiendo contemplarse entre ellas, al menos, las siguientes:

 
a) Actuar en conformidad con los principios, estatutos, reglamentos internos, acuerdos e instrucciones de los órganos directivos del partido, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 21 y 32.

 
b) Contribuir a la realización del programa del partido, de acuerdo a la línea política definida conforme a los respectivos estatutos.

 
c) Contribuir al financiamiento del partido abonando las cuotas u otras aportaciones que se determinen para cada afiliado. 

 
Los estatutos del partido político deberán garantizar a cada afiliado tanto el derecho a la plena participación en la vida interna del partido, como el derecho a la postulación a cargos de representación popular en condiciones equitativas. Los estatutos deberán establecer los mecanismos para asegurar que sus afiliados sean debida y oportunamente informados para el ejercicio de sus derechos y deberes establecidos en esta ley y en los estatutos.”.

 
18. Reemplázase el inciso final del artículo 19 por el siguiente:

 
“Una vez inscrito el partido en el Registro de Partidos Políticos, la afiliación se realizará de acuerdo a los estatutos del partido, para lo cual podrá acogerse a la instrucción a que se refiere el inciso tercero del artículo 6°.”.
 
19. Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:

 
“Artículo 20.- El Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de afiliados de cada partido político. Además, si los estatutos del partido reconocieren como adherentes a menores de 18 y mayores de 14 años de edad que no hayan sido condenados por delitos que merezcan pena aflictiva, o a aquellas personas inhabilitadas para ejercer su derecho a sufragio por razones calificadas en sus estatutos, el Servicio Electoral deberá mantener actualizado el registro de estos. Dichos registros estarán ordenados por circunscripciones, distritos y comunas. Los registros se considerarán actualizados una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentran afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación o adhesión, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, sin perjuicio de lo dispuesto en este inciso respecto del registro de adherentes.

 
Los partidos deberán comunicar al Servicio Electoral, dentro de los tres primeros días hábiles de cada mes, las nuevas afiliaciones, desafiliaciones, adhesiones y renuncias a ellas, que por cualquier causa se produjeren dentro del mes anterior al informado.”.

 
20. Sustitúyese el artículo 21 por el siguiente:

 
“Artículo 21.- Los partidos políticos no podrán dar órdenes al Presidente de la República, ministros de Estado, subsecretarios, embajadores, alcaldes y funcionarios públicos.

 
Esta limitación, que operará y cesará de pleno derecho, durará mientras las personas señaladas se encuentren en ejercicio de sus funciones y estará referida sólo a aquellas propias del cargo.”.

 
21. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente:

 
“Artículo 23.- Los partidos podrán tener los órganos que sus estatutos determinen, sin perjuicio de lo cual deberán al menos contar con los siguientes:

 
a) Un Órgano Ejecutivo.

 
b) Un Órgano Intermedio Colegiado.

 
c) Un Tribunal Supremo y tribunales regionales.

 
d) Un Órgano Ejecutivo e Intermedio Colegiado por cada región donde esté constituido.

 
Sin perjuicio de las nomenclaturas que utiliza esta ley para referirse a cada uno de los órganos colegiados, cada partido político podrá en sus estatutos denominarlos de otra forma, debiendo informar al Servicio Electoral de estas nuevas denominaciones. 
 
Asimismo, los partidos podrán establecer frentes, comisiones u otras instancias temáticas o territoriales que estimen pertinentes, a fin de incentivar la participación de sus afiliados. Del mismo modo, podrán celebrar congresos generales o nacionales conforme sus estatutos.

 
Deberán efectuarse elecciones de la totalidad de los miembros de los órganos antes señalados, renovándose con una periodicidad no superior a cuatro años. Sus integrantes no podrán ser electos por más de dos períodos consecutivos en su mismo cargo.

 
En la integración de los órganos colegiados previstos en esta ley, se observarán mecanismos especialmente previstos en los estatutos, que aseguren que ninguno de los sexos supere el 60 por ciento de sus miembros. En caso de ser tres miembros, se entenderá cumplida la regla cuando al menos uno de ellos sea de sexo diferente.

 
Los partidos políticos podrán organizarse para permitir la afiliación, adhesión y participación de los chilenos que se encuentren fuera del territorio nacional, de acuerdo con las disposiciones de esta ley, sus estatutos y las instrucciones que para estos efectos dicte el Servicio Electoral.”.

 
22. Intercálase, a continuación del artículo 23, el siguiente artículo 23 bis:

 
“Artículo 23 bis.- Todos los miembros de los órganos señalados en el artículo anterior deberán ser electos democráticamente. Los estatutos de cada partido político determinarán el sistema electoral y los procedimientos para la elección de sus autoridades. El sistema de elección establecido en los Estatutos de cada partido deberá observar el carácter personal, igualitario, libre, secreto e informado del sufragio de sus afiliados y, cuando así lo determinen sus estatutos, de sus adherentes.

 
Las reglas de elección enunciadas en el inciso anterior serán aplicables a los miembros del Tribunal Supremo.

 
El Órgano Ejecutivo de cada partido deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas. Asimismo, remitirá sus actualizaciones, si las hubiere, al menos sesenta días antes de la siguiente elección interna. Dicho reglamento deberá ser aprobado por el Servicio Electoral y regulará, al menos, los siguientes aspectos:

 
a) Procedimiento de declaración, inscripción, aceptación, rechazo e impugnación ante los tribunales internos  de candidaturas a las elecciones internas.


b) Reglas sobre las cédulas electorales para cada acto electoral, que aseguren que éstas sean impresas en forma legible, con serie y numeración correlativas, las que deberán constar en un talón desprendible de dicha cédula.

 
c) Normas sobre propaganda y publicidad electoral.

 
d) Plazos y forma de constitución, instalación y cierre de las mesas receptoras de sufragios.

 
e) Mecanismos que aseguren la información oportuna de los locales de votación a los afiliados, al menos diez días corridos antes de cada elección.

 
f) Útiles electorales, entre los que se encontrará el padrón de cada mesa receptora de sufragios, con una nómina alfabética de electores habilitados para votar en ella, los datos para su identificación, el espacio necesario para estampar la firma o huella dactiloscópicas; las cédulas electorales para la emisión de los sufragios; formularios de actas de escrutinio por cada elección, las que deberán ser suscritas por los vocales de mesa y apoderados de cada candidatura o lista, y un formulario de minuta del resultado del escrutinio para cada elección.

 
g) Normas sobre el escrutinio por mesas y devolución de cédulas y útiles electorales.

 
h) Reglas del escrutinio y calificación practicados por el Tribunal Supremo.

 
i) Sanciones frente a la inobservancia del reglamento de elecciones internas.

 
j) Normas sobre designación, independencia e inviolabilidad de vocales de mesas, apoderados y cualquiera otra autoridad electoral del partido en el ejercicio de sus funciones.

 
El Servicio Electoral deberá pronunciarse, verificando las exigencias a que alude el inciso anterior, respecto del reglamento y sus actualizaciones, aprobándolos o formulando observaciones, dentro de los quince días corridos siguientes a su recepción. Si el Servicio formulare observaciones, el partido deberá hacer los ajustes necesarios dentro de los quince días corridos siguientes a la notificación de la resolución del Servicio. Si éste no se pronuncia dentro del plazo de quince días señalado, se entenderá aprobado el respectivo reglamento.

 
Para cada elección interna, los apoderados de cada candidatura o lista podrán asistir, al menos, a todas las mesas receptoras de sufragios, al escrutinio practicado por las mesas y por el Tribunal Supremo, y podrán consignar cualquier observación en las actas de escrutinio correspondiente.

 
El escrutinio de las elecciones internas será público y los estatutos deberán prever mecanismos de reclamación ante los Tribunales internos. Serán reclamables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro de cinco días hábiles de notificadas, las resoluciones del Tribunal Supremo referidas a reclamaciones de nulidad o rectificación de escrutinios de las elecciones de los órganos señalados en las letras a), b) y c) del inciso primero del artículo 23, siempre que tales resoluciones cuenten con un voto de minoría equivalente, al menos, al 25 por ciento de los miembros del Tribunal Supremo y que, de ser acogida dicha reclamación,  hubiere dado lugar a la elección de un candidato o de una opción distinta de aquella que se ha constatado. La reclamación deberá individualizar la resolución que motiva la reclamación, indicar las peticiones concretas que formula y acompañar todos los antecedentes en que se funda. Si del cálculo del 25 por ciento señalado no diese un número entero, deberá aproximarse al entero inmediatamente superior.

 
En todas las elecciones internas se considerarán como habilitadas para sufragar a aquellas personas que se encuentren inscritas en el registro de afiliados que señala el artículo 20, con a lo menos tres meses de anticipación a la respectiva elección, lo que no obsta a que los partidos continúen su proceso de afiliación de nuevos afiliados durante ese lapso. Dichas elecciones deberán realizarse utilizando como padrón actualizado el registro general de afiliados que el Servicio Electoral deberá proporcionar a los partidos políticos y candidatos a la respectiva elección con, a lo menos, dos meses de anticipación al día de la elección.

 
Los estatutos podrán habilitar a quienes figuren en el registro de adherentes para sufragar en las elecciones internas del partido, para lo cual utilizarán el padrón que al efecto les proporcione el Servicio Electoral, considerando los mismos plazos que establece el inciso anterior.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a su costa, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia de los registros mencionados en el artículo 20, del partido político al que pertenece, con el nombre completo de los afiliados y su domicilio, dentro del plazo señalado en el inciso anterior. El Servicio determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a estos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas del ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad con el artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N°19.628, sobre protección de la vida privada.

 
Sin perjuicio de lo anterior, cualquier afiliado al partido podrá solicitar, a su costa, un certificado de su inscripción en el mencionado registro.

 
El Servicio Electoral velará por el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y dictará las instrucciones que correspondan a ese efecto. Asimismo, el Servicio Electoral podrá destinar a uno o más de sus funcionarios a presenciar las elecciones internas de los partidos políticos, quienes podrán desempeñarse como ministros de fe.”.
 
23. Reemplázase el artículo 24 por el siguiente: 

 
“Artículo 24.- El Órgano Ejecutivo será elegido por sus afiliados o bien por el Órgano Intermedio Colegiado, conforme a lo que establezcan los estatutos del partido político, y estará compuesto por al menos tres miembros. Las denominaciones y atribuciones de cada uno de sus miembros, determinadas conforme a sus estatutos, deberá ser informada al Servicio Electoral. Si los estatutos del partido disponen que el Órgano Ejecutivo sea elegido por el Órgano Intermedio Colegiado, este último deberá ser elegido por sus afiliados en votación directa y, cuando así lo determinen los estatutos, por sus adherentes.

 
El Órgano Ejecutivo tendrá las funciones que señale el estatuto, entre las cuales se deberán consignar, al menos, las siguientes:

 
a) Dirigir el partido conforme con su declaración de principios, programa y las definiciones políticas adoptadas por sus organismos internos.

 
b) Administrar los bienes del partido, rindiendo balance anual de ellos ante el Órgano Intermedio Colegiado, sin perjuicio de lo establecido en los estatutos del partido.

 
c) Proponer al Tribunal Supremo la dictación de las instrucciones generales necesarias para la realización adecuada de los procesos electorales internos, conforme a la ley y a los estatutos.

 
d) Proponer al Órgano Intermedio Colegiado las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamento interno, como asimismo, las alianzas, pactos electorales, fusión con otro u otros partidos, y su disolución.


e) Convocar las sesiones ordinarias y extraordinarias del Órgano Intermedio Colegiado.

 
f) Proponer al Consejo General, para análisis y propuestas, los temas de políticas públicas considerados relevantes para el partido y el país.

 
g) Designar al Administrador General de Fondos del partido, cuando corresponda.

 
h) Poner en conocimiento del Tribunal Supremo las faltas a los estatutos y a la disciplina partidaria de que tenga conocimiento.

 
i) Todas las demás facultades que el respectivo estatuto le confiera, que no contravengan la ley.

 
j) Las demás funciones que establezca la ley.
 
Los miembros del Órgano Ejecutivo deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, la que deberá ser remitida al Servicio Electoral para su custodia y control.”.

 
24. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:

 
“Artículo 25.- El estatuto del partido determinará al integrante del Órgano Ejecutivo que tendrá su representación judicial y extrajudicial.”.

 
25. Reemplázase el artículo 26 por el siguiente: 

 
“Artículo 26.- El Órgano Intermedio Colegiado será el órgano plural, con carácter normativo y resolutivo del partido político. Sus miembros serán elegidos en conformidad con lo dispuesto en los estatutos del partido.

 
Al Órgano Intermedio Colegiado le corresponderán las siguientes atribuciones:

 
a) Impartir orientaciones y adoptar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido, que serán obligatorios para el Órgano Ejecutivo.

 
b) Impartir orientaciones sobre las políticas públicas relevantes para el partido y el país.

 
c) Aprobar o rechazar el correspondiente balance anual.

 
d) Aprobar, a propuesta del Órgano Ejecutivo, las modificaciones a las declaraciones de principios, nombre del partido, programas partidarios, estatutos y reglamentos internos, como asimismo, los pactos electorales, fusión con otro u otros partidos y su disolución. Las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión deberán hacerse en conformidad con lo dispuesto en el artículo 29, inciso primero.

 
e) Recibir anualmente la cuenta política de la Directiva Central y pronunciarse sobre ella.

 
f) Designar los candidatos a Presidente de la República, diputados, senadores, consejeros regionales, alcaldes y concejales del partido, sin perjuicio de aquellos que se determinen de conformidad con la ley N°20.640.

 
g) Aprobar el programa del partido.

 
h) Las demás funciones que establezca la ley o que el respectivo estatuto les confiera, y que no sean contrarias a aquella.
 
Sin perjuicio de las funciones del Órgano Intermedio Colegiado, este podrá organizar y celebrar eventos partidarios con carácter consultivo o resolutivo, como también de carácter programático o ideológico, de acuerdo a sus estatutos. Sólo podrá convocarse a eventos partidarios con carácter resolutivo sobre aquellas materias que sean atribuciones propias del Órgano Intermedio Colegiado.

  
26. Reemplázase el artículo 27 por el siguiente: 

 
“Artículo 27.- Los partidos políticos deberán elegir, a lo menos, un Órgano Ejecutivo y un Órgano Intermedio Colegiado Regional en cada una de las regiones en que estén constituidos en conformidad a sus estatutos. Cada Órgano Ejecutivo Regional estará integrado, a lo menos, por un presidente, un secretario y un tesorero. Sus miembros serán elegidos por los afiliados de la región respectiva.”.


27. Reemplázase el artículo 28 por el siguiente:

 
“Artículo 28.- Los partidos políticos tendrán un Tribunal Supremo. Sus integrantes deberán tener una intachable conducta anterior y no haber sido sancionados disciplinariamente por el partido. Los miembros del Órgano Ejecutivo del partido no podrán ser integrantes del Tribunal Supremo.

 
Dicho Órgano deberá tener al menos cinco miembros, su conformación deberá ser siempre impar y deberá adoptar sus decisiones por la mayoría de los miembros en ejercicio. Sus miembros serán elegidos por un mecanismo representativo, de conformidad con lo dispuesto en los estatutos y no podrán ser designados por el Órgano Ejecutivo. 

 
Al Tribunal Supremo corresponderán, además de las otras atribuciones que le asigna la ley o que le otorguen los estatutos del partido, las siguientes:

 
a) Interpretar los estatutos, reglamentos y demás normas internas.

 
b) Conocer de las cuestiones de competencia que se susciten entre autoridades u organismos del partido.

 
c) Conocer y resolver de las reclamaciones que se entablen contra actos de autoridades u organismos del partido que vulneren la declaración de principios o los estatutos, y adoptar las medidas necesarias para corregirlos y enmendar sus resultados.

 
d) Conocer y resolver las denuncias que se formulen contra afiliados al partido, sean o no autoridades de él, por actos de indisciplina o violatorios de la declaración de principios o de los estatutos, o por conductas indebidas que constituyan faltas a la ética o comprometan los intereses o el prestigio del partido.

 
e) Aplicar las medidas disciplinarias que los estatutos señalen, contemplando las disposiciones que hagan efectivo un debido proceso.

 
f) Controlar el correcto desarrollo de las elecciones y votaciones partidistas, y dictar las instrucciones generales o particulares que para tal efecto correspondan.

 
g) Calificar las elecciones y votaciones internas.

 
h) Resolver, como tribunal de segunda instancia, las apelaciones a los fallos y decisiones de los Tribunales Regionales.

 
i) Conocer de las reclamaciones por no inclusión en el Registro de Afiliados.

 
j) Velar y garantizar el ejercicio de los derechos de los afiliados, incluido los señalados en el artículo 18 ter.

 
En el ejercicio de sus atribuciones y según sea la gravedad de la infracción, este Tribunal podrá aplicar las siguientes sanciones disciplinarias a sus afiliados o las que señalen los respectivos estatutos:

 
1) Amonestación.

 
2) Censura por escrito.

 
3) Suspensión o destitución del cargo que estuviere ejerciendo dentro de la organización interna del partido.

 
4) Suspensión en el ejercicio de los derechos de afiliado por el plazo que determine.

 
5) Expulsión.

 
Las sanciones establecidas en los números 3 y 4 del inciso anterior sólo podrán ser aplicadas por el Tribunal Supremo con el voto favorable de los tres quintos de sus integrantes en ejercicio. Para el caso del número 5, el quórum será dos tercios.”.

 
28. Agrégase el siguiente artículo 28 bis:

 
“Artículo 28 bis.- En cada una de las regiones donde esté constituido el partido, existirá un Tribunal Regional, el que estará conformado y tendrá las facultades que indiquen los respectivos estatutos.

 
El Tribunal Regional conocerá en primera instancia y en relación al ámbito regional, de las materias contempladas en la normativa interna, y a lo menos las establecidas en las letras c), d), e), f) y g) del artículo precedente.

 
Las sentencias de los tribunales regionales serán apelables para ante el Tribunal Supremo, en la forma y plazos que establezcan las normas internas del respectivo partido. Si la sentencia definitiva dispone la expulsión de un afiliado, y de ella no se reclamare, se elevará en consulta al Tribunal Supremo.”.

 
29. Intercálanse, a continuación del artículo 28 bis, los siguientes artículos 28 ter y 28 quáter:

 
“Artículo 28 ter.- Todo proceso sancionatorio interno deberá contemplar garantías que aseguren el ejercicio del derecho a defensa de los afectados, tales como el derecho a formular descargos, presentar pruebas que acrediten sus pretensiones y reclamar de las decisiones dentro de plazos razonables. 

 
Los estatutos deberán contemplar circunstancias en las que los miembros del Tribunal Supremo deberán abstenerse de emitir pronunciamiento, a fin de prevenir conflictos de intereses.

 
La disciplina interna de los partidos políticos no puede afectar el ejercicio de derechos, el cumplimiento de deberes prescritos en la Constitución y en la ley, ni el libre debate de las ideas en el interior del partido.

 
Artículo 28 quáter.- Sin perjuicio de lo establecido en los estatutos de cada partido, se considerarán como infracciones a la disciplina interna las siguientes:

 
a) Todo acto u omisión voluntaria imputable a un miembro del partido, que ofenda o amenace los derechos humanos establecidos en la Constitución, en los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile y en la ley, o atente contra ellos.

 
b) Infringir los acuerdos adoptados por los organismos oficiales del partido.

 
c) Incurrir en actos que importen ofensas, descrédito o maltrato contra miembros del partido.

 
d) Faltar a los deberes del afiliado establecidos en la ley o en el estatuto.


e) Incumplir pactos políticos, electorales o parlamentarios celebrados por el partido.”.

 
30. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

 
a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

 
“Artículo 29.- Las proposiciones del Órgano Intermedio Colegiado, relativas a las modificaciones de la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido y la fusión con otro deberán ser ratificadas por los afiliados en votación directa.”.

 
b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “por el presidente y por el secretario del partido.” por la frase “por los miembros del Órgano Ejecutivo del partido que señalen sus estatutos.”.


31. Reemplázase el inciso primero del artículo 30 por el siguiente:

 
“Artículo 30.- Los acuerdos del Órgano Intermedio Colegiado serán públicos. Los acuerdos adoptados por dicho órgano referentes a modificar la declaración de principios del partido, el nombre, los programas partidarios, los estatutos y reglamento interno de elecciones, los pactos electorales que celebre con otros partidos políticos, la fusión con otro u otros partidos y la disolución se adoptarán siempre ante un funcionario del Servicio Electoral, quien actuará como ministro de fe.”.

 
32. Modifícase el artículo 31 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “el Consejo General, a proposición de los Consejos Regionales. La organización de estas elecciones será de responsabilidad del respectivo Consejo Regional.” por la frase “el Órgano Intermedio Colegiado, a proposición de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales.”.

 
b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
33. Intercálase en el artículo 32, a continuación de la expresión “a sus”, la locución “concejales, consejeros regionales,”.

 
34. Modifícase el artículo 35 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “Diario Oficial, a costa del partido”, por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
b) Reemplázase, en el inciso tercero, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 
35. Agréganse los siguientes artículos 35 bis, 35 ter y 35 quáter:


“Artículo 35 bis.- Los actos y contratos que celebren los partidos políticos se regirán por las reglas generales, sin perjuicio de las normas especiales que la presente ley establece. 


Los partidos políticos no podrán celebrar contratos a título oneroso en condiciones distintas a las de mercado o cuya contraprestación sea de un valor superior o inferior al de mercado. 


Los partidos políticos no podrán constituir ni participar en personas jurídicas salvo las expresamente autorizadas por esta ley y por la ley N° 19.884. Tampoco podrán prestar servicios a título oneroso.


Artículo 35 ter.- Los partidos podrán ser propietarios de bienes inmuebles. Del total de bienes inmuebles a nombre del partido, al menos dos tercios  deberán destinarse a las actividades señaladas en el artículo 2° de esta ley. 


Los partidos políticos deberán informar anualmente al Servicio Electoral la totalidad de los bienes inmuebles inscritos a nombre del partido.


Artículo 35 quáter.- Tratándose de los fondos provenientes de los aportes públicos que reciban los partidos políticos, éstos deberán destinarse a los fines que señala la ley y rendirse y justificarse de forma separada. 


Los partidos políticos sólo podrán invertir su patrimonio financiero proveniente de aportes del Fisco en valores de renta fija emitidos por el Banco Central, en depósitos a plazo y cuotas de fondos mutuos que no estén dirigidos a inversionistas calificados.


Fuera de los casos previstos en los  incisos anteriores, y siempre que su patrimonio financiero disponible sea superior a las veinticinco mil unidades de fomento, los partidos podrán invertirlo a través del mandato especial de administración de valores a que se refiere el Título III de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses, de conformidad a las normas allí contenidas, el que deberá constituirse en un plazo de noventa días desde que el patrimonio financiero disponible del partido alcance el valor de veinticinco mil unidades de fomento. Si dicho patrimonio no supera este valor, el partido político sólo podrá invertir su patrimonio financiero en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo.”.

 
36. Intercálase el siguiente Título VI, nuevo, integrado por los artículos 36 bis y 36 ter, adecuándose la numeración de los demás Títulos:

“TÍTULO VI Del Acceso a Información y Transparencia.


Artículo 36 bis.- Los partidos políticos deberán mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios web, en forma completa, actualizada y de un modo que permita su fácil identificación y un acceso expedito, los siguientes antecedentes actualizados, al menos, trimestralmente:

 
a) Marco normativo aplicable, incluyendo las normas legales y reglamentarias que los rigen, su declaración de principios, estatutos y  reglamentos internos.

 
b) Nombre completo, la sigla, el símbolo y el lema del partido político.

 
c) Pactos electorales que integren.

 
d) Regiones en que se encuentra constituido.

 
e) Domicilio de las sedes del partido.

 
f) Estructura orgánica.

 
g) Facultades, funciones y atribuciones de cada una de sus unidades u órganos internos.

 
h) Nombres y apellidos de las personas que integran el Órgano Ejecutivo y el Órgano Contralor.

 
i) Las declaraciones de intereses y patrimonio de los candidatos del partido político para las elecciones a que se refiere la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, y de los miembros del Órgano Ejecutivo, en los términos de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

 
j) Los acuerdos de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales y del Órgano Intermedio Colegiado.

 
k) Balance anual aprobado por el Servicio Electoral.

 
l) El monto total de las cotizaciones ordinarias y extraordinarias de sus afiliados, recibidas durante el año calendario respectivo.

 
m) El total de los aportes, donaciones, asignaciones testamentarias y, en general, todo tipo de transferencias públicas o privadas, que se reciban a partir de su inscripción, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
n) Las transferencias de fondos que efectúen, con cargo a los fondos públicos que perciban, incluyendo todo aporte económico entregado a personas naturales o jurídicas, en conformidad a lo dispuesto en las leyes.

 
o) Todas las entidades en que tengan participación, representación e intervención, cualquiera sea su naturaleza y el fundamento normativo que la justifique.

 
p) Sanciones aplicadas al partido político.

 
q) Nómina de contrataciones sobre veinte unidades tributarias mensuales, cualquiera sea su objeto, con indicación de los contratistas e identificación de los socios y accionistas principales de las sociedades o empresas prestadoras, en su caso.

 
r) Requisitos y procedimientos para nuevas afiliaciones y número de afiliados.


s) Información estadística sobre participación política dentro del partido, desagregada por sexo, indicando, a lo menos, la cantidad de militantes, distribución etaria, los cargos que ocupan dentro del partido, cargos de elección popular, autoridades de gobierno, entre otros.

 
t) El registro de gastos efectuados en las campañas electorales a que se refiere la letra e) del artículo 33 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
u) El registro de aportes a campañas electorales a que se refiere el artículo 40 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.

 
v) Un vínculo al sitio web del Servicio Electoral en el que consten las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentadas ante el Director del Servicio Electoral, de conformidad con el artículo 48 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, y

 
w) Toda otra información que el Órgano Ejecutivo de cada partido político determine y cuya publicidad no sea contraria a la Constitución y las leyes. El Órgano Ejecutivo podrá revocar dicha decisión en cualquier momento. Las resoluciones respectivas deberán comunicarse oportunamente, por escrito, al Consejo para la Transparencia, según sus instrucciones.

 
Un miembro del Órgano Ejecutivo del partido político será el encargado de velar por la observancia de las normas de este Título de acuerdo a las instrucciones del Consejo para la Trasparencia. La determinación del miembro responsable del Órgano Ejecutivo deberá ser comunicada al Consejo para la Transparencia en los términos establecidos por las instrucciones de dicho Consejo. Lo anterior, sin perjuicio de las responsabilidades que la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, asigna a los Administradores Generales Electorales en materia de difusión de información en los sitios web de cada partido político.


Artículo 36 ter.- Cualquier persona podrá presentar un reclamo ante el Consejo para la Transparencia, en contra del partido político que no cumpla lo prescrito en el artículo anterior, conforme al procedimiento previsto en los artículos 24 y siguientes de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.285. 



En la resolución que emita el Consejo para la Transparencia  o la respectiva Corte de Apelaciones, en su caso, declarando la infracción por parte del partido político, se comunicará al Servicio Electoral la necesidad de iniciar un procedimiento sancionatorio para establecer una multa a beneficio fiscal sobre el patrimonio del respectivo partido político, la que, de acuerdo a la gravedad de la infracción podrá ascender de quinientos a dos mil unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, el monto de las multas será elevado al doble.”.

 
37. Sustitúyese el artículo 37 por el siguiente:

 
“Artículo 37.- Todo partido político podrá fusionarse con otro u otros en conformidad con las normas que se establecen en este Título, debiendo cumplir conjuntamente con el mínimo legal de afiliados para constituirse como tales. Los partidos políticos que se encuentren en alguna de las causales de disolución establecidas en la ley no podrán fusionarse con otro.”.

 
38. Modifícase el artículo 38 en el siguiente sentido:

 
a) Sustitúyese, en su inciso primero, la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
b) Sustitúyense, en su inciso segundo, las expresiones “la Directiva Central” y “Consejo General”, por las expresiones “el Órgano Ejecutivo” y “Órgano Intermedio Colegiado”, respectivamente.

 
c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “por los Consejos Generales” por la frase “por los Órganos Intermedios Colegiados”.

 
39. Modifícase el artículo 39 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “los presidentes de los partidos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 
b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “los presidentes de los partidos políticos” por la frase “los miembros de los Órganos Ejecutivos”.

 
c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Diario Oficial” por la frase “sitio electrónico del Servicio Electoral”.

 
40. Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:

 
a) En el inciso primero:

 
i. Reemplázase la expresión “Consejo General” por “Órgano Intermedio Colegiado”.

 
ii. Reemplázase el numeral 2° por el siguiente:

 
“2°.- Por no alcanzar el 5 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en la última elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, en su caso.”.

 
iii.- Reemplázase el numeral 6° por el siguiente:

 
“6° En los casos previstos en los artículos 47, 50, inciso segundo, y 51 bis.”.

 
iv. Sustitúyese en el numeral 7° la expresión “y 82, número 7°,” por la siguiente: “y 93, número 10°,”.

 
b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

 
“No obstante, si un partido político no alcanzare el umbral previsto en el numeral 2° de este artículo en una o más regiones, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, siempre que elija un mínimo de cuatro parlamentarios en, a lo menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores.”.

 
41. Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:

 
a) Intercálase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 
b) Intercálanse en su inciso tercero, a continuación de la expresión “ciento ochenta días”, la palabra “corridos”, y entre “al Presidente del partido” y “la disminución de los afiliados” la expresión “, o su equivalente,”.

 
c) Sustitúyese, en su inciso final, la palabra “apelarse” por “reclamarse”.

 
42. En el artículo 46:


a) Sustitúyese en el encabezamiento del inciso primero, la expresión “con arreglo a” por la siguiente: “por infracciones a las normas de”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “y 28” por la que sigue: “, 28 y 28 bis”.

 
43. Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

 
a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “la segunda parte del inciso cuarto y en el inciso quinto del artículo 2°” por “en el inciso tercero del artículo 1°”.

 
b) Elimínase el inciso segundo.

 
44. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “los presidentes y secretarios de los Consejos Regionales” por “las autoridades representantes de los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 
45. Suprímese el inciso primero del artículo 49.

 
46. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 50, la expresión “de la Directiva Central” por la expresión “del Órgano Ejecutivo”.

 
47. Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 51, la oración “a los tesoreros de los Consejos Regionales” por “a quienes se desempeñen como tesoreros en los Órganos Intermedios Colegiados Regionales”.

 
48. Agrégase el siguiente artículo 51 bis:

 
“Artículo 51 bis.- La infracción grave y reiterada de lo dispuesto en el Título V de esta ley será sancionada con la disolución del partido político.”.

 
49. Sustitúyese, en el artículo 54, el vocablo “elección” por la frase “comisión de la infracción”.


50. Modifícase el artículo 57 en el siguiente sentido:

 
a) En el inciso primero intercálase, a continuación de la expresión “noventa días”, la palabra “corridos”.

 
b) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “Consejo General de la representación parlamentaria del partido.” por la frase “Órgano Intermedio Colegiado.”.

 
51. Reemplázase, en el artículo 59, la palabra “apelaciones” por “reclamaciones” y la palabra “apelación” por “reclamación”.

 
52. Agrégase el siguiente artículo 64:

 
“Artículo 64.- A falta de regla especial, los plazos que esta ley dispone para realizar actuaciones ante el Servicio Electoral o para que éste evacue actos administrativos en ejercicio de sus funciones legales serán de días hábiles, en conformidad con la ley Nº19.880.

 
Los plazos para realizar actuaciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones o los Tribunales Electorales Regionales se regirán por las normas de las leyes Nº18.460 y Nº18.593, respectivamente.”.

 
Artículo 2°.- Las referencias que las demás leyes hagan a la Directiva Central, al Consejo General y al Consejo Regional se entenderán hechas al Órgano Ejecutivo, al Órgano Intermedio Colegiado y al Órgano Intermedio Colegiado Regional, respectivamente. 
Disposiciones Transitorias

 
Artículo primero.- Los partidos políticos constituidos legalmente a la fecha de entrada en vigencia de esta ley deberán adecuar sus estatutos a ésta y cumplir las obligaciones que ella introduce, dentro de los ciento ochenta días contados desde su publicación en el Diario Oficial.

 
El Órgano Ejecutivo de cada partido político deberá remitir al Servicio Electoral el reglamento de elecciones internas a que se refiere el artículo 23 bis de la ley N°18.603, dentro de los noventa días corridos siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos que sean poseedores materiales de bienes inmuebles que no se encuentren inscritos a su nombre en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, podrán solicitar al Ministerio de Bienes Nacionales, dentro de los noventa días corridos siguientes a la fecha de publicación de esta ley, que se les reconozca la calidad de poseedores regulares de dichos bienes a fin de quedar habilitados para adquirir su dominio por prescripción, de acuerdo a las reglas y al procedimiento que se indican en el presente artículo y en el siguiente:


1. Los partidos políticos deberán acreditar ante el Ministerio de Bienes Nacionales, mediante una declaración jurada ante notario, suscrita por el representante legal del partido político, el cumplimiento de los siguientes requisitos:



a. Estar en posesión material del inmueble, por sí o por otra persona en su nombre, en forma continua y exclusiva, sin violencia ni clandestinidad, durante cinco años, a lo menos. 


b. Que no existe juicio pendiente en su contra en que se discuta el dominio o posesión del inmueble, iniciado con anterioridad a la fecha de presentación de la solicitud.


La declaración jurada deberá indicar, además, el origen de su posesión y los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conocieren, como asimismo, el conocimiento que tuvieren de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre él.

2. Además, la posesión material podrá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil. No será obstáculo para el ejercicio de este derecho por parte de los partidos políticos la existencia de inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble, sin perjuicio de los derechos de los titulares de dichas inscripciones contemplados en el número 11 del artículo tercero transitorio de esta ley.


El pago del impuesto territorial podrá ser considerado como plena prueba de la posesión material cuando por su regularidad, continuidad y duración reúna los caracteres establecidos en el inciso segundo del artículo 426 del Código de Procedimiento Civil. El pago del mismo tributo durante los cinco años anteriores a la presentación de la solicitud hará plena prueba de dicha posesión respecto del peticionario. 


3. Los partidos políticos podrán agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones. Se tendrá, entre otros, como título aparente la promesa de compraventa de plazo vencido; la adquisición de mejoras o de derechos y acciones sobre el inmueble, sea por instrumento público o privado; o la declaración jurada ante notario de la persona natural o jurídica a cuyo nombre esté inscrito el inmueble en el Conservador de Bienes Raíces. El hecho de invocar como antecedente un contrato de promesa de compraventa o cualquier otro instrumento público o privado en que conste la voluntad de transferir la propiedad no significará que el partido político reconozca dominio ajeno. 


El derecho que consagra este artículo podrá ejercerse respecto de cualquier inmueble ubicado en el territorio de la República, sin importar su avalúo fiscal, salvo respecto de propiedades fiscales, inscritas a nombre del Fisco, gobiernos regionales, municipalidades o servicios públicos descentralizados, o comprendidas en las herencias deferidas a favor de ellos.

 
Artículo tercero.- La solicitud a que se refiere el artículo segundo transitorio se tramitará de acuerdo a las reglas siguientes:


1. Presentada la solicitud por el partido político ante el Ministerio de Bienes Nacionales, éste la admitirá a tramitación y oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que informe, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre el nombre, rol único tributario y domicilio de quien aparezca, según sus antecedentes, como propietario del inmueble. 


2. Si el Conservador de Bienes Raíces informare que quien figura como propietario es una persona natural, el Ministerio de Bienes Nacionales oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación para que, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, informe del último domicilio que registra en dicho organismo la persona que, aparece como supuesto propietario, o de su fallecimiento. Si el Servicio de Registro Civil e Identificación no informare al Ministerio de Bienes Nacionales el último domicilio en el plazo señalado,  se tendrá por domicilio el que aparezca en la inscripción de dominio. Con los antecedentes señalados, el Ministerio de Bienes Nacionales procederá a notificar la solicitud, mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella.


3. Cumplidos los trámites señalados en el número anterior, y previo informe jurídico, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá pronunciarse denegando o aceptando la solicitud presentada.  


4. La resolución que acoja la solicitud presentada deberá indicar la individualización del partido político, la ubicación y deslindes del inmueble,  y la respectiva inscripción si fuere conocida, y deberá publicarse íntegramente en el sitio web del Ministerio de Bienes Nacionales por quince días corridos y en un diario de circulación nacional o en la región en que se encuentre situado el inmueble, con cargo al partido político solicitante, por una vez, dentro de quince días hábiles, contados desde la fecha de la resolución señalada. En dichas publicaciones deberá prevenirse que, si dentro del plazo de treinta días hábiles contados desde la publicación de la resolución en un diario de publicación nacional o regional, no se dedujere oposición por terceros, se ordenará la inscripción a nombre del solicitante.


5. Si no se dedujere oposición dentro del plazo señalado en el número anterior, y previa certificación de este hecho y de haberse efectuado las publicaciones a que se refiere el numeral anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá dictar la resolución ordenando la inscripción del inmueble en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces respectivo. Esta resolución contendrá la individualización del partido, la ubicación y deslindes del inmueble. La resolución estará exenta de toma de razón y no será necesario reducirla a escritura pública.


6. En contra de la resolución que rechazare una solicitud procederá recurso de reposición, de conformidad a las reglas generales.  


7. El Conservador de Bienes Raíces deberá practicar la inscripción del inmueble a requerimiento del partido político, de acuerdo con las indicaciones que contenga la resolución dictada por el Ministerio de Bienes Nacionales y agregará, al final del Registro de Propiedad, una copia autorizada de dicha resolución, y practicará, además, la inscripción de la prohibición a que se refiere el número 10 de este artículo.


8. La resolución del Ministerio de Bienes Nacionales que acoja la solicitud se considerará como justo título. Una vez practicada su inscripción en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, el partido político adquirirá la calidad de poseedor regular del inmueble para todos los efectos legales, aunque existieren en favor de otras personas inscripciones que no hubieran sido materialmente canceladas. Transcurrido un año completo de posesión inscrita no interrumpida, contado desde la fecha de la inscripción, el partido político se hará dueño del inmueble por prescripción, la que no se suspenderá en caso alguno. 


9. Expirado el plazo de un año a que se refiere el número anterior, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con el presente artículo. Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan. Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidos por el mismo partido político o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del partido político o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan. 


10. Los partidos políticos que hayan inscrito inmuebles en conformidad a este artículo no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción. El Conservador de Bienes Raíces deberá inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo, debiendo alzarse de oficio. 


11. Los terceros que pretendan impugnar la solicitud realizada por el partido político o la inscripción efectuada a su nombre, podrán hacerlo de conformidad, en lo pertinente, al procedimiento contemplado en el Párrafo 1° del Título IV del decreto ley  N°2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979. Si el Tribunal acogiere la acción de dominio señalada, ordenará la cancelación de la inscripción practicada con arreglo a este artículo, conservando su plena vigencia las inscripciones que existían sobre el inmueble con anterioridad a ella. 


En todo lo no previsto por este artículo y por el artículo anterior, se aplicarán de forma supletoria las disposiciones especiales del decreto ley N° 2.695, del Ministerio de Tierras y Colonización, promulgado y publicado el año 1979.  


Los Conservadores de Bienes Raíces deberán practicar las inscripciones a que se refiere el presente artículo dentro del plazo de 30 días, contados desde la fecha en que fueron requeridas, debiendo informar de dichas inscripciones al Servicio Electoral. 


Artículo cuarto.- El representante legal de un partido político que hubiere intervenido en la obtención  del reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior, mediante fraude o engaño,  será castigado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo. La misma pena se aplicará a los terceros que a sabiendas colaboraren con el partido en la obtención de dicho reconocimiento. El tribunal con competencia en lo penal deberá remitir al Servicio Electoral la sentencia condenatoria firme y ejecutoriada contra el representante legal del partido que haya incurrido en el delito descrito, en un plazo de 5 días hábiles, desde que se encuentre en dicho estado, para los efectos señalados en el inciso siguiente de este artículo. 


El partido político que obtuviere el reconocimiento de la calidad de poseedor regular de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior mediante fraude o engaño, será disuelto. Su disolución se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el Registro de Partidos Políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo de dicho Servicio que así lo disponga.”.


Artículo quinto.- El Servicio Electoral deberá dictar todas las instrucciones a que se refiere esta ley, dentro de los sesenta días corridos siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo sexto.- Los partidos políticos que se encuentren en formación el 31 de enero de 2016 continuarán formándose conforme a las normas vigentes a esa fecha.

 
Con todo, cumplidos doce meses desde la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, estos partidos deberán contar con el 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada una de ocho regiones o tres regiones contiguas, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas.

  
El incumplimiento de lo prescrito en este artículo dará lugar a la disolución del partido.

 
Artículo séptimo.- Los partidos políticos constituidos al momento de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial deberán, dentro de los doce meses siguientes a dicha publicación, contar con un padrón de afiliados equivalente al menos al 0,25 por ciento del electorado que hubiere sufragado en la última elección de diputados en cada región en que estén constituidos, con un mínimo de 500 electores en cada una de ellas. El partido perderá su inscripción en las regiones en que no alcance el referido mínimo. Si el partido no alcanza el mínimo exigido en cada una de al menos ocho regiones o tres regiones contiguas, deberá ser declarado disuelto.

 
Artículo octavo.- Lo dispuesto en el número 40 del artículo 1° no se aplicará a los partidos políticos que participen en la elección parlamentaria de 2017, los que se disolverán en caso de no alcanzar el 3 por ciento de los sufragios válidamente emitidos en dicha elección de diputados, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones geográficamente contiguas, según corresponda. No obstante, si un partido político incurriere en esta hipótesis de disolución, pero eligiere un mínimo de tres parlamentarios en, al menos, dos regiones distintas, sean diputados o senadores, conservará su calidad de tal y podrá desarrollar las actividades señaladas en el inciso primero del artículo 2° en las mismas regiones donde se encontraba legalmente constituido con anterioridad, sin perjuicio de las demás causales de disolución de partidos políticos establecidas en la ley.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

- - -

Se levanta la sesión.

- - -

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MARCO PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

(9.094-12)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este proyecto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores José García Ruminot, Alfonso De Urresti Longton, Juan Pablo Letelier Morel y Baldo Prokurica Prokurica.

Concurrieron, además, especialmente invitados, en representación de las entidades que se indican, las siguientes personas:

Del Ministerio del Medio Ambiente, el Ministro señor Pablo Badenier Martínez; el Abogado Sr. David Bortnick; la abogada, señora Lorna Püschel, la Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señora Maritza Rojas, el Profesional, señor Joost Meyer y el Profesional de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señor Gabriel Castro.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor señor Enrique Vivanco; de la Secretaría General de la Presidencia, los asesores señora Vanesa Salgado y señor Luis Batallé.

El Asesor del Honorable Senador Horvath, señor Arturo Rodriguez; el Asesor Jurídico del Honorable Senador señor Moreira, señor Pablo Terrazas; el Asesor del Honorable Senador Espina, señor Andrés Longton; el Asesor del Comite DC, señor Luis Espinoza; el Asesor de la Honorable Senadora Isabel Allende, señor Alejandro Sánchez; el Asesor del Honorable Senador Manuel Matta, señor Hugo Ilabaca; el Asesor de la Honorable Senadora Carolina Goic, señor Gerardo Guzmán; la Asesora del Honorable Senador De Urresti, señora Melissa Mallega; la Asesora del Honorable Senador Guido Girardi, señora Josefina Correa; y Asesora de Prensa de la Bancada PS, señora María José León.
De la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM), el abogado señor Malik Mograby; el presidente de los concejales, señor Marco Quintanilla; y la Asesora, señora Alejandra Urrutia; de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), el Presidente señor Ricardo Hepp y el Secretario General señor Francisco Moreno; de Chile Sustentable, la coordinadora señora Pamela Poo; del Movimiento Nacional de Recicladores de Chile (MNRCH), el Secretario señor Exequiel Estay; de Reciclajes Industriales S.A., el Director señor Gustavo Rivera y la Gerente General señora Aída Garbarini; y de la Corporación Red de Alimentos, la Gerente General, señora Margot Kahl, y la Gerente de Asuntos Corporativos, señora Valeria Peña.

- - -

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

El Senado aprobó en general la iniciativa legal en informe, en sesión celebrada el 9 de junio de 2015, fijando un plazo para formular indicaciones que venció el 3 de agosto del mismo año, ocasión en que se formularon numerosas indicaciones de origen parlamentario al articulado del texto aprobado en general.

Posteriormente, la Sala abrió un nuevo plazo de indicaciones, hasta el 11 de agosto 2015, período en el cual S.E. la Presidenta de la República, y diversos Honorables señores Senadores aportaron nuevas proposiciones.

- - - 

I. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Tienen el rango de ley orgánica constitucional las siguientes disposiciones:

-los artículos 16 y 25 del proyecto, en tanto inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política.

El primero, establece un recurso de reclamación en contra de los decretos que establecen metas de recolección y valorización y otras obligaciones, dando competencia para conocer del mismo al primer Tribunal Ambiental que se avoque al conocimiento del recurso.

En tanto, el artículo 25 faculta a las municipalidades para entregar al conocimiento de un juez árbitro, que tendrá carácter de arbitrador, las diferencias que se susciten a propósito de los convenios que celebren con los sistemas de gestión.

- inciso final del artículo 30 que se propone aprobar, por cuanto incide en una función privativa de las municipalidades, cuál es aquella establecida en la letra f) del artículo 3° de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. 

Los señalados preceptos deben ser aprobados por las cuatros séptimas partes de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

En cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Cámara de Diputados, mediante oficio N° 10.921, de 10 de septiembre de 2013, recabó la opinión de la Excma. Corte Suprema con relación a algunos artículos de la iniciativa aprobada en particular en esa Cámara, que no han tenido enmiendas en esta Comisión. A la fecha del despacho de este segundo informe no se ha recibido respuesta al citado oficio.

Cabe destacar que en este segundo trámite constitucional, se introdujo un nuevo artículo 25, cuyo contenido se puso en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, mediante oficio MA N° 00/ 2016, de 4 de enero de 2016, a fin de conocer su parecer, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental.

- - -

II. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:


1.- Artículo 19 N° 8° de la Constitución Política de la República, que garantiza el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, imponiendo al Estado el deber de velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la preservación de la naturaleza.


2.- Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


3.- Ley N° 20.417, crea el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente.


4.- Ley N° 20.600, crea los Tribunales Ambientales.


5.- Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 211, de 1973.


6.- Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, publicado el 26 de julio de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


7.- Ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


8.- Ley N° 20.416, fija normas especiales para las empresas de menor tamaño.


9- Decreto supremo N° 685, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1992, que promulga el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación.


10. Ley N° 20.267, crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo.


11.- Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el Decreto con Fuerza de Ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975, publicada en el Diario Oficial de 13 de abril de 1976.


12.- Decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.


13.- Decreto supremo N° 594, de 2000, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo.


14.-Decreto supremo N° 148, de 2004, del Ministerio de Salud, establece el Reglamento Sanitario sobre el Manejo de Residuos Peligrosos.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: cuarto transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3 A, 5 C, 10 A, 11, 12 A, 12 B, 14 A, 15 A, 16 A, 23 A, 23 C, 23 D, 23 F, 23 H, 25 A, 33 A, 40 A, 44 B, 44 D, 44 G, 44 H, 51 A, 54, 54 A, 56, 61 A, 61 C, 65 A, 65 B, 65 C, 65 D, 68 A, 69 B, 69 C, 69 D, 69 G, 69 H, 69 I, 69 L, 69 M, 80 A, 82 A, 84 A, 84 B, 84 C, 85 A, 86 A, 86 B, 87 B, 87 C, 88, 89, 89 B, 89 C, 91 A, 93 A, 94 A, 94 C, 94 E, 96 A, 96 B, 96 D, 103 A, 103 B, 103 D, 103 E, 106 A, 106 B, 109 A, 109 B, 109 C, 110 B, 110 C, 110 D, 110 E, 113 A, 113 C, 113 D, 113 G, 114, 128, 132 B y 132 C.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 4, 7, 10, 15, 16, 17, 18, 19, 19 A, 20, 21, 23 B, 23 E, 23 I, 30, 31 A, 35 A, 43, 44, 44 F, 50 A, 51 B, 60 A, 69 J, 69 K, 69 N, 72, 72 A, 75, 76, 82 B, 83, 84, 87, 87 A, 89 A, 92, 92 A, 93 B, 94, 96 C, 98 A, 99 A, 103, 103 C, 103 F, 109 D, 110 A, 113 B, 113 E, 113 F, 114 A, 114 B, 121 A, 128 A, 129, 130, 130 A y 132 A.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1, 2, 2 A, 3, 4 A, 5, 5 A, 5 B, 6, 8, 9, 9 A, 11 A, 12, 13, 14, 22, 23, 23 G, 27, 28, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 44 A, 44 C, 48, 49, 50, 50 B, 51, 53, 55, 57, 58, 59, 59 A, 61 B, 62, 63, 63 A, 66, 67, 67 A, 69 A, 69 E, 69 F, 73, 74, 76 A, 79, 80, 81, 82, 90 A, 91, 93, 94 B, 94 D, 95, 96, 101, 102, 102 A, 102 B, 102 C, 104 A, 105, 106, 110, 111, 112, 113, 117 A, 118, 119, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126 y 127.

V.- Indicaciones retiradas: 26, 29, 61, 68, 69, 71, 77, 78, 85, 86, 90, 97, 98, 99, 100, 104, 107, 108, 109, 115, 116 y 117.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 23 J, 24, 25, 34, 35, 44 E, 45, 46, 47, 52, 60, 64, 65, 70, 131, 132, 133 y 133 A.

- - -
III.-DISCUSIÓN PARTICULAR

Previo al estudio de las indicaciones, la Comisión recibió al Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, quien se refirió a aquéllas presentadas por el Ejecutivo, en particular, a las tres modificaciones estructurales planteadas a la iniciativa original: reducción de productos prioritarios, modificación de sanciones y distinción de consumidores.

Sobre la reducción de productos prioritarios, señaló que de la enumeración actual se propone eliminar vehículos, medicamentos y plaguicidas, por diversos motivos. En el caso de los vehículos, apuntó, la razón fundamental radica en que partes esenciales del automóvil ya se contemplan en otros productos prioritarios como baterías, aceites y lubricantes. En cuanto a plaguicidas y medicamentos vencidos, indicó, las causas se deben a la menor valorización del residuo, la insuficiente información recopilada y la regulación normativa sectorial existente.

Con relación a las modificaciones efectuadas en materia de sanciones, recordó que el presente proyecto de ley castigaba una infracción gravísima con la prohibición de enajenar el producto prioritario. Tal sanción había sido criticada por la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), por cuanto su aplicación podría vulnerar la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, fundamento por el cual solicitaban la eliminación de los diarios, periódicos y revistas de la lista de productos prioritarios. Aun cuando dichos productos no fueron excluidos del listado, se eliminó la sanción comentada para todos los productos prioritarios, acogiendo la observación del gremio, ello sumado a que la entidad de las multas aplicables debiera fomentar el cumplimiento voluntario de las metas de recolección y valorización.

Por último, dentro de las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, se incorpora una distinción entre el consumidor individual e industrial, para diferenciar la generación de residuos industriales y domiciliarios. El motivo, esgrimió, es el alto porcentaje de reutilización de los residuos industriales, situación muy diversa a la realidad domiciliaria. Dicha diferencia permitirá eximir al consumidor industrial del cumplimiento de una meta cuantitativa de recolección y valorización de residuos, sin perjuicio de la obligación de reportar al Ministerio del Medio Ambiente la cantidad de residuos que recicla, ya sea por medios propios o a través de un sistema de gestión operado por un tercero. Los residuos domiciliarios, en tanto, se recolectarán y valorizarán por medio de un sistema de gestión. Dicha medida fue ampliamente solicitada por la Asociación Nacional de la Industria del Reciclaje (ANIR) y el Comité Pro Reciclaje.

Luego, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, complementó la explicación del señor Ministro, detallando las demás modificaciones propuestas por el Ejecutivo.

Las indicaciones, señaló, introducen diversas modificaciones a la definición de los principios. Así, en el principio del que contamina paga, por ejemplo, se reemplaza el término productor por generador de residuo. En el caso del principio de libre competencia, esencial para el funcionamiento de la ley, ya que la responsabilidad extendida del productor es un instrumento económico, por tanto, el adecuado funcionamiento del mercado contribuye al cumplimiento de la meta ambiental, se extiende el principio a la operación de gestores. Se perfecciona, también, el principio de responsabilidad de la cuna a la tumba, noción mayoritariamente usada en la bibliografía especializada, pero que no se ajusta a los términos legislativos comúnmente empleados, por ello se reemplazó dicho concepto por responsabilidad del generador de un residuo. Por su parte, en el principio de transparencia se elimina el concepto de publicidad, en tanto, en el principio de trazabilidad se reemplaza el término manejo por gestión.

En definiciones, continuó, se proponen cambios a los conceptos de almacenamiento, comercializador y distribuidor, como también, la incorporación de dos nuevos términos, consumidor y consumidor industrial, que como se ha señalado, diferencia la generación de residuo domiciliaria de la industrial. Se incorpora, asimismo, el término recepción, pensando en la instalación de lugares de acopio como puntos limpios o verdes, donde los residuos permanecen transitoriamente, no se almacenan. En la definición de productor, además de la pequeña y mediana empresa, se agrega la microempresa, vinculando dichos conceptos a la ley N° 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño. Finalmente, se introducen ajustes menores en los conceptos de reciclaje, reutilización y valorización energética.

Más adelante, declaró, se suma a la responsabilidad extendida del productor un nuevo instrumento de gestión ambiental: mecanismos de separación en origen y recolección selectiva, por medio de sistemas para asegurar un manejo ambientalmente racional de residuos, con miras a regular el manejo de residuos orgánicos.

Luego, comentó que, adicionalmente a los productos eliminados del listado de productos prioritarios, se autoriza aplicar la responsabilidad extendida del productor a categorías o subcategorías definidas en los respectivos decretos supremos, reconociendo, también, la opción de establecer diferencias en las metas de recolección, en base a consideraciones demográficas, geográficas y de conectividad.

Además, se introducen mejoras al sistema de gestión de residuos, autorizando la creación de sistemas colectivos e individuales, con el objeto de garantizar la libre competencia. Del mismo modo, los sistemas de gestión pueden celebrar convenios con las municipalidades, para que dichas entidades actúen como gestores, obligando a licitar los servicios por un plazo máximo de cinco años, de acuerdo a las bases elaboradas por cada municipio, documento que deberá ser autorizado en forma previa por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, sin perjuicio de la aplicación de la ley N° 19.886, de bases sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios. A su vez, se incorpora una modificación para que el Ministerio del Medio Ambiente autorice los planes presentados por los sistemas de gestión que garanticen, de forma razonable, su eficacia para alcanzar dicho objeto. De igual forma, manifestó, se vincula el sistema de información al Registro de Emisión y Transferencias de Contaminantes (RETC), centralizando la información vía digital, aspecto que facilita los plazos de tramitación.

En mecanismos de apoyo a la responsabilidad extendida del productor, se propone que los decretos supremos que definan metas y otras obligaciones asociadas podrán obligar a los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuya instalación tenga una determinada superficie, a poner a disposición de los productores espacio suficiente para instalar un lugar de recepción y almacenamiento. La superficie se determinará en el reglamento respectivo y se obligará a los distribuidores y comercializadores a convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento; aceptar sin costo la entrega de residuos de parte de los consumidores de productos prioritarios que comercialice, dicha obligación no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto, sin perjuicio de cobrar al recolector de residuos por ocupar el espacio; y entregar a título gratuito al respectivo sistema de gestión todos aquellos residuos recibidos de los consumidores. Las instalaciones de recepción y almacenamiento destinadas al efecto no requerirán una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Se prohíbe a todo distribuidor y comercializador, apuntó, la enajenación de productos prioritarios cuyo productor no se encuentre adscrito a un sistema de gestión. Dicha prohibición no rige para diarios, periódicos y revistas, recogiendo la observación de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), ya comentada.

Un reglamento, agregó, establecerá un procedimiento simplificado, plazos, condiciones y requisitos para la autorización sanitaria de labores de recolección e instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios desarrollados por un gestor, autorizado y registrado acorde al presente proyecto de ley. Asimismo, la ordenanza general de la ley General de Urbanismo y Construcción regulará un procedimiento simplificado para la obtención de permisos de edificación respecto de aquellas instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios sujetos a la presente ley que así lo requieran.

Finalmente, se refirió al área de fiscalización y sanciones, ámbito que se abordó conjuntamente con la Superintendencia del Medio Ambiente, limitando las sanciones a las infracciones cometidas en el marco de la presente iniciativa legal a las siguientes: amonestación por escrito, multas de hasta 10 mil Unidades Tributarias Mensuales (UTM) y revocación de la autorización del sistema de gestión. De igual forma, acotó, el nuevo mecanismo sancionatorio reemplaza el sistema de mínimos y máximos respecto a la aplicación de una multa, manteniendo sólo un límite máximo de multa, que luego, conforme a la entidad de la infracción, la Superintendencia determinará en base a criterios como el beneficio económico, la conducta o la capacidad económica del infractor.

Enseguida, la Coordinadora del Programa Chile Sustentable, señora Pamela Poo, manifestó su acuerdo con el presente proyecto de ley, que muestra cómo fruto del debate se ha ido perfeccionando poco a poco, ello sin perjuicio del mayor análisis que requiere el estudio de ciertas indicaciones, en especial, aquéllas relacionadas con la recepción y el almacenamiento.

Luego, el Secretario del Movimiento Nacional de Recicladores de Chile (MNRCH), señor Exequiel Estay, manifestó la preocupación del gremio que representa por el concepto de valorización energética, dado el riesgo que implica la incineración para las personas que se dedican a la recolección de residuos, que en su mayoría están adscritas a al movimiento de recicladores.

Posteriormente, los representantes de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), el Presidente señor Ricardo Hepp y el Secretario General señor Francisco Moreno, reiteraron la postura del gremio de eliminar de los productos prioritarios los diarios, periódicos y revistas, tal como se hizo con los vehículos, medicamentos y plaguicidas. Insistieron, también, en la preocupación por la posibilidad de incorporar nuevos productos prioritarios a través de un decreto supremo dictado por el Ministerio del Medio Ambiente, poniendo de relieve la posible inconstitucionalidad de la medida, pues se restringiría la disposición de un bien mediante una norma de rango inferior a la ley, contraviniendo lo establecido por la Constitución Política de la República.

No obstante lo anterior, celebran la eliminación de la sanción de prohibir la enajenación de un producto prioritario en caso de infringir gravemente la presente iniciativa legal, como también la modificación a la autorización previa del Ministerio del Medio Ambiente para operar un sistema de gestión, aun cuando se debe analizar todavía los efectos de una multa de la entidad que propone el proyecto de ley para empresas periodísticas o editoras que no cuenten con un sistema de gestión aprobado.

El Honorable Senador señor Moreira hizo presente que junto a otros Honorables Senadores acogieron la inquietud manifestada por la ANP, proponiendo la eliminación de los diarios, periódicos y revistas del listado de productos prioritarios, moción que consideró otorga mayor garantía al ejercicio de la labor periodística e informativa, mostrándose, a su vez, sorprendido por la indicación del Ejecutivo que elimina como productos prioritarios a medicamentos y plaguicidas, pero insiste en mantener diarios, periódicos y revistas, dado el menor daño ambiental que causa el papel y la sustitución tecnológica de los medios tradicionales de comunicación.

El Honorable Senador señor Horvath opinó, contrario a la posición del Senador que lo antecedió en el uso de la palabra, que el papel presenta una alta capacidad de valorización, por ende, debe ser considerado en el listado de productos prioritarios, más aún cuando la preocupación del gremio que representa a la prensa apuntaba a la sanción de prohibir la enajenación de diarios, periódicos y revistas en caso de infracción grave, porque atentaba contra la libertad de expresión, sin embargo, el Ejecutivo ha propuesto eliminar dicha sanción del presente proyecto de ley.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, respondió que la característica de producto prioritario del papel, plaguicida o medicamento es absolutamente distinta, luego que el listado no dice relación con productos peligrosos o de manejo ambiental delicado, sino con productos cuyos residuos puedan valorizarse. En el caso de medicamentos y plaguicidas, la gestión de residuos es actualmente regulada por normativas sectoriales del Ministerio de Salud y el Servicio Agrícola Ganadero, respetivamente, y la reutilización de sus residuos es casi nula. En cambio, la valorización del papel es sumamente relevante, dado la posibilidad de reutilizar en más de una oportunidad el desecho.

Igualmente, recordó, el objetivo del presente proyecto de ley es fomentar el reciclaje porque, de esta forma, el productor y el país ahorran una cifra considerable de materias primas y energías, de ahí que sea importante mantener en el listado de productos prioritarios a diarios, periódicos y revistas.

En otro ámbito, el Honorable Senador señor Horvath, hizo presente una moción presentada en Francia para evitar la pérdida de alimentos cuyo vencimiento se aproxima, lo que, a su vez, impide que se transforme en desecho. Tal vez, declaró, sea el presente proyecto de ley el momento adecuado para abordar este punto, dada la enorme cantidad de alimentos que se desaprovechan, considerando, además, el alto número de personas con dificultad para acceder a ellos.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, señaló que el objetivo es loable, no obstante, se aparta del marco de la presente iniciativa legal, por cuanto se trataría de una materia sanitaria más que ambiental. Dicho objetivo, puntualizó, debiera ser considerado en un proyecto de ley distinto, donde la opinión del Ministerio de Salud es de suma relevancia.

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen o transcriben, según el caso, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Artículo 1°

Señala como objeto del presente proyecto de ley, disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.

A este artículo se presentaron las indicaciones números 1 y 2, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Objeto de la ley. La presente ley regula la gestión sustentable de los residuos, con el objeto de minimizar su generación, controlar sus efectos y propender a su eliminación, cautelando la protección del medio ambiente y la salud de las personas.

Las disposiciones de esta ley regirán con carácter supletorio a lo dispuesto en leyes especiales que regulen determinados tipos de residuos.”.

Puesta en votación, las indicaciones números 1 y 2 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Las indicaciones números 2 A y 3, de los Honorables Senadores señores De Urresti y Lagos, respectivamente, para sustituirlo por el que se señala:

“Artículo 1°.- Objeto. Con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente la presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos.”.

Puesta en votación las indicaciones números 2 A y 3 se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Artículo 2°

Mediante once literales establece diversos principios que inspiran la presente iniciativa de ley.

Letra a)

Establece el siguiente principio:

“a) El que contamina paga: El productor de un residuo es responsable de hacerse cargo del mismo, y de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo y disposición.”.

A esta letra se presentó la indicación número 3 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) El que contamina paga: El generador de un residuo es responsable de éste, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo.”.

El asesor jurídico del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expresó que la indicación propone reemplazar la expresión “productor” por “generador”, reponiendo el texto original del Ejecutivo, toda vez que el “productor” es uno de los tantos “generadores” de residuos, siendo adecuado reponer el texto enviado en el Mensaje. Agregó que la Indicación N° 4 del Honorable Senador señor Horvath propone igual modificación.

Enseguida, señaló que la indicación formulada también propone mantener la redacción original del texto del Ejecutivo, ya que la expresión “manejo” es más amplia que el término “disposición”, puesto que la definición de manejo incluye todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento, lo que considera la valorización del residuo, situación que no ocurre con el término “disposición”, siendo el objetivo principal del proyecto el de apuntar a la valorización.
En votación la indicación número 3 A, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazarla por la siguiente:

“a) El que contamina paga: El generador de un residuo tiene la responsabilidad de hacerse cargo aquel, correspondiéndole asumir los costos relativos a su correcta disposición.”.

La propuesta del Senador señor Horvath, en lo sustantivo es similar a la indicación aprobada recientemente; en efecto, reemplaza la palabra “productor” por “generador”, y hace referencia al “manejo” de residuos.

La indicación número 4 se aprobó, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

La indicación número 4 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar, inmediatamente a continuación de la expresión “productor”, la frase “y el consumidor”.

Puesta en votación la indicación número 4 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Letra b)

Establece el principio de gradualismo, definido de la siguiente manera:

“b) Gradualismo: Las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social y la situación geográfica, entre otros.”.

A este literal se presentó la indicación número 5, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirla por la que sigue:

“b) Desarrollo sustentable: el derecho al desarrollo debe ejercerse de forma tal que responda equitativamente a las necesidades de las generaciones presentes, permitiendo la satisfacción de las necesidades de las generaciones futuras.”.

Puesta en votación la indicación número 5 se desechó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
La indicación número 5 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “Gradualismo” por la palabra “Gradualidad”.

El Honorable Senador señor Espina puntualizó que la expresión “gradualidad” le parece más adecuada desde el punto de vista de la pureza del idioma español.

Por su parte, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, indicó que ambas expresiones están consideradas en la Real Academia de la Lengua y tienen igual significado, aseverando que en materia ambiental la expresión “gradualismo”, es utilizada con mayor frecuencia, tanto en la academia como en textos de estudio.

A solicitud del Honorable Senador señor Espina, se dejó constancia que se mantiene el concepto del texto aprobado en general, en consideración a lo aseverado por el señor asesor del Ministerio del Medio Ambiente.

Puesta en votación la indicación número 5 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Letra c)

Prescribe en forma textual lo que sigue:

“c) Inclusión: Conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.”.

A este literal se presentó la indicación número 5 B, del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar, a continuación de la palabra “Inclusión”, la expresión “de recicladores”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor Bortnick, afirmó ser partidario de mantener la redacción del texto aprobado en general, por cuanto la inclusión está destinada a posibilitar la integración plena de los recicladores de base, entendiendo por tales a aquellas personas naturales o jurídicas integradas por personas naturales, que mediante el uso de la técnica artesanal o semiartesanal, se dedican en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios.

Aseveró que si se agregara la expresión propuesta en la indicación, se estaría extendiendo la inclusión a otro tipo de recicladores que no son recicladores de base, señalando que este principio de inclusión está reservado sólo a los recicladores de base.

Sometida a votación la indicación número 5 B fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Letra e)

Dispone textualmente lo siguiente:

“e) Libre competencia: El funcionamiento de los sistemas colectivos de gestión en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.”.

A este literal se presentó la indicación número 5 C, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el término “colectivos”; e intercalar, entre las palabras “gestión” y “en”, la oración “y la operación de los gestores”.

El representante del Ministerio del Medio Ambiente, abogado señor David Bortnick, refirió que la responsabilidad extendida del productor es un instrumento económico, para cuyo éxito necesita que el mercado no se altere en demasía, por tal motivo, aseveró, se extiende este principio a los gestores que son, precisamente, los recicladores de base.

Puesta en votación la indicación número 5 C se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

La indicación número 6, del Honorable Senador señor Lagos, para suprimirla.

Sometida a votación la indicación número 6 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

La indicación número 7, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirla por la que sigue:

“e) Libre Competencia: El funcionamiento de los sistemas de gestión, la operación de los gestores y el resto de la cadena que abarque el ciclo de vida de un producto, en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.”.

Puesta en votación la indicación número 7 se aprobó, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Letra g)

Considera literalmente lo que sigue:

“g) Precautorio: La falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.”.

A esta letra se presentaron las indicaciones números 8, 9 y 9 A, de los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos y De Urresti, respectivamente, para sustituirla por la que sigue:

“g) Precautorio: La falta de certeza científica sobre la ocurrencia de un daño grave e irreversible a la salud humana o al medio ambiente no podrá servir de pretexto para que la autoridad deje de tomar medidas efectivas de protección.”.

Puesta en votación las indicaciones números 8, 9 y 9 A fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

La indicación número 10, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazarla por la siguiente:

“g) Precautorio: La autoridad puede ejercer una acción preventiva cuando hay razones para creer que las sustancias, los desechos o la energía introducida en el medio ambiente pueden ser nocivos para la salud o para el medio ambiente. Además, la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente derivado del manejo de residuos.”.

La Honorable Senadora señora Isabel Allende expresó que la indicación de su autoría incorpora el concepto de daño a la salud humana, que no considera el texto del Ejecutivo.

A su vez, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick señaló que el Ejecutivo no incluyó la salud humana dentro del principio precautorio, toda vez que no está dentro del ámbito de la ley. No obstante, puntualizó, que el Ejecutivo no tiene inconveniente en incorporar el riesgo a la salud humana.

El Honorable Senador señor Alberto Espina, manifestó ser partidario del texto aprobado en general, ya que le parece más precisa su redacción. Puntualizó que dicho texto se refiere al “riesgo”, concepto más amplio que el de “daño”, y que no requiere de prueba alguna.

Agregó que la primera parte de la indicación propuesta es muy casuística, debiendo evitarse el exceso de precisión en el derecho público, puesto que las normas de derecho público se aplican de manera restrictiva.

El Honorable Senador señor Horvath, también fue partidario de utilizar la expresión “riesgo”.

Por lo expuesto, se aprobó la indicación en análisis con la siguiente redacción:

“g) Precautorio: la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente y la salud humana derivado del manejo de residuos.”.

En votación la indicación número 10 fue aprobada, con la redacción señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Letra i)

Dispone textualmente lo que sigue:

“i) Responsabilidad de la cuna a la tumba: El productor de residuos es responsable del manejo de los residuos, desde su generación hasta su valorización y, o eliminación, en conformidad a la ley.”.

A este literal se presentó la indicación número 10 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“i) Responsabilidad del generador de un residuo: El generador de un residuo es responsable de éste, desde su generación hasta su valorización y, o eliminación, en conformidad a la ley.”.

Puesta en votación la indicación número 10 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
La indicación número 11, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la voz “productor” por “generador”.

Puesta en votación la indicación número 11 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Letra j)

Señala en forma textual lo siguiente:

“j) Transparencia y publicidad: La gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.”.

A este literal se presentó la indicación número 11 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “y publicidad”.

El Honorable Senador señor Espina manifestó su desacuerdo con la supresión de la voz “publicidad”, por estimar que es imprescindible que los procesos de reciclaje se lleven a cabo con la debida publicidad.

El Honorable Senador señor Horvath, aseveró que la comunidad debe tener acceso a la información de la gestión de residuos y que para ello es clave la publicidad de la gestión de los mismos.

En votación la indicación número 11 A, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

- - -
La indicación número 12, del Honorable Senador señor Lagos, para incorporar después de la letra j), las siguientes, nuevas:

“…) Mejores prácticas ambientales: La gestión de los residuos debe aplicar la combinación más adecuada de medidas y estrategias de control ambiental.

…) Mejores técnicas disponibles: La gestión de residuos debe realizarse considerando procesos, instalaciones y métodos de operación, de la mayor idoneidad técnica, social y económica para evitar los impactos en el medio ambiente y la salud de las personas.

…) Proximidad: los residuos deben eliminarse o perder su condición de tales, lo más cerca posible de su origen, evitando su movimiento transfronterizo.”.

El Honorable Senador señor Horvath señaló que las dos primeras letras que propone incorporar la indicación al presente artículo, esto es los principios de “Mejores prácticas ambientales” y “Mejores técnicas disponibles”, se encuentran consideradas como definiciones en el los números 13) y 14) del artículo 3° del texto aprobado en general.

Respecto al principio de proximidad que se pretende incorporar, el abogado señor David Bortnick, manifestó que el Ejecutivo está en desacuerdo con introducir dicho principio, por cuanto la proximidad es una de las variables que se consideran al momento de evaluar el establecimiento de metas u obligaciones asociadas.

Agregó que el reglamento que se considera dictar para el proyecto de ley en estudio, considera una etapa de análisis de costo económico y social que contempla como una de las variables la proximidad, pero no es la variable mandante, toda vez que la proximidad de los residuos a la planta de tratamiento no siempre es un hecho positivo en sí mismo.

Puesta en votación la indicación número 12 fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
- - -
Letra k)

Establece textualmente lo que sigue:

“k) Trazabilidad: Conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de gestión.”.

A este literal se presentó la indicación número 12 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “gestión” por “manejo”.

El abogado señor David Bortnick explicó que la sustitución propuesta obedece a que la trazabilidad del residuo se efectúa a lo largo de la cadena de “operación”, en los términos definidos en el numeral 11 del artículo 3° del proyecto aprobado en general. En tanto, puntualizó, la gestión incluye acciones previas a la recolección del residuo, tales como acciones de planificación, normativas y otras, conforme a la definición que efectúa el numeral 9) del ya citado artículo 3°.

Puesta en votación la indicación número 12 A se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Artículo 3°

Define en veintinueve numerales, distintos conceptos utilizados en el proyecto de ley en análisis.

Número 1)

Señala en forma textual lo siguiente:

“1) Almacenamiento: Acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y,o eliminación.”.

A este número se formuló la indicación número 12 B, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “, previo a su valorización y,o eliminación”;

El representante del Ministerio del Medio Ambiente, abogado señor Bortnick, aseveró que la eliminación propuesta permite incorporar el almacenamiento transitorio de residuos.

Puesta en votación la indicación número 12 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Las indicaciones números 13 y 14, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:

“1) Almacenamiento: Acumulación transitoria de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado, previo a su valorización y,o eliminación.”.

Puestas en votación las indicaciones números 13 y 14 fueron desechadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Número 3)

Establece literalmente lo que sigue:

“3) Comercializador: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.”.

- - -
La indicación número 14 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“En el caso de envases y embalajes, el comercializador es aquél que vende el bien de consumo envasado y,o embalado al consumidor.”.

Afirmó el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, que el propósito de la indicación es otorgarle consistencia a la ley, aseverando que igual indicación se ha efectuado a las definiciones de comercializador, distribuidor y productor, ya que en el marco de la responsabilidad extendida del productor, -que está acotada al listado de productos prioritarios-, dentro de los que se incluye a envases y embalajes, el productor de los mismos no es aquél que lo fabrica, sino que la persona que introduce el producto envasado en el mercado de consumo masivo.

Puesta en votación la indicación número 14 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Espina y Horvath.
La indicación número 15, del Honorable Senador señor Horvath, para consultar un párrafo segundo, del siguiente tenor:

“Cuando corresponda, para el caso de los envases y embalajes, será comercializador el que vende un producto envasado o embalado en el mercado de consumo masivo.”.

La indicación propuesta coincide en lo sustantivo con la indicación aprobada anteriormente.

Puesta en votación la indicación número 15 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, Espina y Horvath.

- - -

La indicación número 15 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes números, nuevos:

“…) Consumidor: Todo generador de un residuo de producto prioritario.

…) Consumidor industrial: Todo establecimiento industrial, de acuerdo a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que genere residuos de un producto prioritario.”.

La indicación número 16, del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar a continuación del numeral 3) los siguientes numerales, nuevos:

“…) Consumidor: Todo generador de un residuo de aquellos considerado como producto prioritario para los efectos de la presente ley.

…) Consumidor Industrial: Todo establecimiento industrial o de bodegaje que cuente con su correspondiente patente de funcionamiento que lo califique como tal y que genere residuos considerados como productos prioritarios.”.

La definición de “Consumidor” que propone la indicación, contiene los mismos elementos que la indicación número 15 A de S. E. de la Presidenta de la República, aprobada anteriormente.
Con ocasión del debate habido respecto a la indicación número 103 A, la indicación número 15 A, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, Horvath y Moreira. En tanto la indicación 16 resultó aprobada, con modificaciones, con la misma votación.

- - -
Número 4)

Considera textualmente lo siguiente:

“4) Distribuidor: Toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.”.

- - -
La indicación número 16 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“En el caso de envases y embalajes, el distribuidor es aquél que comercializa el bien de consumo envasado y,o embalado antes de su venta al consumidor.”.

Puesta en votación la indicación número 16 A se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
La indicación número 17, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar un párrafo segundo, del siguiente tenor:

“Cuando se trate de envases y embalajes, se considerará distribuidor a aquel que comercializa el producto de consumo envasado y/o embalado, antes de su llegada al mercado de consumo masivo.”.

La proposición contenida en la indicación transcrita, apunta sustantivamente al mismo objetivo que la indicación aprobada recientemente, consecuente con ello, la Comisión recomienda aprobarla con enmiendas.

Puesta en votación la indicación número 17 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
- - -
Número 7)

Dispone textualmente lo siguiente:

“7) Generador: poseedor de un producto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.”.

A este número se presentaron las indicaciones números 18 y 19, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para sustituirlo por el que sigue:

“7) Generador: poseedor de un producto, sustancia u objeto que lo desecha o tiene la intención u obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, manifestó el acuerdo del Ejecutivo para incorporar los vocablos “sustancia” y “objeto” a la definición de generador.

El Honorable Senador señor Espina concordó en la modificación propuesta, aun cuando advirtió que incorporar un elemento subjetivo en la definición, como es la intención de desechar un producto, no es recomendable. La calidad de generador no puede depender de la voluntad de quien genera el desecho, como ocurriría con un poseedor de un producto que manifiesta su intención de no desecharlo; el poseedor es generador tenga o no la intención u obligación de desechar el producto.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que el poseedor de un residuo no siempre tiene la obligación de desecharlo, por ello, aunque se mostró de acuerdo en no supeditar el concepto de generador a un elemento subjetivo, como la intención, el propósito es establecer que el poseedor de un producto es generador en virtud de la ley, no obstante no haber desechado el residuo aún.

Consecuente con lo anterior, la Comisión acordó incorporar las expresiones “sustancia” y “objeto”; y eliminar “la intención”.

Puesta en votación las indicaciones números 18 y 19 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Número 10)

Considera en forma textual lo que sigue:

“10) Instalación de almacenamiento: Lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación.”.

A este número se presentó la indicación número 19 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las palabras “de” y “almacenamiento”, la expresión “recepción y”; y eliminar la frase “, previo a su valorización y, o eliminación”.

De acuerdo a lo expresado por el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, la indicación propone incluir la expresión “recepción”, ya que se trata de instalaciones destinadas, además, a recibir desechos de parte de los consumidores y generadores.

A la vez, explicó, la eliminación de la frase final, obedece a que existen almacenamientos transitorios, además de aquellos previos al proceso de valorización.
Puesta en votación la indicación número 19 A fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Las indicaciones números 20 y 21, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:

“10) Instalación de almacenamiento: Lugar o establecimiento de recepción y acumulación transitoria selectiva de residuos, debidamente autorizado, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación definitiva.”.

El Honorable Senador señor Horvath precisó que la indicación propuesta, al igual que la anterior, incorpora el concepto de “recepción”, no obstante lo cual no elimina la frase final, razón por la cual propone se acoja parcialmente.

Puesta en votación las indicaciones números 20 y 21 fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Número 12)

Señala literalmente lo siguiente:

“12) Manejo ambientalmente racional: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.”.

A este número se presentaron las indicaciones números 22 y 23, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para sustituirlo por el que sigue:

“12) Manejo ambientalmente adecuado: La adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.”.

El representante del Ejecutivo, abogado señor David Bortnick, explicó que la definición del texto aprobado en general, refiere al “Manejo ambientalmente racional”, señalando que la voz “racional” es la que utiliza la Convención de Basilea sobre Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos Transfronterizos y su Eliminación, instrumento ratificado por nuestro país, razón por la cual estima apropiado mantener el texto propuesto por el Ejecutivo. 

Puesta en votación las indicaciones números 22 y 23 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Número 19)

Define, mediante tres párrafos, al productor de un producto prioritario o productor, delegando en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones de cada producto prioritario la determinación de los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida.

Párrafo tercero

Dispone textualmente lo siguiente:

“El decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de pequeña o mediana empresa.”.

A este párrafo se presentó la indicación número 23 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”; entre las palabras “de” y “pequeña”, la palabra “micro,”; y, a continuación de la palabra “empresa”, la frase “, según lo dispuesto en la ley N°20.416”.

El Honorable Senador señor Horvath expresó que el establecimiento de metas de gestión y obligaciones asociadas a los productores de productos prioritarios mediante decreto supremo, es una materia que requiere de un análisis más profundo, opinando que debiera fijarse el máximo de obligaciones en la ley, dejando entregadas al reglamento aquellas de menor entidad.

Por su parte, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, manifestó que es prácticamente imposible que la ley pueda normar todo en este ámbito, de hecho señaló que la normativa de la Unión Europea y de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), regulan estas materias a través de un reglamento.

Agregó que debido al nivel de técnica y de discusión que implica la fijación de disposiciones de esta naturaleza, es aconsejable que las mismas sean dictadas a través de reglamento, lo que, a su vez, permite en caso que no sean razonables acceder a su modificación por una vía más expedita.

Señaló que desde el artículo 9° en adelante, se desarrollan exhaustivamente los criterios para fijar las obligaciones y metas asociadas, añadiendo que el procedimiento para la dictación de las normas ambientales es el más exigente dentro de nuestro derecho, refiriendo que además de la participación de distintos entes públicos, se considera el parecer de los entes regulados y la participación ciudadana.

El Honorable Senador señor Espina también manifestó su inquietud por el hecho que las metas y obligaciones asociadas se establezcan mediante reglamento.

El abogado señor Bortnick destacó que existen recursos judiciales que se pueden interponer en contra de las decisiones administrativas, lo que eleva el estándar de las decisiones; refirió, además, que la fijación por decreto asegura la entrega de insumos para que la autoridad administrativa adopte la decisión adecuada.
Puesta en votación la indicación número 23 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Espina y Horvath.

Número 20)

Prescribe en forma textual lo que sigue:

“20) Reciclador de base: Persona natural que, mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 33.”.

A este número se presentó la indicación número 23 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “instalaciones de almacenamiento” por “instalaciones de recepción y almacenamiento”; y sustituir el guarismo “33” por “36”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente explicó que la primera modificación que propone la indicación tiene igual sentido y es concordante con la indicación N° 19 A de S. E. la Presidenta de la República.
Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado pasó a ser 37 y no 36. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 23 B fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.

Número 21)

Establece en forma textual lo que sigue:

“21) Reciclaje: Empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo distinto del que lo generó, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.”

A este número se presentó la indicación número 23 C, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “distinto del que lo generó”.

Puesta en votación la indicación número 23 C se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Número 24)

Dispone textualmente lo que sigue:

“24) Reutilización: Acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, con la misma finalidad para la que fueron producidos.”.

A este número se presentó la indicación número 23 D, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “con la misma finalidad para la que fueron producidos” por “sin involucrar un proceso productivo”.

Puesta en votación la indicación número 23 D fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
La indicación número 23 E, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar, después de la palabra final “producidos” y antes del punto aparte (.), la siguiente oración: “u otra distinta”.

Puesta en votación la indicación número 23 E fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Espina y Horvath.
Número 29)

Dispone textualmente lo que sigue:

“29) Valorización energética: Empleo de un residuo con la finalidad de generar energía.”.

A este número se presentó la indicación número 23 F, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “generar energía” por “aprovechar su poder calorífico”.

Puesta en votación la indicación número 23 F fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath.
Artículo 4°

Establece instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos o promover su valorización, así como el procedimiento para la elaboración de dichos instrumentos.

Inciso segundo

Considera, mediante cuatro literales, los instrumentos destinados a la prevención o promoción.

Encabezamiento

Dispone textualmente lo siguiente:

“Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo y cuando sea pertinente, deberá establecer mediante decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y,o promover su valorización:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 23 G, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la palabra “gradualismo” por “gradualidad”.

En atención a que en derecho medioambiental se usa frecuentemente la expresión “gradualismo”, la Comisión acordó mantener la señalada voz.

Puesta en votación la indicación número 23 G fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Letra d)

Establece en forma textual lo siguiente:

“d) Separación en origen y recolección selectiva de residuos.”.

A este literal se presentó la indicación número 23 H, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar antes del inicio, la frase “Mecanismos de”.

Puesta en votación la indicación número 23 H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 23 I, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar un nuevo literal, del siguiente tenor:

“…) Mecanismos para asegurar un manejo ambientalmente racional de residuos.”.

En sesión celebrada el 24 de noviembre de 2015, la Comisión acordó, en virtud del artículo 125 del Reglamento del Senado, reabrir el debate, con el objeto de conocer la nueva propuesta del Ejecutivo, que incorporaría un nuevo instrumento destinado a prevenir la generación de residuos y/o promover su valorización.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que la nueva proposición del Ejecutivo recoge tanto las ideas promovidas por el Honorable Senador Montes en las indicaciones números 48 y 110, como el punto de vista expuesto en sesión anterior por la organización Red de Alimentos, donde el objetivo central es prevenir la generación de un residuo. Al efecto, planteó consultar otro literal, nuevo, del siguiente tenor:

“…) Mecanismos para prevenir la generación de residuos, incluyendo medidas para evitar que productos aptos para el uso o consumo, según lo determine el decreto supremo respectivo, se conviertan en residuos.”.

El Honorable Senador señor Horvath se manifestó de acuerdo con la proposición del Ejecutivo, aun cuando solicitó dejar constancia en el presente informe que, además, de los casos señalados por la organización Red de Alimentos, también se puede aplicar este nuevo instrumento, en artículos de aseo (papel higiénico, jabón, detergente, pañales) zapatos o muebles.

Puesta en votación la indicación número 23 I, con la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Como consecuencia de esta aprobación, se entienden rechazadas las indicaciones números 48 y 110, como se consignará en su oportunidad.

Las indicaciones números 23 J, 24 y 25, de los Honorables Senadores señores De Urresti, Girardi y Lagos, respectivamente, para incorporar la siguiente letra nueva:

“…) Un sistema de información que permita asegurar la trazabilidad del ciclo de vida del producto y de su residuo, de la cuna a la tumba.”.

El Honorable Senador señor Horvath hizo presente que la trazabilidad del ciclo de vida del producto se encuentra regulada en la letra k) del artículo 2° del texto aprobado en general.

Las indicaciones números 23 J, 24 y 25 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -
Inciso tercero

Contempla, mediante tres literales, las etapas que, al menos, deberá contener el procedimiento para elaborar los mencionados instrumentos.

Encabezamiento

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Uno o más reglamentos establecerán el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 25 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “Uno o más reglamentos establecerán” por “Un reglamento establecerá”.

Puesta en votación la indicación número 25 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 26, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituirlo por el literal que se transcribe:

“e) Sistemas de información que facilite el seguimiento del producto y su residuo durante el ciclo de vida del producto y sus desechos.

En el plazo de un año a la publicación de la presente ley, se elaborarán los reglamentos que establezcan el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento administrativo tendrá una duración máxima de 4 meses, se tramitará digitalmente y estará públicamente disponible en internet para cualquier interesado. Con todo, el procedimiento podrá contemplar actuaciones orales. El procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas, pudiendo ejecutarse algunas de ellas en paralelo:”.

La indicación fue retirada por su autora.

Letra a)

Señala en forma textual lo que sigue:

“a) Un análisis general del impacto económico y social.”.

A este literal se presentaron las indicaciones números 27 y 28, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para sustituirla por la que sigue:

“a) Un análisis general del impacto ambiental, económico y social.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que los literales que se analizan se enmarcan en las etapas que deberá considerar el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos o promover su valorización. Además, señaló que las etapas mencionadas asimilan el procedimiento prescrito en el decreto supremo N° 38, que aprueba el Reglamento para la Dictación de Normas de Calidad Ambiental y de Emisión. En este sentido, sostuvo, no resulta necesario incorporar aspectos sanitarios o ambientales a la evaluación porque dichos elementos se comprenden en el análisis general del impacto económico y social. De otro modo, apuntó, tal nivel de especificación obligaría a una interpretación restrictiva del proceso, distinto al sentido amplio con que siempre se ha aplicado dicho análisis.

Puestas en votación las indicaciones números 27 y 28 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 29, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Un análisis general del impacto económico, social, ambiental y sanitario.”.

La indicación fue retirada por su autora.

Letra c)

Establece literalmente lo siguiente:

“c) Una etapa de consulta pública.”.

A esta letra se presentó la indicación número 30, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar a continuación de la palabra “pública” la expresión “, la cual tendrá una duración mínima de treinta días”.

La Honorable Senadora señora Allende explicó que el objetivo de la indicación es garantizar la participación ciudadana, para lo cual se fija un plazo mínimo de 30 días, que parece razonable para cumplir con dicho propósito.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, coincidió con la indicación propuesta, agregando que el mínimo que es sustentable para que se lleve a efecto una participación ciudadana razonable es de 30 días corridos. Aun cuando, manifestó, si no se establece expresamente como días corridos, el plazo debiera entenderse de días hábiles, por aplicación supletoria de la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

La Honorable Senadora señora Allende expresó que la intención de la indicación es fijar un plazo mínimo para la consulta pública de, al menos, 30 días corridos, pero sí la regla general para los procedimientos administrativos es de días hábiles, es preferible mantener el sistema general.

Como consecuencia del debate habido en la Comisión, los miembros acordaron agregar, a continuación de la expresión treinta días, la voz “hábiles”.

Puesta en votación la indicación número 30 fue aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 31, de la Honorable Senadora señora Allende, para incorporar la siguiente letra nueva:

“…) Una eventual etapa de modificación de la propuesta de decreto considerando la modificación, eliminación e incorporación de lo resuelto en las letras b y c, precedentes.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que los procesos de modificación de decretos supremos emanados del Ministerio del Medio Ambiente, efectivamente se desarrollan cumpliendo con las etapas de consulta a los organismos públicos y a la ciudadanía, por ende, resultaría redundante incorporar esta letra.

Puesta en votación la indicación número 31 fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Inciso cuarto

Considera literalmente lo que sigue:

“La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300. Tal decreto será reclamable en los términos establecidos en el artículo 14.”.

A este inciso se presentó la indicación número 31 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “14” por “15”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 14 mencionado ha pasado a ser 16 y no 15. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 31 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Artículo 5°

Señala las obligaciones de los generadores de residuos, estableciendo la obligación de entregar los residuos sólidos domiciliarios a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo.

A este artículo se presentaron las indicaciones números 32 y 33, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo y se encuentre autorizado para ello. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente efectuarse por gestores autorizados, salvo que el generador cumpla con las condiciones para ello.

Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a un gestor debidamente autorizado para su manejo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, se mostró en desacuerdo con las indicaciones, dado que el artículo 5° considera como regla general la obligación de los generadores de residuos de entregarlos a los municipios o a un gestor autorizado. La indicación altera dicha regla al señalar que los residuos deben ser entregados a un gestor autorizado, y no necesariamente a los municipios. Distinto es el caso de los residuos de productos prioritarios que deben ser entregados a los gestores contratados por un sistema de gestión, que, finalmente, son los obligados a reciclar.

Puesta en votación las indicaciones números 32 y 33 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Inciso segundo

Establece textualmente lo que sigue:

“Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32.”.

A este inciso se presentó la indicación número 33 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32”.

Puesta en votación la indicación número 33 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 34, del Honorable Senador señor Montes, para consultar el siguiente inciso nuevo:

“El Ministerio del Medio Ambiente, en conjunto con el Ministerio de Energía y con la Subsecretaría de Desarrollo Regional, deberán promover, elaborar y financiar programas para la valorización de los residuos sólidos domiciliarios a nivel comunal o supra comunal.”.

La indicación número 35, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar un inciso nuevo, del siguiente tenor:

“Las municipalidades podrán establecer exenciones o disminuciones al pago de los derechos de aseo que correspondan, cuando las unidades o conjuntos domiciliarios cumplan con las metas de reciclaje de residuos sólidos y orgánicos establecidas por cada una de ellas.”.

El Honorable Senador señor Moreira señaló que la indicación del Senador señor Horvath, podría constituir un estímulo para quienes cumplan con las metas de recolección y valorización de residuos al establecer cierto tipo de exención o disminución en el pago de contribuciones municipales, consultando al Ejecutivo si existe voluntad para considerarla.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, compartió el mérito de estimular el reciclaje de residuos, sin embargo, recalcó que una exención de este tipo no representaría un efecto significativo, toda vez que un alto porcentaje de la población ya se encuentra exenta del pago de estos derechos.

Las indicaciones números 34 y 35 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
La indicación número 35 A, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar un nuevo inciso final, del siguiente tenor:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 33.”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado ha pasado a ser 34. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 35 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Las indicaciones números 36 y 37, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para incorporar después del artículo 5° el siguiente, nuevo:

“Artículo…- La disposición final de residuos sólo podrá efectuarse en aquellas zonas autorizadas por los correspondientes instrumentos de planificación territorial.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, consideró innecesaria la indicación propuesta por los Honorables Senadores, ya que la normativa actual obliga a disponer los residuos en zonas autorizadas. Además, indicó, el artículo 10 letra o) de la ley N° 19.300 Bases Generales del Medio Ambiente, obliga a los proyectos de saneamiento ambiental, tales como plantas de tratamiento de residuos sólidos de origen domiciliario, rellenos sanitarios o sistemas de tratamiento y disposición de residuos industriales líquidos o sólidos a someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.

La Honorable Senadora señora Allende observó que los instrumentos de planificación territorial no siempre consideran zonas para disposición de residuos o reciclaje, por ello, apuntó, no es inocuo obligar a disponer finalmente de los residuos en lugares autorizados, evitando la proliferación de vertederos o rellenos ilegales, que tanto afectan a la comunidad.

El Honorable Senador señor Moreira, a su turno, consultó cuál sería el beneficio para el cumplimiento del objetivo de este proyecto si se aprobara una norma como la propuesta, advirtiendo que precisar en detalle todos los aspectos de una iniciativa legal, sólo hacen más difícil su adecuada implementación.

El Honorable Senador señor Horvath preguntó si cualquier tipo de relleno sanitario o lugar de disposición de residuos se somete al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, dado que no advierte que dicha evaluación asuma la obligación de incorporar tales zonas de disposición en los instrumentos de planificación territorial respectivos.

La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señora Maritza Rojas, respondió que la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones considera a los rellenos sanitarios y estaciones de transferencia, como macro infraestructura sanitaria, obligando a dichos recintos a someterse a la planificación territorial respectiva; agregó que la ley N° 19.300 somete a dichos recintos, como se ha dicho, al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. El problema radica en que en ciertas zonas no existe plano regulador a nivel regional o comunal.

En cuanto al beneficio para el cumplimiento del objetivo de la presente iniciativa, afirmó que no representa un mayor aporte, atendido que al ingresar un proyecto de relleno sanitario al proceso de evaluación ambiental debe cumplir con el instrumento territorial existente, y que en caso que dicho proyecto pretenda desarrollarse en una zona rural se deberá solicitar el cambio de uso de suelo, por tratarse de una actividad de carácter industrial.

Finalmente, señaló que todo relleno o disposición final de residuos se somete al Sistema de Evaluación Ambiental si el lugar donde se instalará el recinto supera los ocho mil habitantes.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, se mostró cauto en la aprobación de una norma como la propuesta, porque al referirse a zonas autorizadas, la sola existencia de un plan regulador no bastará para cumplir con la nueva normativa, sino que requerirá un trámite adicional para incorporar en el respectivo plan un lugar autorizado al efecto, obstaculizando el cumplimiento del objetivo de la presente iniciativa de ley. Sin perjuicio de lo anterior, se comprometió a un análisis más profundo para determinar las consecuencias de considerar o no una exigencia como la debatida.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el señor Bortnick insistió en la objeción del Ejecutivo, ya que la aprobación de esta indicación puede interpretarse como una nueva exigencia para la disposición final de residuos, además, es un error sostener que estos recintos están instalados sólo en lugares regidos por un instrumento de planificación territorial.

La Honorable Senadora señora Allende observó si no sería razonable considerar una norma como la propuesta en la indicación, con el fin de incentivar la elaboración de instrumentos de planificación territorial en aquellas zonas que no cuenten con uno.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, aclaró que, en general, los rellenos sanitarios se emplazan en áreas ubicadas fuera de los límites urbanos, zonas que no se rigen por un instrumento de planificación territorial porque esta herramienta se acota a zonas de límites urbanos o planes comunales, intercomunales y regionales. Por este motivo, aprobar la incorporación de este artículo podría entenderse como una obligación de instalar rellenos sanitarios sólo en lugares que se rijan por dicho instrumento, cuando en realidad se localizan en sectores retirados de allí. Por lo demás, la instalación de un relleno sanitario requiere someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, donde participan una serie de organismos públicos, entre ellos, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señorita Lorna Püschel, agregó que el objetivo de esta iniciativa de ley es evitar la disposición final de residuos, potenciando otras formas de valorización o de prevención en la generación de residuos, por consiguiente, una norma de este tipo se ubica en un contexto distinto.

Puesta en votación las indicaciones números 36 y 37 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 6°

Establece las obligaciones de los gestores de residuos, entre ellas, declarar en el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos.

A este artículo se presentaron las indicaciones números 38 y 39, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 6°.- Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente adecuada, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con las autorizaciones correspondientes.

Asimismo, todo gestor deberá declarar, previo a su operación, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.”.

El Honorable Senador señor Moreira manifestó que el término “racional” parece más exacto que la voz “adecuada” propuesta en la indicación.

El asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Andrés Longton, consultó al Ejecutivo la razón por la cual la obligación de manejo de residuos no se sujeta sólo a la normativa vigente, dado que la aplicación de las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales debieran estar incorporadas en dicho concepto.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, recordó que el proyecto de ley define los conceptos de mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, sin perjuicio de obligar a los gestores a manejar los residuos de conformidad a la normativa vigente. El objetivo que persigue, además de cumplir con la legislación vigente, es el de utilizar las mejores técnicas a disposición y las mejores medidas ambientales, dotando así de mayor exigencia y pertinencia a las estrategias de control ambiental empleadas.

Agregó que la noción de un manejo ambiental racional es la más utilizada en la legislación, razón por la cual se decidió su uso en la presente iniciativa de ley.

La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental del Ministerio del Medio Ambiente, señora Maritza Rojas, señaló que de aprobar la indicación se podría generar una confusión, puesto que obliga al gestor de residuos a declarar en forma previa a su operación, los datos relacionados con el manejo de desechos, sin embargo, puntualizó, dichas declaraciones sólo pueden presentarse luego que el gestor ha iniciado la operación, toda vez que antes de dicho momento no existe dato alguno que aportar.

Puesta en votación las indicaciones números 38 y 39 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 40, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:

“Además, deberán disponer para ellos y su personal todos los elementos y las técnicas de protección personal mecánica y sanitaria propia de la técnica de tratamiento del residuo.”.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó que la indicación apunta a mejorar las condiciones en que los recicladores ejecutan su labor, ya que en la práctica se observa que las distintas tareas de recolección que desempeñan los gestores de residuos se realizan sin mayor protección ni seguridad.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, compartió la inquietud expresada por el Honorable Senador, es por ello que el presente proyecto de ley contempla la obligación de los recicladores de base de obtener en un plazo determinado el certificado de competencias laborales, certificación que implicará cumplir, entre otras, con la normativa dispuesta en el decreto supremo N° 594, que aprueba el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los Lugares de Trabajo. De todas formas, acotó, debido al detalle de las obligaciones relacionadas con la higiene y seguridad de los trabajadores, debiese incorporarse dicha exigencia en el futuro reglamento que regule la presente iniciativa de ley.

Puesta en votación la indicación número 40 fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Inciso segundo

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.”.

A este inciso se presentó la indicación número 40 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “la naturaleza, volumen o” por “el tipo,”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que la modificación apunta a establecer de forma más genérica la declaración, con el objeto de solicitar otros antecedentes de los residuos, como el peso, o bien, solicitar en cada caso ciertos elementos, ya que a veces será relevante el peso, en otros el volumen, la cantidad, el costo o bien, todos ellos.

Puesta en votación la indicación número 40 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Las indicaciones números 41 y 42, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para consultar después del artículo 6° el siguiente, nuevo:

“Artículo….- Toda actividad de gestión comercial de residuos deberá ser sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental de la Ley 19.300, sin perjuicio de las autorizaciones sectoriales que requiera.

Los generadores que requieran eliminar, manejar o comercializar sus propios residuos con terceros deberán exigir de parte del destinatario el correspondiente permiso ambiental.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expuso que el marco para el sistema de evaluación ambiental es el que establece el decreto supremo N° 40, que aprobó el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, agregando que la eventual aprobación de esta indicación obligaría a someter a evaluación ambiental cualquier instalación de recepción y almacenamiento de desechos, como un punto limpio, por tratarse de una gestión comercial de residuos, aun cuando el reglamento señalado no lo requiera; por otra parte, la indeterminación del término utilizado no permitiría una aplicación precisa de la medida.

El Honorable Senador señor Moreira coincidió con la opinión vertida por el Ejecutivo, adelantando, además, que se pronunciará en contra de las indicaciones signadas con los números 46, 47, 48, 49, 50, 55, 60, 62, 63, 63 A, 64, 79 y 80, las que, en su opinión, atentan contra la libre competencia.

La Honorable Senadora señora Allende junto con expresar sus dudas respecto a la admisibilidad de las indicaciones en debate, expresó que el hecho de establecer más exigencias para la instalación de recintos de acopio y almacenamiento de residuos sólo burocratizará el sistema que se pretende implementar, tornando poco probable la participación de los recicladores de base como gestores, que es uno de los objetivos del presente proyecto.

Puesta en votación las indicaciones números 41 y 42 fueron rechazadas unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Las indicaciones números 43 y 44, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para incorporar a continuación el siguiente artículo nuevo:

“Artículo ….- Todo aquel que gestione residuos susceptibles de causar daños a terceros o al medio ambiente deberá contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente, cuya cuantía y características deberá ser presentado y aprobado por la autoridad ambiental competente.”.

La Honorable Senadora señora Allende consultó si los recicladores de base estarán en condiciones económicas para contratar seguros o pólizas para cubrir daños a terceros o al medio ambiente como propone la indicación.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, declaró que la finalidad de la indicación parece razonable, aunque no compartió la redacción de la proposición, ello por cuanto el decreto supremo N° 685, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1992, que promulgó el Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, se estructura sobre la base de asegurar el riesgo de daños ambientales o a terceros mediante la contratación de un seguro, sin embargo, no parece plausible solicitar a todos los intervinientes del futuro sistema, como los recicladores de base, la contratación de una póliza aseguradora. Una alternativa, anunció, es vincular la obligación de contratar un seguro a los gestores que ejecuten proyectos que requieran una Resolución de Calificación Ambiental (RCA), asunto que debe ser estudiado en mayor detalle, pues de considerarse, sería el futuro reglamento el llamado a regular dicha materia.

Agregó que, tanto el decreto supremo N° 148, que aprobó el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, como el convenio ya citado, enumeran en una lista los residuos considerados peligrosos. Hoy sólo se exige la contratación de un seguro para un movimiento transfronterizo de residuos peligrosos, pero, de aprobarse la indicación, se exigiría también para la operación y manejo de residuos en el territorio nacional.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el Ejecutivo puso en conocimiento de la Comisión, una propuesta que recoge la idea de las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, que incorpora un artículo, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 7°.- Los gestores de residuos peligrosos que determine el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, deberán contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente.”.

Puesta en votación las indicaciones números 43 y 44 resultaron aprobadas, con la nueva redacción, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 7°

Describe las obligaciones de los importadores y exportadores de residuos.

Inciso primero

Considera en forma literal lo que sigue:

“Artículo 7°.- Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.”.

A este inciso se presentó la indicación número 44 A, del Honorable Senador señor De Urresti, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 7º: Importación y exportación de residuos. Se prohíbe la importación y exportación de residuos peligrosos y otros desechos sujetos al Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación. Respecto de la exportación, ésta se permitirá cuando no exista en el país, la capacidad técnica, servicios o lugares para su valorización o eliminación adecuados, de acuerdo lo establezca la autoridad competente y las demás normas establecidas en el Convenio de Basilea.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que el Ejecutivo no comparte la idea de establecer una prohibición de importar y exportar residuos, puesto que dicha prohibición acarrearía diversas consecuencias, algunas contrarias a los objetivos del presente proyecto de ley. Explicó que un número relevante de residuos de productos prioritarios, como las baterías, no tienen capacidad de valorización en el territorio nacional, por ende, de prohibir la exportación de estos productos, impediría cumplir con las metas de revalorización fijadas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

Siguiendo con el ejemplo, aludió a la experiencia surgida de la aplicación del decreto supremo N° 2, que prohíbe el movimiento transfronterizo de baterías de plomo usadas desde Chile a terceros países, en tanto existan en el país instalaciones con capacidad para procesar estos residuos peligrosos. Lamentablemente, explicó, dicho decreto ha tenido dificultades en su operatividad, pues es de conocimiento público la existencia de una red de tráfico ilícito de baterías, motivada por la prohibición y la falta de capacidad instalada nacional.

Además, otros países también podrían determinar la prohibición de importar residuos, impidiendo a Chile valorizar desechos por las razones ya explicadas.

Puesta en votación la indicación número 44 A fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 44 B, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se prohíbe la importación de residuos peligrosos para su eliminación.”.

Puesta en votación la indicación número 44 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 44 C, del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar un nuevo inciso, en el siguiente sentido:

“Con todo en ningún caso se permitirá la exportación de residuos peligrosos hacia estados que no son miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, aclaró que se ha propuesto una modificación al convenio que regula el movimiento transfronterizo de residuos peligrosos para permitir dicho movimiento sólo entre países pertenecientes a la OCDE, pero que aún no se ha aprobado. Para Chile, tal moción no resulta conveniente, toda vez que países que no pertenecen a la organización, como Brasil, ofrecen capacidad de valorización de residuos a un costo razonable.

Puesta en votación la indicación número 44 C fue rechazada unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Inciso segundo

Establece textualmente lo siguiente:

“Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y,o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.”.

A este inciso se presentó la indicación número 44 D, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “y, o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional” por “, exportación y tránsito de residuos”.

Puesta en votación la indicación número 44 D fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 44 E, del Honorable Senador señor De Urresti, para intercalar, entre la frase “firmado además por el Ministro de Salud,” y “se establecerán los requisitos”, la siguiente frase: “sólo cuando sea procedente según los términos establecidos en el inciso primero,”.

La indicación número 44 E fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Inciso tercero

Considera en forma textual lo siguiente:

“Cuando la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.”.

A este inciso se presentó la indicación número 44 F, del Honorable Senador señor De Urresti, para reemplazarlo por el siguiente:

“En caso de existir una infracción a lo establecido en el presente artículo, la autoridad correspondiente deberá adoptar, oportunamente, las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor, debiendo siempre aplicar una estrategia de manejo de residuos que garantice la protección del medio ambiente y la salud de las personas.”.

El Honorable Senador señor Horvath consultó si al existir una infracción la autoridad puede adoptar medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, respondió que el inciso aprobado en general considera dicha facultad, sin perjuicio de ello, comprometió la presentación de una propuesta que recoja la idea principal de la indicación del Honorable Senador De Urresti, de proteger el medio ambiente y la salud de las personas.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el Ejecutivo propuso incorporar, a continuación de la voz “infractor”, la siguiente oración:

“, debiendo siempre manejar los residuos de manera que garantice la protección del medio ambiente y la salud de las personas”.

Puesta en votación la indicación número 44 F fue aprobada, con la enmienda señalada, por mayoría de tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina y Horvath, en tanto se abstuvo el Honorable Senador señor Moreira.

- - -
La indicación número 44 G, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del inciso tercero, el siguiente inciso, nuevo:

“El Ministerio estará facultado para denegar fundadamente las autorizaciones de importación y exportación cuando existan antecedentes de que los residuos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional.”.

Puesta en votación la indicación número 44 G fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 44 H, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Todo importador y exportador de residuos deberá informar, al menos, el tipo de residuo, cantidad, origen, tratamiento aplicado, incluyendo el destino de los residuos generados, cuando corresponda, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes.”.

Puesta en votación la indicación número 44 H fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Luego, se presentó al artículo la indicación número 45, del Honorable Senador señor Lagos, para sustituirlo por el que se transcribe:

“Artículo 7°.- Importación y exportación de residuos. En aplicación de los principios preventivo, precautorio, de responsabilidad de la cuna a la tumba, y de jerarquía en el manejo de residuos, se prohíbe la exportación de residuos peligrosos y otros desechos sujetos al Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, a menos que no exista en el país la capacidad técnica ni los servicios o lugares  para su valorización o eliminación adecuados, y así lo determine el Ministerio en consulta con el Ministerio de Salud, mediante resolución fundada.

Con todo, en ningún caso se permitirá la exportación de residuos peligrosos hacia estados no miembros de la OCDE.

Un decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministerio de Salud, establecerá las condiciones excepcionales que regirán el otorgamiento de la autorización de la importación o exportación de residuos peligrosos conforme a los incisos anteriores.  El decreto establecerá además los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y exportación de residuos no peligrosos, hacia o desde el territorio nacional, en los casos en que se permita. Dicho decreto deberá incluir la regulación de las garantías asociadas. Adicionalmente, en aplicación del principio precautorio y del Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, el decreto deberá resguardar el derecho del Ministerio del Medio Ambiente de denegar las autorizaciones de importaciones y exportaciones cuando las autoridades competentes tengan razones para sospechar que tales desechos no serán sometidos a un manejo ambientalmente adecuado por los estados de tránsito, o de destino u origen.

Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan, toda vez que el Servicio de Aduanas, la Autoridad Sanitaria, o la Superintendencia del Medio Ambiente tomen conocimiento de una importación o exportación de residuos peligrosos que se realice o intente realizar sin la autorización correspondiente, deberá adoptar, sin demora, las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor, debiendo siempre privilegiar la aplicación de la estrategia de manejo de residuos y la protección del medio ambiente y de la salud humana. Las autoridades que hayan asumido la ejecución de las medidas señaladas podrán exigir su reembolso al generador de los residuos.”.

Las indicaciones números 46 y 47, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por los siguientes:

“Artículo 7°.- La gestión sustentable de residuos sólidos implica que los residuos generados en la Nación se eliminan dentro del territorio nacional evitando su exportación e importación, siendo su generador el responsable de su gestión integral desde su origen hasta su eliminación o disposición final, minimizando su generación, reutilizando o reciclando todo o parte de ellos según el caso, y eliminándolos o disponiéndolos de una manera ambientalmente racional y sustentable.

Artículo 7° bis.- Se prohíbe la exportación de residuos peligrosos y otros desechos sujetos al Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, a menos que no exista en el país la capacidad técnica ni los servicios o lugares  para su valorización o eliminación adecuados, y así se acredite fehacientemente ante las autoridades sanitarias y ambientales nacionales.

Artículo 7° ter.- Se prohíbe la importación de residuos peligrosos con el objeto de proceder a su eliminación o disposición final en el país.

Artículo 7° quáter.- Cuando excepcionalmente se autorice la importación o exportación de residuos que la legislación permita, se procederá en conformidad a las prescripciones del Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación.

Un reglamento, establecerá las condiciones excepcionales que regirán el otorgamiento de la autorización de la importación o exportación de residuos peligrosos. El reglamento establecerá además los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación y exportación de residuos no peligrosos, hacia o desde el territorio nacional, en los casos en que se permita. Dicho decreto deberá incluir la regulación de las garantías asociadas incluyendo las condiciones para denegar las autorizaciones de importaciones y exportaciones cuando existan razones para sospechar que tales desechos no serán sometidos a un manejo ambientalmente adecuado por los estados de tránsito, o de destino u origen.

Artículo 7° quinquies.- Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que correspondan, toda vez que se tome conocimiento de una importación o exportación de residuos peligrosos que se realice o intente realizar sin la autorización correspondiente, se deberán adoptar, inmediatamente, las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor, debiendo siempre privilegiar la aplicación de la estrategia de manejo de residuos más adecuada y la protección del medio ambiente y de la salud humana.”.

Las indicaciones números 45, 46 y 47 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -
La indicación número 48, del Honorable Senador señor Montes, para introducir después del artículo 7° el siguiente, nuevo:

“Artículo 7° bis.- Obligaciones de los grandes expendedores de alimentos para evitar su destrucción. Los establecimientos destinados al comercio de alimentos que constituyan una unidad económica y dispongan de una superficie de venta al público superior a los 1000 metros cuadrados no podrán destruir alimentos en forma injustificada.

Con este objeto, deberán acreditar la suscripción de convenios destinados a la entrega de estos productos, en forma previa a su expiración, a entidades sin fines de lucro.”.

Tal como se señalara al analizar la indicación número 23 I, que introdujo un nuevo literal l) al artículo 4° del proyecto, la nueva proposición del Ejecutivo posibilitó la concreción de las ideas promovidas por el Honorable Senador Montes en las indicaciones números 48 y 110, como el punto de vista expuesto en sesión anterior por la organización Red de Alimentos, cuyo objetivo es prevenir la generación de un residuo. Para lo cual, previamente, deberá dictarse el respectivo decreto supremo que establezca las condiciones en que procederá el citado mecanismo.

Consecuente con lo expuesto, la indicación número 48 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Artículo 8°

Describe la responsabilidad extendida del productor como un régimen especial de gestión de residuos, responsabilizando a los productores de productos prioritarios de la organización y financiamiento de dicha gestión.

A este artículo se presentaron las indicaciones números 49 y 50, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para sustituirlo por el que sigue:

“Artículo 8°.- Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de responsabilidad del generador de todo residuo, conforme al cual éste responderá siempre subsidiariamente de los efectos y perjuicios que el residuo genere hasta su completa disposición o eliminación y, además, se hace responsable de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.

Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.

b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.

c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo.

d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados dentro del país.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expuso que las indicaciones transcritas destruyen la lógica del marco de responsabilidad extendida del productor, luego que extiende la aplicación del sistema a todo generador de un residuo. Si así fuese, graficó, un generador de un residuo domiciliario debiera responder por las consecuencias de ese desecho durante todo el ciclo hasta su eliminación, asunto que es impracticable. El error fundamental, precisó, es confundir generador con productor de un residuo.

Puesta en votación las indicaciones números 49 y 50 fueron rechazadas por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Inciso segundo

Detalla, mediante cuatro literales, las obligaciones de los productores de productos prioritarios.

Letra a)

Considera textualmente lo que sigue:

“a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.”.

A este literal se presentó la indicación número 50 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “33” por “36”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado ha pasado a ser 37 y no 36. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 50 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Letra d)

Dispone en forma textual lo que sigue:

“d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.”.

A este literal se presentó las indicaciones números 50 B y 51, de los Honorables Senadores señores De Urresti y Lagos, respectivamente, para intercalar después de la palabra “registrados” la expresión “dentro del país”.

Puesta en votación las indicaciones números 50 B y 51 fueron rechazadas por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 51 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra, nueva:

“…) Las demás que establezca esta ley.”.

Puesta en votación la indicación número 51 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 9°

Considera, mediante nueve literales, un listado de productos prioritarios sometidos a responsabilidad extendida del productor.

A este artículo se presentó la indicación número 51 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 9°.- Productos Prioritarios. La responsabilidad extendida del productor aplicará a las categorías o subcategorías definidas en los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas, para los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.

b) Aparatos eléctricos y electrónicos.

c) Baterías.

d) Diarios, periódicos y revistas.

e) Envases y embalajes.

f) Neumáticos.

g) Pilas.

Para la definición de las categorías y subcategorías deberá considerarse la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad, potencial de valorización y, o el carácter de domiciliario o no domiciliario del residuo.

El Ministerio, a través de los decretos supremos referidos, podrá igualmente aplicar la responsabilidad extendida del productor a las categorías y subcategorías de otros productos, los que se entenderán productos prioritarios. Para tal efecto deberán considerarse los criterios referidos en el inciso anterior.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expuso que la indicación del Ejecutivo incorpora categorías o subcategorías de productos prioritarios, aspecto útil para establecer metas de recolección y valorización sectorizada, cuando no sea posible aplicar dichas metas a toda la categoría respectiva. Luego, se señala que para la definición de tales categorías y subcategorías deberá considerarse ciertos criterios, como el volumen, peligrosidad, potencial de valorización o el carácter de domiciliario o industrial del residuo.

Respecto al listado de productos prioritarios, recordó que fueron eliminados plaguicidas, medicamentos y vehículos, por la escasa valorización de los primeros y el carácter de universalidad del último, además, sus partes o elementos son considerados en la lista (baterías, neumáticos, aparatos eléctricos, electrónicos o ampolletas) y la vida útil es más extensa, por tanto, la inversión de valorización es más gravosa.

Por otra parte, diarios, periódicos y revistas permanecen en el listado porque, como se ha manifestado por el propio gremio que representa a la prensa, el temor de que la normativa afecte la libertad de expresión ha sido abordado en forma adecuada, dado que se ha eliminado la prohibición de comercializar un producto prioritario como sanción.

Mantener a diarios y revistas como producto prioritario, añadió, es de suma importancia, dado que el papel es útil para la generación de materia prima en Chile, al punto que en la actualidad se importa buena parte del insumo utilizado para su producción. Asimismo, destacó, la recolección y valorización de papel se desarrolla, principalmente, por recicladores de base, entonces, si se excluye a diarios y revistas se perjudica indirectamente a dicho sector, en oposición al objetivo del presente proyecto de ley que busca su inclusión formal al ciclo económico del reciclaje.

En derecho comparado, acotó, un número importante de países integrantes de la Unión Europea consideran al papel gráfico como parte del listado de productos prioritarios. La discusión, concluyó, debiera desarrollarse en torno a la cualidad de valorización y reciclaje del papel, y no a la posible afectación de la libertad de expresión.

La Honorable Senadora señora Allende consultó, a propósito de la eliminación de los medicamentos como producto prioritario, por la disposición final de los medicamentos vencidos.

La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señora Maritza Rojas, mencionó que el decreto supremo N° 6, que aprobó el Reglamento sobre Manejo de Residuos de Establecimientos de Atención de Salud, aborda la disposición final de los medicamentos fuera de vigencia de los establecimientos de salud; los domiciliarios no están regulados, aunque los medicamentos con características de toxicidad pueden ser categorizados como residuos específicos, de acuerdo a la normativa sectorial.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, adicionó, que el Ejecutivo no considera necesario aplicar a los medicamentos la estructura de la responsabilidad extendida del productor, ello no obsta a emplear un instrumento de manejo ambientalmente racional de residuos, en virtud del cual se podrían establecer condiciones para su adecuado manejo, tal como propone la presente iniciativa de ley.

El Honorable Senador señor Moreira insistió en que la opinión de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP) fue valorar las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, en especial, la eliminación de prohibir la comercialización de un producto prioritario en caso de infracción grave. Lo anterior, sostuvo, no significa que el gremio haya compartido plenamente la forma en que se abordó la observación manifestada durante la discusión general, pues la petición incluía eliminar a los diarios y revistas del listado de productos prioritarios, sin perjuicio de ser considerados reglamentariamente en un futuro próximo; el menor impacto ambiental del residuo papel justifica dicha solicitud, debido a que cada vez la tecnología reemplaza más el uso de medios de comunicación tradicional.

El asesor jurídico del Honorable Senador señor Moreira, señor Pablo Terrazas, agregó que no sólo la sanción eliminada preocupaba a la ANP, sino también la entidad de las multas consideradas como sanción, que en el caso de infracciones gravísimas puede ascender hasta 10 mil UTM, sanción asimilable a prohibir la comercialización de productos, amenazando de igual forma la libertad de expresión.

Al mismo tiempo, criticó los criterios del Ejecutivo para definir los productos prioritarios, puesto que todos los residuos considerados en el listado en discusión son peligrosos o de alto impacto ambiental, salvo diarios y revistas. A su juicio, la enumeración debiera contemplar productos cuya reutilización y valorización es urgente, y a medida que se implementa el nuevo marco regulatorio incorporar otros mediante reglamento.

El Honorable Senador señor Horvath declaró que, no obstante apoyar la eliminación de prohibir la comercialización de un producto prioritario en caso de infracción grave, no está de acuerdo en excluir a los diarios y revistas del listado de productos prioritarios, pues el residuo papel se recicla actualmente en Chile, incluso a nivel regional.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, comentó que en base a la preocupación por la cuantía de las multas manifestada por distintas organizaciones, el Ejecutivo propone una indicación para establecer criterios de aplicación, entre ellos, la capacidad económica y el beneficio económico del infractor. De esta forma, argumentó, debiera disiparse la inquietud por la aplicación de multas elevadas a empresas de menor tamaño, más cuando en otra indicación se eliminan los tramos de multa, manteniendo sólo un monto máximo aplicable, facultando a la autoridad ambiental a sancionar con multas ínfimas si las circunstancias así lo ameritan.

Conjuntamente, explicó que el instrumento de responsabilidad extendida del productor aprobado por los países que integran la OCDE considera como criterios para priorizar un producto: masividad, valorización, peligrosidad y uso en el derecho comparado. El carácter peligroso de un producto es un factor a considerar, no el único, por ello, se incluyen elementos como envases y embalajes, que no revisten peligro pero son valorizables y masivos, tal cual sucede con los diarios y revistas. Además, el pequeño productor siempre podrá adherir a una gestión colectiva para el manejo de residuos, facilitando el cumplimiento de metas de recolección y valorización, evitando así cometer infracciones.

Del mismo modo, trajo a colación la aprobación de la indicación que refería a las empresas de menor tamaño – medianas, pequeñas y micros -, aspecto que habilita al Ministerio para fijar metas acorde a la entidad, o incluso, declarar su exención, como podría suceder con una pequeña imprenta.

Los productos señalados en el artículo 9°, enfatizó, han sido considerados por su carácter masivo y valorizable, características compartidas por diarios y revistas, que permiten su inclusión sin afectar la libertad de expresión.

La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que si el criterio para considerar a diarios y revistas fue su carácter masivo y valorizable, aparte de ser contemplados en los instrumentos similares contenidos en la legislación comparada o aplicados por los países integrantes de la OCDE, no debieran ser eliminados del listado de productos prioritarios, pues aun cuando la asociación gremial mantiene aprensiones, en particular, en materia de multas, dicho ámbito puede ser revisado en la oportunidad que se discutan las indicaciones respectivas.

El Honorable Senador señor Moreira puso de manifiesto que los principales países que actualmente utilizan el sistema de responsabilidad extendida del productor no consideran a diarios y revistas dentro de sus programas, tal es el caso de Alemania, Austria, Bélgica, Francia y Holanda. En tanto Canadá, si bien considera al papel gráfico como producto prioritario, emplea un instrumento de gestión distinto al que se pretende implementar en Chile.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, aseveró que la indicación presentada por el Ejecutivo al artículo 9°, se fundamenta en dos consideraciones relevantes: en primer término, precisó, se han acotado los productos prioritarios, eliminándose plaguicidas, medicamentos y vehículos, habida consideración que en los dos primeros casos les es aplicable una normativa sectorial al momento de expirar su vida útil, y por lo tanto se eliminan de acuerdo a esa regulación; y, tratándose de vehículos, se ha considerado que algunas de sus piezas o partes constitutivas, que son valorizables, se encuentran consideradas en el artículo 9°, como ocurre con baterías, neumáticos y equipos electrónicos, y, también, la larga vida útil de los vehículos.

Agregó que, tal como se recordó en una sesión anterior por el Honorable Senador señor Moreira, es posible incorporar, vía reglamento a otros productos en la categoría de productos prioritarios, siguiendo igual lógica y los mismos procedimientos con los que se generan y fijan en Chile las normas de emisión.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath, referida a si debiera el artículo 9°, hacer referencia a los “residuos hospitalarios”, en reemplazo de los “medicamentos”, el señor Ministro del Medio Ambiente, aseveró que existe un Reglamento Sanitario que regula la disposición de los residuos hospitalarios.

Enseguida, el Honorable Senador señor Horvath abordó la controversia suscitada en torno a la inclusión de diarios, periódicos y revistas como productos prioritarios, señalando que las indicaciones formuladas pretenden resolver las inquietudes de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), mediante dos alternativas diferentes: la primera, a través de las indicaciones N° 54 y N° 54 A de los Honorables Senadores señores Moreira, señora Allende y señores Espina, Larraín, Walker, y Guillier, que elimina los señalados productos del listado del artículo 9°; en tanto, la segunda, mediante las indicaciones que suprimen la sanción que establece la prohibición de vender diarios, revistas y periódicos, y que, además, reduce el monto de las multas establecidas.

El Honorable Senador señor Moreira expresó estar de acuerdo con la indicación N° 51 B del Ejecutivo, formulada al artículo 9° del proyecto, con excepción de lo señalado en la letra c) de la norma, que dice relación con diarios, periódicos y revistas, aseverando que le asiste la convicción que la preocupación de la ANP es legítima, lo que no significa, de modo alguno, que pudiera existir mala fe de éste o del Gobierno anterior, que presentó la iniciativa en estudio.

Comentó que el proyecto de ley ha tenido en cuenta, al determinar los productos prioritarios, la efectividad del instrumento en la gestión del residuo; su volumen; peligrosidad; y potencial de valorización; agregando que esta determinación puede hacerse por la vía legal o reglamentaria. Por lo anterior, consultó por el criterio que ha tenido el Ministerio del Medio Ambiente al establecer los productos prioritarios que se establecen en la ley, y los que, en el futuro, se podrán determinar mediante decreto supremo.

Continuó aseverando que en tal contexto, no es fácil entender que diarios, revistas, y periódicos continúen incorporados en el artículo 9°, puesto que, a su juicio, no reúnen dos elementos que la ley señala que deben considerarse para ello, a saber: la falta de peligrosidad de los mismos y el escaso volumen que representan los diarios y periódicos en el contexto global de los consumidores, más aún si se considera que paulatinamente ha disminuido el consumo de estos productos, debido a su sustitución por los medios de prensa electrónicos.

Observó que la eliminación de la sanción de prohibición de enajenación del producto que la Indicación N°114 B de la Presidenta de la República propone, en la práctica podría entenderse que subsiste, toda vez que se mantiene la sanción establecida de revocación de la autorización del sistema de gestión, medida que no aplicaría respecto de diarios, revistas y periódicos, pero sí sería aplicable a los demás productos establecidos en el artículo 9° del proyecto.

Explicó que la mencionada revocación de la autorización de sistema de gestión, impide la venta del producto al que se le revoca la autorización, infringiendo así lo dispuesto en el numeral 24 del artículo 19 de la Carta Fundamental, ya que estaría privando al dueño del producto de un atributo de la propiedad, al impedir la enajenación o disposición del bien del que es propietario.

Por tal razón, precisó, la indicación N° 116 que ha propuesto junto a otros Honorables Senadores, condiciona la sanción que establece la letra b) del artículo 36, de prohibición de venta del producto prioritario, a la circunstancia que el producto afecte la vida o la salud de la población o genere un daño grave al medio ambiente. 

La asesora jurídica del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, explicó que el artículo 31 mantiene una prohibición aplicable a los comercializadores y distribuidores de productos prioritarios, refiriendo que la responsabilidad extendida del productor aplica a productores a los cuales se les establece una meta de recolección y valorización, debiendo cumplir estas metas a través de sistemas de gestión, mediante la celebración de convenios con gestores para recolección y valorización de esos productos, dando cumplimiento a las metas que se establecerán gradualmente a través de un Reglamento. Agregó que para la aplicabilidad y efectividad del instrumento es vital que el universo de los productores cumpla con la regulación, ya que, de lo contrario, el instrumento podría ser utilizado para distorsionar mercados y para la existencia de competencias desleales, concluyendo que la norma del citado artículo 31 facilita la detección de los productores que comercializan sus productos sin dar cumplimiento a las normas prescritas en esta iniciativa legal, y que, por lo tanto, comercializan sus productos a menores precios.

En cuanto a la revocación a los sistemas de gestión, observó que la misma no constituye una sanción al productor, sino que a los sistemas de gestión, de manera que, arguyó, si se revoca un sistema, el productor puede adscribir a otro sistema de gestión.

El señor Ministro del Medio Ambiente explicó que para la determinación de un producto prioritario no se emplean criterios copulativos, aseverando que lo que se considera es la peligrosidad, masividad, valorización o la experiencia existente en el derecho comparado respecto de la gestión del producto. Precisó que respecto de diarios, revistas y periódicos, es razonable su inclusión debido a la masividad de los mismos, la experiencia acumulada en cuanto a su reciclaje y la existencia de recicladores de base que recolectan estos productos, precisando que nada más ajeno al espíritu de este Gobierno y al del que presentó esta iniciativa legal que interferir, de modo alguno, con la libertad de expresión, aseverando que prueba de ello es la formulación de la indicación N° 114 B, de la Presidenta de la República, que elimina la sanción que prohíbe la venta del producto prioritario en caso de infracción gravísima.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina, respecto al efecto práctico que produce el hecho que un producto sea incluido en el listado de artículos prioritarios, el señor Ministro del Medio Ambiente contestó que los productores de tales bienes estarán obligados a cumplir una meta de recolección y de valorización de los productos que ponen en el mercado, explicando que ese porcentaje se fija en el Reglamento, siguiendo el mismo procedimiento que rige para la fijación de las normas de emisión ambiental.

Enseguida, el Honorable Senador señor Espina preguntó por la sanción más grave que se establece por el incumplimiento del porcentaje de recolección establecido para cada producto, y si existe alguna gradualidad de la misma, dependiendo del tamaño de la empresa a la que se le impone. 

El señor Ministro aseveró que el criterio utilizado es el mismo que se estableció para el régimen de multas que aplica la Superintendencia del Medio Ambiente en el caso de incumplimiento de una Resolución de Calificación Ambiental, y dentro de los criterios se considera la capacidad de pago de quién comete la infracción.

El Presidente de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), señor Ricardo Hepp, agradeció la invitación para exponer nuevamente ante la Comisión, como asimismo valoró las indicaciones presentadas por los Honorables Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Espina, Larraín y Walker y Guillier.

Recordó que el negocio del reciclaje tiene antigua data en la industria de la prensa, es un negocio bueno y que funciona a lo largo del país, no sólo respecto del papel sino que también de las tintas de origen vegetal. No obstante ello, la asociación mantiene aprensiones respecto de ciertos aspectos del proyecto que guardan relación con la libertad de prensa y de expresión.

El Secretario General de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), señor Francisco Moreno, valoró la iniciativa en estudio, que establece un nuevo sistema de gestión de residuos que, según aseveró, fue recomendado por la OCDE el año 2005, e ingresado a tramitación legislativa el año 2013, durante el Gobierno del expresidente Piñera.

Agregó que la ANP, entidad gremial que agrupa a las sociedades editoras y periodísticas del país, ha enfatizado desde que expuso ante la Comisión en el mes de mayo del presente año, que como industria tiene una función social que dice relación con la democracia y con una sociedad libre, razón por la cual, puntualizó, debe tener un trato distinto al de las demás industrias.

Recordó que en la sesión celebrada por la Comisión en mayo del año en curso, señalaron que existían tres aspectos que colisionaban con la libertad de información, a saber:

a) La autorización previa que consideraba el artículo 26 del texto aprobado en general, cuya supresión fue propuesta mediante indicación de la Presidenta de la República.

b) La sanción de prohibición de venta en caso de incumplimiento de las metas de recolección y valorización, refiriendo que también la industria de la prensa quedó eximida de esta sanción, y

c) La imposición de ciertas obligaciones, a quienes tienen la mayor importancia en la venta de diarios, revistas y periódicos, vale decir los comercializadores y distribuidores de estos productos. Explicó que dentro de éstos caben los dueños de quioscos, bazares, pequeños distribuidores, etc. En este aspecto, estimó, que las indicaciones formuladas por el Ejecutivo no dilucidan satisfactoriamente el punto en términos de no generarles cargas que, a su juicio, son absolutamente discriminatorias, desde el punto de vista del legítimo ejercicio de sus actividades económicas.

Señaló que la Comisión desconoce que actualmente existen 82 empresas que se dedican al acopio y recuperación de papel y cartón; que el 19% de estas empresas se encuentra ubicada en la Región Metropolitana, y el 52% restante se ubica entre la Quinta y la Octava Región, aseverando que hay una industria activa que genera niveles importantes de reciclaje y recuperación de papel. Afirmó que la única razón que se podría aducir para incluir en el ámbito de esta ley a diarios, revistas y periódicos, serían las 250.000 toneladas de papel de diario que, según el Mensaje, se producen diariamente en nuestro país.

Destacó el señor Moreno que de acuerdo al anuario forestal que publica el Instituto Forestal (INFOR), la variación del papel de diario entre el 2012 y el 2013, disminuyó un 31,8%, debido al cambio de hábitos de información de la ciudadanía. Añadió que países que lideran los sistemas de responsabilidad extendida del productor como Alemania, Austria y Bélgica, no incluyen específicamente a diarios, revistas y periódicos, agregando que en la legislación comparada, se considera en el Estado de British Columbia (Canadá) y en Suecia, los que contemplan el sistema sólo para papeles impresos, guías de teléfono y tarjetas de saludo.

Reiteró que valoran las indicaciones presentadas por el Ejecutivo al proyecto, no obstante lo cual sienten que el proyecto continúa lesionando fuertemente la libertad de prensa y la libertad de expresión.

Refirió que se retiraron tres categorías del listado de productos: medicamentos, vehículos y plaguicidas, agregando que no divisa una razón para que permanezcan diarios, revistas y periódicos, particularmente si se tiene en cuenta lo activa que se encuentra la industria del reciclaje del papel en el mercado nacional.

En lo que respecta a las multas, afirmó, que si bien se redujeron de diez mil unidades tributarias anuales a cinco mil unidades tributarias anuales, el hecho de ser sancionado con la totalidad de la misma llevaría a la quiebra a cualquier diario, aun si se tiene presente el elemento incorporado al artículo 40, que subjetivizó la multa, vale decir posibilitó la aplicación del monto de la multa en función de la empresa que cometió la infracción.

Por otro lado, continuó, el requisito de contar con la aprobación de un sistema de gestión para cualquier empresa periodística, cuyo incumplimiento constituye una infracción gravísima, que puede ser objeto de una multa de hasta $5.183.000.000, en el caso de los medios y empresas periodísticas asociadas a la ANP, continúan siendo una eventual amenaza a la libertad de información.

Finalmente, señaló que cualquier bien corporal mueble que se incorpore a la lista de productos prioritarios debe efectuarse mediante la dictación de una ley, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 24 del artículo 19 de la Carta Fundamental.

La Honorable Senadora señora Allende expresó que existe espacio para buscar una fórmula que satisfaga a la ANP y conjugue la aplicabilidad de la responsabilidad extendida del productor. Enseguida, aseveró que las normas medioambientales imponen restricciones a actividades que son de suma relevancia para el país, y nadie podría afirmar que se vulnera el derecho de propiedad, expresando que no le parece adecuado los términos empleados por la ANP, instando a la entidad a usar un tono más positivo en el debate.

Continuando con la discusión sobre la incorporación de diarios, periódicos y revistas al listado de productos prioritarios, en la siguiente sesión, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, representó la disposición del Ejecutivo a recoger la propuesta de la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), que elimina del listado de prioritarios los productos mencionados y los incorpora en el nuevo artículo 10 propuesto por S.E. la Presidenta de la República, mediante la indicación número 60 A, referido a los productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas, a cuyos productores se les exigirá, a requerimiento del Ministerio, informar anualmente la cantidad de productos comercializados en el país; las actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas y su costo; la cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados; y el carácter individual o colectivo de la gestión para las actividades de recolección y valorización.

De esta forma, afirmó, se aborda la preocupación manifestada por la asociación gremial en torno al riesgo eventual de que la prensa sea sometida en el futuro a una decisión administrativa contraria a la libertad de expresión e información, sin perjuicio de mantener el producto en el circuito de responsabilidad extendida del productor como prioritario, no en metas de recolección y valorización, pero sí en información sobre las actividades mencionadas, medida que sumada a la suscripción de un acuerdo de producción limpia con la industria, compromete al sector con el reciclaje de papel y otros elementos asociados.

El Secretario General de la ANP, señor Francisco Moreno, agradeció la disposición de los integrantes de la Comisión y del Ejecutivo para buscar un acuerdo que pudiere garantizar tanto el ejercicio pleno de la libertad de prensa como el fomento al reciclaje. Junto con reiterar el compromiso de la industria de avanzar en la protección del medio ambiente, señaló que la propuesta otorga la posibilidad de informar las actividades relacionadas con la recolección y valorización de residuos generados por los actores del sector, sin estar sujetos al cumplimiento de metas y obligaciones que pudieren acarrear sanciones administrativas contrarias a la libertad de informar.

Sin perjuicio de lo anterior, mencionó que el incumplimiento de la obligación de informar al Registro de Emisión y Transferencias de Contaminantes (RETC), establecida en el nuevo artículo 10, es una conducta que puede ser sancionada con una amonestación por escrito hasta la aplicación de una multa de 1.000 Unidades Tributarias Anuales. No obstante la entidad de la multa, se mostró confiado en que los criterios que se incorporarán mediante una indicación del Ejecutivo, asegurarán una aplicación proporcional de la Superintendencia del Medio Ambiente, en caso de infracción.

El Honorable Senador señor Moreira valoró que, como consecuencia del debate habido en la Comisión, se haya adoptado un acuerdo que permita cumplir con objetivos tan trascendentales como la libertad de prensa y la protección al medio ambiente, propuesta que, a su vez, recoge la indicación presentada en conjunto con otros Honorables Senadores que planteaba eliminar del listado de productos prioritarios a diarios, periódicos y revistas, motivo por el cual se mostró dispuesto a otorgar su aprobación a la nueva proposición del Ejecutivo.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina, celebró que el Presidente de la Comisión haya otorgado el espacio necesario para abordar el problema y buscar una solución.

No obstante manifestarse de acuerdo con la propuesta, consultó al Ejecutivo por el procedimiento para aplicar sanciones en caso de infracción, a diarios o revistas de menor entidad.

La Honorable Senadora señora Allende también valoró el acuerdo alcanzado en la Comisión sobre la materia, sin embargo, insistió en su opinión manifestada anteriormente, relativa a que nunca fue el espíritu del proyecto el de coartar la libertad de prensa, sino tan sólo establecer medidas que pudieran fomentar el reciclaje, más cuando la iniciativa que se discute no tuvo origen en este gobierno, sino en la administración pasada.

Luego, el abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, se refirió a la consulta sobre el procedimiento para aplicar multas, en caso de infracción. Al respecto, explicó que la indicación número 121 A presentada por el Ejecutivo introduce criterios para la determinación específica de cada sanción. Para el caso de un diario o revista de menor entidad, la única infracción, de acuerdo a la propuesta recién debatida, correspondería a no informar al Ministerio las actividades señaladas en el nuevo artículo 10.

Los criterios que se establecerán son: beneficio económico del infractor, conducta anterior y capacidad económica del infractor. Este último permitirá que a diarios de menor circulación se les aplique una multa menor en caso de infracción, acorde a su capacidad económica. Asimismo, recordó que para establecer metas u obligaciones a cada producto prioritario, el Ministerio determinará los productores a quienes será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de micro, pequeña o mediana empresa, tal como se aprobara en la indicación número 23 A, presentada por el Ejecutivo.

También expuso que el criterio de capacidad económica no se aplicará cuando el infractor sea un sistema de gestión colectivo, dado que, aun cuando los productores integrados en este sistema posean una capacidad económica de envergadura, los sistemas generalmente corresponderán a un directorio con baja disponibilidad mercantil, de este modo, se evita burlar la aplicación de una sanción adecuada por esta vía.

El Secretario General de la ANP, señor Francisco Moreno, comentó que el sector cuenta con empresas de reciclaje de diarios, periódicos y revistas - Sorepa, Recupac, Reciclados Industriales -, reuniendo 82 empresas relacionadas con el acopio de residuos, de las cuales un 19% se ubica en la Región Metropolitana, el 52% entre las Regiones V y VIII, distribuyéndose el resto en las demás regiones del país.

Dentro de la asociación gremial, contextualizó, la mayoría de los asociados realiza acciones de reciclaje, ya sea a través de terceros o por la misma empresa, por este motivo es que junto con la propuesta ya discutida, anunció la disposición de la industria para firmar con el Ministerio del Medio Ambiente un acuerdo de producción limpia, que comprometa a los asociados a incrementar las cuotas de recolección y valorización, e incorporar a las micro y pequeñas empresas que hoy no reciclan.

La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señora Maritza Rojas, complementó lo señalado por el señor Moreno, explicando que los acuerdos de producción limpia se suscriben por un período de cuatro años, pero una vez certificada la empresa debe renovar anualmente el acuerdo, si pretende mantener la certificación.

Enseguida, el Presidente de la Comisión puso en votación la indicación número 51 B, con la redacción propuesta por el Ejecutivo, que elimina la letra c) Diarios, periódicos y revistas.

Puesta en votación, la indicación resultó aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

Como consecuencia de la aprobación de esta indicación y del acuerdo adoptado por la Comisión, se dan por aprobadas las indicaciones números 54, 54 A y 56, como se consignará en su oportunidad.
Inciso segundo

Encabezamiento

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Este reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 52, del Honorable Senador señor Navarro, para reemplazarlo por el siguiente:

“Este reglamento considerará, a lo menos, los siguientes productos prioritarios y los residuos generados en los respectivos procesos industriales asociados a la elaboración de estos productos:”.

La indicación número 52 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
Letra b)

Señala textualmente lo que sigue:

“b) Aparatos eléctricos y electrónicos.”.

A este literal se presentó la indicación número 53, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar a continuación de la palabra “electrónicos” la siguiente frase: “, además, de sus componentes y elementos accesorios, respectivamente”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que los componentes están incorporados dentro de los aparatos eléctricos y electrónicos, y será materia del reglamento definir cuál parte integrará el sistema de responsabilidad extendida del productor.

Puesta en votación la indicación número 53, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Letra c)

Establece en forma literal lo siguiente:

“c) Diarios, periódicos y revistas.”.

A esta letra se presentaron las indicaciones números 54 y 54 A, de los Honorables Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, y del Honorable Senador señor Guillier, respectivamente, para suprimirla.

En virtud del acuerdo adoptado por la Comisión en relación con la aprobación de la indicación número 51 B, las indicaciones números 54 y 54 A se entienden aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
La indicación número 55, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar a continuación del vocablo “revistas”, lo siguiente: “, además, de sus elementos o insumos utilizados en los procesos productivos, tales como, tintas y placas o planchas de impresión”.

El Secretario General de la ANP, señor Francisco Moreno, manifestó que las tintas y placas o planchas de impresión debieran incorporarse en los acuerdos de producción limpia que suscribirán con el Ministerio del Medio Ambiente, pero no como parte del sistema de responsabilidad extendida del productor.

Puesta en votación la indicación número 55, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Letra i)

Considera textualmente lo siguiente:

“i) Vehículos.”.

A este literal se presentó la indicación número 56, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimirla.

En virtud del acuerdo adoptado por la Comisión en relación con la aprobación de la indicación número 51 B, la indicación número 56 se entiende aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
La indicación número 57, del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar a continuación de la voz “Vehículos”, la siguiente locución: “, además, de sus componentes y elementos accesorios”.

Puesta en votación la indicación número 57, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
Las indicaciones números 58, 59 y 59 A, de los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos y De Urresti, respectivamente, para contemplar la nueva letra que se señala:

“…) Plásticos.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que la técnica que se ha utilizado para definir los productos prioritarios apunta a los elementos componentes del residuo y no al material, en consecuencia, el presente proyecto de ley considera a los plásticos dentro de distintos productos, como en envases y embalajes o baterías.

La Honorable Senadora señora Allende, consultó, a propósito de la solicitud de incorporar los plásticos en el listado de productos prioritarios, por el avance de las iniciativas legales que prohíben el uso de bolsas plásticas.

El señor Bortnick respondió que el Ejecutivo se encuentra trabajando en una propuesta para abordar las distintas mociones legislativas, en particular, los temas vinculados al uso de bolsas plásticas, su calidad y destino final, como también a las atribuciones de las municipalidades sobre el particular; el presente proyecto de ley no es el instrumento adecuado para regular dichas materias.

El abogado de la Asociación Chilena de Municipalidades (ACHM), señor Malik Mograby, agregó que el uso de las bolsas plásticas es un tema ambiental delicado para los municipios, en particular, por la posición de la Contraloría General de la República sobre las ordenanzas locales que han pretendido regular la materia, organismo que determinó que las municipalidades no tienen potestad en materia de protección ambiental.

La moción del Honorable Diputado señor Chávez, que propone modificar la ley orgánica constitucional de municipalidades, encomendando a una ordenanza la regulación de la utilización de bolsas plásticas (Boletín N° 9.878-06) fue aprobada por la Cámara de Diputados y actualmente se encuentra radicada en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, para su estudio. Por otro lado, se tramita en la Comisión Especial de Zonas Extremas del Senado la moción de la Honorable Senadora señora Carolina Goic, que establece la prohibición y sustitución progresiva de las bolsas de polietileno, polipropileno y otros polímeros artificiales no biodegradables en la Patagonia Chilena (Boletín N° 9.133-12); no obstante la voluntad manifestada por el Ejecutivo, ninguno de los proyectos ha tenido mayor avance.

Puesta en votación las indicaciones números 58, 59 y 59 A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
Inciso tercero

Contempla en forma textual lo siguiente:

“Los ministerios podrán proponer al Ministerio la incorporación de un nuevo producto prioritario al reglamento. Este evaluará dicha solicitud en consideración a los criterios señalados en el inciso primero.”.

A este inciso se presentó la indicación número 60, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, después de la palabra “ministerios”, lo siguiente: “, los recicladores de base, las municipalidades y otras organizaciones de la sociedad civil”.

La indicación número 60 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -
La indicación número 60 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo 10. Productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas.  El Ministerio podrá requerir a los productores, cuyos productos prioritarios se encuentren en una categoría o subcategoría excluida de la aplicación de la responsabilidad extendida del productor, informar anualmente y respecto al año inmediatamente anterior al requerimiento, a través del Registro de Emisión y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos comercializados en el país.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.”.

El Secretario General de la ANP, señor Francisco Moreno, ratificó la propuesta recientemente discutida con ocasión de la aprobación de la indicación número 51 B, donde se acordó incorporar dos incisos nuevos a la indicación número 60 A, con la redacción que se consignará en su oportunidad. Asimismo, y para evitar dudas posteriores en la aplicación del nuevo artículo 10, manifestó entender que la obligación establecida es de carácter facultativo, ya que el Ministerio podrá requerir o no dicha información.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, confirmó el acuerdo del Ejecutivo con la propuesta mencionada y manifestó, también, compartir la interpretación del artículo 10 nuevo expresada por el señor Moreno, luego que el inciso utiliza la voz “podrá”, otorgándole el carácter facultativo al requerimiento de la información, el cual, a diferencia de los demás productos prioritarios no sometidos a metas, se podrá pedir desde la publicación de la ley.

Precisó luego, que la idea es incorporar al artículo 10, nuevo, propuesto en la indicación, los siguientes incisos:

“Los diarios, periódicos y revistas se considerarán productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas y quedarán sujetos a las disposiciones del presente artículo.

La información referida podrá ser requerida por primera vez en un plazo máximo de doce meses, contado desde la entrada en vigencia del decreto supremo respectivo. En el caso de diarios, periódicos y revistas, dicho plazo se contará desde la publicación de la presente ley.”.

En virtud del acuerdo adoptado por la Comisión, el Presidente puso en votación la indicación número 60 A, con la nueva redacción propuesta.

Puesta en votación, la indicación resultó aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 10

Contempla metas de recolección y valorización de los residuos de productos prioritarios, cuyo establecimiento se efectuará mediante decreto supremo conforme a principios como el gradualismo y la jerarquía en el manejo de residuos.

Inciso segundo

Dispone textualmente lo siguiente:

“El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto. Las metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.”.

A este inciso se presentó la indicación número 61, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar a continuación de la voz “´productor” la expresión “e indicará las metas a nivel regional”.

La indicación fue retirada por su autora.
La indicación número 61 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la siguiente oración final: “Las metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.”.

Puesta en votación la indicación número 61 A, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
La indicación número 61 B, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la palabra “gradualismo” por “gradualidad”.

Puesta en votación la indicación número 61 B, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 61 C, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Estos decretos supremos podrán establecer diferencias en las metas en base a consideraciones demográficas, geográficas y de conectividad.”.

La indicación número 61 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Las indicaciones números 62, 63 y 63 A, de los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos y De Urresti, respectivamente, para consultar un inciso nuevo del siguiente tenor:

“Con todo, las metas de valorización de los productos prioritarios que se consideren residuos peligrosos al final de su vida útil, deberán ser cumplidas dentro del territorio nacional, a menos que no existan instalaciones de valorización adecuadas y autorizadas dentro del país.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, precisó que el tenor de estas indicaciones fueron sujetas a votación en el artículo 7°, rechazándose los argumentos allí señalados, por cuanto no es conveniente para el cumplimiento de las metas de valorización, obligar a que ellas se cumplan íntegramente en territorio nacional, dado que ciertos productos, como los aparatos eléctricos y electrónicos, sólo pueden ser valorizados fuera del país. No obstante que las indicaciones autorizan a valorizar fuera del país si se cumplen ciertas condiciones, es casi imposible verificar si existen instalaciones de valorización adecuadas y autorizadas dentro del país, tornando difícil el movimiento transfronterizo de residuos peligrosos y ralentizando el sistema de recolección y valorización y, por ende, el cumplimiento de metas.

Las indicaciones números 62, 63 y 63 A fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
La indicación número 64, del Honorable Senador señor Lagos, para introducir un inciso nuevo, del tenor que se señala:

“Con todo, las metas de valorización de los productos prioritarios que se consideren residuos peligrosos al final de su vida útil, deberán ser cumplidas dentro del territorio nacional, a menos que no existan instalaciones de valorización adecuadas y autorizadas dentro del país y así lo califique el Ministerio en consulta con el Ministerio de Salud.”.

La indicación número 64 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -
La indicación número 65, del Honorable Senador señor Horvath, para contemplar después del artículo 10 el siguiente:

“Artículo…- Tratándose de metas de recolección de residuos domiciliarios, cada unidad habilitación o conjunto de ellas deberá realizar separación en origen, tanto de elementos orgánico como inorgánicos establecidos en el reglamento. Sin embargo, y tratándose de elementos orgánicos, estos deberán ser reciclados tanto en origen como en destino en un 70% de aquellos residuos, dentro de los 10 años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expuso que la visión del Ejecutivo es que los residuos orgánicos no coinciden con el diseño de instrumentos como la responsabilidad extendida del productor. En este caso, es difícil determinar cuándo se considera residuo o no, por ejemplo, un tomate puede ser consumido total o parcialmente, sin saber exactamente en qué momento se convierte en residuo, a diferencia del envase y embalaje; aseverando que esta decisión sigue la línea del derecho comparado.

Sin perjuicio de lo anterior, recordó que ya fue aprobada una indicación que dice relación con mecanismos para el manejo ambientalmente racional de residuos, por el cual, a través de dicho instrumento, el Ministerio del Medio Ambiente podrá dictar decretos que regulen la adecuada destinación de los residuos orgánicos.

La indicación número 65 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -
Artículo 11

Regula, mediante nueve literales, una serie de obligaciones asociadas al cumplimiento de las metas.

Encabezamiento

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo 11.- Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior deberán regular las siguientes obligaciones:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 65 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “deberán” por “podrán”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, precisó que no todas las obligaciones señaladas aplican para cada producto prioritario, de esta forma, es una inconsistencia señalar que el decreto deberá regular las obligaciones, cuando en todos los casos no se utilizará lo allí señalado, por ejemplo, las exigencias de ecodiseño.

La indicación número 65 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Letra b)

Considera en forma literal lo que sigue:

“b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la desagregación del costo de gestión de los residuos en la boleta o factura. Este costo deberá mantenerse en toda la cadena de comercialización.”.

A esta letra se presentó la indicación número 65 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que el Comité Pro Reciclaje reportó que el costo de indicar en la boleta el valor podría ser excesivo, no obstante, el Ejecutivo estima relevante que sea pública la información, por tal motivo, se propone esta indicación para eliminar la exigencia de desagregar el costo de gestión de los residuos en la boleta o factura, pero manteniendo la publicidad de los datos.

Puesta en votación la indicación número 65 B, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Letra h)

Establece textualmente lo que sigue:

“h) De diseño y operación de instalaciones de almacenamiento.”.

A este literal se presentó la indicación número 65 C, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las palabras “diseño” y la conjunción copulativa “y” que le sigue, la expresión “, cobertura”; y reemplazar la expresión “instalaciones de almacenamiento” por “instalaciones de recepción y almacenamiento”.

Puesta en votación la indicación número 65 C, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Letra i)

Contempla en forma textual lo siguiente:

“i) Establecimiento de roles y responsabilidades específicas de los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas.”.

A esta letra se presentó la indicación número 65 D, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:

“i) Especificación de los roles y responsabilidades que corresponden a los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas, en virtud de lo dispuesto en la presente  ley.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, detalló que la indicación precisa el lenguaje, toda vez que las responsabilidades específicas las establece la ley, el Ministerio, aclaró, precisará los roles de cada actor involucrado.

La indicación número 65 D resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

Artículo 12

Refiere al procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas, que será establecido mediante un reglamento, el que deberá contener al menos las siguientes etapas:

Letra a)

Dispone en forma textual lo siguiente:

“a) Un análisis general del impacto económico y social.”.

A esta letra se presentaron las indicaciones números 66, 67 y 67 A, de los Honorables Senadores señores Girardi, Lagos y De Urresti, respectivamente, para sustituirla por la siguiente:

“a) Un análisis general del impacto ambiental, económico y social.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expresó que tal como lo señalara respecto de las indicaciones números 27 y 28, que también incorporan la variable ambiental, éste es uno de los factores a considerar al efectuar el análisis general del impacto económico y social.

Puestas en votación las indicaciones números 66, 67 y 67 A fueron rechazadas por los Honorables Senadores señora Allende, y señores Moreira y Walker, don Patricio. En tanto, el Honorable Senador señor Horvath se abstuvo.
La indicación número 68, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazarla por la que sigue:

“a) Un análisis general del impacto económico, social, ambiental y sanitario.”.

La indicación fue retirada por su autora.
Letra b)

Establece literalmente lo que sigue:

“b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70, letra x), de la ley N°19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros.”.

A esta letra se presentó la indicación número 68 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “organismos públicos competentes y privados” por la frase “organismos públicos y privados competentes”.

Puesta en votación la indicación número 68 A se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
La indicación número 69, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar después de la palabra “ministerios” la locución “y de los gobiernos regionales”.

El Honorable Senador señor Horvath manifestó que es positivo que se considere la integración en el Comité de los gobiernos regionales, coincidiendo con el espíritu de la indicación propuesta.

El representante del Ejecutivo, abogado señor David Bortnick, expresó que en algunos comités podrían integrarse los gobiernos regionales, agregando que por el momento no es apropiado que estén todos los gobiernos regionales en los referidos comités, en tal sentido el Ejecutivo estima preferible que el ingreso de los gobiernos regionales se efectúe a través de los organismos públicos con competencia ambiental.

La Honorable Senadora señora Allende consultó de qué manera se podría garantizar la participación de los gobiernos regionales, aun cuando no ocurra de inmediato.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el señor Bortnick mantuvo la observación del Ejecutivo en el sentido que no resulta conveniente obligar a los gobiernos regionales a participar en el comité operativo, dado que no necesariamente estarán facultados para intervenir en la elaboración de los reglamentos, incluso pudiere implicar un problema en el funcionamiento de los comités, si los gobiernos regionales no pueden participar con regularidad.

La indicación fue retirada por su autora.

Artículo 14

Contempla un recurso de reclamación en contra de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas ante el Tribunal Ambiental respectivo.

Inciso cuarto

Dispone en forma textual lo que sigue:

“La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.”.

A este inciso se presentó la indicación número 69 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la oración “no suspenderá en caso alguno” por la frase “podrá suspender, a juicio del tribunal,”.

El abogado señor David Bortnick señaló el desacuerdo del Ejecutivo con la indicación formulada, toda vez que ella es contraria al principio de economía procedimental que establece el artículo 9° de la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos. 

Agregó que la suspensión que se propone, podría utilizarse con efectos dilatorios, impidiendo así la dictación del decreto respectivo.

Puesta en votación la indicación número 69 A fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
- - -
La indicación número 69 B, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo….- Interpretación administrativa. Corresponderá al Ministerio interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.”.

El abogado señor David Bortnick aseveró que esta disposición se encuentra en el texto aprobado en general y que sólo corresponde a una reordenación del articulado.

Puesta en votación la indicación número 69 B, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
- - -
Artículo 16

Refiere a los sistemas de gestión, prescribiendo que las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor podrán cumplirse a través de un sistema individual o de un sistema colectivo de gestión para cada producto prioritario, según se trate de uno o varios productores.

A este artículo se presentó la indicación número 69 C, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo….- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor deberán cumplirse a través de un sistema de gestión, individual o colectivo.

Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán restringir la aplicación de uno u otro sistema, a fin de evitar distorsiones de mercado que pongan en riesgo la efectividad de la responsabilidad extendida del productor, o afecten la libre competencia en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, oyendo previamente al organismo público competente.”.

El asesor jurídico del Ministerio, señor David Bortnick, recordó que tanto en el derecho comparado como en la proposición de la Presidenta de la República, la responsabilidad extendida del productor se realiza a través de sistemas de gestión individual o colectivo.

Agregó que la indicación propuesta faculta a restringir, respecto de cada producto prioritario, la aplicación de uno u otro sistema de gestión, con el objeto de evitar distorsiones de mercado que pongan en riesgo la efectividad de la REP o afecten la libre competencia, en los términos que señala el decreto ley N° 211, de 1973, oyendo previamente al organismo público competente.

Acotó que la regla general será que el productor escoja el sistema de gestión que utilizará, no obstante, existiendo determinadas condiciones de mercado, el reglamento podrá establecer el sistema de gestión para un determinado producto prioritario cuando así lo aconseje, por razones fundadas, el organismo público competente, restringiéndolo a sistema de gestión colectiva, o solamente a sistemas de gestión individuales. A vía de ejemplo, mencionó que tales situaciones se darían en los casos en que en un mercado determinado hubieren existido antecedentes de colusión, ya que los productores coludidos han compartido información, razón por la cual es inconveniente que los mismos se reúnan nuevamente y, en tal caso, el reglamento los obligará a realizar gestión individual. A contrario sensu, acotó, pudieren producirse situaciones en las que fuere conveniente para la libre concurrencia, la existencia de un sistema colectivo, lo que ocurre cuando existe un gran productor y múltiples pequeños productores, los cuales al efectuar gestión individual, desaparecerían.

Aseveró que se trata de situaciones casuísticas que deben ser consideradas por el legislador, ya que de lo contrario, el instrumento ambiental generará perjuicios económicos y ambientales.

Puesta en votación la indicación número 69 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo 17

Describe los sistemas colectivos de gestión y sus requisitos.

Inciso primero

Dispone textualmente lo siguiente:

“Artículo 17.- Sistemas colectivos de gestión. Los productores que deseen cumplir con sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N°20.500.”.

A este inciso se presentó la indicación número 69 D, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar las palabras “deseen cumplir con” por “asuman el cumplimiento de”.

Puesta en votación la indicación número 69 D fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
La indicación número 69 E, del Honorable Senador señor Ossandón, para eliminar la frase “que no distribuya utilidades entre sus asociados”.

El asesor jurídico del Ministerio del Medio Ambiente, abogado señor David Bortnick, refirió que los sistemas de gestión colectiva se constituyen como personas jurídicas formadas para tal efecto, una de cuyas obligaciones es la de no distribuir utilidades entre sus asociados.

Refirió que la mayoría de los países de la Unión Europea han optado por este sistema, ya que de lo contrario se complejizaría y encarecería la gestión, puesto que habría un sobreprecio que no constituye costo de la gestión, sino que utilidad, añadiendo que la REP es un instrumento económico que requiere del mercado, y lo que este sistema propone es que la competencia se encuentre aguas abajo, vale decir entre los gestores y entre los productores compitiendo por quién hace una mejor gestión, y no en la persona jurídica llamada a realizar la gestión.

Por otra parte, aseveró la labor de recolección y valorización tiene, en cierto modo, un aspecto de función pública y por lo tanto, no corresponde que tenga lucro asociado.

Añadió que en este proyecto de ley existe un resguardo de la libre competencia, fruto de una labor conjunta del Ministerio del Medio Ambiente y de la Fiscalía Nacional Económica, entidades que se abocaron al diseño de sistemas de gestión sin fines de lucro, precisando que tanto la indicación del Senador señor Ossandón, y la siguiente no aseguran la libre competencia, que es uno de los pilares básicos en que descansa esta iniciativa.

La Honorable Senadora señora Allende consultó si este aspecto se encuentra socializado, y si los gestores están de acuerdo con esta obligación.

El abogado señor Bortnick, señaló que el Comité Prorreciclaje coincide plenamente con esta posición, comprometiéndose a hacer llegar a la Comisión un documento en que consta dicha opinión.
Puesta en votación la indicación número 69 E fue desechada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Inciso segundo

Establece en forma literal lo que sigue:

“Asimismo, deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.”.

A este inciso se presentó la indicación número 69 F, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazarlo por el siguiente:

“Asimismo, no será necesario que esté integrada exclusivamente por productores, debiendo el respectivo decreto supremo permitir la integración de distribuidores u otros actores relevantes.”.

Puesta en votación la indicación número 69 F, se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
La indicación número 69 G, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso, nuevo:

“En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, cada productor responderá ante el sistema colectivo que integre, en proporción a las metas que le apliquen.”.

El abogado señor David Bortnick, del Ministerio del Medio Ambiente explicó que esta norma pretende impedir que existan abusos contra los pequeños productores.

Puesta en votación la indicación número 69 G fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
Inciso cuarto

Considera textualmente lo siguiente:

“Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario.”.

A este inciso se presentó la indicación número 69 H, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”.

Puesta en votación la indicación número 69 H resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
La indicación número 69 I, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo….- Sistemas individuales de gestión.  Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera individual podrán contratar directamente con gestores autorizados y registrados.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, aseveró que esta disposición ya estaba contenida en el proyecto, no obstante el Ejecutivo optó por incluirla en una norma aparte, dado que hubo muchas consultas relativas a las normas de contratación de los sistemas individuales de gestión.

Señaló que en un sistema individual no es necesario efectuar una licitación y, en tal caso, la regla es la contratación directa.

Puesta en votación la indicación número 69 I se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
Artículo 18

Fija, mediante cuatro literales, las obligaciones de los sistemas de gestión.

Letra a)

Contempla textualmente lo que sigue:

“a) Constituir fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 8°, letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas a cada producto prioritario.”.

A este literal se presentó la indicación número 69 J, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “Constituir” por “Contar con”; intercalar entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”; y agregar al final del literal, a continuación de la expresión “producto prioritario”, la siguiente frase: “, sólo tratándose de un sistema colectivo de gestión”.

El abogado señor David Bortnick explicó que el reemplazo de la voz “Constituir” por “contar con”, obedece a que la fianza se puede hacer efectiva en caso que se aplique la multa y, en consecuencia, la obligación no radica en ofrecer fianza, sino en contar con ella para responder por el incumplimiento de la obligación; la segunda proposición es concordante con una modificación aprobada anteriormente; en tanto que la tercera parte de la indicación, se fundamenta en que el sistema colectivo de gestión carece de patrimonio, en consecuencia es imprescindible que cuente con una fianza que asegure el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas que le impone la ley.

El Honorable Senador señor Patricio Walker, preguntó si la expresión “contar con” proviene del Código de Comercio o de alguna legislación especial, ya que la expresión utilizada comúnmente es la de “constituir fianza”; además, consultó cuál es la diferencia de ambas expresiones en el contexto del artículo en estudio.
El abogado señor David Bortnick señaló que en la indicación propuesta se optó por el vocablo “contar”, a fin de resolver la carencia de patrimonio de los sistemas de gestión colectivo, aseverando que no hay inconveniente en emplear otra expresión.

Asimismo, se hizo presente que, con la incorporación de un nuevo artículo 7°, el artículo 8° mencionado en el literal a), ha pasado a ser 9°.

En mérito de lo expuesto, la Comisión acordó aprobar la indicación, con las siguientes modificaciones:

Agregar a continuación de la voz “Constituir”, la frase “y mantener vigente”; y reemplazar el guarismo “8°” por “9°”.

Puesta en votación la indicación número 69 J se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Letra b)

Dispone en forma textual lo siguiente:

“b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados, municipalidades y,o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 20 y 21.”.

A esta letra se presentó la indicación número 69 K, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre la palabra “registrados” y la coma (,), la expresión “y autorizados”; y reemplazar los guarismos “20” y “21” por “23” y “24, respectivamente”.

Con la incorporación de nuevos artículos, los artículos 20 y 21 mencionados, han pasado a ser 24 y 25, y no 23 y 24. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 69 K se aprobó, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Letra c)

Considera literalmente lo que sigue:

“c) Informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados en el país el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.”.

A esta letra se presentó la indicación número 69 L, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “Informar al Ministerio” por “Entregar al Ministerio los informes de avance o finales, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”; sustituir la expresión “Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y” por “La Superintendencia podrá requerir que los informes sean certificados por un auditor externo. El informe final de cumplimiento deberá”; y reemplazar la expresión “en el país” por “por los productores que integran el sistema en el país en”.

Puesta en votación la indicación número 69 L se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Letra d)

Establece en forma textual lo siguiente:

“d) Proporcionar al Ministerio toda información adicional que le sea requerida por éste, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.”.

A este literal se presentó la indicación número 69 M, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las palabras “Ministerio” y “toda”, la expresión “o la Superintendencia”; y reemplazar la palabra “éste” por “estos”.

Puesta en votación la indicación número 69 M fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Artículo 19

Regula la facultad de los sistemas de gestión autorizados para solicitar un permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público.

Inciso primero

Señala en forma textual lo siguiente:

“Artículo 19.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 21, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento o de recepción temporal de material segregado.”.

A este inciso se presentó la indicación número 69 N, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “21” por “24”; y la frase “almacenamiento o de recepción temporal de material segregado” por “recepción y almacenamiento”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que ambas modificaciones son de concordancia.
Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 21 mencionado, ha pasado a ser 25 y no 24. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 69 N fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

La indicación número 70, del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar la palabra “no”.

El abogado señor David Bortnick señaló la importancia de contar con permisos no precarios para realizar la recepción y almacenamiento, lo que posibilita que, previamente, la municipalidad realice un estudio de los lugares en los que otorgará los permisos, a fin de no afectar el uso principal de los bienes; además existe un cobro por la entrega de los mismos; y, finalmente, la municipalidad está facultada para establecer  obligaciones y deberes al permisionario. Por otra parte, contar con un permiso no precario, otorga estabilidad a su titular, reiterando su desacuerdo con la indicación.
Agregó que el Ejecutivo estaría de acuerdo en eliminar la expresión veredas, comprometiéndose a traer una propuesta para la próxima sesión.

El Honorable Senador señor Espina consultó cuál es el material segregado a que se refiere la presente ley, y si es posible que estos lugares estén en parques, plaza y otros lugares de uso público.

El abogado señor David Bortnick contestó que se trata de lugares como los puntos limpios, donde se pueden acopiar pilas, en un punto; latas, en otro punto; vidrios, en otro punto, acotando que esa es la segregación a que se ha referido.

Añadió que será el municipio el que determinará el espacio que se entregará y las condiciones en que se hará, a vía de ejemplo, señaló que la municipalidad podría establecer las características del material de los contenedores donde se depositarán los productos prioritarios.

El Honorable Senador señor Espina estimó necesario consignar en la ley que junto con el otorgamiento de estos permisos, deberá establecerse la manera como se almacenarán los distintos productos, advirtiendo que es de común ocurrencia que en un lugar se comience de manera ordenada con un buen contenedor que luego se deteriora y ahí queda, sin que nadie se haga responsable por ello. Señaló que es partidario de establecer en la ley, normas mínimas referidas a las condiciones en las cuales se podrá otorgar estos permisos no precarios sobre bienes nacionales de uso público.

La Jefe de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental del Ministerio, señora Maritza Rojas, aseveró que existen normas del Instituto Nacional de Normalización sobre Condiciones Mínimas de Centros de Acopio, que considera desde los colores a las condiciones técnicas, la que se incluiría en un reglamento.

El Honorable Senador señor Espina reiteró que es importante la incorporación de una norma que disponga que en el otorgamiento de un permiso precario, la municipalidad deberá adoptar todos los resguardos para que el material segregado sea debidamente confinado, siendo responsabilidad del permisionario el cuidado, mantención y reparación de los contenedores a su cargo.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

La indicación número 71, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación del vocablo “almacenamiento”, lo siguiente: “, priorizando aquellos permisos solicitados por los recicladores de base y sus organizaciones,”.

La indicación fue retirada por su autor.
Inciso segundo

Considera literalmente lo que sigue:

“Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal.”.

A este inciso se presentó la indicación número 72, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar la siguiente oración final: “Lo anterior es sin perjuicio de la normativa vigente en relación al manejo y disposición de residuos peligrosos.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente coincidió con la indicación propuesta, sin embargo, a objeto de concordarla con la indicación N°103 B, sugirió una modificación en su redacción, reemplazando el encabezamiento de la oración final propuesta por la siguiente: “Sin perjuicio de la autorización sanitaria referida en el artículo 35.”.

Puesta en votación la indicación número 72 fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

Inciso tercero

Establece textualmente lo siguiente:

“La municipalidad resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.”.

A este inciso se presentó la indicación número 72 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada” por “otorgará el permiso”.

El Honorable Senador señor Espina expresó su desacuerdo con la indicación propuesta, por cuanto le resta transparencia al acto administrativo que otorga el permiso, aseverando que lo correcto es que cuando la autoridad resuelve una petición lo haga con fundamentos.

El abogado del Ministerio, señor David Bortnick, expresó que el Ministerio hace otra lectura del artículo, cuál es que la municipalidad debe entregar el permiso si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes, sin embargo, precisó, sí debe fundamentar su resolución en el evento que no otorgue el permiso solicitado.

Luego de un debate, se acordó, intercalar entre la voz “otorgará” y el articulo “el”, la expresión “fundadamente”. 

Puesta en votación la indicación número 72 A se aprobó, con la modificación propuesta, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Inciso cuarto

Contempla en forma textual lo que sigue:

“El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.”.

A este inciso se presentaron las indicaciones números 73 y 74, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el que se transcribe en seguida:

“La autorización de que trata el presente artículo es sin perjuicio de la autorización ambiental correspondiente.”.

Puestas en votación las indicaciones números 73 y 74 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 75, de la Honorable Senadora señora Allende, para consultar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“El almacenamiento será de responsabilidad del productor o de su sistema de gestión.”.

El representante del Ejecutivo, señor David Bortnick, aseveró que el Ejecutivo está de acuerdo con el fondo de la indicación, no obstante sugirió un cambio formal, proponiendo la siguiente redacción: “La operación de las instalaciones de recepción y almacenamiento será de responsabilidad del respectivo sistema de gestión.”. 

La Honorable Senadora señora Allende señaló que en la indicación que propone, la responsabilidad recae en el productor o en sus sistemas de gestión, en tanto que la enmienda propuesta por el Ejecutivo hace responsable al respectivo sistema de gestión, omitiendo al productor.

El abogado señor Bortnick refirió que se omitió la expresión productor, por cuanto un sistema de gestión siempre lleva asociado implícitamente la existencia de un productor, sea colectivo o individual.

El Honorable Senador señor Espina expresó que, no obstante estimar lógica la explicación del señor Bortnick, considera que se debe incluir la expresión “productor”, tal como lo propone la indicación de la Honorable Senadora Allende, advirtiendo que en esta ley, atendida su complejidad y novedad, se debe optar por la máxima claridad y precisión, a fin de evitar interpretaciones contrarias al espíritu de la misma.

Por otra parte, aseveró que es necesario complementar este nuevo inciso, ya que el almacenamiento incluye la instalación, operación y mantención, preguntando cómo operará en la práctica el sistema, y quién se hará cargo cuando las instalaciones se deterioren o destruyan.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente expresó que aun cuando la norma no diga nada, dentro del contexto la responsabilidad recae en el sistema de gestión, agregando que la indicación de la Senadora señora Allende viene a destacar una situación y la aclara.

El Honorable Senador señor Espina expresó que en la práctica no va a ocurrir así, refiriendo que seguramente el productor dirá que la municipalidad le entregó un permiso para establecer un centro de acopio y le endosará la responsabilidad de mantener el aseo, ornato y cuidado del mismo, agregando que luego de reiterados destrozos, el productor no lo reparará más y la municipalidad, a su vez, aducirá falta de recursos. Continuó señalando que se entablará un juicio, de una duración de tres años en promedio, argumentando que por ello es preciso establecer con claridad que el productor, a través de su sistema de gestión, será responsable de la instalación, operación y mantención.

Conforme a los planteamientos expuestos, la Comisión concordó la siguiente redacción del inciso final que se propone en la indicación:

“El establecimiento, operación y mantención de las instalaciones de recepción y almacenamiento será de responsabilidad del productor o de su sistema de gestión.”.

Puesta en votación la indicación número 75 fue aprobada, con la redacción señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -

Artículo 20

Considera la obligación de los sistemas de gestión de contratar, mediante una licitación abierta, sólo con gestores autorizados y registrados.

Inciso segundo

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.”.

A este inciso se presentó la indicación número 76, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la frase “ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.”, por el siguiente texto: “publicarse de manera gratuita en internet y ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar. El procedimiento de licitación deberá tramitarse digitalmente, pudiendo incluir actuaciones presenciales que se agregarán al expediente digital.”.

La Honorable Senadora señora Allende expresó que conversó con el Ministerio de Medio Ambiente sobre el contenido de la indicación, y dado que le señalaron que en el ámbito privado se cobra por la venta de bases de licitaciones, a objeto de otorgarle mayor seriedad al proceso, retira esa parte de la indicación.

Asimismo, retira la parte final de la indicación, que agrega la siguiente oración final: El procedimiento de licitación deberá tramitarse digitalmente, pudiendo incluir actuaciones presenciales que se agregarán al expediente digital.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, aclaró que las bases ya son gratuitas para los recicladores de base, agregando que el cobro de las bases de licitación permite inferir que la oferta será seria, puesto que hay una inversión en la compra de las mismas.

El Honorable Senador señor Horvath señaló que es necesario incluir alguna norma que incluya la publicidad del llamado a las licitaciones, sea a través de prensa escrita o vía medios electrónicos.
A su vez, el Honorable Senador señor Moreira, señaló que existe una manera de publicitar las licitaciones del Estado, no divisando razón alguna para innovar, estimando que se podría adoptar el mismo modelo, consultando si estas licitaciones tienen la calidad de públicas o privadas.

El abogado señor Bortnick expresó que se trata de licitaciones que efectúa un sistema privado, es decir los productores, a través de su sistema de gestión, que tienen la obligación de realizar licitaciones públicas.

Precisó, además, que lo relativo a las bases de licitación, está regido por las normas de la libre competencia, señalando que las bases de licitación deben ser visadas por el Tribunal de la Libre Competencia, sin perjuicio que el Ejecutivo coincide en la necesidad de explicitar que el llamado a licitación tenga la debida publicidad.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el Ejecutivo propuso intercalar, a continuación de la expresión “llamado público”, la frase “a través de su sitio electrónico”.

El Honorable Senador señor Espina valoró la precisión de exigir la publicación del llamado a licitación en el sitio electrónico del mandante, evitando así la posibilidad de publicitar la convocatoria en un sitio distinto, que dificulte la participación de una mayor cantidad de oferentes.

Puesta en votación la indicación número 76 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

La indicación número 76 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar”, por la siguiente oración: “Las bases de licitación deberán ser anunciadas en un periódico de circulación nacional y, además, ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base y otras personas naturales y jurídicas que manifiesten interés en participar”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, aclaró que las bases ya son gratuitas para los recicladores de base; añadiendo que esta indicación incluye, además, la publicación de las bases en un medio de circulación nacional, situación que fue abordada al considerar la indicación anterior, y la gratuidad a personas que así lo soliciten, reiterando que el Ministerio no comparte el criterio de la gratuidad, puesto que el cobro asegura la seriedad en la oferta.

Puesta en votación la indicación número 76 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señoras Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Inciso tercero

Señala textualmente lo que sigue:

“Los servicios de recolección y tratamiento serán licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.”.

A este inciso se presentó la indicación número 77, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar el vocablo “cinco” por “tres”.

La indicación fue retirada por su autora. 

Inciso cuarto

Considera en forma literal lo siguiente:

“Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Las licitaciones se ajustarán a los términos que establezca el citado informe.”.

A este inciso se presentó la indicación número 78, de la Honorable Senadora señora Allende, para suprimirlo.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que la norma que se propone eliminar, obliga a que las bases de licitación de los sistemas colectivos de gestión cuenten con un informe favorable del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (TDLC), a objeto se resguarde la libre competencia.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Horvath acerca del tiempo que demoraría el tribunal en realizar dicho trámite, señaló que aún no se ha trabajado el tema, no obstante que se iniciará un trabajo conjunto entre el Ministerio del Medio Ambiente y el TDLC para establecer la existencia de bases de licitación tipo.

La indicación 78 fue retirada por su autora.

- - -
Las indicaciones números 79 y 80, de los Honorables Senadores señores Girardi, y Lagos, respectivamente, para intercalar como inciso quinto, nuevo, el siguiente:

“En los procesos de licitación referidos se preferirá siempre a aquel que, ofreciendo condiciones y precios de mercado equivalentes, acredite generar el menor impacto ambiental con la mejor tecnología disponible.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expresó que se trata de una indicación que propone una regla de desempate, agregando que no existe un instrumento que permita verificar cual oferta es la que genera menor impacto ambiental y tiene la mejor tecnología disponible, razón por la cual se mostró partidario de rechazar la indicación.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Espina, acerca de cómo se resolverían los empates, el abogado señor Bortnick, expresó que serían las mismas bases las que establecerían las reglas, pero siempre tendrán en consideración factores objetivos.

El Honorable Senador señor Espina, manifestó la necesidad de consignar en el proyecto una norma que señale que en cada proceso de licitación deberá existir una regla para dirimir el desempate.

En sesión de 15 de diciembre de 2015, el señor Bortnick insistió en la posición del Ejecutivo, pues sin perjuicio de reconocer el mérito de establecer un componente ambiental para determinar el resultado de una licitación, la introducción de esta regla dirimiría los desempates por la sola voluntad del licitante, dado que no se conocen elementos objetivos para determinar el menor impacto ambiental o la mejor tecnología disponible. Si así fuera, se afectaría el principio de transparencia en las licitaciones, desde que éstas se pueden decidir en base a un elemento subjetivo. Además, los aspectos considerados para definir el desempate podrían usarse para orientar la licitación a un oferente determinado, exigiendo un estándar que sólo cumple un participante en el mercado.

El Honorable Senador señor Espina, no obstante haberse mostrado partidario de incorporar una regla de desempate en una sesión anterior, coincidió en los argumentos sostenidos por el Ejecutivo, en especial, la distorsión que provoca en las licitaciones la introducción de elementos subjetivos de difícil determinación, con el consiguiente riesgo de arribar a eventuales resultados arbitrarios.

Puesta en votación las indicaciones números 79 y 80 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
Inciso quinto

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Los sistemas de gestión, cuando así lo requieran, deberán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, como ausencia o inadmisibilidad de interesados en ella; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.”.

A este inciso se presentó la indicación número 80 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las expresiones “Los sistemas” y “de gestión”, la palabra “colectivos”.

Puesta en votación la indicación número 80 A resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Inciso sexto

Contempla textualmente lo que sigue:

“Lo establecido en los incisos anteriores no se aplicará cuando los gestores sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, caso en el cual se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.”.

A este inciso se presentaron las indicaciones números 81 y 82, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazarlo por el que se indica:

“Los sistemas de gestión de residuos domiciliarios y asimilables se sujetarán íntegramente y en todo caso a las prescripciones del presente artículo.”.

Puesta en votación las indicaciones números 81 y 82 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Artículo 21

Autoriza a los sistemas de gestión para celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica con el objeto de ejecutar acciones que faciliten la implementación del presente proyecto de ley en sus comunas.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo 21.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento y,u operación de instalaciones de almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de esta ley en sus comunas.”.

A este inciso se presentó la indicación número 82 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “instalaciones de almacenamiento” por “instalaciones de recepción y almacenamiento”.

Puesta en votación la indicación número 82 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 82 B, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“Las municipalidades o asociaciones de municipalidades podrán ejecutar dichos convenios directamente o a través de terceros, caso en el que deberán someterse a lo prescrito en el artículo 23, sin perjuicio de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.”.

El abogado señor David Bortnick refirió que el inciso propuesto faculta a las municipalidades que mantienen convenio con un sistema de gestión, a subcontratar los convenios mandatados. En tal caso, deberán sujetarse al procedimiento que establece el artículo 23, esto es, la subcontratación debe ser objeto de un llamado a licitación abierta, separando la recolección de la valorización, con una vigencia de cinco años, y las bases de licitación deben ser visadas por el Tribunal de la Libre Competencia.

Aseveró que el fundamento de esta indicación radica en que las municipalidades tienen la capacidad suficiente para determinar cuál es la mejor gestión dentro de su territorio.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 23 mencionado, ha pasado a ser 24. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 82 B fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
La indicación número 83, del Honorable Senador señor Horvath, para incluir como inciso segundo el siguiente:

“Las dificultades que se presenten entre una municipalidad o asociaciones de estas, deberán someterse al conocimiento de un juez árbitro que tendrá el carácter de arbitrador de conformidad a lo establecido en el Código Orgánico de Tribunales.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, abogado señor Bortnick, expresó que el Ejecutivo propone cambiar los sujetos del conflicto, toda vez que estima que las dificultades no se suscitaran entre ellos, sino que las controversias se darán entre las municipalidades o asociación de municipalidades con el sistema de gestión que han contratado.

De esta manera, se otorga a las municipalidades la facultad para someter a la competencia de un juez árbitro los conflictos que se suscitaren con motivo de la aplicación de estos convenios.

Señaló que el Ejecutivo propone reemplazar la oración: “Las dificultades que se presenten entre una municipalidad o asociación de estas, deberán”, por la siguiente: “Las diferencias que se presenten a propósito de los convenios señalados en el inciso precedente, podrán”.
Puesta en votación la indicación número 83 fue aprobada, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
La indicación número 84, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar el siguiente inciso nuevo:

“En razón de lo anterior, no se podrá impedir, restringir u obstaculizar la realización de funciones dentro del territorio nacional a quienes cumplan con las exigencias y requisitos que se establecen en la presente ley.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que le asiste una duda respecto a la ubicación de la indicación, por cuanto se ubica como parte de la norma que rige los convenios entre los sistemas de gestión y las municipalidades, pudiendo entenderse que la protección que otorga esta disposición sólo regiría cuando existe un convenio con la municipalidad.

El asesor de la Honorable Senadora señora Allende, señor Alejandro Sánchez aclaró que el espíritu de la indicación propuesta es otorgar esta protección en términos generales, expresando que entiende que hay otra indicación que así lo hace.
La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, propuso reubicar el contenido de la indicación en el actual artículo 29, que se refiere a las municipalidades y contempla ambas hipótesis, con y sin convenios, considerándola conjuntamente con la indicación número 94 del Honorable Senador señor Horvath.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick propuso una redacción para la presente indicación, reubicándola en el actual artículo 29, cuyo tenor es el siguiente:

“La función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de los residuos de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión.”. 

Puesta en votación la indicación se aprobó, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 22

Señala el contenido del plan de gestión que deberán presentar los sistemas de gestión al Ministerio del Medio Ambiente para su autorización.

Inciso primero

Especifica, mediante diez literales, dicho contenido.

Encabezamiento

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo 22.- Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión serán autorizados por el Ministerio, para lo cual deberán presentar un plan de gestión que contenga, al menos, lo siguiente:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 84 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre las expresiones “presentar” y “un plan”, la siguiente frase “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”.

Puesta en votación la indicación número 84 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Letra c)

Considera en forma textual lo que sigue:

“c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia.”.

A este literal se presentó la indicación número 84 B, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Para garantizar el cumplimiento de lo anterior, será necesario acompañar un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en las reglas y procedimientos, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión, no existen hechos, actos o convenciones que puedan impedir, restringir o entorpecer la libre competencia.”.

El asesor del Ministerio del Medio Ambiente expresó que se trata de una disposición que ya existe en el mismo artículo, que se reubica asociándola a la letra c), por considerarse más pertinente.

Puesta en votación la indicación número 84 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Letra e)

Dispone en forma textual lo siguiente:

“e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional, incluyendo las instalaciones de almacenamiento.”.

A este literal se presentó la indicación número 84 C, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la expresión “, incluyendo las instalaciones de almacenamiento”.

El representante del Ministerio del Medio Ambiente señaló que la indicación propuesta elimina la exigibilidad de indicar el lugar de las instalaciones de almacenamiento, al presentar el plan de gestión, ya que es demasiado específico exigirlo en dicha etapa.

La Honorable Senadora señora Allende aseveró que debe existir un registro en que conste el lugar de la respectiva instalación de almacenamiento, aunque la obligación sea exigible con posterioridad a la aprobación del plan de gestión, y que la obligación debe establecerse en la ley.

La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, manifestó que tal obligación puede establecerse en los respectivos decretos de metas por productos prioritarios.
El Honorable Senador señor Horvath expresó que si bien no es necesario señalar el lugar de las instalaciones de almacenamiento al entregar el plan de gestión, es preciso establecer en la ley la obligación de los sistemas de gestión de señalar la locación de sus respectivas instalaciones de almacenamiento.

Con ocasión del debate habido respecto a la indicación número 103 E, la indicación número 84 C, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, Horvath y Moreira.

La indicación número 85, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para intercalar, a continuación del vocablo “almacenamiento”, la frase “priorizando aquellos permisos solicitados por los recicladores de base y sus organizaciones”.

La indicación 85 fue retirada por su autor.

Letra j)

Señala textualmente lo que sigue:

“j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos.”.

A esta letra se presentó la indicación número 85 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar la siguiente expresión: “, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos”.

La abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, expresó que la eliminación propuesta está en concordancia con la indicación número 69 L de la Presidenta de la República, en virtud de la cual se faculta a la Superintendencia del Medio Ambiente para solicitar auditorías cuando así lo estime pertinente, y no establecer de manera obligatoria las auditorías externas para todos los sistemas de gestión.

La Honorable Senadora señora Allende señaló que esta eliminación podría ser transitoria hasta que la Superintendencia tenga los medios y la capacidad para certificar a tales auditores.

El asesor del Ministerio, señor Bortnick, expresó que no en todos los casos será necesario certificar a los auditores, lo que, además, encarece y complejiza la gestión, por ello se entrega a la Superintendencia la facultad de reservarse la facultad de solicitar que la verificación del cumplimiento del plan se certifique cuando así lo estime necesario.

Puesta en votación la indicación número 85 A, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
La indicación número 86, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar después de la palabra “orgánica” la expresión “y al reglamento de la presente ley”.

La indicación 86 fue retirada por su autora.

Inciso segundo

Contempla en forma literal lo que sigue:

“Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta ley y tendrá una vigencia de cinco años.”.

A este inciso se presentó la indicación número 86 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación del punto aparte (.), la siguiente oración final:

“El Ministerio autorizará aquellos planes que garanticen de forma razonable su eficacia para alcanzar dicho objeto.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor Bortnick, señaló que de no mediar esta indicación, no se encontraría en el proyecto un criterio u orientación del plan y, en tal sentido, tanto los literales anteriores como la norma propuesta, arguyó, tienden a asegurar que el plan de gestión cumplirá el objetivo.

Puesta en votación la indicación número 86 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Inciso tercero

Contempla literalmente lo siguiente:

“Para garantizar el cumplimiento de las normas de defensa de la libre competencia a que se refiere la letra c), será necesario que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia emita un informe que declare que en las reglas y procedimientos para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión no existen hechos, actos o convenciones que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia.”.

A este inciso se presentó la indicación número 86 B, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlo.

Puesta en votación la indicación número 86 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Inciso cuarto

Considera en forma textual lo siguiente:

“El reglamento establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos.”.

A este inciso se presentó la indicación número 87, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar a continuación del vocablo “reglamento” la expresión “de la presente ley”.

La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, advirtió que la ley tendrá dos reglamentos, uno de los cuales es el relativo a los sistemas de gestión, de manera que la indicación propuesta podría inducir a confusión. Señaló que tal situación podría obviarse agregando a continuación de la palabra “reglamento” la voz “respectivo”.

Puesta en votación la indicación número 87, se aprobó, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Inciso quinto

Considera textualmente lo que sigue:

“Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 33.”.

A este inciso se presentó la indicación número 87 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “33” por “36”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado, ha pasado a ser 37 y no 36. En consecuencia, puesta en votación la indicación 87 A se aprobó, con la enmienda selañada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo 23

Contempla el plazo para solicitar la renovación de la autorización del sistema de gestión.

A este artículo se presentó la indicación número 87 B, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, entre las expresiones “Ministerio” y “con”, la siguiente frase: “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”.

Puesta en votación la indicación 87 B se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo 24

Obliga a informar toda modificación del plan de gestión.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo 24.- Actualización del plan de gestión. Toda modificación del plan de gestión deberá ser inmediatamente informada al Ministerio.”.

A este inciso se presentó la indicación número 87 C, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar entre la expresión “Ministerio” y el punto aparte (.), la siguiente frase: “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes”.

Puesta en votación la indicación número 87 C se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
La indicación número 88, de la Honorable Senadora señora Allende, para eliminar la voz “inmediatamente”.

La indicación número 88 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
La indicación número 89, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar después de la palabra “Ministerio” la locución “en el plazo de tres días hábiles”.

Puesta en votación la indicación número 89 se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Inciso segundo

Establece en forma textual lo siguiente:

“Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 22 requerirán la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.”.

A este inciso se presentó la indicación número 89 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “22” por “25”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 22 mencionado, ha pasado a ser 26 y no 25. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 89 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo 25

Otorga al Ministerio del Medio Ambiente la facultad de interpretar administrativamente las disposiciones de los decretos supremos de cada producto prioritario.

A este artículo se presentó la indicación número 89 B, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlo.

El representante del Ejecutivo, abogado señor David Bortnick, aseveró que la norma no se elimina, sino que se reubica mediante la indicación 69 B, que ya fuera aprobada por la Comisión, reubicando el artículo a continuación del artículo 15 del texto aprobado en general.

Puesta en votación la indicación número 89 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo 26

Prohíbe la enajenación de productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.

A este artículo se presentó la indicación número 89 C, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlo.

La abogada señora Lorna Püschel explicó que el artículo que se propone eliminar contiene una prohibición general de enajenar aquellos productos prioritarios que no se adscriban a un sistema de gestión, señalando que la prohibición está directamente asociada con la indicación número 99 A de la Presidenta de la República, que circunscribe la prohibición a los distribuidores y comercializadores - por las razones que explicará al tratar la indicación número 99 A -, agregando que la citada prohibición no puede quedar establecida en términos tan amplios como está redactada en el texto aprobado en general.
Puesta en votación la indicación número 89 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, señores Horvath y Moreira.
La indicación número 90, de los Honorables Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, para reemplazar la locución “productos prioritarios no sometidos”, las dos veces que aparece, por “productos prioritarios establecidos en el artículo 9° y que no se encuentren”.

La indicación fue retirada por sus autores.

La indicación número 90 A, del Honorable Senador señor Guillier, para agregar, a continuación del punto aparte “(.)”, la siguiente frase:

“Sin perjuicio de lo anterior, se exceptúa de esta prohibición al producto prioritario contemplado en la letra c) del artículo 9.”.

En atención a que se eliminó la letra c) del artículo 9° a que se refiere la indicación propuesta, la Comisión acuerda rechazar la indicación.

Puesta en votación la indicación número 90 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 91, del Honorable Senador señor Horvath, para consultar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sin perjuicio de lo anterior, dicha prohibición no afectará en caso alguno la comercialización de los productos prioritarios señalados en el artículo 9° letra c).”.

En atención a que se eliminó la letra c) del artículo 9° a que se refiere la indicación propuesta, la Comisión acuerda rechazar la indicación.

Puesta en votación la indicación número 91 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.
- - -
Artículo 27

Alude a los programas de educación ambiental que diseñará e implementará el Ministerio del Medio Ambiente.

A este artículo se presentó la indicación número 91 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “la gestión ambientalmente racional de los residuos” por “la prevención en la generación de residuos y su valorización”.

El Honorable Senador señor Horvath valoró la indicación propuesta, ya que la misma enfatiza los aspectos educativos relacionados con la prevención en la generación de residuos y su valorización.

Puesta en votación la indicación número 91 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.
Las indicaciones números 92 y 92 A, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar a continuación de la expresión “programas de educación ambiental” la locución “formal e informal”; y para incorporar entre la palabra final “residuos” y el punto aparte (.), la siguiente oración: “, con pertenencia al territorio donde se aplique el programa.”, respectivamente.

La Comisión coincidió con la modificación propuesta, con las siguientes modificaciones: reemplazar en la oración final que se propone agregar, la voz “pertenencia” por “pertinencia”, y agregar, luego del sustantivo “programa”, reemplazando el punto (.) que lo sigue por una coma (,) la frase “cuando corresponda.”. 

Puesta en votación las indicaciones números 92 y 92 A fueron fue aprobadas, con las enmiendas indicadas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.
La indicación número 93, del Honorable Senador señor Lagos, para reemplazar la expresión “gestión ambientalmente racional” por “gestión ambientalmente adecuada”.

La Comisión estimó más apropiado mantener la expresión “ambientalmente racional”, razón por la cual desestimó la indicación.

Puesta en votación la indicación número 93 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
- - -
La indicación número 93 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Los recicladores de base y otro de tipo de gestores, así como los productores de productos prioritarios, podrán colaborar en la implementación de tales programas.”.

Puesta en votación la indicación número 93 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 28

Refiere, mediante siete literales, las facultades de las municipalidades en el marco de la nueva ley.

Letra c)

Otorga la facultad de pronunciarse sobre las solicitudes de permisos para el establecimiento u operación de instalaciones de almacenamiento en bienes nacionales de uso público, bajo su administración.

A este literal se presentó la indicación número 93 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “instalaciones de almacenamiento” por “instalaciones de recepción y almacenamiento”; y el guarismo “19” por “22”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 19 mencionado, ha pasado a ser 23 y no 22. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 93 B fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 94, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar como nueva letra d) la que sigue:

“d) Deberán permitir el libre acceso y evitar todo tipo de entorpecimiento a las labores que desarrollen aquellos gestores que no cuenten con un convenio con el municipio correspondiente.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expresó que la presente indicación tiene el mismo objetivo que la indicación 84 de la Senadora señora Allende, señalando que dicha indicación y ésta debieran quedar ubicadas en este artículo, proponiendo una redacción que aborda ambas miradas cuyo tenor es el siguiente:

“La función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de los residuos de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión.”.

Puesta en votación la indicación número 94 fue aprobada, con la modificación propuesta, por la unanimidad, de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, Horvath y Moreira.

- - -
Letra d)

Autoriza a incorporar en las ordenanzas municipales la obligación de separar residuos.

A esta letra se presentó la indicación número 94 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “Podrán” por “Deberán”; y agregar al final, a continuación de la palabra “reciclaje”, la frase “, cuando así lo determine el decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas”.

Puesta en votación la indicación número 94 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
La indicación número 94 B, del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar, antes del punto aparte (.), la expresión “, respetando lo dispuesto en el artículo 4º de la presente ley”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explico que el artículo 4° establece los instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos y promover su revalorización, señalando que la vinculación que se hace con la norma aludida podría generar confusión.

Puesta en votación la indicación número 94 B fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 

Letra e)

Obliga a promover la educación ambiental en la comunidad.

A este literal se presentó la indicación número 94 C, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “gestión sustentable de los residuos” por “prevención en la generación de residuos y su valorización”.

Puesta en votación la indicación número 94 C se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
La indicación número 94 D, del Honorable Senador señor Ossandón, para reemplazar la expresión “Promoverán” por la frase “Podrán promover”.

Consecuente con el acuerdo adoptado respecto de la indicación número 94 A, la Comisión acuerda rechazarla.

Puesta en votación la indicación número 94 D se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
Artículo 29

Alude a la creación de un fondo para el reciclaje.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo 29.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar estudios para la gestión de residuos, como asimismo para financiar, previo concurso, proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.”.

A este inciso se presentó la indicación número 94 E, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminar las expresiones “financiar estudios para la gestión de residuos, como asimismo para” y “, previo concurso,”.

El abogado del Ministerio, señor David Bortnick, explicó que la indicación elimina el financiamiento que se otorgaría al Ministerio del Medio Ambiente para la realización de estudios, ya que se estima que los recursos del fondo de reciclaje deben destinarse a las municipalidades, debiendo el Ministerio del Medio Ambiente financiar los estudios que efectúe con cargo a los recursos que anualmente le destine la ley de presupuestos.

Puesta en votación la indicación número 94 E se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
Las indicaciones números 95 y 96, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para intercalar a continuación de la palabra “fomentar” la expresión “su manejo ambientalmente adecuado,”.

En atención a que la Comisión estima que el concepto que se propone incorporar, no corresponde al que se utiliza en el proyecto de ley, acordó desestimar las indicaciones, al igual que lo ha acordado respecto de las indicaciones 38, 39 y 93 de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos.

Puesta en votación las indicaciones números 95 y 96 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
Incisos tercero y cuarto

Disponen en forma textual lo siguiente:

“Para la ejecución del fondo se podrán celebrar convenios con otras entidades públicas. Los recursos que se transfieran a tal efecto no se incorporarán a los presupuestos de los organismos receptores.

El reglamento establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos que considere el fondo.”.

A este inciso se presentó la indicación número 96 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlos.

La indicación es concordante con la indicación 94 E, que propone eliminar los recursos que se otorgan al Ministerio del Medio Ambiente para la realización de estudios.

Puesta en votación la indicación número 96 A se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
Inciso quinto

Señala, mediante seis literales, el contenido mínimo del reglamento que establecerá el procedimiento y los criterios para la asignación de los recursos del fondo.

Letra a)

Considera literalmente lo que sigue:

“a) Bases y procedimiento de postulación.”.

A esta letra se presentó la indicación número 96 B, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarla.

El abogado, señor David Bortnick señaló que al no ser concursable los recursos del fondo, el literal carece de sentido.

Puesta en votación la indicación número 96 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

Letra b)

Contempla textualmente lo siguiente:

“b) Evaluación y selección de los proyectos, programas, estudios y acciones.”.

A esta letra se presentó la indicación número 96 C, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“a) Criterios de evaluación y selección de los proyectos, programas y acciones, entre ellos, la inclusión de los recicladores de base, la localización o disponibilidad presupuestaria de los municipios y la celebración de convenios con sistemas de gestión.”.

El representante del Ejecutivo, señor David Bortnick, señaló que la indicación propone los criterios que servirán de base para asignar los recursos del fondo de reciclaje. Agregó, además, que es preciso incluir dentro de los criterios la ejecución de convenios, señalando que ello posibilitará evaluar el resultado de los convenios que se han celebrado.

La Comisión concordó con lo expuesto, acordando intercalar entre las voces “celebración” y “de convenios”, las palabras “o ejecución”.

Puesta en votación la indicación número 96 C fue aprobada, con la modificación reseñada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
Letras e) y f)

Disponen en forma textual lo siguiente:

“e) Criterios que incentiven la inclusión de los recicladores de base.

f) Criterios que permitan priorizar la asignación de recursos a municipalidades que, por razones de localización o disponibilidad presupuestaria, requieren apoyo para participar activamente de los objetivos de esta ley, o bien que han celebrado convenios con sistemas de gestión.”

A estos literales se presentó la indicación número 96 D, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlas.

El literal d) que se elimina, considera a los recicladores de base, que ya han sido incluidos en la indicación número 96 C de la Presidenta de la República, recientemente aprobada.

Puesta en votación la indicación número 96 D se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira. 
La indicación número 97, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir, en la letra f), la expresión “han celebrado” por “tengan vigentes”.

La letra f), se eliminó en virtud de la aprobación de la indicación número 96 D. Además, el contenido de la misma se encuentra considerado en la indicación número 96 C, en consecuencia la autora retira su indicación.

La indicación fue retirada por su autora.

La indicación número 98, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar, en la letra f), la siguiente oración final: “En todo caso también se considerarán criterios ambientales y sanitarios.”.

La indicación fue retirada por su autora.
Artículo 30

Reconoce, previo registro, la participación de los recicladores de base en la gestión de residuos.

Inciso primero

Establece literalmente lo que sigue:

“Artículo 30.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 33 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.”.

A este inciso se presentó la indicación número 98 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “33” por “36”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado, ha pasado a ser 37 y no 36. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 98 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira. 
Inciso segundo

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N°20.267.”.

A este inciso se presentó la indicación número 99, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar la siguiente oración final: “En dicha certificación, deberán acreditar que cuentan con los conocimientos necesarios en materia de protección biológica y mecánica.”.

El representante del Ejecutivo señaló que la exigencia a que se refiere la indicación ya se encuentra considerada en el Decreto N° 594 del Ministerio de Salud, del año 2009, que aprueba el Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales de los Lugares de Trabajo, aseverando que incluir esta exigencia de certificación para los recicladores de base, implicaría la imposición de obligaciones más gravosas en relación a lo que se solicita a otros gestores. Añadió que el proyecto aspira a elevar los estándares de seguridad laboral y competencia de los recicladores de base, lo cual debe realizarse gradualmente.

Coincidió con lo expuesto el autor de la indicación, quien la retiró.

La indicación fue retirada por su autor.

Artículo 31

Considera las obligaciones de los distribuidores y comercializadores en el marco del presente proyecto de ley, disponiendo en forma textual lo siguiente:

“Artículo 31.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

Las instalaciones de almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Los distribuidores o comercializadores estarán obligados a entregar a título gratuito a los gestores contratados por el respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los generadores de un producto prioritario.”.

A este artículo se presentó la indicación número 99 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 32.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán establecer que los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una determinada superficie, estarán obligados a:

1.- Convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto supremo. La operación de dicha instalación será de cargo del sistema de gestión.

2.- Aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

3.- Entregar a título gratuito, al respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.

Las instalaciones de recepción y almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Asimismo, se prohíbe a todo distribuidor y comercializador la enajenación de productos prioritarios cuyo productor no se encuentre adscrito a un sistema de gestión. Esta prohibición no aplicará respecto del producto prioritario establecido en la letra d) del artículo 9°.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente señor David Bortnick, manifestó que la indicación efectúa un reordenamiento de materias que ya están contenidas en el artículo que se reemplaza; asimismo introduce perfeccionamientos sugeridos por distintos regulados, aseverando que en el inciso primero se ha establecido que el reglamento podrá determinar que los distribuidores y comercializadores cuyas instalaciones tengan una determinada superficie estén obligados a convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento.

Por otra parte, se aclara en el numeral 1 que la operación de la instalación de recepción y almacenamiento será de cargo del sistema de gestión, y no del comercializador o distribuidor del producto prioritario.

Luego, el numeral 2 establece que los productores y distribuidores deberán aceptar, sin costo, la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice y que le entreguen los consumidores, añadiendo que la obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

Asimismo, el numeral 3 prescribe que el distribuidor estará obligado a entregar a título gratuito, al respectivo sistema de gestión todos aquellos residuos recibidos de parte de los consumidores, lo que, precisó, no implica que no pueda existir un cobro por el uso del espacio.

El inciso siguiente dispone que estas instalaciones de recepción y almacenamiento no requieren de un permiso sanitario adicional, sino que pueden utilizar el permiso que el comercializador o distribuidor ya tiene en ese lugar.

Finalmente, señaló que el inciso final se relaciona con el artículo 26 que se propone eliminar, añadiendo que la indicación propuesta difiere del artículo 26 del texto aprobado en general, en el sentido que dicho artículo establecía tal prohibición respecto del productor, en tanto que esta indicación recae sobre distribuidores y comercializadores, a objeto que estos efectúen el control sobre los productores que coloquen en el mercado productos que estén al margen de la responsabilidad extendida del productor y, en consecuencia, tengan menores costos.

En definitiva, el inciso final, opinó, constituye un instrumento que permite una mejor fiscalización de los sistemas de gestión.

El Honorable Senador señor Moreira manifestó que en términos generales coincide con la indicación en análisis, excepto con el inciso final del artículo 32 que se propone.

Expresó que el inciso final propuesto por la indicación de la Presidenta de la República adolece de un vicio de inconstitucionalidad, debido a que incluye dentro del artículo 32, que se refiere a las obligaciones de los distribuidores y comercializadores, la prohibición de enajenar productos prioritarios que no se encuentren adscritos a un sistema de gestión, limitando así una de las atribuciones del derecho de propiedad consagrado en el artículo 19 numeral 24 de la Constitución Política de la República.

Prosiguió el Honorable Senador Moreira, señalando que la citada norma constitucional, establece que sólo la ley puede establecer limitaciones y obligaciones al derecho de dominio que deriven de su función social. De manera que para que la prohibición establecida en el proyecto sea constitucional, tendría que darse cualquiera de los supuestos que establece el inciso segundo del numeral 24 del artículo 19 ya citado.
Puntualizó, además, que el Gobierno a través de la indicación, está reponiendo aquella prohibición de enajenar, que se eliminó al suprimir el artículo 26 del texto aprobado en general.

El asesor jurídico del Senador Moreira, abogado señor Pablo Terrazas, afirmó que el inciso segundo del numeral 24 del artículo 19 de la Constitución Política, establece las situaciones en las que procede limitar el dominio, agregando que uno de los atributos del dominio es la facultad de enajenar el bien, de manera que frente al establecimiento de una prohibición de enajenar debe existir alguno de los supuestos a que se refiere la citada norma constitucional, agregando que los únicos supuestos que podrían ajustarse a esta prohibición serían la existencia de peligro para la salubridad pública y la conservación ambiental.

Concluyó aseverando que podría subsistir la primera parte de este inciso final, agregando que la prohibición procederá cuando esté en riesgo la salubridad pública y el patrimonio ambiental, o bien, lisa y llanamente prescindir del inciso en comento.

El Honorable Senador señor Horvath opinó que sustraer del sistema de gestión a productos tales como las pilas y baterías podría afectar la salud de las personas, mostrándose partidario de establecer los supuestos a que aludió el Senador señor Moreira. 

La abogada del Ministerio, señora Lorna Püschel, aseveró que si bien entiende el punto planteado, no comparte la interpretación jurídica efectuada por el Senador señor Moreira, añadiendo que la discusión debe centrarse en la función social de la propiedad, en virtud de la cual se puede limitar el derecho de dominio, en particular la facultad de enajenación. Insistió que aquí existe un instrumento de gestión ambiental, con un fin ambiental, y que se enmarca dentro de la función social de conservación del patrimonio ambiental.

Desde otra perspectiva, opinó, que se está en presencia de actores que ejercen su libertad de desarrollar actividades económicas, en virtud de un derecho reconocido en el numeral 21 del artículo 19 de la Carta Fundamental, que autoriza a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional.

También trajo a colación el numeral 8 del artículo 19, que garantiza a todas las personas el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, que según aseveró, habilita para restringir todos los derechos constitucionales de la Carta Fundamental, bajo el fundamento de velar por el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación.

Por ello, concluyó, el cuestionado inciso final tiene suficiente respaldo constitucional para sostenerse, agregando que el objetivo no es otro que hacer más eficaz este instrumento de conservación, que es la gestión de residuos, que tiene una finalidad ambiental.

El abogado señor Pablo Terrazas aseveró que la inconstitucionalidad del inciso final podría salvarse si la sanción establecida se acotara a los casos en que efectivamente existiera riesgo para la salubridad de la población o la conservación del patrimonio ambiental.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor Bortnick, afirmó que el Ministerio estaría de acuerdo en precisar las causales por las cuales procedería aplicar esta sanción de prohibición de enajenación de un producto prioritario.

Consecuente con lo debatido, la Comisión acordó aprobar la indicación propuesta por la Presidenta de la República, con las siguientes modificaciones:

En el inciso final:

-agregar a continuación de la palabra “gestión”, reemplazando el punto seguido (.), por una coma (,), la siguiente oración: “cuando esté en riesgo la salubridad pública o la conservación del patrimonio ambiental.”.

-eliminar la oración final.

Puesta en votación la indicación número 99 A se aprobó, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo que sigue:

“Artículo 31.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Todo distribuidor o comercializador de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, deberá aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.”.

A este inciso se presentó la indicación número 100, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar a continuación de la expresión “comercializador de productos prioritarios”, lo siguiente: “, con excepción de los pequeños comercializadores de diarios, periódicos y revistas,”.

La indicación fue retirada por su autor.

Las indicaciones números 101 y 102, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para reemplazar la expresión “tengan una superficie suficiente” por “cumplan con la normativa sanitaria y ambiental vigente”.

El abogado señor David Bortnick señaló que el Ejecutivo está en desacuerdo con estas indicaciones, ya que la obligación que establece el artículo 32 está vinculada a la existencia de una determinada superficie.

Puesta en votación las indicaciones números 101 y 102 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 102 A, del Honorable Senador señor Ossandón, para eliminar la expresión “cuyas instalaciones tengan una superficie suficiente, de acuerdo a lo establecido en el decreto supremo que establezca las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario,”.

Puesta en votación la indicación número 102 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

- - -
La indicación número 102 B, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación del inciso primero, un inciso nuevo, del siguiente tenor:

“Tratándose de territorios insulares o apartados, dicha obligación será ejercida por los comercializadores o distribuidores locales, según lo determine el reglamento.”.

El Abogado señor David Bortnick expresó que no es recomendable que se obligue al pequeño comerciante a cumplir con esta obligación por cuanto puede resultar gravoso.

Puesta en votación la indicación número 102 B fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

La indicación número 102 C, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar un inciso nuevo, del siguiente tenor:

Los distribuidores o comercializadores de los productos prioritarios indicados en el literal c) del artículo 9 de la presente ley, estarán obligados a consultar a sus consumidores sobre su intención de recibir o no material gráfico adjunto que no tenga el carácter de informativo, periodístico o noticioso.”.

En atención a que el literal c) del artículo 9°, referido a diarios, revistas y periódicos, se eliminó del articulado del proyecto, se acuerda rechazar la indicación.

Puesta en votación la indicación número 102 C fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath y Moreira.

- - -
Artículo 32

Contempla las obligaciones de los consumidores en el ámbito de la iniciativa legal.

- - -
La indicación número 103, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar como inciso segundo, nuevo, el siguiente:

“Tratándose de consumidores domiciliarios, deberán realizar la separación en origen, distinguiendo entre residuos orgánicos e inorgánicos, y estos últimos en vidrios, papeles y cartones, plásticos, metales y los contemplados en el artículo 9º de esta ley.”.

Como consecuencia de la aprobación de la indicación número 94 A, se da por aprobada, con modificaciones, la indicación número 103, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

- - -
Incisos segundo y tercero

Disponen en forma textual lo siguiente:

“El titular de un proyecto o actividad que se someta al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, en su Declaración o Estudio de Impacto Ambiental, deberá comprometerse a celebrar un convenio con uno o más sistemas de gestión para la entrega de los residuos de productos prioritarios que genere en su operación. Dicho compromiso se incorporará en la respectiva resolución de calificación ambiental.

Los reglamentos respectivos establecerán las obligaciones pertinentes para los proyectos que no ingresan al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.”.

A estos incisos se presentó la indicación número 103 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlos por los siguientes:

“Sin perjuicio de lo anterior, los consumidores industriales podrán valorizar, por sí mismos o a través de gestores autorizados y registrados, los residuos de productos prioritarios que generen. En este caso, deberán informar al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre la valorización efectuada.

Los consumidores industriales que generen una cantidad de residuos superior a la señalada en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas y no den cumplimiento a lo dispuesto en los incisos anteriores, serán sancionados en conformidad a la presente ley.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que, por un lado, se elimina la vinculación con el sistema de evaluación de impacto ambiental porque obligaría a todo titular de un proyecto o actividad sometido a ese procedimiento, a celebrar convenios con un sistema de gestión, ya que en la práctica no siempre dichos sistemas se interesarán en los residuos que tal actividad o proyecto pueda generar. De este modo, resulta gravoso exigir a un titular el cumplimiento de una obligación que, posteriormente, no presente una contraparte interesada en la recolección o reutilización de los residuos.

Además, el segundo inciso que se reemplaza, también obliga a los proyectos que no ingresan al sistema de evaluación de impacto ambiental a celebrar un convenio con un sistema de gestión, aspecto que no concuerda con la calidad de consumidores con la que debieran ser tratados dichos proyectos, motivo por el que, también, se propone sustituir.

Por otra parte, los nuevos incisos apuntan a establecer un sistema especial para consumidores industriales de productos prioritarios, que cuentan ya con un sistema de recolección y valorización de residuos. En tal caso, no será necesaria la aplicación del instrumento de responsabilidad extendida del productor, por cuanto a ellos se les obligará a informar al Ministerio del Medio Ambiente, mediante el Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC), sobre la valorización efectuada, organismo que, basado en dichos antecedentes, podrá establecer o no metas para esos consumidores; tal medida fue compartida por el Comité Pro Reciclaje.

Con motivo de la presente discusión, recordó que la aprobación de las indicaciones números 15 A y 16, que distinguen entre consumidor y consumidor industrial, que aún se encuentran pendientes, ya que en su oportunidad se manifestó la posibilidad de considerar como definición generador y generador industrial. Manifestó que la opinión del Ejecutivo es mantener la noción de consumidor, debido a que la lógica del instrumento de responsabilidad extendida del productor se basa en la idea de consumidores, acepción más común en el lenguaje cotidiano que generador, sin ser ésta imprecisa. La distinción conceptual es imprescindible para la consideración de la indicación en debate, ya que alude a un sistema especial diseñado para consumidores industriales.

Puesta en votación, la indicación número 103 A resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
- - -
La indicación número 103 B, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes artículos, nuevos:

“Artículo…. Autorización Sanitaria. Un reglamento establecerá la regulación específica de un procedimiento simplificado, los plazos, las condiciones y los requisitos para la autorización sanitaria de las labores de recolección y las instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos, peligrosos y no peligrosos, de productos prioritarios, desarrolladas por un gestor autorizado y registrado acorde a la presente ley.

Las instalaciones de pretratamiento de residuos no peligrosos se someterán a lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo… Permiso de Edificación. La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones regulará un procedimiento  simplificado para la obtención de permisos de edificación respecto de aquellas instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios sujetos a la presente ley, que lo requieran.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que la indicación propone la incorporación de dos nuevos artículos, con el objeto de favorecer la implementación práctica del instrumento de responsabilidad extendida del productor. La concepción de estas autorizaciones fue solicitada por los propios regulados, quienes observaron la complejidad en la obtención de permisos relacionados con la instalación de puntos de recepción y almacenamiento, demora incompatible con la exigencia de cumplir metas de recolección y valorización, por ello informó que, en acuerdo con los demás ministerios sectoriales, los reglamentos respectivos que regularán los permisos considerarán un procedimiento simplificado.

El Honorable Senador señor Horvath consultó al Ejecutivo si ha considerado un mecanismo para armonizar la instalación de puntos de recepción y almacenamiento con la inquietud de las comunidades, que se han mostrado contrarias a la instalación de estos recintos en las cercanías de sus barrios.

El señor Bortnick declaró que el procedimiento simplificado para la obtención de estas autorizaciones se refiere sólo a instalaciones de recepción, almacenamiento y pretratamiento, y no a recintos de disposición final de residuos. Asimismo, precisó que, a diferencia del decreto supremo N° 148, que aprueba el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, el otorgamiento de autorizaciones no atiende como criterio a un determinado volumen o cantidad, sino a una decisión administrativa, aun cuando lo primordial, enfatizó, es establecer un plazo razonable para el pronunciamiento de autorización o rechazo. Por consiguiente, las autorizaciones en discusión no comprenden ni la instalación de vertederos ni el almacenamiento de residuos peligrosos, principales actividades que la comunidad desaprueba localizar cerca de sus hogares.

La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señorita Lorna Püschel, complementó lo señalado, afirmando que procedimientos simplificados para el otorgamiento de autorizaciones se contemplan actualmente en la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, el procedimiento considerado por los nuevos artículos constituiría uno más, cuya celeridad concuerda con el resguardo de la convivencia comunitaria de cada barrio, aspecto trabajado de manera conjunta con los ministerios de Salud y Vivienda y Urbanismo.

Puesta en votación la indicación número 103 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Artículo 33

Establece, mediante seis literales, la información que debe contener el Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes.

Inciso primero

Encabezamiento

Establece en forma textual lo que sigue:

“Artículo 33.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá información sobre:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 103 C, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “contendrá” por la frase “registrará, contendrá y gestionará”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que la indicación introduce un concepto incorporado en el resto del articulado del presente proyecto de ley, relacionado con la sistematización y gestión de la información contenida en el Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC), otorgada por los regulados.

El Honorable Senador señor Horvath compartió la idea del Ejecutivo, sin embargo, observó que el registro no puede acometer una acción, por tanto, sería más preciso señalar que el registro permitirá gestionar.

Puesta en votación la indicación número 103 C fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra b)

Considera textualmente lo siguiente:

“b) Los sistemas de gestión autorizados.”.

A este literal se presentó la indicación número 103 D, de S.E. la Presidenta de la República, para incorporar, a continuación de la palabra “autorizados” la expresión “y sus integrantes”.

Puesta en votación la indicación número 103 D resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra c)

Contempla literalmente lo que sigue:

“c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.”.

A esta letra se presentó la indicación número 103 E, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“c) Las instalaciones de recepción y almacenamiento.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, expuso que se propone eliminar la actual letra c) porque distribuidores y comercializadores corresponde a un universo ilimitado de actores, que abarca desde el almacén de barrio hasta un hipermercado, cuando el sentido de la información que contendrá el Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC) apunta al productor y su sistema de gestión, quien debe proveer la información esencial de la cadena de comercialización entre la recolección y la disposición final del residuo; recopilar información sobre todos los comercializadores y distribuidores es gravoso e innecesario. La única opción, advirtió, sería basarse en la expresión “cuando corresponda” para limitar el ámbito de aplicación.

La Honorable Senadora señora Allende manifestó comprender las objeciones manifestadas por el Ejecutivo, pero un mayor flujo de información permite controlar y evaluar de manera más certera una política pública.

El Honorable Senador señor Horvath concordó con la Honorable Senadora, afirmando que el sentido es conocer la trazabilidad de los productos prioritarios y la expresión “cuando corresponda” puede circunscribir el número de comercializadores y distribuidores que deberán informar al registro, por tal motivo sugirió mantener la actual letra c) e incorporar la propuesta de S.E. la Presidenta de la República, como una nueva letra, propuesta que contó con el acuerdo del Ejecutivo.

Aparte, el señor Bortnick recordó que la indicación número 84 C, del Ejecutivo, que proponía eliminar las instalaciones de almacenamiento del plan que deben presentar los sistemas de gestión, quedó pendiente, a solicitud de la Honorable Senadora Allende, por cuanto dicha información debía considerarse, aunque fuese en forma posterior. Pues bien, afirmó, la información de las instalaciones de almacenamiento formará parte de los elementos que los productores de productos prioritarios deberán comunicar al RETC, por lo que sugirió aprobar, también, tal indicación.

Puesta en votación, la indicación número 103 E fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Con relación a la indicación número 84 C, ésta resultó aprobada, como se consignó en su oportunidad.

Letra d)

Dispone textualmente lo siguiente:

“d) Los gestores autorizados.”.

A este literal se presentó la indicación número 103 F, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación de la palabra “autorizados”, la frase “, incluyendo a las municipalidades y asociaciones de municipalidades que tuvieran convenios vigentes con un sistema de gestión, relativos al manejo de residuos de productos prioritarios, y a los recicladores de base, de conformidad con el artículo 31”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 31 mencionado, ha pasado a ser 32. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 103 F resultó aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 104, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar a continuación de la letra e) las siguientes, nuevas:

“…) Un registro actualizado de recicladores de base.

…) Un catastro de vertederos ilegales.”.

La Honorable Senadora señora Allende hizo presente que la primera letra que propone su indicación, ya fue considerada con la aprobación de la indicación anterior. No obstante, el presente proyecto de ley no alude en ninguna parte a los vertederos ilegales. En su opinión, el Ministerio del Medio Ambiente, en conjunto con el de Salud, debiera reforzar su trabajo en la materia y propender a la eliminación definitiva de dichos recintos contaminantes, constituyendo un firme paso inicial la elaboración de un catastro de los mismos.

La Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, del Ministerio del Medio Ambiente, señora Maritza Rojas, comentó que la información relativa a los vertederos ilegales no forma parte del instrumento de responsabilidad extendida del productor, por ende, no puede exigirse como contenido de la información que este artículo obliga remitir al registro. Sin perjuicio de lo anterior, anunció que el Ministerio prepara para el año 2016 una plataforma informativa relacionada con pasivos ambientales o sitios potencialmente con presencia de contaminantes, entre ellos, los vertederos ilegales.

La indicación fue retirada por su autora.
Las indicaciones números 104 A, 105 y 106, de los Honorables Senadores señores De Urresti, Girardi y Lagos, respectivamente, para agregar una letra nueva, del tenor que se indica:

“…) Los volúmenes de residuos tratados y valorados.”.

A juicio del abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, dicha información se contiene en la letra e), relacionada con el cumplimiento de metas de recolección y valorización.

Puesta en votación las indicaciones números 104 A, 105 y 106, resultaron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Inciso tercero

Establece textualmente lo que sigue:

“El Ministerio estará facultado para cobrar un arancel por la inscripción en el registro, con excepción de los recicladores de base. Los ingresos percibidos por este concepto serán destinados al funcionamiento del Registro.”.

A este inciso se presentó la indicación número 106 A, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarlo.

El señor Bortnick explicó que se estima, técnicamente, innecesario aplicar este cobro de arancel, porque la administración del mismo genera un costo y, además, el registro no contempla un cobro para los otros regulados obligados a informar.

Puesta en votación la indicación número 106 A resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Inciso cuarto

Contempla en forma textual lo siguiente:

“El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje inteligible a través de su sitio electrónico.”.

El Honorable Senador señor Horvath observó que la voz “inteligible” es un concepto confuso para expresar la noción de comprensible, y podría dar a entender, a su juicio, que el resto de las normas no reúnen tal carácter.

En virtud del artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira, acordaron reemplazar la expresión “inteligible” por la frase “de fácil comprensión”.

Artículo 34

Faculta a la Superintendencia del Medio Ambiente para fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo que sigue:

“Artículo 34.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia fiscalizar y dar seguimiento al cumplimiento de las obligaciones cuyas infracciones se establecen en el artículo siguiente. Para tal efecto se regirá, en lo que corresponda, por lo dispuesto en el Título II de su ley orgánica.”.

A este inciso se presentó la indicación número 106 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo….- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de cada producto prioritario y de las obligaciones asociadas, contenidas en el decreto respectivo, como, asimismo, del funcionamiento del sistema de gestión, el cumplimiento de los deberes de información y otras obligaciones establecidas en la presente ley.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, informó que la indicación, básicamente, especifica los deberes de la Superintendencia del Medio Ambiente, en materia de fiscalización.

Puesta en votación la indicación número 106 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Las indicaciones números 107, 108 y 109, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir la expresión “tal efecto” por “tales efectos”; reemplazar la palabra “regirá” por la frase “considerará lo dispuesto en esta ley en relación al principio precautorio y además”; y agregar la siguiente oración final: “La Superintendencia podrá en todo caso decretar el cese de funciones de un sistema de gestión no autorizado.”.

Las indicaciones números 107, 108 y 109 fueron retiradas por su autora.
Inciso tercero

Considera literalmente lo que sigue:

“Con el fin de verificar los hechos investigados, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros.”.

A este inciso se presentó la indicación número 109 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “los hechos investigados” por “el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley”; e intercalar, entre las expresiones “comercializadores,” y “al”, la expresión “al Ministerio de Salud,”.

Puesta en votación la indicación número 109 A resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Artículo 35

Describe las acciones que constituirán infracciones, clasificándolas en gravísimas, graves y leves.

- - -
La indicación número 109 B, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente inciso primero, nuevo:

“Artículo….- Infracciones. Corresponderá a la Superintendencia sancionar las siguientes infracciones, de conformidad a lo establecido en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.”.

Puesta en votación la indicación número 109 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Inciso primero

Mediante siete literales señala las infracciones gravísimas.

Encabezamiento

Dispone en forma textual lo que sigue:

“Artículo 35.- Infracciones. Constituirán infracciones gravísimas:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 109 C, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:

“Constituirán infracciones gravísimas:”.

Puesta en votación la indicación número 109 C resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra a)

Contempla en forma literal lo siguiente:

“a) No inscribirse en el registro establecido en el artículo 33.”.

A esta letra se presentó la indicación número 109 D, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “artículo 33” por “artículo 36”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 33 mencionado, ha pasado a ser 37 y no 36. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 109 D fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra b)

Dispone en forma textual lo siguiente:

“b) No contar con un sistema de gestión autorizado.”.

A esta letra se presentó la indicación número 110, del Honorable Senador señor Montes, para intercalar a continuación de la palabra “autorizado” la siguiente frase: “o un convenio de entrega, en el caso del artículo 7º bis, que impida la destrucción injustificada de alimentos”.

El Honorable Senador señor Horvath consideró que, aunque esta indicación se entendió rechazada por la aprobación de la indicación número 23 I, que consideró un nuevo instrumento para prevenir la generación de un residuo, el incumplimiento debiera ser sancionado.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, señaló que los instrumentos contemplados en el artículo 4° dicen relación con reglamentos o decretos supremos que organizarán las bases de la responsabilidad extendida del productor y no con obligaciones cuyo incumplimiento debiera acarrear una eventual sanción.

La indicación número 110 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.

Letra c)

Considera textualmente lo que sigue:

“c) Celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 20.”.

A este literal se presentó la indicación número 110 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “artículo 20” por “artículo 23”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 20 mencionado, ha pasado a ser 24 y no 23. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 110 A resultó aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra d)

Contempla en forma textual lo siguiente:

“d) No cumplir con las metas de recolección y valorización.”.

A esta letra se presentó la indicación número 110 B, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarla.

Puesta en votación la indicación número 110 B fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra e)

Señala en forma textual lo que sigue:

“e) Incorporar antecedentes falsos en la información proporcionada al Ministerio.”.

A este literal se presentó la indicación número 110 C, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“…) Entregar información falsa a la Superintendencia o al Ministerio.”.

Puesta en votación la indicación número 110 C resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra f)

Establece en forma literal lo siguiente:

“f) No informar al Ministerio sobre el cumplimiento de las metas y obligaciones asociadas, en los términos precisados en el respectivo decreto supremo.”.

A esta letra se presentó la indicación número 110 D, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“…) No entregar el informe final de cumplimiento de la meta de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.”.

Puesta en votación la indicación número 110 D fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra g)

Señala textualmente lo que sigue:

“g) Enajenar productos prioritarios no sometidos a un sistema de gestión.”.

A este literal se presentó la indicación número 110 E, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarla por la siguiente:

“g) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no registrados ante el Ministerio.”.

Puesta en votación la indicación número 110 E resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
La indicación número 111, del Honorable Senador señor Montes, para agregar a continuación del vocablo “gestión”, lo siguiente: “o destruir alimentos en forma injustificada cuando exista un convenio de entrega de éstos en los términos del artículo 7º bis”.

Puesta en votación la indicación número 111 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Las indicaciones números 112 y 113, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para incorporar los siguientes literales nuevos:

“…) Exportar o intentar exportar residuos peligrosos en contravención al artículo 7° de la presente ley.

…) Importar residuos cuya importación no se encuentre expresamente autorizada.”.

Puesta en votación las indicaciones números 112 y 113 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Inciso segundo

En ocho literales establece las infracciones graves.

- - -
La indicación número 113 A, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar la siguiente letra, nueva:

“…) No cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.”.

Puesta en votación la indicación número 113 A fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Letra a)

Dispone en forma textual lo siguiente:

“a) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, según lo dispuesto en el artículo 18, letra a).”.

A este literal se presentó la indicación número 113 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “18” por “21”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 18 mencionado, ha pasado a ser 22 y no 21. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 113 B fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra d)

Considera literalmente lo que sigue:

“d) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no autorizados o no registrados, sea para su recolección, transporte o tratamiento.”.

A esta letra se presentó la indicación número 113 C, de S.E. la Presidenta de la República, para eliminarla.

Puesta en votación la indicación número 113 C resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra e)

Contempla en forma textual lo siguiente:

“e) No cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el respectivo decreto supremo.”.

A este literal se presentó la indicación número 113 D, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “respectivo decreto supremo” por “decreto supremo que establezca metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios”.

Puesta en votación la indicación número 113 D fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra h)

Señala en forma textual lo que sigue:

“h) Efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, cuando ésta sea requerida en conformidad al artículo 24.”.

A este literal se presentó la indicación número 113 E, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “24” por “27”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 24 mencionado, ha pasado a ser 28 y no 27. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 113 E resultó aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 113 F, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar las siguientes letras, nuevas:

“…) No entregar los informes de avance de cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.

…) No declarar oportunamente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, la información exigida por la presente ley.

…) No cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 32.

…) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 33 inciso tercero.”.

Con la incorporación de nuevos artículos, los artículos 32 y 33 mencionados, han pasado a ser 33 y 34. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 113 F resultó aprobada, con las enmiendas señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
- - -
Inciso tercero

En cuatro literales considera las infracciones leves.

Letra b)

Dispone textualmente lo siguiente:

“b) No informar las modificaciones del plan de gestión.”.

A este literal se presentó la indicación número 113 G, de S.E. la Presidenta de la República, para agregar, a continuación de la palabra “gestión”, la expresión “, en los casos que no requiera de autorización expresa”.

Puesta en votación la indicación número 113 G fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
La indicación número 114, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación del vocablo “gestión”, la siguiente frase: “en los plazos establecidos por la ley”.

Puesta en votación la indicación número 114 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Letra c)

Señala en forma textual lo siguiente:

“c) Negarse a aceptar residuos y entregarlos al sistema de gestión de manera gratuita, según lo establecido en el artículo 31.”.

A este literal se presentó la indicación número 114 A, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituirla por la siguiente:

“c) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo 10;”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 10 mencionado, ha pasado a ser 11. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 114 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira.
Artículo 36

Establece las sanciones que se aplicarán a las distintas infracciones.

A este artículo se presentó la indicación número 114 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo….- Sanciones. Las infracciones a esta ley, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

c) Revocación de la autorización del sistema de gestión.

La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos:

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de revocación de la autorización del sistema de gestión y/o multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de una multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de hasta mil unidades tributarias anuales.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, explicó que la indicación modificó la estructura de las sanciones concebida en base a rangos de aplicación mínimos y máximos, estableciendo sólo un máximo de multa, la que deberá determinarse conforme a los nuevos criterios que propone la indicación número 121 A.

Por otra parte, hizo presente que, si bien el Ejecutivo consideró inicialmente la revocación de la autorización del sistema de gestión como sanción, posteriormente desestimó la idea. Si un productor de producto prioritario fuera sancionado con la revocación, requeriría un plazo para concebir un nuevo plan de gestión, de lo contrario, estaría en falta por no adherir a uno, y expuesto a otra infracción por no cumplir con las metas y obligaciones asociadas, por tanto, la medida se torna engorrosa y fútil, ya que, a diferencia de otras autorizaciones ambientales, el giro de la actividad en los sistemas de gestión es el cumplimiento de una obligación, por ende, no presenta un incentivo para mantenerse en el incumplimiento, luego que no existe un beneficio económico asociado.

El abogado de la Superintendencia del Medio Ambiente, señor Osvaldo de la Fuente, por su parte, expuso que la sanción en discusión se orienta a revocar autorizaciones que habilitan a una persona para desarrollar una actividad económica. El sistema de gestión, en cambio, es un instrumento para fomentar la recolección y revalorización de residuos por medio del cumplimiento de metas, por ello, resulta contraproducente que el castigo elimine el mecanismo para lograr dicho objetivo.

En materia de Resoluciones de Calificación Ambiental (RCA), se han presentado casos donde la revocación origina un problema, puesto que diluye la responsabilidad del titular de soportar los pasivos ambientales, en particular, cumplir con las obligaciones de cierre y saneamiento ambiental.

La abogada del Ministerio del Medio Ambiente, señora Lorna Püschel, observó que el mal funcionamiento de un sistema de gestión no quedará impune, pues, amén de las sanciones establecidas en este artículo, se mantiene la facultad de no renovar la autorización, cuando transcurra el plazo de vigencia establecido por el proyecto de ley.

Conforme a lo expuesto, la Comisión acordó eliminar la sanción propuesta en la indicación, que establece la revocación de la autorización del sistema de gestión.

Puesta en votación la indicación número 114 B fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
Inciso primero

Mediante cuatro literales detalla las sanciones para las infracciones gravísimas.

Letra a)

Señala en forma textual lo que sigue:

“a) Multa de siete mil a diez mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

A esta letra se presentó la indicación número 115, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirla por la que se señala:

“a) Multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso siguiente.”.

La indicación fue retirada por su autor.

Letra b)

Considera textualmente lo siguiente:

“b) Prohibición de vender el producto prioritario mientras se mantenga la infracción.”.

A este literal se presentó la indicación número 116, de los Honorables Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Espina, Larraín y Walker, don Patricio, para intercalar a continuación del vocablo “infracción” lo siguiente: “, cuando ésta afecte la vida o la salud de la población o genere un daño grave al medio ambiente”.

La indicación 116 fue retirada por sus autores.

La indicación número 117, del Honorable Senador señor Horvath, para agregar la siguiente oración final: “Dicha sanción no se aplicará a los productos prioritarios señalados en el artículo 9° letra c).”.

En atención a que la indicación está formulada a la letra c) del artículo 9°, que señalaba como producto prioritario a diarios, revistas y periódicos, que ha sido eliminada, el autor la retira.

La indicación números 117 fue retirada por su autor.

La indicación número 117 A, del Honorable Senador señor Navarro, para agregar, a continuación de la expresión “infracción”, la siguiente frase: “, esta prohibición no regirá para los productos prioritarios de la letra c del artículo 9 de esta ley”.

Puesta en votación la indicación número 117 A fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
Las indicaciones números 118 y 119, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para introducir la siguiente letra nueva:

“…) Clausura definitiva.”.

Puesta en votación las indicaciones números 118 y 119 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
Inciso tercero

En tres literales especifica las sanciones para las infracciones leves.

- - -
Las indicaciones números 120 y 121, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para consultar una letra nueva del siguiente tenor:

“…) Clausura temporal o definitiva.”.

Puesta en votación las indicaciones números 120 y 121 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
- - -
La indicación número 121 A, de S.E. la Presidenta de la República, para intercalar el siguiente artículo, nuevo:

“Artículo….- Circunstancias para la determinación de la sanción. Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) Beneficio económico del infractor;

b) Conducta anterior del infractor;

c) Capacidad económica del infractor, excepto en el caso del sistema de gestión colectivo”.

El señor Bortnick sugirió la conveniencia de eliminar en la letra b), la voz “anterior”, porque el objetivo es ponderar todas las actuaciones del infractor.

Puesta en votación la indicación número 121 A resultó aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.

- - -
Las indicaciones números 122 y 123, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para agregar después del artículo 37 el siguiente, nuevo:

“Artículo…- Responsabilidad civil. Sin perjuicio de las sanciones administrativas establecidas en la ley, el que cause daños o perjuicios derivados de los residuos que opere o gestione responderá civilmente de manera objetiva por ellos.”.

El señor Bortnick manifestó su disconformidad con la propuesta, en especial, por la idea de incorporar la concepción de responsabilidad objetiva, en contraposición al sistema de responsabilidad reconocido por la legislación general, que reprocha la conducta individual del posible infractor.

El Honorable Senador señor Espina coincidió con la opinión del representante del Ejecutivo, porque el marco normativo de la responsabilidad civil se desarrolla ampliamente en el Código Civil, donde el reproche de subjetividad se debe basar en la negligencia, impericia, imprudencia o inobservancia de los reglamentos del infractor.

Las indicaciones números 124 y 125, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para incorporar a continuación otro artículo nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo…- Responsabilidad penal por daños ocasionados por residuos. El que ocasionare daños con motivo de la generación, manipulación, operación, manejo, transporte, disposición o eliminación de residuos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a máximo.

Si de aquello se ocasionare daño a la salud de la población o daños irreversibles al medio ambiente la sanción será de presidio mayor en su grado mínimo.

Si se acredita que se obró con negligencia o culpa la sanción se aplicará en su extremo más bajo o se rebajará en un grado según el caso.”.

El señor Bortnick reiteró los argumentos observados con ocasión de la discusión sobre la responsabilidad civil, a lo que debe agregarse la objeción general por la dispersión normativa en materia de delitos ambientales y, en particular, por no compartir el diseño del tipo penal.

Las indicaciones números 126 y 127, de los Honorables Senadores señores Girardi y Lagos, respectivamente, para agregar en seguida otro artículo, del tenor que se señala:

“Artículo…- Responsabilidad penal por tráfico de residuos. El que exporte, importe, genere, maneje, transporte o elimine residuos peligrosos prohibidos o sin contar con las autorizaciones para ello será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.

Si además la actividad ha generado algún tipo de impacto ambiental se aplicará la pena aumentada en un grado.”.

Puestas en votación las indicaciones números 122, 123, 124, 125, 126 y 127 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Allende, y señores Espina, Horvath y Moreira.
La indicación número 128, del Honorable Senador señor Horvath, para incorporar un artículo nuevo, del tenor que se señala:

“Artículo…- Modifícase el decreto Nº 458, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, agregando en su artículo 105, literal h), después de la palabra “sanitarios” y antes de la disyunción “y”, la siguiente frase: “, de reciclaje o separación de residuos en origen”.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, manifestó compartir el objetivo de la indicación, pero hizo presente la preocupación del Ejecutivo por establecer obligaciones a los consumidores para la recolección y valorización de residuos sin la consecuente correlación para los gestores. Obligar a quienes construyen a destinar un lugar especial para la recolección separada de residuos debiera implicar el retiro diferenciado de los mismos, aspecto que no está plenamente asegurado.

En la siguiente sesión, el señor Bortnick planteó que la indicación fue reevaluada, compartiendo el espíritu de la modificación. Asimismo, hizo presente que el tema fue analizado con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, organismo que también manifestó su conformidad.

Puesta en votación la indicación número 128 resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Otorga un plazo de tres años a los recicladores de base para registrarse sin cumplir con la certificación exigida, obligando, además, al Ministerio del Medio Ambiente a impulsar un proyecto de competencias laborales con el objeto de que dicho grupo adquiera aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar residuos.

Inciso primero

Dispone en forma textual lo siguiente:

“Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros tres años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 30. Transcurrido dicho plazo sin haber  acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.”.

A este inciso se presentó la indicación número 128 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “tres años” por “cinco años”; y el guarismo “30” por “31”.

Las indicaciones números 129 y 130, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, y Horvath, respectivamente, para reemplazar la voz “tres” por “cinco”.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, explicó que la extensión del plazo de vigencia para certificar a los recicladores de base correspondió a una solicitud del gremio que los representa, sector que actualmente opera de manera informal y que, para el cumplimiento del objetivo del presente proyecto de ley, es indispensable incorporarlos en el ciclo de la responsabilidad extendida del productor.

El Honorable Senador señor Horvath consultó si existirá un incentivo para estimular la pronta certificación de los recicladores de base, sin necesidad de esperar al transcurso íntegro del plazo otorgado en la disposición transitoria que se discute.

El Ministro Badenier comentó que a través del Servicio Nacional de Capacitación (SENCE) y el programa Chile Califica se dispone ya de capacitaciones dirigidas a los recicladores de base, con el objeto de anticipar el proceso de certificación y registro de dicho sector.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 30 mencionado, ha pasado a ser 32 y no 31. En consecuencia, puesta en votación las indicaciones números 128 A, 129 y 130 resultaron aprobadas, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

Inciso segundo

Considera literalmente lo que sigue:

“El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 30.”.

A este inciso se presentó la indicación número 130 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el guarismo “30” por “31”.

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 30 mencionado, ha pasado a ser 32 y no 31. En consecuencia, Puesta en votación la indicación número 130 A fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.

- - -
Las indicaciones números 131 y 132, de los Honorables Senadores señores Walker, don Patricio, y Horvath, respectivamente, para consultar el siguiente inciso nuevo:

“Para efectos de la certificación el Ministerio considerará prioritariamente a los recicladores de base que se incluyan en el catastro.”.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, declaró que hoy opera un registro de recicladores de base acreditados, sin embargo, el Ejecutivo no logró comprender el efecto de priorizar a aquellos incluidos en el catastro, dado que en la medida que los recicladores se hayan acreditado mediante los programas señalados anteriormente por el señor Ministro, cumplirán la exigencia de certificación establecida en esta iniciativa de ley, sin necesidad de ser priorizados.

Las indicaciones números 131 y 132 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
- - -
Artículo segundo

Establece, mediante cuatro literales, la obligación de los productores de informar antecedentes relacionados con la gestión de residuos, mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario.

Inciso primero

Encabezamiento

Señala textualmente lo siguiente:

“Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes, lo siguiente:”.

Al encabezamiento se presentó la indicación número 132 A, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes” por “que establezcan las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario, el Ministerio podrá requerir a los productores de productos prioritarios señalados en el artículo 9°, informar anualmente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes”.

El señor Bortnick expuso que la indicación reemplaza, en primer término, la obligación de los productores de informar al Ministerio, por la facultad del Ministerio para requerir dicha información, ello en atención a que no siempre será necesario recibir esos antecedentes, sino sólo en los casos en que debiera elaborarse un reglamento que regule la materia. Segundo, reafirma como mecanismo para reportar la información al Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes (RETC).

Con la incorporación de nuevos artículos, el artículo 9° mencionado, ha pasado a ser 10. En consecuencia, puesta en votación la indicación número 132 A resultó aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Letra a)

Dispone en forma textual lo que sigue:

“a) Cantidad de productos priorizados comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior.”.

A este literal se presentó la indicación número 132 B, de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “priorizados” por “prioritarios”.

La indicación número 132 B resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
Artículo tercero

Considera el plazo de un año para dictar los reglamentos que contempla el presente proyecto de ley.

A este artículo se presentó la indicación número 132 C, de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “en el artículo 4°, inciso segundo, y en el artículo 12, inciso primero, deberán dictarse” por “en esta ley, deberán dictarse o actualizarse, cuando correspondiera,”.

El señor Bortnick explicó que la indicación reconoce las dos situaciones que se pueden presentar con respecto a los reglamentos, unos deben dictarse, otros actualizarse, como el caso del Reglamento del RETC.

Puesta en votación la indicación número 132 C fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Moreira y Walker, don Patricio.
- - -
La indicación número 133, del Honorable Senador señor Montes, para incorporar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo….- Los programas para la valorización de residuos sólidos domiciliarios a que hace referencia el inciso tercero del artículo 5º deberán estar operativos a partir del tercer año de vigencia de esta ley en las comunas de más de cincuenta mil habitantes. En las restantes, ello será exigible a partir del quinto año de su entrada en vigor.”.

La indicación número 133 A, del Honorable Senador señor De Urresti, para agregar la siguiente disposición transitoria, nueva:

“Artículo…: Dentro del plazo de un año desde la publicación de la ley, el Presidente de la República deberá enviar al Congreso Nacional uno o más proyectos que tipifique el tráfico ilícito de residuos peligrosos, según lo establecido dentro de las obligaciones generales del Convenio de Basilea sobre control”

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, comentó que la indicación número 133 se vincula con otras tres indicaciones - 48, 110 y 111 -, que ya fueron rechazadas, por ende, su aprobación perdería todo sentido, desde que no puede asociarse a ningún otro tema previsto en el presente proyecto de ley. Además, el fondo del asunto ha sido abordado con la medida de facultar a los municipios, vía reglamentaria, para la recolección separada de productos prioritarios y residuos sólidos domiciliarios, con el fin de propender, también, a la valorización de los últimos.

Con respecto a la indicación 133 A, reiteró la opinión del Ejecutivo sostenida en el rechazo de las indicaciones 124 a 127, de no incorporar por medio de esta iniciativa legal sanciones de tipo penal, por cuanto no se ha analizado aún la necesidad de cautelar el bien jurídico con una pena. Por otro lado, no se puede asumir la obligación de establecer un delito por el tráfico ilícito de residuos peligrosos en este plazo.

Las indicaciones números 133 y 133 A fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.
A continuación, el Honorable Senador señor Horvath consultó por el tema pendiente relacionado con la posibilidad de incorporar instrumentos de valorización de residuos orgánicos. En su oportunidad, el Ejecutivo manifestó la opción de considerar acuerdos de producción limpia con los sectores económicos generadores de estos residuos (agrícola, ganadero, viticultor, silvicultor, entre otros) y de explorar otras alternativas.

El Ministro del Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, se refirió a dos opciones para abordar en un futuro próximo la valorización de residuos orgánicos. Primero, fomentar la suscripción de acuerdos de producción limpia, haciendo presente que dichos acuerdos son de carácter voluntario, por ende, son los propios generadores de residuos los convocados a suscribir tales instrumentos, impulsados por el Ministerio del Medio Ambiente. Otra vía apuntó, es asumir el compromiso como Ejecutivo de priorizar estudios para la próxima incorporación de residuos orgánicos en el listado de productos prioritarios, desde que el presente proyecto de ley considera extender el número de productos, por reglamento, luego de analizar ciertos elementos como la cuantificación de volumen o el sistema de gestión.

Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Horvath, dio cuenta de un documento entregado por Alimentos y Bebidas de Chile A.G. que, entre otras inquietudes, manifiesta su preocupación por la futura coordinación entre los municipios y los sistemas de gestión, en particular, armonizar las tareas de cada municipalidad y el sistema al interior de la comuna, independientemente que se haya suscrito un convenio entre ambos. Al respecto, será necesario asegurar, apunta el documento, las facilidades para que el sistema de gestión sin convenio con la municipalidad pueda circular, transportar y recolectar los residuos sin ningún inconveniente, en la medida que se cumpla con la legislación vigente.

El abogado del Ministerio del Medio Ambiente, señor David Bortnick, recordó que la inquietud de permitir la libre circulación de los sistemas de gestión en los municipios sin convenio, era compartida por el Ejecutivo, y fue abordada con ocasión de la discusión de las indicaciones números 84 y 94, de los Honorables Senadores señora Allende y señor Horvath, respectivamente, las que fueron aprobadas con una nueva redacción que señala que la función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión, en consecuencia, no debiera representarse la situación aludida por la asociación gremial, por cuanto fue solucionada mediante la aprobación de las indicaciones mencionadas.

Finalmente, tanto el señor Ministro Pablo Badenier como el Honorable Senador señor Horvath agradecieron a los integrantes de la Comisión por abocarse al estudio de la presente iniciativa de ley, valorando, asimismo, la participación de los diversos organismos, como el Movimiento de Recicladores de Base, cuyas propuestas como la de los Honorables Senadores fueron bien recibidas por el Ejecutivo.

- - -
IV. MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 2°

Letra a)

Reemplazarla por la siguiente:

“a) El que contamina paga: el generador de un residuo es responsable de éste, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 3 A y 4).

Letra e)

Eliminar el término “colectivos”; e intercalar, entre las palabras “gestión” y “en”, la oración “y la operación de los gestores”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 5 C y 7).

Letra g)

Reemplazarla por la siguiente:

“g) Precautorio: la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente y la salud humana derivado del manejo de residuos.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 10).

Letra i)

Sustituirla por la siguiente:

“i) Responsabilidad del generador de un residuo: el generador de un residuo es responsable de éste, desde su generación hasta su valorización o eliminación, en conformidad a la ley.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 10 A y 11).

Letra k)

Reemplazar la expresión “gestión” por “manejo”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 12 A).
Artículo 3°

Número 1)

Eliminar la frase “, previo a su valorización y,o eliminación”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 12 B).

Número 3)

- - -
Agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“En el caso de envases y embalajes, el comercializador es aquél que vende el bien de consumo envasado o embalado al consumidor.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 14 A y 15).
- - -

Consultar los siguientes números 4) y 5), nuevos, pasando los actuales a ser 6) y 7), respectivamente, y así en forma sucesiva:

“4) Consumidor: todo generador de un residuo de producto prioritario.

5) Consumidor industrial: todo establecimiento industrial, de acuerdo a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que genere residuos de un producto prioritario.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 15 A y 16).

- - -
Número 4)

Ha pasado a ser 6), con la siguiente enmienda:

- - -
Incorporar un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“En el caso de envases y embalajes, el distribuidor es aquél que comercializa el bien de consumo envasado o embalado antes de su venta al consumidor.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 16 A y 17).

- - -
Números 5) y 6)

Han pasado a ser 7) y 8), sin enmiendas.

Número 7)

Ha pasado ser 9), con la siguiente enmienda:

Incorporar a continuación de la voz “producto”, la siguiente frase “, sustancia u objeto”; y eliminar la expresión “intención u”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 18 y 19).

Números 8) y 9)

Han pasado a ser 10) y 11), sin enmiendas.

Número 10)

Ha pasado a ser 12), con la siguiente enmienda:

Intercalar entre las palabras “de” y “almacenamiento”, la expresión “recepción y”; y eliminar la frase “, previo a su envío hacia una instalación de valorización o eliminación”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 19 A, 20 y 21).

Números 11), 12), 13), 14), 15), 16), 17) y 18)

Han pasado a ser 13), 14), 15), 16), 17), 18), 19) y 20), sin enmiendas.

Número 19)

Ha pasado a ser 21), con la siguiente enmienda:

Párrafo tercero

Intercalar entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”; entre las palabras “de” y “pequeña”, la palabra “micro,”; y, a continuación de la palabra “empresa”, la frase “, según lo dispuesto en la ley N°20.416”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 A).

Número 20)

Ha pasado a ser 22), con la siguiente enmienda:

Intercalar entre las expresiones “de” y “almacenamiento”, la frase “recepción y”; y sustituir el guarismo “33” por “37”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 B).

Número 21)

Ha pasado a ser 23), con la siguiente enmienda:

Eliminar la frase “distinto del que lo generó”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 C).

Números 22) y 23)

Han pasado a ser 24) y 25), sin enmiendas.

Número 24)

Ha pasado a ser 26), con la siguiente enmienda:

Sustituir la frase “con la misma finalidad para la que fueron producidos” por “sin involucrar un proceso productivo”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 23 D y 23 E).

Números 25), 26), 27) y 28)

Han pasado a ser 27), 28), 29) y 30), sin enmiendas.

Número 29)

Ha pasado a ser 31), con la siguiente enmienda:

Reemplazar la expresión “generar energía” por “aprovechar su poder calorífico”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 F).

Artículo 4°

Inciso segundo

Letra d)

Agregar antes del inicio, la frase “Mecanismos de”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 H).

- - -
Incorporar los siguientes literales e) y f), nuevos:

“e) Mecanismos para asegurar un manejo ambientalmente racional de residuos.

f) Mecanismos para prevenir la generación de residuos, incluyendo medidas para evitar que productos aptos para el uso o consumo, según lo determine el decreto supremo respectivo, se conviertan en residuos.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 23 I).

- - -
Inciso tercero

Encabezamiento

Reemplazar la expresión “Uno o más reglamentos establecerán” por “Un reglamento establecerá”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 25 A).

Letra c)

Intercalar a continuación de la palabra “pública” la expresión “, la cual tendrá una duración mínima de treinta días hábiles”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 30).

Inciso cuarto

Reemplazar el guarismo “14” por “16”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 31 A).

Artículo 5°

Inciso segundo

Eliminar la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 32”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 33 A).

- - -
Incorporar un nuevo inciso final, del siguiente tenor:

“Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 35 A).

Artículo 6°

Inciso segundo

Reemplazar la expresión “la naturaleza, volumen o” por “el tipo,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 40 A).

- - -
Consultar el siguiente artículo 7°, nuevo:

“Artículo 7°.- Los gestores de residuos peligrosos que determine el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, deberán contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 43 y 44).

- - -
Artículo 7°

Ha pasado a ser 8°, con las siguientes enmiendas:

- - -
Consultar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual y el tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Se prohíbe la importación de residuos peligrosos para su eliminación.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 44 B).

- - -
Inciso segundo

Ha pasado a ser tercero, con la siguiente enmienda:

Sustituir la expresión “y, o exportación de residuos hacia o desde el territorio nacional” por “, exportación y tránsito de residuos”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 44 D).

Inciso tercero

Ha pasado a ser cuarto, con la siguiente enmienda:

Incorporar, a continuación de la voz “infractor”, la siguiente oración:

“, debiendo siempre manejar los residuos de manera que garantice la protección del medio ambiente y la salud de las personas”. (Mayoría 3x1 abstención. Indicación número 44 F).

- - -
Consultar, a continuación del inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:

“El Ministerio estará facultado para denegar fundadamente las autorizaciones de importación y exportación, cuando existan antecedentes de que los residuos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional. (Unanimidad 3x0. Indicación número 44 G).

Todo importador y exportador de residuos deberá informar, al menos, el tipo de residuo, cantidad, origen, tratamiento aplicado, incluyendo el destino de los residuos generados, cuando corresponda, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 44 H).

- - -
Artículo 8°

Ha pasado a ser 9°, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo

Letra a)

Reemplazar el guarismo “33” por “37”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 50 A).

- - -
Consultar la siguiente letra e), nueva:

“e) Las demás que establezca esta ley.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 51 A).

- - -
Artículo 9°

Ha pasado a ser 10, con la siguiente enmienda:

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 10.- Productos Prioritarios. La responsabilidad extendida del productor aplicará a las categorías o subcategorías definidas en los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas, para los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.

b) Aparatos eléctricos y electrónicos.

c) Baterías.

d) Envases y embalajes.

e) Neumáticos.

f) Pilas.

Para la definición de las categorías y subcategorías deberá considerarse la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad, potencial de valorización o el carácter de domiciliario o no domiciliario del residuo.

El Ministerio, a través de los decretos supremos referidos, podrá igualmente aplicar la responsabilidad extendida del productor a las categorías y subcategorías de otros productos, los que se entenderán productos prioritarios. Para tal efecto, deberán considerarse los criterios referidos en el inciso anterior.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 51 B, 54, 54 A y 56).

- - -
Consultar, a continuación del artículo 9°, que ha pasado a ser 10, el siguiente artículo 11, nuevo:

“Artículo 11.- Productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas.  El Ministerio podrá requerir a los productores, cuyos productos prioritarios se encuentren en una categoría o subcategoría excluida de la aplicación de la responsabilidad extendida del productor, informar anualmente y respecto al año inmediatamente anterior al requerimiento, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos comercializados en el país.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Los diarios, periódicos y revistas se considerarán productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas y quedarán sujetos a las disposiciones del presente artículo.

La información referida podrá ser requerida por primera vez en un plazo máximo de doce meses, contado desde la entrada en vigencia del decreto supremo respectivo. En el caso de diarios, periódicos y revistas, dicho plazo se contará desde la publicación de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 60 A).

- - -
Artículo 10

Ha pasado a ser 12, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo

Eliminar la siguiente oración final: “Las metas podrán contemplar diferencias según cobertura geográfica, composición material o características del producto y condiciones para el cumplimiento, entre otros.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 61 A).

- - -
Consultar el siguiente inciso final, nuevo:

“Estos decretos supremos podrán establecer diferencias en las metas en base a consideraciones demográficas, geográficas y de conectividad.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 61 C).

- - -
Artículo 11

Ha pasado a ser 13, con las siguientes enmiendas:

Encabezamiento

Sustituir la palabra “deberán” por “podrán”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 65 A).

Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:

“b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 65 B).

Letra h)

Intercalar entre las palabras “diseño” y la conjunción copulativa “y” que le sigue, la expresión “, cobertura”; y entre las voces “de” y “almacenamiento”, la frase “recepción y”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 65 C).

Letra i)

Sustituirla por la siguiente:

“i) Especificación de los roles y responsabilidades que corresponden a los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas, en virtud de lo dispuesto en la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 65 D).

Artículo 12

Ha pasado a ser 14, con la siguiente enmienda:

Letra b)

Eliminar la voz “competentes” e incorporarla a continuación de la expresión “privados”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 68 A).

Artículos 13, 14 y 15

Han pasado a ser 15, 16 y 17, sin enmiendas.

- - -
Consultar, a continuación del artículo 15, que ha pasado a ser 17, el siguiente artículo 18, nuevo:

“Artículo 18.- Interpretación administrativa. Corresponderá al Ministerio interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 B).

- - -
Artículo 16

Ha pasado a ser 19, con la siguiente enmienda:

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 19.- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor deberán cumplirse a través de un sistema de gestión, individual o colectivo.

Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán restringir la aplicación de uno u otro sistema, a fin de evitar distorsiones de mercado que pongan en riesgo la efectividad de la responsabilidad extendida del productor, o afecten la libre competencia en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, oyendo previamente al organismo público competente.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 C).

Artículo 17

Ha pasado a ser 20, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Sustituir las palabras “deseen cumplir con” por “asuman el cumplimiento de”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 D).

- - -
Consultar, a continuación del inciso segundo, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto:

“En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, cada productor responderá ante el sistema colectivo que integre, en proporción a las metas que le apliquen.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 G).

- - -
Inciso tercero

Ha pasado a ser cuarto, sin enmiendas.

Inciso cuarto

Ha pasado a ser quinto, con la siguiente enmienda:

Intercalar, entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 H).

Inciso quinto

Ha pasado a ser sexto, sin enmiendas.

- - -
Consultar el siguiente artículo 21, nuevo:

“Artículo 21.- Sistemas individuales de gestión.  Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera individual podrán contratar directamente con gestores autorizados y registrados.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 I).

- - -
Artículo 18

Ha pasado a ser 22, con las siguientes enmiendas:

Letra a)

Agregar a continuación de la voz “Constituir”, la frase “y mantener vigente”; reemplazar el guarismo “8°” por “9°”; intercalar entre las palabras “y” y “obligaciones”, la expresión “otras”; y adicionar al final del literal, a continuación de la expresión “producto prioritario”, la siguiente frase: “, sólo tratándose de un sistema colectivo de gestión”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 J).

Letra b)

Intercalar entre la palabra “registrados” y la coma (,), la expresión “y autorizados”; y reemplazar los guarismos “20” y “21” por “24” y “25, respectivamente”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 K).

Letra c)

Reemplazar la expresión “Informar al Ministerio” por “Entregar al Ministerio los informes de avance o finales, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”; sustituir la expresión “Dicho informe deberá ser certificado por un auditor externo y” por “La Superintendencia podrá requerir que los informes sean certificados por un auditor externo. El informe final de cumplimiento deberá”; y reemplazar la expresión “en el país” por “por los productores que integran el sistema en el país en”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 L).

Letra d)

Intercalar entre las palabras “Ministerio” y “toda”, la expresión “o la Superintendencia”; y reemplazar la palabra “éste” por “éstos”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 69 M).

Artículo 19

Ha pasado a ser 23, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Reemplazar el guarismo “21” por “25”; intercalar entre las expresiones “de” y “almacenamiento”, la frase “recepción y”; y eliminar la oración “o de recepción temporal de material segregado”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 69 N).

Inciso segundo

Agregar la siguiente oración final: “Sin perjuicio de la autorización sanitaria referida en el artículo 35, en relación al manejo y disposición de residuos peligrosos.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 72).

Inciso tercero

Reemplazar la expresión “resolverá fundadamente sobre la solicitud presentada” por “otorgará fundadamente el permiso”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 72 A).

- - -
Consultar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“El establecimiento, operación y mantención de las instalaciones de recepción y almacenamiento será de responsabilidad del productor o de su sistema de gestión.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 75).

- - -

Artículo 20

Ha pasado a ser 24, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo

Intercalar, a continuación de la expresión “llamado público”, la frase “a través de su sitio electrónico”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 76).

Inciso quinto

Intercalar entre las expresiones “Los sistemas” y “de gestión”, la palabra “colectivos”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 80 A).

Artículo 21

Ha pasado a ser 25, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Intercalar entre las expresiones “de” y “almacenamiento”, la frase “recepción y”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 82 A).

- - -
Consultar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Las municipalidades o asociaciones de municipalidades podrán ejecutar dichos convenios directamente o a través de terceros, caso en el que deberán someterse a lo prescrito en el artículo 24, sin perjuicio de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. (Unanimidad 3x0. Indicación número 82 B).
Las diferencias que se presenten a propósito de los convenios señalados en el inciso precedente, podrán someterse al conocimiento de un juez árbitro que tendrá el carácter de arbitrador de conformidad a lo establecido en el Código Orgánico de Tribunales.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 83).

- - -
Artículo 22

Ha pasado a ser 26, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Encabezamiento

Intercalar entre las expresiones “presentar” y “un plan”, la siguiente frase “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 84 A).
Letra c)

- - -

Agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:

“Para garantizar el cumplimiento de lo anterior, será necesario acompañar un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en las reglas y procedimientos, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión, no existen hechos, actos o convenciones que puedan impedir, restringir o entorpecer la libre competencia.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 84 B).

- - -
Letra e)

Eliminar la expresión “, incluyendo las instalaciones de almacenamiento”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 84 C).

Letra j)

Eliminar la siguiente expresión: “, a través de auditorías externas que serán realizadas periódicamente por terceros idóneos debidamente certificados por la Superintendencia, de acuerdo a su ley orgánica. Existirá incompatibilidad absoluta entre el ejercicio de labores de auditoría y la gestión de residuos”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 85 A).

Inciso segundo

Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración final:

“El Ministerio autorizará aquellos planes que garanticen de forma razonable su eficacia para alcanzar dicho objeto.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 86 A).

Inciso tercero

Eliminarlo, pasando el cuarto y quinto a ser tercero y cuarto. (Unanimidad 4x0. Indicación número 86 B).

Inciso cuarto

Ha pasado a ser tercero, con la siguiente enmienda:

Intercalar a continuación del vocablo “reglamento” la expresión “respectivo de la presente ley,”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 87).

Inciso quinto

Ha pasado a ser cuarto, con la siguiente enmienda:

Reemplazar el guarismo “33” por “37”. (Unanimidad 4x0. Indicación 87 A).

Artículo 23

Ha pasado a ser 27, con la siguiente enmienda:

Intercalar, entre las expresiones “Ministerio” y “con”, la siguiente frase: “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes,”. (Unanimidad 4x0. Indicación 87 B).

Artículo 24

Ha pasado a ser 28, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Eliminar la voz “inmediatamente”; e intercalar entre la expresión “Ministerio” y el punto aparte (.), la siguiente frase: “, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, en el plazo de tres días hábiles.”. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 87 C, 88 y 89).

Inciso segundo

Reemplazar el guarismo “22” por “26”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 89 A).

Artículo 25

Eliminarlo. (Unanimidad 4x0. Indicación número 89 B).

Artículo 26

Eliminarlo. (Unanimidad 3x0. Indicación número 89 C).

Artículo 27

Como consecuencia de la eliminación de los artículos 25 y 26, ha pasado a ser 29, con las siguientes enmiendas:

Intercalar, a continuación de la expresión “programas de educación ambiental”, la locución “, formal e informal,”; y reemplazar la expresión “la gestión ambientalmente racional de los residuos” por “la prevención en la generación de residuos y su valorización, con pertinencia al territorio donde se aplique el programa, cuando corresponda.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 91 A, 92 y 92 A).

- - -
Consultar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los recicladores de base y otro tipo de gestores, así como los productores de productos prioritarios, podrán colaborar en la implementación de tales programas.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 93 A).
- - -
Artículo 28

Ha pasado a ser 30, con las siguientes enmiendas:

Letra c)

Intercalar entre las expresiones “de” y “almacenamiento”, la frase “recepción y”; y reemplazar el guarismo “19” por “23”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 93 B).
Letra d)

Reemplazar la expresión “Podrán” por “Deberán”; y agregar al final, a continuación de la palabra “reciclaje”, la frase “, cuando así lo determine el decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 94 A y 103).

Letra e)

Reemplazar la expresión “gestión sustentable de los residuos” por “prevención en la generación de residuos y su valorización”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 94 C).

- - -
Consultar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de los residuos de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión.”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 84 y 94).
- - -
Artículo 29

Ha pasado a ser 31, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Eliminar las expresiones “financiar estudios para la gestión de residuos, como asimismo para” y “, previo concurso,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 94 E).

Incisos tercero y cuarto

Suprimirlos, pasando el quinto a ser tercero. (Unanimidad 3x0. Indicación número 96 A).

Inciso quinto

Ha pasado a ser tercero, con la siguiente enmienda:

Letra a)

Eliminarla, pasando la letra b) a ser a), y así sucesivamente. (Unanimidad 3x0. Indicación número 96 B).
Letra b)

Ha pasado a ser a), con la siguiente enmienda:

Sustituirla por la siguiente:

“a) Criterios de evaluación y selección de los proyectos, programas y acciones, entre ellos, la inclusión de los recicladores de base, la localización o disponibilidad presupuestaria de los municipios y la celebración o ejecución de convenios con sistemas de gestión.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 96 C).

Letras c) y d)

Han pasado a ser b) y c), sin modificaciones.

Letras e) y f)

Eliminarlas. (Unanimidad 3x0. Indicación número 96 D).

Artículo 30

Ha pasado a ser 32, con la siguiente modificación:

Inciso primero

Reemplazar el guarismo “33” por “37”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 98 A).

Artículo 31

Ha pasado a ser 33, con la siguiente enmienda:

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 33.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán establecer que los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una determinada superficie, estarán obligados a:

1.- Convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto supremo. La operación de dicha instalación será de cargo del sistema de gestión.

2.- Aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

3.- Entregar a título gratuito, al respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.

Las instalaciones de recepción y almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Asimismo, se prohíbe a todo distribuidor y comercializador la enajenación de productos prioritarios cuyo productor no se encuentre adscrito a un sistema de gestión, cuando está en riesgo la salubridad pública o la conservación del patrimonio ambiental.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 99 A).

Artículo 32

Ha pasado a ser 34, con la siguiente modificación:

Incisos segundo y tercero

Reemplazarlos por los siguientes:

“Sin perjuicio de lo anterior, los consumidores industriales podrán valorizar, por sí mismos o a través de gestores autorizados y registrados, los residuos de productos prioritarios que generen. En este caso, deberán informar al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre la valorización efectuada.

Los consumidores industriales que generen una cantidad de residuos superior a la señalada en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas y no den cumplimiento a lo dispuesto en los incisos anteriores, serán sancionados en conformidad a la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 103 A).

- - -
Consultar los siguientes artículos 35 y 36, nuevos:

“Artículo 35.- Autorización Sanitaria. Un reglamento establecerá la regulación específica de un procedimiento simplificado, los plazos, las condiciones y los requisitos para la autorización sanitaria de las labores de recolección y las instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos, peligrosos y no peligrosos, de productos prioritarios, desarrolladas por un gestor autorizado y registrado acorde a la presente ley.

Las instalaciones de pretratamiento de residuos no peligrosos se someterán a lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo 36.- Permiso de Edificación. La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones regulará un procedimiento  simplificado para la obtención de permisos de edificación respecto de aquellas instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios sujetos a la presente ley, que lo requieran.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 103 B).

- - -
Artículo 33

Como consecuencia de la incorporación de los artículos 34 y 35, nuevos, ha pasado a ser 37, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Encabezamiento

Agregar, a continuación de la voz “contendrá”, la frase “y permitirá gestionar”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 103 C).

Letra b)

Incorporar, a continuación de la expresión “autorizados”, la frase “y sus integrantes”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 103 D).

- - -
Consultar la siguiente letra d), nueva, pasando la actual a ser e), y así sucesivamente:

“d) Las instalaciones de recepción y almacenamiento.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 103 E).
- - -
Letra d)

Ha pasado a ser e), con la siguiente enmienda:

Agregar, a continuación de la voz “autorizados”, la frase “, incluyendo a las municipalidades y asociaciones de municipalidades que tuvieran convenios vigentes con un sistema de gestión, relativos al manejo de residuos de productos prioritarios, y a los recicladores de base, de conformidad con el artículo 32”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 103 F).

Letras e) y f)

Han pasado a ser f) y g), sin enmiendas.

Inciso tercero

Eliminarlo, pasando el cuarto a ser tercero. (Unanimidad 3x0. Indicación número 106 A).

Inciso cuarto

Ha pasado a ser tercero, con la siguiente modificación:

Reemplazar la expresión “inteligible” por la frase “de fácil comprensión”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121 Reglamento del Senado).

Artículo 34

Ha pasado a ser 38, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 38.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de cada producto prioritario y de las obligaciones asociadas, contenidas en el decreto respectivo, como, asimismo, del funcionamiento del sistema de gestión, el cumplimiento de los deberes de información y otras obligaciones establecidas en la presente ley.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 106 B).

Inciso tercero

Sustituir la expresión “los hechos investigados” por la oración “el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley”; e intercalar, entre las expresiones “comercializadores,” y “al”, la frase “al Ministerio de Salud,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 109 A).

Artículo 35

Ha pasado a ser 39, con las siguientes modificaciones:

- - -
Intercalar el siguiente inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser segundo, y así sucesivamente:

“Artículo 39.- Infracciones. Corresponderá a la Superintendencia sancionar las siguientes infracciones, de conformidad a lo establecido en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 109 B).

- - -
Inciso primero

Ha pasado a ser segundo, con las siguientes enmiendas:

Encabezamiento

Sustituirlo por el siguiente:

“Constituirán infracciones gravísimas:”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 109 C).

Letra a)

Reemplazar el guarismo “33” por “37”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 109 D).

Letra c)

Sustituir el guarismo “20” por “24”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 110 A).

Letra d)

Eliminarla, pasando la e) a ser d), y así sucesivamente. (Unanimidad 3x0. Indicación número 110 B).

Letra e)

Ha pasado a ser d), con la siguiente enmienda:

Reemplazarla por la siguiente:

“d) Entregar información falsa a la Superintendencia o al Ministerio.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 110 C).

Letra f)

Ha pasado a ser e), con la siguiente modificación:

Sustituirla por la siguiente:

“e) No entregar el informe final de cumplimiento de la meta de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 110 D).

Letra g)

Ha pasado a ser f), con la siguiente enmienda:

Reemplazarla por la siguiente:

“f) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no registrados ante el Ministerio.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 110 E).

Inciso segundo

Ha pasado a ser tercero, con las siguientes modificaciones:

- - -
Consultar la siguiente letra a), nueva, pasando la actual a ser b), y así sucesivamente:

“a) No cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 A).

- - -
Letra a)

Ha pasado a ser b), con la siguiente enmienda:

Reemplazar el guarismo “18” por “22”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 B).

Letra b)

Ha pasado a ser c), sin enmiendas.

Letra c)

Ha pasado a ser d), con la siguiente enmienda:

Reemplazar el guarismo “7°” por “8°” (Adecuación formal)

Letra d)

Eliminarla. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 C).

Letra e)

Reemplazar la expresión “respectivo decreto supremo” por “decreto supremo que establezca metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 D).

Letra h)

Sustituir el guarismo “24” por “28”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 E).

- - -
Consultar las siguientes letras i), j), k) y l), nuevas:

“i) No entregar los informes de avance de cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.

j) No declarar oportunamente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, la información exigida por la presente ley.

k) No cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 33.

l) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 34 inciso tercero.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 113 F).

- - -
Inciso tercero

Ha pasado a ser cuarto, con las siguientes modificaciones:

Letra b)

Agregar, a continuación de la palabra “gestión”, la oración “en los plazos establecidos por la ley, en los casos que no requiera de autorización expresa”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 113 G y 114).

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

“c) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo 11.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 114 A).

Artículo 36

Ha pasado a ser 40, con la siguiente enmienda:

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 40.- Sanciones. Las infracciones a esta ley, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos:

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de hasta mil unidades tributarias anuales.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 114 B).

- - -
Consultar el siguiente artículo 41, nuevo:

“Artículo 41.- Circunstancias para la determinación de la sanción. Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) Beneficio económico del infractor;

b) Conducta del infractor;

c) Capacidad económica del infractor, excepto en el caso del sistema de gestión colectivo.”. (Unanimidad 4x0. Indicación número 121 A).

- - -
Artículo 37

Ha pasado a ser 42, sin enmiendas.

- - -
Incorporar el siguiente artículo 43, nuevo:

“Artículo 43.- Modifícase el decreto Nº 458, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, agregando en su artículo 105, literal h), después de la palabra “sanitarios” y antes de la conjunción “y”, la siguiente frase: “, de reciclaje o separación de residuos en origen”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 128).

- - -
Artículo 38

Ha pasado a ser 44, sin modificaciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Inciso primero

Reemplazar la expresión “tres” por “cinco”; y el guarismo “30” por “32”. (Unanimidad 3x0. Indicaciones números 128 A, 129 y 130).

Inciso segundo

Reemplazar el guarismo “30” por “32”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 130 A).

Artículo segundo

Inciso primero

Encabezamiento

Reemplazar la expresión “que establezcan las metas y obligaciones asociadas de cada producto prioritario, los productores deberán informar anualmente al Ministerio, a través del Registro de Emisión y Transferencia de Contaminantes” por “que establezcan las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario, el Ministerio podrá requerir a los productores de productos prioritarios señalados en el artículo 10, informar anualmente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 132 A).

Letra a)

Sustituir la expresión “priorizados” por “prioritarios”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 132 B).

Artículo tercero

Reemplazar la frase “en el artículo 4°, inciso segundo, y en el artículo 12, inciso primero, deberán dictarse” por “en esta ley, deberán dictarse o actualizarse, cuando correspondiera,”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 132 C).

- - -

V. TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:

Que establece marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje.

TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.

Artículo 2°.- Principios. Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:

a) El que contamina paga: el generador de un residuo es responsable de éste, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo.
b) Gradualismo: las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social y la situación geográfica, entre otros.

c) Inclusión: conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

d) Jerarquía en el manejo de residuos: orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes.

e) Libre competencia: el funcionamiento de los sistemas de gestión y la operación de los gestores en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.

f) Participativo: la educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

g) Precautorio: la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente y la salud humana derivado del manejo de residuos.

h) Preventivo: conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.

i) Responsabilidad del generador de un residuo: el generador de un residuo es responsable de éste, desde su generación hasta su valorización o eliminación, en conformidad a la ley.
j) Transparencia y publicidad: la gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.

k) Trazabilidad: conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de manejo.

Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

1) Almacenamiento: acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado.

2) Ciclo de vida de un producto: etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.

3) Comercializador: toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.

En el caso de envases y embalajes, el comercializador es aquél que vende el bien de consumo envasado o embalado al consumidor.
4) Consumidor: todo generador de un residuo de producto prioritario.

5) Consumidor industrial: todo establecimiento industrial, de acuerdo a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que genere residuos de un producto prioritario.
6) Distribuidor: toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.

En el caso de envases y embalajes, el distribuidor es aquél que comercializa el bien de consumo envasado o embalado antes de su venta al consumidor.
7) Ecodiseño: integración de aspectos ambientales en el diseño del producto, envase, embalaje, etiquetado u otros, con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.

8) Eliminación: todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.

9) Generador: poseedor de un producto, sustancia u objeto que lo desecha o tiene la obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.

10) Gestor: persona natural o jurídica, pública o privada, que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada y registrada en conformidad a la normativa vigente.

11) Gestión: operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.

12) Instalación de recepción y almacenamiento: lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado.

13) Manejo: todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.

14) Manejo ambientalmente racional: la adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.

15) Mejores prácticas ambientales: la aplicación de la combinación más exigente y pertinente de medidas y estrategias de control ambiental.

16) Mejores técnicas disponibles: la etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que expresan la pertinencia técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos negativos en el medio ambiente y la salud de las personas.

17) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.

18) Preparación para la reutilización: acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa.

19) Pretratamiento: operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado y empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.

20) Producto prioritario: sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a esta ley.

21) Productor de un producto prioritario o productor: persona que, independientemente de la técnica de comercialización:

a) enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional.

b) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor.

c) importa un producto prioritario para su propio uso profesional.

En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado o embalado.

El decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de micro, pequeña o mediana empresa, según lo dispuesto en la ley N°20.416.

22) Reciclador de base: persona natural que, mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de recepción y almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 37.

23) Reciclaje: empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.

24) Recolección: operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.

25) Residuo: sustancia u objeto que su generador desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.

26) Reutilización: acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, sin involucrar un proceso productivo.

27) Sistema de gestión: mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.

28) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.

29) Tratamiento: operaciones de valorización y eliminación de residuos.

30) Valorización: conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.

31) Valorización energética: empleo de un residuo con la finalidad de aprovechar su poder calorífico.

TITULO II

DE LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación.

Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo y cuando sea pertinente, deberá establecer mediante decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos o promover su valorización:

a) Ecodiseño.

b) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos.

c) Sistemas de depósito y reembolso.

d) Mecanismos de separación en origen y recolección selectiva de residuos.

e) Mecanismos para asegurar un manejo ambientalmente racional de residuos.

f) Mecanismos para prevenir la generación de residuos, incluyendo medidas para evitar que productos aptos para el uso o consumo, según lo determine el decreto supremo respectivo, se conviertan en residuos.
Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, incluyendo a los recicladores de base.

c) Una etapa de consulta pública, la cual tendrá una duración mínima de treinta días hábiles.

La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300. Tal decreto será reclamable en los términos establecidos en el artículo 16.

La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos e imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.

Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.

Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34.
Artículo 6°.- Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.

Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, al menos, el tipo, cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.

Artículo 7°.- Los gestores de residuos peligrosos que determine el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, deberán contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente.
Artículo 8°.- Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.

Se prohíbe la importación de residuos peligrosos para su eliminación.
Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación, exportación y tránsito de residuos, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.

Cuando la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor, debiendo siempre manejar los residuos de manera que garantice la protección del medio ambiente y la salud de las personas.
El Ministerio estará facultado para denegar fundadamente las autorizaciones de importación y exportación, cuando existan antecedentes de que los residuos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional.

Todo importador y exportador de residuos deberá informar, al menos, el tipo de residuo, cantidad, origen, tratamiento aplicado, incluyendo el destino de los residuos generados, cuando corresponda, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes.
TITULO III

DE LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 9°.- Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de productos prioritarios son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.

Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 37.

b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.

c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo.

d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.

e) Las demás que establezca esta ley.
Artículo 10.- Productos Prioritarios. La responsabilidad extendida del productor aplicará a las categorías o subcategorías definidas en los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas, para los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.

b) Aparatos eléctricos y electrónicos.

c) Baterías.

d) Envases y embalajes.

e) Neumáticos.

f) Pilas.

Para la definición de las categorías y subcategorías deberá considerarse la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad, potencial de valorización o el carácter de domiciliario o no domiciliario del residuo.

El Ministerio, a través de los decretos supremos referidos, podrá igualmente aplicar la responsabilidad extendida del productor a las categorías y subcategorías de otros productos, los que se entenderán productos prioritarios. Para tal efecto, deberán considerarse los criterios referidos en el inciso anterior.
Artículo 11.- Productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas. El Ministerio podrá requerir a los productores, cuyos productos prioritarios se encuentren en una categoría o subcategoría excluida de la aplicación de la responsabilidad extendida del productor, informar anualmente y respecto al año inmediatamente anterior al requerimiento, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos comercializados en el país.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Los diarios, periódicos y revistas se considerarán productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas y quedarán sujetos a las disposiciones del presente artículo.

La información referida podrá ser requerida por primera vez en un plazo máximo de doce meses, contado desde la entrada en vigencia del decreto supremo respectivo. En el caso de diarios, periódicos y revistas, dicho plazo se contará desde la publicación de la presente ley.
Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas

Artículo 12.- Metas de recolección y valorización. Tanto las metas de recolección como de valorización de los residuos de productos prioritarios serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.

El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto.

Estos decretos supremos podrán establecer diferencias en las metas en base a consideraciones demográficas, geográficas y de conectividad.
Artículo 13.- Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior podrán regular las siguientes obligaciones:

a) De etiquetado.

b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos.
c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización.

d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.

e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.

f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos.

g) De exigencias de ecodiseño.

h) De diseño, cobertura y operación de instalaciones de recepción y almacenamiento. 

i) Especificación de los roles y responsabilidades que corresponden a los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas, en virtud de lo dispuesto en la presente ley.
Artículo 14.- Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas. Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos y privados competentes, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70, letra x), de la ley N°19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros.

c) Una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.

Artículo 15.- Pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300.

Artículo 16.- Recurso de reclamación. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y que le causan perjuicio.

El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. 

Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.

La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.

Artículo 17.- De la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas. Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas como máximo cada cinco años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.

Artículo 18.- Interpretación administrativa. Corresponderá al Ministerio interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.
Párrafo 3°

De los sistemas de gestión

Artículo 19.- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor deberán cumplirse a través de un sistema de gestión, individual o colectivo.

Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán restringir la aplicación de uno u otro sistema, a fin de evitar distorsiones de mercado que pongan en riesgo la efectividad de la responsabilidad extendida del productor, o afecten la libre competencia en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, oyendo previamente al organismo público competente.
Artículo 20.- Sistemas colectivos de gestión. Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N°20.500.

Asimismo, deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.

En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, cada productor responderá ante el sistema colectivo que integre, en proporción a las metas que le apliquen.
Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información y respeto a la libre competencia, y podrán  establecer una remuneración para sus directores.

Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario.

En caso de extinción de la persona jurídica, sus bienes pasarán a otro sistema colectivo de gestión o a los productores asociados, según sus estatutos.

Artículo 21.- Sistemas individuales de gestión. Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera individual podrán contratar directamente con gestores autorizados y registrados.
Artículo 22.- Obligaciones de los sistemas de gestión. Todo sistema de gestión deberá:

a) Constituir y mantener vigente fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 9°, letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas a cada producto prioritario, sólo tratándose de un sistema colectivo de gestión.

b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados y autorizados, municipalidades o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 24 y 25, respectivamente.

c) Entregar al Ministerio los informes de avance o finales, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. La Superintendencia podrá requerir que los informes sean certificados por un auditor externo. El informe final de cumplimiento deberá contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados por los productores que integran el sistema en el país en el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.

d) Proporcionar al Ministerio o la Superintendencia toda información adicional que le sea requerida por éstos, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

Artículo 23.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 25, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento.

Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal. Sin perjuicio de la autorización sanitaria referida en el artículo 35, en relación al manejo y disposición de residuos peligrosos.
La municipalidad otorgará fundadamente el permiso si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.

El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.

El establecimiento, operación y mantención de las instalaciones de recepción y almacenamiento será de responsabilidad del productor o de su sistema de gestión.
Artículo 24.- Convenios con gestores. Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores autorizados y registrados.

Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público a través de su sitio electrónico, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.

Los servicios de recolección y tratamiento serán licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.

Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Las licitaciones se ajustarán a los términos que establezca el citado informe.

Los sistemas colectivos de gestión, cuando así lo requieran, deberán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, como ausencia o inadmisibilidad de interesados en ella; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.

Lo establecido en los incisos anteriores no se aplicará cuando los gestores sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, caso en el cual se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 25.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de esta  ley en sus comunas.

Las municipalidades o asociaciones de municipalidades podrán ejecutar dichos convenios directamente o a través de terceros, caso en el que deberán someterse a lo prescrito en el artículo 24, sin perjuicio de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

Las diferencias que se presenten a propósito de los convenios señalados en el inciso precedente, podrán someterse al conocimiento de un juez árbitro que tendrá el carácter de arbitrador de conformidad a lo establecido en el Código Orgánico de Tribunales.
Artículo 26.- Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión serán autorizados por el Ministerio, para lo cual deberán presentar, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, un plan de gestión que contenga, al menos, lo siguiente:

a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto.

b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia.

Para garantizar el cumplimiento de lo anterior, será necesario acompañar un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en las reglas y procedimientos, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión, no existen hechos, actos o convenciones que puedan impedir, restringir o entorpecer la libre competencia.
d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período.

e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional.

f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde.

g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos.

i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio.

j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan.

Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta ley y tendrá una vigencia de cinco años. El Ministerio autorizará aquellos planes que garanticen de forma razonable su eficacia para alcanzar dicho objeto.
El reglamento respectivo de la presente ley, establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos.

Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 37.

Artículo 27.- Renovación de la autorización. La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante el Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 28.- Actualización del plan de gestión. Toda modificación del plan de gestión deberá ser informada al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, en el plazo de tres días hábiles.

Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 26 requerirán la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.

TITULO IV

MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Artículo 29.- Educación ambiental. El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental, formal e informal, destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la prevención en la generación de residuos y su valorización, con pertinencia al territorio donde se aplique el programa, cuando corresponda.

Los recicladores de base y otro tipo de gestores, así como los productores de productos prioritarios, podrán colaborar en la implementación de tales programas.

Artículo 30.- Municipalidades. A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de esta ley, las municipalidades:

a) Podrán, de manera individual o asociada, celebrar convenios con sistemas de gestión.

b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base.

c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de los sistemas de gestión respecto a permisos para el establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 23, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65, letra c), de la ley orgánica constitucional de Municipalidades, si correspondiere.

d) Deberán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje, cuando así lo determine el decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas.

e) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la prevención en la generación de residuos y su valorización.

f) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización.

g) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos.

La función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de los residuos de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión.
Artículo 31.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.

Este fondo estará integrado por:

a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación prescrito en el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto.

c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales.

d) Los recursos que para este objeto consulte anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público.

e) Los recursos que le asignen otras leyes.

f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.

El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:

a) Criterios de evaluación y selección de los proyectos, programas y acciones, entre ellos, la inclusión de los recicladores de base, la localización o disponibilidad presupuestaria de los municipios y la celebración o ejecución de convenios con sistemas de gestión.
b) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados.

c) Entrega de los recursos y procedimientos de control.

Artículo 32.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 37 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.

Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N°20.267.

Artículo 33.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán establecer que los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una determinada superficie, estarán obligados a:

1.- Convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto supremo. La operación de dicha instalación será de cargo del sistema de gestión.

2.- Aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

3.- Entregar a título gratuito, al respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.

Las instalaciones de recepción y almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Asimismo, se prohíbe a todo distribuidor y comercializador la enajenación de productos prioritarios cuyo productor no se encuentre adscrito a un sistema de gestión, cuando está en riesgo la salubridad pública o la conservación del patrimonio ambiental.
Artículo 34.- De las obligaciones de los consumidores. Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario al respectivo sistema de gestión, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadas a todos los involucrados.

Sin perjuicio de lo anterior, los consumidores industriales podrán valorizar, por sí mismos o a través de gestores autorizados y registrados, los residuos de productos prioritarios que generen. En este caso, deberán informar al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre la valorización efectuada.

Los consumidores industriales que generen una cantidad de residuos superior a la señalada en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas y no den cumplimiento a lo dispuesto en los incisos anteriores, serán sancionados en conformidad a la presente ley.
Artículo 35.- Autorización Sanitaria. Un reglamento establecerá la regulación específica de un procedimiento simplificado, los plazos, las condiciones y los requisitos para la autorización sanitaria de las labores de recolección y las instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos, peligrosos y no peligrosos, de productos prioritarios, desarrolladas por un gestor autorizado y registrado acorde a la presente ley.

Las instalaciones de pretratamiento de residuos no peligrosos se someterán a lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo 36.- Permiso de Edificación. La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones regulará un procedimiento  simplificado para la obtención de permisos de edificación respecto de aquellas instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios sujetos a la presente ley, que lo requieran.
TÍTULO V

SISTEMA DE INFORMACION

Artículo 37.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá y permitirá gestionar información sobre:

a) Los productores de productos prioritarios.

b) Los sistemas de gestión autorizados y sus integrantes.

c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.

d) Las instalaciones de recepción y almacenamiento.
e) Los gestores autorizados, incluyendo a las municipalidades y asociaciones de municipalidades que tuvieran convenios vigentes con un sistema de gestión, relativos al manejo de residuos de productos prioritarios, y a los recicladores de base, de conformidad con el artículo 32.

f) El cumplimiento de metas de recolección y valorización.

g) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.

El reglamento establecerá el contenido y funcionamiento del Registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial.

El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje de fácil comprensión a través de su sitio electrónico.

TÍTULO VI

RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES

Artículo 38.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de cada producto prioritario y de las obligaciones asociadas, contenidas en el decreto respectivo, como, asimismo, del funcionamiento del sistema de gestión, el cumplimiento de los deberes de información y otras obligaciones establecidas en la presente ley.
Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitirlos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.

Con el fin de verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Ministerio de Salud, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros.

Artículo 39.- Infracciones. Corresponderá a la Superintendencia sancionar las siguientes infracciones, de conformidad a lo establecido en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.
Constituirán infracciones gravísimas:
a) No inscribirse en el registro establecido en el artículo 37.

b) No contar con un sistema de gestión autorizado.

c) Celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 24.

d) Entregar información falsa a la Superintendencia o al Ministerio.
e) No entregar el informe final de cumplimiento de la meta de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.
f) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no registrados ante el Ministerio.
Constituirán infracciones graves:

a) No cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.
b) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, según lo dispuesto en el artículo 22, letra a).

c) No declarar información conforme al artículo 6°.

d) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 8°.

e) No cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el decreto supremo que establezca metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.

f) No cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia.

g) No renovar la autorización del sistema de gestión.

h) Efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, cuando ésta sea requerida en conformidad al artículo 28.

i) No entregar los informes de avance de cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.

j) No declarar oportunamente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, la información exigida por la presente ley.

k) No cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 33.

l) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 34 inciso tercero.
Constituirán infracciones leves:

a) No proporcionar al Ministerio información adicional requerida.

b) No informar las modificaciones del plan de gestión en los plazos establecidos por la ley, en los casos que no requiera de autorización expresa.

c) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo 11.
d) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio.

Artículo 40.- Sanciones. Las infracciones a esta ley, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos:

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de hasta mil unidades tributarias anuales.

Artículo 41.- Circunstancias para la determinación de la sanción. Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) Beneficio económico del infractor;

b) Conducta del infractor;

c) Capacidad económica del infractor, excepto en el caso del sistema de gestión colectivo.
Artículo 42.- Recursos. En contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.

TÍTULO VII

MODIFICACIONES DE OTROS CUERPOS NORMATIVOS.

Artículo 43.- Modifícase el decreto Nº 458, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, agregando en su artículo 105, literal h), después de la palabra “sanitarios” y antes de la conjunción “y”, la siguiente frase: “, de reciclaje o separación de residuos en origen”.
Artículo 44.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.

Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Dicha Superintendencia será la encargada de fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.

La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.

b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:

“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros cinco años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 32. Transcurrido dicho plazo sin haber acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.

El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 32.

Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario, el Ministerio podrá requerir a los productores de productos prioritarios señalados en el artículo 10, informar anualmente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos prioritarios comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de doce meses contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en esta ley, deberán dictarse o actualizarse, cuando correspondiera, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo cuarto.- Gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.
- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 18 de agosto con asistencia de los Honorables Senadores señores Espina, Horvath, Moreira y Walker, don Patricio; 8 de septiembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Allende, y señores Horvath y Moreira; 13 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Allende y señores Horvath, Espina y Moreira; 10 de noviembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Allende y señores Espina, Horvath, Moreira y Walker, don Patricio; 17 de noviembre de 2015, Honorables Senadores señora Allende y señores Espina, Horvath, Moreira y Walker, don Patricio; 24 de noviembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señora Allende y señores Espina, Horvath, Moreira y Walker, don Patricio; y 15 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señor Antonio Horvath Kiss (Presidente), señora Isabel Allende Bussi y señores Alberto Espina Otero, Ivan Moreira Barros y Patricio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 30 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretario Abogado.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE MARCO PARA LA GESTIÓN DE RESIDUOS Y RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR 

(9.094-12)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje del Ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera. 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Medio Ambiente, el Ministro, señor Pablo Badenier; el Jefe de Planificación y Presupuesto, señor Alfonso Galarce; la Jefa de la Oficina de Residuos y Riesgo Ambiental, señora Alejandra Salas; el Jefe de Comunicaciones, señor Gustavo Guerra, y el Abogado, señor David Bortnick.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Giovanni Semería.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor Parlamentario, señor Samuel Argüello.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Benjamín Rug.

Los asesores  del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y Gustavo Rosende.

El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

Del Comité Unión Demócrata Independiente, el Abogado, señor Jorge Barrera.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 4°, inciso segundo, letra c); 14, letra c); 31; 37; 40 y 44, permanentes, y de los artículos primero y cuarto, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización; establecer un marco jurídico para la gestión de los residuos, incorporando la valorización de aquellos sólidos como elemento primordial en la gestión de los mismos, mediante la creación de instrumentos económicos de gestión ambiental, entre los que destaca la implementación de la Responsabilidad Extendida del Productor (REP), con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.
- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Ministro de Medio Ambiente, señor Pablo Badenier, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

Contexto General

La gestión de residuos es uno de los aspectos más débiles dentro de las tareas que aborda el Estado de Chile.

Existen más de 7.000 millones de toneladas de residuos domiciliarios de las que no se reciclan más del 10%.

Se verifica una tasa de producción de residuos de 1,1 kilos por persona al día.

- Reorientar la gestión de residuos:

*fortalecer la prevención.

*promover la valorización por sobre la eliminación.

*más prevención, el mejor residuo es el que no se genera.
*más valorización, aprovechar el residuo como recurso, como materia prima y/o fuente de energía.
*menos eliminación, menos disposición final.
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REP (Responsabilidad Extendida del Productor): 
¿Qué es?
- Es un instrumento económico de gestión de residuos.

- Obliga a los productores de ciertos productos a organizar y financiar la gestión de los residuos derivados de los productos que colocan en el mercado.

REP: ¿Cuáles son los productos que regularemos en Chile?
a) Aceites lubricantes.
b) Aparatos eléctricos y electrónicos.
c) Baterías.
d) Envases y embalajes.
e) Neumáticos.
f) Pilas.

Razones por las cuales son productos prioritarios:
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Contenido del proyecto de ley

Titulo I. Disposiciones generales (principios, definiciones).

Título II. De la gestión de residuos (obligaciones de generadores y gestores).

Título III. De la responsabilidad extendida del productor.

Párrafo 1°. Disposiciones generales.

Párrafo 2°. Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas.

Párrafo 3°. De los sistemas de gestión.

Título IV. Mecanismos de apoyo a la responsabilidad extendida del productor (fondo).

Título V. Sistema de información (ampliación Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, RETC).

Título VI. Régimen de fiscalización y sanciones (SMA).

Título VII. Modificaciones a otros cuerpos normativos.

Título VIII. Normas transitorias.
¿Qué regula el proyecto de ley?
Crea la Responsabilidad Extendida del Productor (REP).

Reconoce legislación sanitaria existente en materia de gestión de residuos.

Establece nuevas competencias al Ministerio para la gestión de residuos: 

a) Certificación, rotulación y etiquetado; 

b) Sistema de depósito y reembolso; 

c) ecodiseño; 

d) mecanismos de separación en origen y recolección selectiva;

e) mecanismos para manejo ambientalmente racional de residuos, y 

f) mecanismos para prevenir la generación de residuos.

Actores que establece la REP
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Productor de producto prioritario (PPP) – actor 1

Fabricante e importador que: coloca un PP en el mercado nacional por primera vez; coloca un PP en el mercado nacional bajo marca propia adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor; o importa un PP para su propio uso.
Cumple con la REP a través de un sistema de gestión.

Obligación del Productor de PP:
- registrarse en catastro público de PPP;

- organizar y financiar la recolección y tratamiento de residuos de PP, a través de un sistema de gestión;

- asegurar que tratamiento de residuos de PP recolectados, se realice por gestores autorizados, y
- cumplir metas de recolección y metas de valorización de residuos de PP, y otras obligaciones.
Consumidor de producto prioritario y su obligación - actor 2

Separar y entregar el residuo de un producto prioritario a un gestor de PP.
Gestor de residuos y su obligación - actor 3
- Estar autorizado para el manejo de residuos, según la normativa vigente.

- Declarar, al menos, la naturaleza, volumen o cantidad, costos, origen, tratamiento y destino de los residuos, a través de un Registro de Emisiones y Transferencia de Contaminantes, RETC, según la normativa vigente.

REP: ¿cómo opera?
1) Ministerio de Medio Ambiente regula: establece metas y otras obligaciones.

2) Productores se registran ante Ministerio y presentan planes de gestión para cumplir las obligaciones, en forma individual o colectiva. Incluye:

- Estimación anual de productos prioritarios a ser comercializados en el país.

- Estrategia para lograr cumplimiento de obligaciones.

- Mecanismo de financiamiento.

- Procedimientos de licitación.

- Mecanismos de seguimiento y control de servicios contratados.

- Procedimientos de recolección y entrega de información al Ministerio.

- Sistemas de verificación de cumplimiento del plan.
3) Superintendencia fiscaliza.
Mecanismos de apoyo a la REP

Fondo para el reciclaje

Ministerio contará con un fondo para financiar proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, que sean ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas. 
Estará integrado por recursos:

a) Públicos;

b) De cooperación internacional;

c) Las donaciones, herencias y legados que reciba, y
e) Otros.

Un reglamento establecerá los requisitos para su asignación.

REP: fiscalización y sanciones

Se otorga competencia a la Superintendencia del Medio Ambiente para fiscalizar y sancionar infracciones.

Sanciones incluyen: multas de hasta 10 mil UTA y amonestación por escrito.

REP: Obligaciones del Ministerio para implementación
a) Dictación reglamento que fija procedimiento para dictar decretos de metas.

b) Implementación y gestión de sistema de registro y plataforma de información (será parte del RETC).
c) Elaborar reglamentos REP, con metas para los productos prioritarios.
d) Elaborar Reglamento del Fondo REP, y gestionar su implementación.

e) Revisar y autorizar planes de gestión. 

f) Diseñar e implementar programas de educación ambiental.
g) Fiscalización a través de Superintendencia del Medio Ambiente. 

h) Difusión y gestión con otros actores para incorporación en sus estrategias de incentivos que involucren residuos de la REP (SUBDERE, Consejo Nacional de Producción Limpia, CPL, etc.)

Estado de avance tramitación proyecto de ley

Presentado el 10 de septiembre de 2013 en la Cámara de Diputados.

14 de enero de 2015: aprobación en la Comisión de Medio Ambiente  y Recursos Naturales de la Cámara de Diputados. 

31 de marzo de 2015: aprobación unánime en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, con un informe financiero de un total de 6 mil millones de pesos anuales (en régimen).

Abril 2015: aprobación unánime del proyecto de ley por la Sala de la Cámara.

9 de junio de 2015: aprobación unánime en general por la Sala del Senado.
Diciembre de 2015: aprobación por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, con algunas modificaciones.

Proyecto de ley: recursos necesarios

Subsecretaría del Medio Ambiente 
Gasto en personal: elaboración de diagnósticos base para reglamentos, elaboración de reglamentos, gestionar RETC-REP y gestionar fondo de reciclaje.
Operación RETC-REP y bienes y servicios de consumo.
Fondo de reciclaje: inversión en instalaciones de recepción y almacenamiento, y financiamiento de educación ambiental.
Superintendencia de Medio Ambiente

Personal de fiscalización. Bienes y servicios de consumo

Presupuesto: contempla M$6.113.340 en régimen (aproximadamente 8.7 millones de dólares)
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Al año 5, en régimen, contempla M$3.962.990 para gastos de operación (personal + bienes y servicios), más M$2.100.000 para el Fondo de Reciclaje, y M$50.350 para gastos transitorios. Contratación de 96 profesionales: 22 vinculados a la Superintendencia para control y fiscalización, 39 vinculados a sistemas de gestión en las distintas regiones y 35 vinculadas a la administración del fondo de reciclaje.
Sistemas de gestión (M$1.652.500)
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Fondo de reciclaje (M$3.010.800)
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Fiscalización (M$1.190.940)
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Agregó que, para nuestro país, el proyecto de ley cuenta con un sentido de urgencia, dado que se pierden recursos y energía con la gestión actual de los residuos. Se creará un mercado y una industria que puede ser un buen negocio para todos. Además, establece incentivos a los municipios para disminuir la tasa de residuos que llegan a un relleno sanitario.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que la iniciativa legal apunta en el sentido correcto y, para entenderla mejor, formuló las siguientes consultas:

- La responsabilidad en la importación: por ejemplo, si se importan automóviles, ¿ese importador responde por los neumáticos?

- ¿Existe un cálculo del impacto final en los precios al consumidor que implicará la iniciativa?

- ¿Se aplican las obligaciones de la ley si el que importa el producto es una persona natural consumidor final que, por ejemplo, interna un televisor?

- Respecto del fondo de reciclaje, ¿existen ejemplos que se puedan dar de la experiencia comparada?
El Honorable Senador señor García observó que el monto de las multas de hasta diez mil unidades tributarias anuales es bastante alto y, en relación a ello, preguntó si existen criterios de proporcionalidad suficientes que correspondan al daño que se cause y los montos involucrados.
El Honorable Senador señor Montes expresó que hace una década se preparaban iniciativas sobre la materia que no prosperaron. Consideró como muy relevante que se apruebe el proyecto de ley, dado que, como país, nos encontramos muy atrasados en la materia.

Agregó que, en una coyuntura que obliga a redefinir la matriz productiva, se debe aplicar esa mirada en la formulación e implementación de la iniciativa legal, que puede implicar una nueva fuente de riqueza y de valor.

Acotó que se trata de una materia en que el Estado debe iniciar las inversiones, porque no es un campo que sea rentable para el privado al comienzo, y después debe verse cómo traspasar el gasto del Fisco a quienes corresponda.

Observó que en el trámite anterior presentó indicaciones que fueron declaradas inadmisibles, que buscaban que el Ministerio del Medio Ambiente con el Ministerio de Energía y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo debieran elaborar un plan para las comunas. Añadió que la referida Subsecretaría cuenta con $5.000 millones para abordar la materia, pero se enfoca sólo en los rellenos sanitarios.

El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el proyecto de ley apunta en la línea correcta, pero con una visión parcial, faltando un tratamiento más global de la materia.
Señaló que en Suecia producen energía eléctrica en base a residuos, a tal nivel, que han debido importar basura. También recordó que una empresa quería instalarse en el norte del país para reciclar los neumáticos que dejaban de usarse en la minería para producir materia prima de asfalto. 

El  Ministro, señor Badenier, expresó que, efectivamente, llegan tarde en regular e impulsar la gestión de residuos y citó, como ejemplo, el caso de una industria instalada en Quilicura que importa botellas pet usadas desde Bolivia, Ecuador y Perú, y lo hacen no porque en Chile no existan suficientes botellas pet, sino por la carencia de una cadena de recolección y valorización de ese tipo de residuos.

Agregó que el proyecto de ley presenta la novedad que se reconoce, define e incluye a los recicladores de base, que son, aproximadamente, 60.000.

Acotó que, en el año 2005, la OCDE incluyó entre sus recomendaciones a Chile que se aprobara regulación en la materia.

Respecto de los costos que se traspasarían a los consumidores, indicó que debieran ser relativamente marginales, dado que se tratará de un negocio que recupera materias primas con un valor.

En cuanto al monto de las multas, señaló que el rango de hasta diez mil unidades tributarias anuales, es el mismo que contempla, actualmente, el régimen de la superintendencia del ramo dentro de su fiscalización. Por otro lado, expresó, el artículo 41 explicita que para fijar la sanción debe tenerse en cuenta el beneficio económico, la conducta y la capacidad económica del infractor.

En orden al caso de un particular que efectúe una importación individual, el mismo queda fuera del marco regulatorio de la futura ley, no obstante, existen incentivos para que los fabricantes de televisores –siguiendo el ejemplo planteado- busquen poder gestionar ese residuo, dado que deben cumplir metas que incluyen recolección de esos aparatos.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 4°
Inciso segundo

Letra c)
La disposición se refiere, dentro de la gestión de residuos, a la prevención y valorización.
La letra c) del inciso segundo dispone una etapa de consulta pública, que tendrá una duración mínima de treinta días hábiles, dentro de las etapas que deberá considerar el reglamento que establecerá los procedimientos a los que se refiere el antes citado artículo 4°.
Puesta en votación la letra c) del inciso segundo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 14
Se refiere al procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, que deberá contener, como mínimo, tres etapas que se indican.
Letra c)
Introduce una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.

Puesta en votación la letra c), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 31
Establece el fondo para el reciclaje. 
A continuación, indica que el Ministerio de Medio Ambiente contará con un fondo destinado a financiar proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.
Este fondo estará integrado por:
a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional.
b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación prescrito en el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto.
c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales.
d) Los recursos que para este objeto consulte anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público.
e) Los recursos que le asignen otras leyes.
f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.
Además, señala que el correspondiente reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:
a) Criterios de evaluación y selección de los proyectos, programas y acciones, entre ellos, la inclusión de los recicladores de base, la localización o disponibilidad presupuestaria de los municipios y la celebración o ejecución de convenios con sistemas de gestión.
b) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados.
c) Entrega de los recursos y procedimientos de control.
El Honorable Senador señor Montes reiteró su preocupación de que no se consideren aquí los recursos contemplados en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo por más de $5.000 millones.
El señor Ministro señaló que se han reunido con el señor Subsecretario, pero debe considerarse que el Programa mencionado busca mejorar la disposición final del residuo, y el proyecto de ley apunta a evitar la llegada del residuo al relleno sanitario.

Puesto en votación el artículo 31, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 37
Es del siguiente tenor:

“Artículo 37.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá y permitirá gestionar información sobre:

a) Los productores de productos prioritarios.

b) Los sistemas de gestión autorizados y sus integrantes.

c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.

d) Las instalaciones de recepción y almacenamiento.

e) Los gestores autorizados, incluyendo a las municipalidades y asociaciones de municipalidades que tuvieran convenios vigentes con un sistema de gestión, relativos al manejo de residuos de productos prioritarios, y a los recicladores de base, de conformidad con el artículo 32.

f) El cumplimiento de metas de recolección y valorización.

g) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.

El reglamento establecerá el contenido y funcionamiento del Registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial.

El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje de fácil comprensión a través de su sitio electrónico.”. 
El Honorable Senador señor Coloma consultó, respecto de la letra b), a qué se refiere la mención de los integrantes dentro del registro de los sistemas de gestión autorizados.

El señor Ministro explicó que se trata de los sistemas de gestión colectivos, donde se encuentran distintas empresas para organizar un único sistema para recolectar y gestionar un tipo de residuo, como pueden ser los fabricantes de neumáticos, por ejemplo.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 40
Se refiere a las sanciones. 
Dispone que las infracciones a la ley, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

Asimismo, la sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos:

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de hasta mil unidades tributarias anuales.

Puesto en votación el artículo 40, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo 44
Su tenor literal es el siguiente:

“Artículo 44.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.

Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Dicha Superintendencia será la encargada de fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.

La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.

b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:

“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.”. 
Puesto en votación el artículo 44, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Dispone lo siguiente:
“Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros cinco años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 32. Transcurrido dicho plazo sin haber acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.
El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 32.”.
Puesto en votación el artículo primero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
Artículo cuarto

Regula lo relativo al gasto fiscal, indicando que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de septiembre de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley crea tres nuevos instrumentos de gestión ambiental, la certificación, rotulación y etiquetado de productos, los sistemas de depósito y reembolso y, la responsabilidad extendida al productor (REP). El principal instrumento que introduce el proyecto corresponde a la responsabilidad extendida del productor, conforme al cual los productores (fabricantes o importadores) son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos que introducen en el mercado nacional.

La REP aplica a productos determinados como prioritarios, específicamente a los aceites lubricantes; aparatos eléctricos y electrónicos; diarios, periódicos y revistas; envases y embalajes; medicamentos; neumáticos; pilas y baterías; plaguicidas caducados y, a vehículos.

2. La principal obligación de los productores consiste en cumplir con metas de recolección y valorización de residuos asociadas por cada producto, las que se determinarán mediante un decreto supremo, previa tramitación de un procedimiento administrativo que involucra la participación de todos los actores implicados. Por su parte, el mecanismo a través del cual los productores deben cumplir con sus obligaciones de la REP es el llamado sistema de gestión, el que puede ser individual o colectivo, según lo definan los propios productores.

3. En apoyo a la REP, el proyecto se refiere también a la educación ambiental en el manejo de residuos, al reconocimiento de los recicladores de base a y la cooperación e involucramiento de las municipalidades, incluyendo la creación de un fondo para las mismas, destinado a financiar proyectos, programas, estudios y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

4. Finalmente, se establece un sistema de registro, para asegurar la debida transparencia del funcionamiento de la REP y su fiscalización. El sistema de fiscalización y sanción queda entregado a la Superintendencia del Medio Ambiente.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

Los recursos que pudiese demandar el presente proyecto de ley dependerán de lo que consigne anualmente ley de presupuestos para el Fondo Nacional de Gestión de Residuos.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de marzo de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente proyecto de ley crea tres nuevos instrumentos de gestión ambiental, la certificación, rotulación y etiquetado de productos, los sistemas de depósito y reembolso y, la responsabilidad extendida al productor (REP). El principal instrumento que introduce el proyecto corresponde a la responsabilidad extendida del productor, conforme al cual los productores (fabricantes o importadores) son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos que introducen en el mercado nacional. La REP aplica a productos determinados como prioritarios, específicamente a los aceites lubricantes; aparatos eléctricos y electrónicos; diarios, periódicos y revistas; envases y embalajes; medicamentos; neumáticos; pilas y baterías; plaguicidas; y a vehículos.

2. La principal obligación de los productores consiste en cumplir con metas de recolección y valorización de residuos asociadas por cada producto, las que se determinarán mediante un decreto supremo, previa tramitación de un procedimiento administrativo que involucra la participación de todos los actores implicados. Por su parte, el mecanismo a través del cual los productores deben cumplir con sus obligaciones de la REP es el llamado sistema de gestión, el que puede ser individual o colectivo, según lo definan los propios productores.

3. En apoyo a la REP, el proyecto se refiere también a la educación ambiental en el manejo de residuos, al reconocimiento de los recicladores de base y a la cooperación e involucramiento de las municipalidades, incluyendo la creación de un Fondo destinado a financiar proyectos, programas, estudios y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

4. Finalmente, se establece un sistema de registro, para asegurar la debida transparencia del funcionamiento de la REP y su fiscalización. El sistema de fiscalización y sanción queda entregado a la Superintendencia del Medio Ambiente.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales

1. El mayor gasto fiscal asociado a este proyecto de ley considera los recursos para financiar los gastos en personal y de operación, tanto a nivel central como en regiones, para las nuevas funciones establecidas en el proyecto para la Superintendencia del Medio Ambiente y la Subsecretaría del Medio Ambiente. El mayor gasto anual estimado en régimen por este concepto es de $3.963 millones, al que se llegara al tercer año.

2. Adicionalmente, para efectos de equipamiento, el primer año se contemplan gastos por una sola vez por $845 millones, el segundo año por $78 millones y el tercer año por $39 millones.

3. En cuanto al nuevo Fondo para el Reciclaje, éste se implementará gradualmente en cinco años, hasta llegar en régimen a un total de $2.100 millones anuales. Durante el primer y segundo año, tendrá un total de $1.020 millones y de $1.200 millones, respectivamente, y para el tercer y cuarto año, será de $1.500 y $1.800 millones, respectivamente.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a las reasignaciones presupuestarias efectuadas desde la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente, y en lo que faltase, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de agosto de 2015, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje crea tres nuevos instrumentos de gestión ambiental, la certificación, rotulación y etiquetado de productos, los sistemas de depósito y reembolso y, la responsabilidad extendida al productor (REP). Esta última implica que los productores (fabricantes o importadores) son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos que introducen en el mercado nacional.

La presente indicación realiza modificaciones al proyecto de ley, precisando su ámbito de aplicación.

II. Efectos de la Indicación Sobre los Gastos Fiscales

Estas modificaciones al proyecto de ley no implican un mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, cuyo texto es el siguiente:
“PROYECTO DE LEY:
Que establece marco para la gestión de residuos, la responsabilidad extendida del productor y fomento al reciclaje.
TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Objeto. La presente ley tiene por objeto disminuir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, a través de la instauración de la responsabilidad extendida del productor y otros instrumentos de gestión de residuos, con el fin de proteger la salud de las personas y el medio ambiente.

Artículo 2°.- Principios. Los principios que inspiran la presente ley son los siguientes:

a) El que contamina paga: el generador de un residuo es responsable de éste, así como de internalizar los costos y las externalidades negativas asociados a su manejo.
b) Gradualismo: las obligaciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización serán establecidas o exigidas de manera progresiva, atendiendo a la cantidad y peligrosidad de los residuos, las tecnologías disponibles, el impacto económico y social y la situación geográfica, entre otros.

c) Inclusión: conjunto de mecanismos e instrumentos de capacitación, financiación y formalización orientados a posibilitar la integración plena de los recicladores de base en la gestión de los residuos, incluidos los sistemas de gestión en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

d) Jerarquía en el manejo de residuos: orden de preferencia de manejo, que considera como primera alternativa la prevención en la generación de residuos, luego la reutilización, el reciclaje de los mismos o de uno o más de sus componentes y la valorización energética de los residuos, total o parcial, dejando como última alternativa su eliminación, acorde al desarrollo de instrumentos legales, reglamentarios y económicos pertinentes.

e) Libre competencia: el funcionamiento de los sistemas de gestión y la operación de los gestores en ningún caso podrá atentar contra la libre competencia.

f) Participativo: la educación, opinión y el involucramiento de la comunidad son necesarios para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización.

g) Precautorio: la falta de certeza científica no podrá invocarse para dejar de implementar las medidas necesarias para disminuir el riesgo de daños para el medio ambiente y la salud humana derivado del manejo de residuos.

h) Preventivo: conjunto de acciones o medidas que se reflejan en cambios en los hábitos en el uso de insumos y materias primas utilizadas en procesos productivos, diseño o en modificaciones en dichos procesos, así como en el consumo, destinadas a evitar la generación de residuos, la reducción en cantidad o la peligrosidad de los mismos.

i) Responsabilidad del generador de un residuo: el generador de un residuo es responsable de éste, desde su generación hasta su valorización o eliminación, en conformidad a la ley.
j) Transparencia y publicidad: la gestión de residuos se efectuará con transparencia, de manera que la comunidad pueda acceder a la información relevante sobre la materia.

k) Trazabilidad: conjunto de procedimientos preestablecidos y autosuficientes que permiten conocer las cantidades, ubicación y trayectoria de un residuo o lote de residuos a lo largo de la cadena de manejo.

Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

1) Almacenamiento: acumulación de residuos en un lugar específico por un tiempo determinado.

2) Ciclo de vida de un producto: etapas consecutivas e interrelacionadas de un sistema productivo, desde la adquisición de materias primas o su generación a partir de recursos naturales, hasta su eliminación como residuo.

3) Comercializador: toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que vende un producto prioritario al consumidor.

En el caso de envases y embalajes, el comercializador es aquél que vende el bien de consumo envasado o embalado al consumidor.
4) Consumidor: todo generador de un residuo de producto prioritario.

5) Consumidor industrial: todo establecimiento industrial, de acuerdo a la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, que genere residuos de un producto prioritario.
6) Distribuidor: toda persona natural o jurídica, distinta del productor, que comercializa un producto prioritario antes de su venta al consumidor.

En el caso de envases y embalajes, el distribuidor es aquél que comercializa el bien de consumo envasado o embalado antes de su venta al consumidor.
7) Ecodiseño: integración de aspectos ambientales en el diseño del producto, envase, embalaje, etiquetado u otros, con el fin de disminuir las externalidades ambientales a lo largo de todo su ciclo de vida.

8) Eliminación: todo procedimiento cuyo objetivo es disponer en forma definitiva o destruir un residuo en instalaciones autorizadas.

9) Generador: poseedor de un producto, sustancia u objeto que lo desecha o tiene la obligación de desecharlo de acuerdo a la normativa vigente.

10) Gestor: persona natural o jurídica, pública o privada, que realiza cualquiera de las operaciones de manejo de residuos y que se encuentra autorizada y registrada en conformidad a la normativa vigente.

11) Gestión: operaciones de manejo y otras acciones de política, de planificación, normativas, administrativas, financieras, organizativas, educativas, de evaluación, de seguimiento y fiscalización, referidas a residuos.

12) Instalación de recepción y almacenamiento: lugar o establecimiento de recepción y acumulación selectiva de residuos, debidamente autorizado.

13) Manejo: todas las acciones operativas a las que se somete un residuo, incluyendo, entre otras, recolección, almacenamiento, transporte, pretratamiento y tratamiento.

14) Manejo ambientalmente racional: la adopción de todas las medidas posibles para garantizar que los residuos se manejen de manera que el medio ambiente y la salud de las personas queden protegidos contra los efectos perjudiciales que pueden derivarse de tales residuos.

15) Mejores prácticas ambientales: la aplicación de la combinación más exigente y pertinente de medidas y estrategias de control ambiental.

16) Mejores técnicas disponibles: la etapa más eficaz y avanzada en el desarrollo de los procesos, instalaciones o métodos de operación, que expresan la pertinencia técnica, social y económica de una medida particular para limitar los impactos negativos en el medio ambiente y la salud de las personas.

17) Ministerio: Ministerio del Medio Ambiente.

18) Preparación para la reutilización: acción de revisión, limpieza o reparación, mediante la cual productos o componentes de productos desechados se acondicionan para que puedan reutilizarse sin ninguna otra transformación previa.

19) Pretratamiento: operaciones físicas preparatorias o previas a la valorización o eliminación, tales como separación, desembalaje, corte, trituración, compactación, mezclado, lavado y empaque, entre otros, destinadas a reducir su volumen, facilitar su manipulación o potenciar su valorización.

20) Producto prioritario: sustancia u objeto que una vez transformado en residuo, por su volumen, peligrosidad o presencia de recursos aprovechables, queda sujeto a las obligaciones de la responsabilidad extendida del productor, en conformidad a esta ley.

21) Productor de un producto prioritario o productor: persona que, independientemente de la técnica de comercialización:

a) enajena un producto prioritario por primera vez en el mercado nacional.

b) enajena bajo marca propia un producto prioritario adquirido de un tercero que no es el primer distribuidor.

c) importa un producto prioritario para su propio uso profesional.

En el caso de envases y embalajes, el productor es aquél que introduce en el mercado el bien de consumo envasado o embalado.

El decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario sobre la base de criterios y antecedentes fundados determinará los productores a los que les será aplicable la responsabilidad extendida del productor, previa consideración de su condición de micro, pequeña o mediana empresa, según lo dispuesto en la ley N°20.416.

22) Reciclador de base: persona natural que, mediante el uso de la técnica artesanal y semi industrial, se dedica en forma directa y habitual a la recolección selectiva de residuos domiciliarios o asimilables y a la gestión de instalaciones de recepción y almacenamiento de tales residuos, incluyendo su clasificación y pretratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también como recicladores de base las personas jurídicas que estén compuestas exclusivamente por personas naturales registradas como recicladores de base, en conformidad al artículo 37.

23) Reciclaje: empleo de un residuo como insumo o materia prima en un proceso productivo, incluyendo el coprocesamiento y compostaje, pero excluyendo la valorización energética.

24) Recolección: operación consistente en recoger residuos, incluido su almacenamiento inicial, con el objeto de transportarlos a una instalación de almacenamiento, una instalación de valorización o de eliminación, según corresponda. La recolección de residuos separados en origen se denomina diferenciada o selectiva.

25) Residuo: sustancia u objeto que su generador desecha o tiene la intención u obligación de desechar de acuerdo a la normativa vigente.

26) Reutilización: acción mediante la cual productos o componentes de productos desechados se utilizan de nuevo, sin involucrar un proceso productivo.

27) Sistema de gestión: mecanismo instrumental para que los productores, individual o colectivamente, den cumplimiento a las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, a través de la implementación de un plan de gestión.

28) Superintendencia: Superintendencia del Medio Ambiente.

29) Tratamiento: operaciones de valorización y eliminación de residuos.

30) Valorización: conjunto de acciones cuyo objetivo es recuperar un residuo, uno o varios de los materiales que lo componen o el poder calorífico de los mismos. La valorización comprende la preparación para la reutilización, el reciclaje y la valorización energética.

31) Valorización energética: empleo de un residuo con la finalidad de aprovechar su poder calorífico.

TITULO II

DE LA GESTIÓN DE LOS RESIDUOS

Artículo 4°.- De la prevención y valorización. Todo residuo potencialmente valorizable deberá ser destinado a tal fin evitando su eliminación.

Para tal efecto, el Ministerio, considerando el principio de gradualismo y cuando sea pertinente, deberá establecer mediante decreto supremo los siguientes instrumentos destinados a prevenir la generación de residuos o promover su valorización:

a) Ecodiseño.

b) Certificación, rotulación y etiquetado de uno o más productos.

c) Sistemas de depósito y reembolso.

d) Mecanismos de separación en origen y recolección selectiva de residuos.

e) Mecanismos para asegurar un manejo ambientalmente racional de residuos.

f) Mecanismos para prevenir la generación de residuos, incluyendo medidas para evitar que productos aptos para el uso o consumo, según lo determine el decreto supremo respectivo, se conviertan en residuos.
Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan los instrumentos anteriores. Este procedimiento deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos competentes y privados, incluyendo a los recicladores de base.

c) Una etapa de consulta pública, la cual tendrá una duración mínima de treinta días hábiles.

La propuesta de decreto supremo que regule alguno de los instrumentos señalados en los literales anteriores deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300. Tal decreto será reclamable en los términos establecidos en el artículo 16.

La Superintendencia será competente para fiscalizar el cumplimiento de dichos instrumentos e imponer sanciones, en conformidad a su ley orgánica.

Artículo 5°.- Obligaciones de los generadores de residuos. Todo generador de residuos deberá entregarlos a un gestor autorizado para su tratamiento, de acuerdo con la normativa vigente, salvo que proceda a manejarlos por sí mismo en conformidad al artículo siguiente. El almacenamiento de tales residuos deberá igualmente cumplir con la normativa vigente.

Los residuos sólidos domiciliarios y asimilables deberán ser entregados a la municipalidad correspondiente o a un gestor autorizado para su manejo.

Lo dispuesto en los incisos anteriores es sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34.
Artículo 6°.- Obligaciones de los gestores de residuos. Todo gestor deberá manejar los residuos de manera ambientalmente racional, aplicando las mejores técnicas disponibles y mejores prácticas ambientales, en conformidad a la normativa vigente, y contar con la o las autorizaciones correspondientes.

Asimismo, todo gestor deberá declarar, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, al menos, el tipo, cantidad, costos, tarifa del servicio, origen, tratamiento y destino de los residuos, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300.

Artículo 7°.- Los gestores de residuos peligrosos que determine el Reglamento Sanitario sobre Manejo de Residuos Peligrosos, deberán contar con un seguro por daños a terceros y al medio ambiente.
Artículo 8°.- Obligaciones de los importadores y exportadores de residuos. Los importadores y exportadores de residuos se regirán por lo dispuesto en el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de desechos peligrosos y su eliminación, y por las demás normas legales y reglamentarias que regulen la materia.

Se prohíbe la importación de residuos peligrosos para su eliminación.
Mediante decreto supremo, expedido por el Ministerio y firmado además por el Ministro de Salud, se establecerán los requisitos, exigencias y procedimientos para la autorización de importación, exportación y tránsito de residuos, el que deberá incluir la regulación de las garantías asociadas.

Cuando la autoridad correspondiente advierta que un importador o exportador no cuenta con la autorización señalada en el inciso precedente, el Ministerio podrá adoptar las medidas necesarias para el adecuado manejo de los residuos, a costa del infractor, debiendo siempre manejar los residuos de manera que garantice la protección del medio ambiente y la salud de las personas.
El Ministerio estará facultado para denegar fundadamente las autorizaciones de importación y exportación, cuando existan antecedentes de que los residuos no serán sometidos a un manejo ambientalmente racional.

Todo importador y exportador de residuos deberá informar, al menos, el tipo de residuo, cantidad, origen, tratamiento aplicado, incluyendo el destino de los residuos generados, cuando corresponda, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes.
TITULO III

DE LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo 9°.- Responsabilidad extendida del productor. La responsabilidad extendida del productor corresponde a un régimen especial de gestión de residuos, conforme al cual los productores de productos prioritarios son responsables de la organización y financiamiento de la gestión de los residuos de los productos prioritarios que comercialicen en el país.

Los productores de productos prioritarios deberán cumplir con las siguientes obligaciones:

a) Inscribirse en el registro establecido en el artículo 37.

b) Organizar y financiar la recolección de los residuos de los productos prioritarios en todo el territorio nacional, así como su almacenamiento, transporte y tratamiento en conformidad a la ley, a través de alguno de los sistemas de gestión a que se refiere el párrafo 3° de este título. La presente obligación será exigible con la entrada en vigencia de los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.

c) Cumplir con las metas y otras obligaciones asociadas, en los plazos, proporción y condiciones establecidos en el respectivo decreto supremo.

d) Asegurar que la gestión de los residuos de los productos prioritarios se realice por gestores autorizados y registrados.

e) Las demás que establezca esta ley.
Artículo 10.- Productos Prioritarios. La responsabilidad extendida del productor aplicará a las categorías o subcategorías definidas en los respectivos decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas, para los siguientes productos prioritarios:

a) Aceites lubricantes.

b) Aparatos eléctricos y electrónicos.

c) Baterías.

d) Envases y embalajes.

e) Neumáticos.

f) Pilas.

Para la definición de las categorías y subcategorías deberá considerarse la efectividad del instrumento para la gestión del residuo, su volumen, peligrosidad, potencial de valorización o el carácter de domiciliario o no domiciliario del residuo.

El Ministerio, a través de los decretos supremos referidos, podrá igualmente aplicar la responsabilidad extendida del productor a las categorías y subcategorías de otros productos, los que se entenderán productos prioritarios. Para tal efecto, deberán considerarse los criterios referidos en el inciso anterior.
Artículo 11.- Productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas. El Ministerio podrá requerir a los productores, cuyos productos prioritarios se encuentren en una categoría o subcategoría excluida de la aplicación de la responsabilidad extendida del productor, informar anualmente y respecto al año inmediatamente anterior al requerimiento, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos comercializados en el país.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Los diarios, periódicos y revistas se considerarán productos prioritarios no sometidos a metas ni obligaciones asociadas y quedarán sujetos a las disposiciones del presente artículo.

La información referida podrá ser requerida por primera vez en un plazo máximo de doce meses, contado desde la entrada en vigencia del decreto supremo respectivo. En el caso de diarios, periódicos y revistas, dicho plazo se contará desde la publicación de la presente ley.
Párrafo 2°

Metas de recolección y valorización y otras obligaciones asociadas

Artículo 12.- Metas de recolección y valorización. Tanto las metas de recolección como de valorización de los residuos de productos prioritarios serán establecidas mediante decretos supremos dictados por el Ministerio.

El establecimiento de tales metas se efectuará en relación a la cantidad de productos prioritarios introducidos en el mercado nacional por cada productor, aplicando los principios de gradualismo y de jerarquía en el manejo de residuos, considerando las mejores técnicas disponibles y las mejores prácticas ambientales como criterio para tal efecto.

Estos decretos supremos podrán establecer diferencias en las metas en base a consideraciones demográficas, geográficas y de conectividad.
Artículo 13.- Obligaciones asociadas. Con el fin de asegurar el cumplimiento de metas, los decretos supremos indicados en el artículo anterior podrán regular las siguientes obligaciones:

a) De etiquetado.

b) De información a distribuidores o comercializadores, gestores y consumidores, incluyendo la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos.
c) De diseño e implementación de estrategias de comunicación y sensibilización.

d) De diseño e implementación de medidas de prevención en la generación de residuos.

e) De entrega separada en origen y recolección selectiva de residuos.

f) De limitaciones en la presencia de sustancias peligrosas en los productos.

g) De exigencias de ecodiseño.

h) De diseño, cobertura y operación de instalaciones de recepción y almacenamiento. 

i) Especificación de los roles y responsabilidades que corresponden a los diferentes actores involucrados en el cumplimiento de las metas, en virtud de lo dispuesto en la presente ley.
Artículo 14.- Procedimiento para el establecimiento de metas y otras obligaciones asociadas. Un reglamento establecerá el procedimiento para la elaboración de los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas por producto prioritario, el que deberá contener a lo menos las siguientes etapas:

a) Un análisis general del impacto económico y social.

b) Una consulta a organismos públicos y privados competentes, quienes conformarán un comité operativo ampliado que el Ministerio creará, de conformidad al artículo 70, letra x), de la ley N°19.300. Dicho comité se constituirá por representantes de los ministerios, así como por personas naturales y jurídicas ajenas a la Administración del Estado que representen a los productores, los gestores de residuos, las asociaciones de consumidores, los recicladores de base, la academia, las organizaciones no gubernamentales, entre otros.

c) Una etapa de consulta pública, la que incluirá la opinión del Consejo Consultivo del Ministerio del Medio Ambiente.

Artículo 15.- Pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad. La propuesta de decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas deberá ser sometida al pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, de conformidad a lo establecido en los artículos 71 y siguientes de la ley N°19.300.

Artículo 16.- Recurso de reclamación. Sin perjuicio de los recursos administrativos que procedan, los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas serán reclamables ante el Tribunal Ambiental respectivo, por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y que le causan perjuicio.

El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial. 

Los recursos serán conocidos por el tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la competencia de los demás.

La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los efectos del acto impugnado.

Artículo 17.- De la revisión de las metas y otras obligaciones asociadas. Las metas de recolección y valorización de residuos de los productos prioritarios, así como las demás obligaciones asociadas, deberán ser revisadas como máximo cada cinco años, de conformidad al procedimiento establecido en el reglamento.

Artículo 18.- Interpretación administrativa. Corresponderá al Ministerio interpretar administrativamente las disposiciones contenidas en los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas.
Párrafo 3°

De los sistemas de gestión

Artículo 19.- Sistemas de gestión. Las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor deberán cumplirse a través de un sistema de gestión, individual o colectivo.

Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán restringir la aplicación de uno u otro sistema, a fin de evitar distorsiones de mercado que pongan en riesgo la efectividad de la responsabilidad extendida del productor, o afecten la libre competencia en los términos establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, oyendo previamente al organismo público competente.
Artículo 20.- Sistemas colectivos de gestión. Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera colectiva, deberán hacerlo mediante la constitución o incorporación a una persona jurídica que no distribuya utilidades entre sus asociados, la que será responsable ante la autoridad. Dicha persona jurídica tendrá como fin exclusivo la gestión de los residuos de los productos prioritarios, y en ningún caso se entenderá como organización de interés público para los efectos de la ley N°20.500.

Asimismo, deberá estar integrada exclusivamente por productores, salvo que el respectivo decreto supremo permita la integración de distribuidores u otros actores relevantes.

En caso de incumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor, cada productor responderá ante el sistema colectivo que integre, en proporción a las metas que le apliquen.
Sin perjuicio de la normativa aplicable a la persona jurídica que se constituya, los estatutos deberán garantizar la incorporación de todo productor del respectivo producto prioritario, en función de criterios objetivos, y la participación equitativa de productores, que aseguren acceso a la información y respeto a la libre competencia, y podrán  establecer una remuneración para sus directores.

Los productores deberán financiar los costos en que incurra la referida persona jurídica en el cumplimiento de su función, en base a criterios objetivos, tales como la cantidad de productos comercializados en el país y la composición o diseño de tales productos, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario.

En caso de extinción de la persona jurídica, sus bienes pasarán a otro sistema colectivo de gestión o a los productores asociados, según sus estatutos.

Artículo 21.- Sistemas individuales de gestión. Los productores que asuman el cumplimiento de sus obligaciones de manera individual podrán contratar directamente con gestores autorizados y registrados.
Artículo 22.- Obligaciones de los sistemas de gestión. Todo sistema de gestión deberá:

a) Constituir y mantener vigente fianza, seguro u otra garantía para asegurar el cumplimiento de la obligación a que se refiere el artículo 9°, letra c), según lo dispuesto en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas a cada producto prioritario, sólo tratándose de un sistema colectivo de gestión.

b) Celebrar los convenios necesarios con gestores registrados y autorizados, municipalidades o asociaciones municipales con personalidad jurídica en los términos establecidos en los artículos 24 y 25, respectivamente.

c) Entregar al Ministerio los informes de avance o finales, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre el cumplimiento de las metas y otras obligaciones asociadas, en los términos establecidos en el respectivo decreto supremo. La Superintendencia podrá requerir que los informes sean certificados por un auditor externo. El informe final de cumplimiento deberá contener, al menos, la cantidad de productos prioritarios comercializados por los productores que integran el sistema en el país en el período inmediatamente anterior; una descripción de las actividades realizadas; el costo de la gestión de residuos, en el caso de un sistema individual, y la tarifa correspondiente al costo de la gestión de residuos y su fórmula de cálculo, en el caso de un sistema colectivo; y el cumplimiento de las metas de recolección y valorización, así como de las obligaciones asociadas, si corresponde.

d) Proporcionar al Ministerio o la Superintendencia toda información adicional que le sea requerida por éstos, referida al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el marco de la responsabilidad extendida del productor.

Artículo 23.- Permiso municipal para la utilización de bienes nacionales de uso público. Sin perjuicio de la celebración de un convenio de acuerdo al artículo 25, los sistemas de gestión autorizados podrán solicitar a la municipalidad respectiva un permiso no precario para utilizar veredas, plazas, parques y otros bienes nacionales de uso público para el establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento.

Los antecedentes para solicitar el permiso, los derechos aplicables y las condiciones de operación serán establecidos mediante ordenanza municipal. Sin perjuicio de la autorización sanitaria referida en el artículo 35, en relación al manejo y disposición de residuos peligrosos.
La municipalidad otorgará fundadamente el permiso si se comprueba que su ejercicio no perjudica el uso principal de los bienes y se ajusta a lo dispuesto en los respectivos decretos supremos, ordenanzas municipales e instrumentos de planificación territorial.

El plazo del permiso no podrá ser inferior a cinco años.

El establecimiento, operación y mantención de las instalaciones de recepción y almacenamiento será de responsabilidad del productor o de su sistema de gestión.
Artículo 24.- Convenios con gestores. Los sistemas de gestión sólo podrán contratar con gestores autorizados y registrados.

Para tal efecto, los sistemas colectivos de gestión deberán realizar una licitación abierta, esto es, un procedimiento concursal, mediante el cual el respectivo sistema de gestión realiza un llamado público a través de su sitio electrónico, convocando a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas para un servicio de manejo de residuos. Las bases de licitación deberán ser entregadas de manera gratuita a los recicladores de base que manifiesten interés en participar.

Los servicios de recolección y tratamiento serán licitados por separado. En el caso de la recolección, los contratos deberán tener una duración máxima de cinco años.

Los sistemas colectivos de gestión deberán contar con un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en dichas bases no existen reglas que impidan, restrinjan o entorpezcan la libre competencia. Las licitaciones se ajustarán a los términos que establezca el citado informe.

Los sistemas colectivos de gestión, cuando así lo requieran, deberán solicitar al Ministerio que se les exceptúe de realizar una licitación abierta por razones fundadas, como ausencia o inadmisibilidad de interesados en ella; casos de emergencia, urgencia o imprevisto; circunstancias o características del convenio que así lo requieran y cuando se trate de la contratación de recicladores de base.

Lo establecido en los incisos anteriores no se aplicará cuando los gestores sean municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, caso en el cual se regirán por lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 25.- Convenios con municipalidades. Los sistemas de gestión podrán celebrar convenios con las municipalidades o asociaciones de municipalidades con personalidad jurídica, destinados a la separación en origen, a la recolección selectiva, al establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios, o a la ejecución de otras acciones que faciliten la implementación de esta  ley en sus comunas.

Las municipalidades o asociaciones de municipalidades podrán ejecutar dichos convenios directamente o a través de terceros, caso en el que deberán someterse a lo prescrito en el artículo 24, sin perjuicio de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.

Las diferencias que se presenten a propósito de los convenios señalados en el inciso precedente, podrán someterse al conocimiento de un juez árbitro que tendrá el carácter de arbitrador de conformidad a lo establecido en el Código Orgánico de Tribunales.
Artículo 26.- Autorización de los sistemas de gestión. Los sistemas de gestión serán autorizados por el Ministerio, para lo cual deberán presentar, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, un plan de gestión que contenga, al menos, lo siguiente:

a) La identificación del o los productores, de su o sus representantes e información de contacto.

b) La identificación de la persona jurídica, copia de sus estatutos e identificación de los asociados, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

c) Las reglas y procedimientos, en el caso de un sistema colectivo de gestión, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema, que garanticen el respeto a las normas para la defensa de la libre competencia.

Para garantizar el cumplimiento de lo anterior, será necesario acompañar un informe del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia que declare que en las reglas y procedimientos, para la incorporación de nuevos asociados y funcionamiento del sistema colectivo de gestión, no existen hechos, actos o convenciones que puedan impedir, restringir o entorpecer la libre competencia.
d) La estimación anual de los productos prioritarios a ser comercializados en el país, promedio de su vida útil y estimación de los residuos a generar en igual período.

e) La estrategia para lograr el cumplimiento de las metas y demás obligaciones asociadas en todo el territorio nacional.

f) El mecanismo de financiamiento de las operaciones de gestión y copia de la garantía constituida, si corresponde.

g) Los procedimientos de licitación, en el caso de un sistema colectivo de gestión.

h) Los mecanismos de seguimiento y control de funcionamiento de los servicios contratados para el manejo de residuos.

i) Los procedimientos para la recolección y entrega de información al Ministerio.

j) Los sistemas de verificación de cumplimiento del plan.

Dicho plan tendrá por objeto dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta ley y tendrá una vigencia de cinco años. El Ministerio autorizará aquellos planes que garanticen de forma razonable su eficacia para alcanzar dicho objeto.
El reglamento respectivo de la presente ley, establecerá el procedimiento, los requisitos y criterios para la autorización de los sistemas de gestión, así como los requisitos de idoneidad de los auditores externos.

Los sistemas que sean autorizados serán incorporados por el Ministerio en el registro a que se refiere el artículo 37.

Artículo 27.- Renovación de la autorización. La solicitud de renovación de la autorización del sistema de gestión deberá presentarse ante el Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, con al menos seis meses de antelación al vencimiento del respectivo plan de gestión. En lo demás se regirá por lo dispuesto en el artículo anterior.

Artículo 28.- Actualización del plan de gestión. Toda modificación del plan de gestión deberá ser informada al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, en el plazo de tres días hábiles.

Las modificaciones significativas que recaigan sobre los contenidos referidos en las letras b), c), e), f) y g) del artículo 26 requerirán la autorización del Ministerio, en los términos establecidos en el reglamento.

TITULO IV

MECANISMOS DE APOYO A LA RESPONSABILIDAD EXTENDIDA DEL PRODUCTOR

Artículo 29.- Educación ambiental. El Ministerio diseñará e implementará programas de educación ambiental, formal e informal, destinados a transmitir conocimientos y crear conciencia en la comunidad sobre la prevención en la generación de residuos y su valorización, con pertinencia al territorio donde se aplique el programa, cuando corresponda.

Los recicladores de base y otro tipo de gestores, así como los productores de productos prioritarios, podrán colaborar en la implementación de tales programas.

Artículo 30.- Municipalidades. A fin de colaborar con el adecuado cumplimiento del objeto de esta ley, las municipalidades:

a) Podrán, de manera individual o asociada, celebrar convenios con sistemas de gestión.

b) Podrán celebrar convenios con recicladores de base.

c) Se pronunciarán fundadamente sobre las solicitudes de los sistemas de gestión respecto a permisos para el establecimiento u operación de instalaciones de recepción y almacenamiento en los bienes nacionales de uso público bajo su administración, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 23, y en conformidad a lo señalado en el artículo 65, letra c), de la ley orgánica constitucional de Municipalidades, si correspondiere.

d) Deberán incorporar en sus ordenanzas municipales la obligación de separar los residuos en origen y fomentar el reciclaje, cuando así lo determine el decreto supremo que establezca metas y otras obligaciones asociadas.

e) Promoverán la educación ambiental de la población sobre la prevención en la generación de residuos y su valorización.

f) Podrán diseñar e implementar estrategias de comunicación y sensibilización.

g) Podrán diseñar e implementar medidas de prevención en la generación de residuos.

La función privativa de aseo y ornato de las municipalidades no podrá ser invocada para impedir el manejo de los residuos de productos prioritarios por parte de los sistemas de gestión.
Artículo 31.- Del fondo para el reciclaje. El Ministerio contará con un fondo destinado a financiar proyectos, programas y acciones para prevenir la generación de residuos y fomentar su reutilización, reciclaje y otro tipo de valorización, ejecutados por municipalidades o asociaciones de éstas.

Este fondo estará integrado por:

a) Los recursos que el Estado reciba por concepto de asistencia técnica o cooperación internacional.

b) Las donaciones, herencias y legados que reciba, las que estarán exentas del trámite de insinuación prescrito en el artículo 1401 del Código Civil y de toda contribución o impuesto.

c) Las transferencias que conforme a su presupuesto realicen los gobiernos regionales.

d) Los recursos que para este objeto consulte anualmente la ley de Presupuestos del Sector Público.

e) Los recursos que le asignen otras leyes.

f) En general, cualquier otro aporte proveniente de entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras, a cualquier título.

El reglamento deberá contener, a lo menos, las siguientes materias:

a) Criterios de evaluación y selección de los proyectos, programas y acciones, entre ellos, la inclusión de los recicladores de base, la localización o disponibilidad presupuestaria de los municipios y la celebración o ejecución de convenios con sistemas de gestión.
b) Derechos y obligaciones de los proponentes seleccionados.

c) Entrega de los recursos y procedimientos de control.

Artículo 32.- Recicladores de base. Los recicladores de base registrados en conformidad al artículo 37 podrán participar de la gestión de residuos para el cumplimiento de las metas.

Para registrarse, deberán estar debidamente certificados en el marco del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales establecido en la ley N°20.267.

Artículo 33.- De las obligaciones de los distribuidores y comercializadores. Los decretos supremos que establezcan metas y otras obligaciones asociadas podrán establecer que los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios cuyas instalaciones tengan una determinada superficie, estarán obligados a:

1.- Convenir con un sistema de gestión el establecimiento y operación de una instalación de recepción y almacenamiento, de acuerdo a lo dispuesto en el decreto supremo. La operación de dicha instalación será de cargo del sistema de gestión.

2.- Aceptar sin costo la entrega de los residuos de productos prioritarios que comercialice de parte de los consumidores. La obligación de aceptar la entrega no podrá supeditarse a la venta de un nuevo producto.

3.- Entregar a título gratuito, al respectivo sistema de gestión, todos aquellos residuos recibidos de los consumidores.

Las instalaciones de recepción y almacenamiento destinadas a tal efecto no requerirán de una autorización sanitaria adicional a la del mismo establecimiento.

Asimismo, se prohíbe a todo distribuidor y comercializador la enajenación de productos prioritarios cuyo productor no se encuentre adscrito a un sistema de gestión, cuando está en riesgo la salubridad pública o la conservación del patrimonio ambiental.
Artículo 34.- De las obligaciones de los consumidores. Todo consumidor estará obligado a entregar el residuo de un producto prioritario al respectivo sistema de gestión, bajo las condiciones básicas establecidas por éstos e informadas a todos los involucrados.

Sin perjuicio de lo anterior, los consumidores industriales podrán valorizar, por sí mismos o a través de gestores autorizados y registrados, los residuos de productos prioritarios que generen. En este caso, deberán informar al Ministerio, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, sobre la valorización efectuada.

Los consumidores industriales que generen una cantidad de residuos superior a la señalada en el decreto supremo que establezca las metas y otras obligaciones asociadas y no den cumplimiento a lo dispuesto en los incisos anteriores, serán sancionados en conformidad a la presente ley.
Artículo 35.- Autorización Sanitaria. Un reglamento establecerá la regulación específica de un procedimiento simplificado, los plazos, las condiciones y los requisitos para la autorización sanitaria de las labores de recolección y las instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos, peligrosos y no peligrosos, de productos prioritarios, desarrolladas por un gestor autorizado y registrado acorde a la presente ley.

Las instalaciones de pretratamiento de residuos no peligrosos se someterán a lo dispuesto en el inciso precedente.

Artículo 36.- Permiso de Edificación. La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones regulará un procedimiento  simplificado para la obtención de permisos de edificación respecto de aquellas instalaciones de recepción y almacenamiento de residuos de productos prioritarios sujetos a la presente ley, que lo requieran.
TÍTULO V

SISTEMA DE INFORMACION

Artículo 37.- Registro. El Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, a que se refiere el artículo 70, letra p), de la ley N°19.300, contendrá y permitirá gestionar información sobre:

a) Los productores de productos prioritarios.

b) Los sistemas de gestión autorizados y sus integrantes.

c) Los distribuidores o comercializadores de productos prioritarios, cuando corresponda.

d) Las instalaciones de recepción y almacenamiento.
e) Los gestores autorizados, incluyendo a las municipalidades y asociaciones de municipalidades que tuvieran convenios vigentes con un sistema de gestión, relativos al manejo de residuos de productos prioritarios, y a los recicladores de base, de conformidad con el artículo 32.

f) El cumplimiento de metas de recolección y valorización.

g) Toda otra información que establezca el respectivo reglamento.

El reglamento establecerá el contenido y funcionamiento del Registro, el que deberá asegurar la confidencialidad comercial e industrial.

El Ministerio procurará que la información contenida en el registro sea difundida en un lenguaje de fácil comprensión a través de su sitio electrónico.

TÍTULO VI

RÉGIMEN DE FISCALIZACIÓN Y SANCIONES

Artículo 38.- Fiscalización y seguimiento. Corresponderá a la Superintendencia la fiscalización del cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de cada producto prioritario y de las obligaciones asociadas, contenidas en el decreto respectivo, como, asimismo, del funcionamiento del sistema de gestión, el cumplimiento de los deberes de información y otras obligaciones establecidas en la presente ley.
Cuando el Ministerio cuente con antecedentes que permitan presumir una infracción, deberá remitirlos a la Superintendencia y solicitar el inicio de un procedimiento sancionatorio.

Con el fin de verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, la Superintendencia podrá requerir información a gestores de residuos, a sistemas de gestión, a distribuidores o comercializadores, al Ministerio de Salud, al Servicio Nacional de Aduanas, al Servicio de Impuestos Internos, a Municipios, entre otros.

Artículo 39.- Infracciones. Corresponderá a la Superintendencia sancionar las siguientes infracciones, de conformidad a lo establecido en el Párrafo 3° del Título III de su ley orgánica.
Constituirán infracciones gravísimas:
a) No inscribirse en el registro establecido en el artículo 37.

b) No contar con un sistema de gestión autorizado.

c) Celebrar convenios con gestores en contravención a lo dispuesto en el artículo 24.

d) Entregar información falsa a la Superintendencia o al Ministerio.
e) No entregar el informe final de cumplimiento de la meta de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.
f) Entregar residuos de productos prioritarios a gestores no registrados ante el Ministerio.
Constituirán infracciones graves:

a) No cumplir con las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.
b) No contar con la fianza, seguro u otra garantía, según lo dispuesto en el artículo 22, letra a).

c) No declarar información conforme al artículo 6°.

d) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 8°.

e) No cumplir con las obligaciones asociadas establecidas en el decreto supremo que establezca metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios.

f) No cumplir con el requerimiento de información efectuado por la Superintendencia.

g) No renovar la autorización del sistema de gestión.

h) Efectuar cambios al plan de gestión sin previa autorización, cuando ésta sea requerida en conformidad al artículo 28.

i) No entregar los informes de avance de cumplimiento de las metas de recolección y valorización de residuos de productos prioritarios, dentro del plazo establecido en el decreto respectivo.

j) No declarar oportunamente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, la información exigida por la presente ley.

k) No cumplir con las obligaciones establecidas en el artículo 33.

l) No cumplir con lo dispuesto en el artículo 34 inciso tercero.
Constituirán infracciones leves:

a) No proporcionar al Ministerio información adicional requerida.

b) No informar las modificaciones del plan de gestión en los plazos establecidos por la ley, en los casos que no requiera de autorización expresa.

c) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo 11.
d) No cumplir con la obligación de informar establecida en el artículo segundo transitorio.

Artículo 40.- Sanciones. Las infracciones a esta ley, podrán ser objeto de las siguientes sanciones:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

La sanción que corresponda aplicar a cada infracción se determinará, según su gravedad, dentro de los siguientes rangos:

a) Las infracciones gravísimas podrán ser objeto de multa de hasta diez mil unidades tributarias anuales.

b) Las infracciones graves podrán ser objeto de multa de hasta cinco mil unidades tributarias anuales.

c) Las infracciones leves podrán ser objeto de amonestación por escrito o multa de hasta mil unidades tributarias anuales.

Artículo 41.- Circunstancias para la determinación de la sanción. Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerarán las siguientes circunstancias:

a) Beneficio económico del infractor;

b) Conducta del infractor;

c) Capacidad económica del infractor, excepto en el caso del sistema de gestión colectivo.
Artículo 42.- Recursos. En contra de la resolución de la Superintendencia que aplique una sanción, procederán los recursos a que se refiere el Párrafo 4° del Título III de su ley orgánica.

TÍTULO VII

MODIFICACIONES DE OTROS CUERPOS NORMATIVOS.

Artículo 43.- Modifícase el decreto Nº 458, que aprueba la Ley General de Urbanismo y Construcciones, agregando en su artículo 105, literal h), después de la palabra “sanitarios” y antes de la conjunción “y”, la siguiente frase: “, de reciclaje o separación de residuos en origen”.
Artículo 44.- Modificaciones a la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Modifícase la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente párrafo 6 bis, a continuación del artículo 48 bis:

“Párrafo 6 bis

De la certificación, rotulación y etiquetado

Artículo 48 ter.- Corresponderá al Ministerio del Medio Ambiente otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que sean voluntariamente solicitados y cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, de acuerdo a los requisitos que establezca el reglamento.

Asimismo, el reglamento deberá determinar el procedimiento al cual se sujetará el otorgamiento de los certificados, rótulos y etiquetas. El Ministerio podrá encomendar a entidades técnicas la verificación del cumplimiento de los requisitos que señale el reglamento. La acreditación, autorización y control de dichas entidades se regirá por lo dispuesto en el reglamento a que hace referencia el artículo 3 letra c) de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.

Dicha Superintendencia será la encargada de fiscalizar el debido cumplimiento de las disposiciones de que trata este artículo.

La infracción de esta normativa será sancionada de conformidad a lo dispuesto en el Título III de la ley orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, encontrándose ésta facultada, además, para revocar el certificado, rótulo o etiqueta como sanción. Sin perjuicio de lo anterior, la falsificación o utilización maliciosa de los certificados, rótulos o etiquetas será sancionada según lo establecido en los artículos 193, 194 y 196, según corresponda, del Código Penal.”.

b) Introdúcese la siguiente letra t bis) al artículo 70:

“t bis) Otorgar certificados, rótulos o etiquetas a personas naturales o jurídicas públicas o privadas, respecto de tecnologías, procesos, productos, bienes, servicios o actividades, que cumplan con los criterios de sustentabilidad y contribución a la protección del patrimonio ambiental del país, en conformidad a la ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Certificación de recicladores de base. Durante los primeros cinco años de vigencia de esta ley, los recicladores de base podrán registrarse sin contar con la certificación exigida en el artículo 32. Transcurrido dicho plazo sin haber acreditado este requisito ante el Ministerio, caducará su inscripción.

El Ministerio impulsará la creación de un proyecto de competencias laborales destinado a que los recicladores de base adquieran las aptitudes, conocimientos y destrezas necesarias para gestionar los residuos de acuerdo a la normativa vigente y permitirles obtener la certificación exigida en el artículo 32.

Artículo segundo.- Obligación de informar. Mientras no entren en vigencia los decretos supremos que establezcan las metas y otras obligaciones asociadas de cada producto prioritario, el Ministerio podrá requerir a los productores de productos prioritarios señalados en el artículo 10, informar anualmente, a través del Registro de Emisiones y Transferencias de Contaminantes, lo siguiente:

a) Cantidad de productos prioritarios comercializados en el país durante el año inmediatamente anterior.

b) Actividades de recolección, valorización y eliminación realizadas en igual período, y su costo.

c) Cantidad de residuos recolectados, valorizados y eliminados en dicho lapso.

d) Indicación de si la gestión para las actividades de recolección y valorización es individual o colectiva.

Dicha información deberá ser entregada por primera vez en un plazo máximo de doce meses contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo tercero.- Plazo para dictar reglamentos. Los reglamentos referidos en esta ley, deberán dictarse o actualizarse, cuando correspondiera, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo cuarto.- Gasto fiscal. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación esta ley durante el año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio del Medio Ambiente. No obstante, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 1 de marzo de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.


Sala de la Comisión, a 2 de marzo de 2016.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 6° DE LA LEY N° 18.050, QUE FIJA NORMAS GENERALES PARA CONCEDER INDULTOS PARTICULARES
(10.554-07)
Exposición de motivos.

La Constitución Política de la República, establece en su artículo 32 N° 14, la facultad del Presidente de la República de otorgar indultos particulares en los casos y formas que determine la ley, exigiendo que para hacer uso de ella debe haberse dictado una sentencia condenatoria en el respectivo proceso, la que ha de estar ejecutoriada.

El cuerpo legal que regula esta atribución especial del Jefe de Estado, es la ley N° 18.050, promulgada en el año 1981, y cuya última modificación data del año 2011. Su reglamento se encuentra contenido en el Decreto Supremo N° 1542, del Ministerio de Justicia, del año 1982.

De acuerdo al artículo 2° de la ley citada, el indulto que se otorgue en conformidad a sus disposiciones, puede remitir, conmutar o reducir la pena, pero el indultado continúa con el carácter de condenado para los efectos de la reincidencia o nuevo delinquimiento y demás que determinen las leyes.

A su vez, en el artículo 4° del mismo cuerpo legal, se contemplan los casos en que las solicitudes de indulto deben ser denegadas.

Sin embargo, en el artículo 6° de la mencionada ley, se establece una facultad excepcional para el Presidente de la República, para que en casos calificados y mediante decreto supremo fundado, pueda prescindir de los requisitos establecidos en esta ley y de los trámites indicados en su reglamento, siempre que el beneficiado esté condenado por sentencia ejecutoriada y no se trate de conductas terroristas, calificadas como tales por una ley dictada de acuerdo al artículo 9° de la Constitución Política de la República. .

Esta atribución, de carácter muy especial, es ejercida normalmente por la máxima autoridad del país, por razones humanitarias, tales como el caso de enfermedades terminales o incurables, que hacen aconsejable que el beneficiario no continúe en un recinto penal, para poder tratarse de la patología de que padece o bien esperar en situación de libertad, el fatal desenlace que le espera.

Estimamos que esta facultad presidencial, si bien debe materializarse en casos calificados, y mediante un decreto supremo, debe respaldarse, en lo que respecta a enfermedades terminales, en un certificado médico emitido por médicos especialistas del Servicio Médico Legal, dependiendo de la patología de que se trate.

De igual modo, consideramos que los condenados mayores de setenta y cinco años, dada su avanzada edad deben tener un derecho preferente a ser beneficiados con la concesión de este tipo de indultos, aun cuando no padezcan de enfermedad alguna.

Estimamos que en estos casos, y en aras del principio de transparencia consagrado en el artículo 8° de la Carta Fundamental, el decreto supremo pertinente debe ser de carácter público, y no confidencial, como se establece en el artículo 11 del reglamento pertinente.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente 

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese el artículo 6° de la ley N° 18.050, que fija normas generales para conceder indultos públicos, agregándose los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:
“En caso de que los solicitantes de indulto particular sufran de enfermedades terminales o incurables, se requerirá contar, para el otorgamiento del mismo, con un certificado médico emitido por un facultativo especialista del Servicio Médico Legal.
Tendrán derecho preferente al otorgamiento de este tipo de indulto, los condenados que acrediten contar con más de setenta y cinco años, aun cuando no padezcan de patología alguna.
Los decretos supremos fundados que se dicten en conformidad a este artículo, serán de carácter público.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR PATRICIO WALKER, SEÑORAS MUÑOZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER; Y SEÑORES ALLAMAND, COLOMA, CHAHUÁN, DE URRESTI, GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, GUILLIER, HORVATH, LAGOS, LARRAÍN, MONTES, MOREIRA, ORPIS, PÉREZ VARELA, PROKURICA, IGNACIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR EL QUE MANIFIESTAN AL SECRETARIO GENERAL DE LA OEA, SEÑOR LUIS ALMAGRO LEMES, EL MÁS PROFUNDO RESPALDO A SU GESTIÓN, EN ESPECIAL, POR LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LA DEMOCRACIA EN LA REGIÓN

(S 1.858-12)
Considerando:

1) Que don Luis Almagro Lemes es una reconocida personalidad latinoamericana, con una extensa experiencia diplomática y política.

2) Que su brillante carrera en el servicio exterior de la República Oriental del Uruguay le permitió llegar a ostentar la máxima dignidad de Canciller de su país.
3) Que, además, fue electo Senador en las elecciones nacionales uruguayas de 2014.
4) Que, posteriormente, fue elegido Secretario General de la Organización de Estados Americanos el 18 de marzo de 2015, con el apoyo unánime de 33 de los 34 Estados Miembros.
5) Que es una persona que ha trabajado siempre por los consensos, los acuerdos en la región y el respeto universal de los derechos humanos.

Por Tanto:

El Senado de la República de Chile acuerda el siguiente:

Proyecto de Acuerdo

Manifestar al Secretario General de la OEA, señor Luis Almagro Lemes, el más pleno respaldo a su gestión, en especial, la defensa de los derechos humanos y la democracia en la región.
(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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